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PROLOGO 


Merece nuestro aplauso sincero el distinguido Senador por 
Ayacucho, doctor Pío Max Medina, por su nuevo aporte a la bi- 
bliografía nacional, de un valioso libro, en que, dócil a las patrió- 
ticas sugestiones de la hora presente, aborda un tema que, a la im- 
-portancia especial que en sí mismo encierra, auna un alto interés 
de actualidad. La vieja controversia que en su etapa final se ven- 
tila en Arica en estos momentos, es el objeto del libro a que nos 
referimos; y para enfocarla en toda su amplitud, se remonta el 
doctor Medina a las causas generadoras de la guerra del Pacífico, 
y recorre, a partir del tratado de paz de 1883, el proceso de las re- 
laciones diplomáticas entre el Perú y Chile, marcando al través 
de sus vicisitudes y peripecias, el curso vacilante y desatentado de 
la diplomacia de Santiago, hasta 1890, y, desde entonces, la orien- 
tación firme e incontrastable, hacia la conquista desembozada de 


Tacna y Arica, por los métodos brutales de la chilenización. 
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En el libro que comentamos someramente, quedan reducidas a 
vil polvo las dos teorías forjadas por la Cancillería del Sur, como 


armas de guerra para asaltar a viva fuerza las plazas sitiadas en 
plena paz, entre el río Sama y la quebrada de Camarones. La so- 
beranía de Chile sobre Tacna y Arica, es la una, y la cesión de am- 
bas provincias, encubierta bajo la fórmula del plebiscito, es la 
otra. Se invoca como título jurídico de la pretendida soberanía, 
la cláusula tercera del tratado de Ancón en la parte en que, re- 
firiéndose al territorio de Tacna y Arica, se dice que “*continua- 
rá poseído por Chile y sujeto a la legislación y autoridades chi- 
lenas, durante el término de diez años”. Si el territorio de que se 
trata quedó en poder de Chile sólo para que lo conservara por eler- 
to tiempo, bajo el régimen de sus leyes y autoridades—lo que no 
era necesario ni decirlo — no se concibe cómo ese estado de mera 
retención constituya la soberanía de que los diplomáticos de San- 
tiago hacen tanto alarde. Mientras la soberanía implica el domi- 
nio inmanente territorial, la retención lo excluye. Tan absurda es 
la especie, que pretendieron reforzarla acogiéndose a la auto- 
ridad del laudo, que en su concepto les ofrece firme asidero. No tal, 


No sólo no se ha pronunciado el árbitro en la cuestión de la 
soberanía, sino que de propósito la ha dejado al margen estimán- 
dola impertinente. x Es innecesario—dice—discutir los argumen- 
tos relativos a la soberanía. Es suficiente para los propósitos del 
árbitro contemplar las palabras expresas del tratado.» Eso no 
obstante, ofrece el laudo elementos de juicio para colegir a cien- 
cia cierta, que el árbitro no comulga con la pretensión chilena a 
la soberanía de Tacna y Arica. . 


Juzgando el árbitro, en una interpretación de la cláusula 3% 
del tratado de paz, desautorizada por su texto mismo, que Chile de- 
be conservarse en posesión del territorio ocupado hasta que el ple- 


biscito se pronuncie, no reconoce en el ocupante sino la autori- 


o 
dad meramente administrativa, que dista mucho de reunir en sí 
los atributos de la soberanía. En su concepto «la interpretación 
razonable es que Chile debía retener la posesión hasta que se ve- 
rificara el plebiscito, y que reteniéndola continuaba su autoridad 
administrativa ». 

Por otra parte, declarando el árbitro, como declara categóri- 
camente, que la autoridad del ocupante está limitada por las pro- 
visiones del tratado mismo relativas al plebiscito, puesto « que el 
ejercicio de los poderes legislativo, ejecutivo y judicial por parte 
de Chile, no debe llegar al extremo de frustrar lo dispuesto sobre 
el plebiscito », acaba por reconocer que, ya no la soberanía, sino 
hasta la autoridad puramente administrativa del ocupante, está 
supeditada por la institución democrática del plebiscito, a cuyo 
régimen, imbuido, por su propia naturaleza, en los principios de 
justicia y libertad, no puede dejar de subordinarse. 

Conviene advertir que disentimos sobre este particular, de 
la opinión del doctor Medina, que atribuye al laudo el expreso 
“reconocimiento de la soberanía de Chile en las tierras irredentas, 
como se echa de ver en seguida: 

« Lejos estábamos de creer que una situación jurídica, reco- 
nocida expresamente por los mismos negociadores chilenos, hu- 
biera sido mejorada injustamente en el laudo, que reconoce la so- 


beranía completa de Chile sobre Tacna y Arica.» 


ad 


Ahora, viniendo a la otra teoría chilena de la cesión simulada, 
no nos habríamos detenido ni a mencionarla, ya que aun en el lau- 
do se ha hecho de ella un caso omiso, si el doctor Barros Jarpa, 


actual Ministro de Relaciones Exteriores, no insistiera en tremo- 


Su py E 


larla como bandera de combate, en el reciente reportaje lanzado 
a todos los vientos, desde las columnas de “El Mercurio” de San- 
tiago, del cual tomamos el siguiente párrafo: 

«La posición peruana en este momento es la repetición de 
una vieja táctica bien conocida ya en todo el continente america- 
no, y que consiste en resucitar cuestiones sobre las que ha caído 
la sanción definitiva de los hechos históricos. Aceptado por el 
Perú en 1883 el artículo 3* del tratado de Ancón, como cesión St- 
mulada, pero irrevocable, de Tacna y Arica a Chale, pretendía 
aleunos años más tarde convertirlo en cláusula de seguridad pa- 
ra que Tacna y Arica jamás salieran de su poder.» 

Por lo demás, el doctor Medina ha contestado victoriosamen- 
te la malaventurada tesis de la Cancillería chilena, restableciendo 
con acopio de razones inconcusas y de referencias al juicio insos- 
pechable de los mismos representantes de Chile, que negociaron 
el tratado de paz, el sentido genuino de la eláusula tercera, según 
el cual las provincias del Sur debieron ser ocupadas sólo en eali- 
dad de rehenes por el término de diez años, que se venció en 1894. 
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Entre las cuestiones que abarca la obra del doctor Medina, 
ninguna preocupa tan hondamenté la conciencia nacional, como 
la crisis que viene agitándose, cada vez más aguda, alrededor del 
plebiscito de Tacna y Arica. Declarándose por el árbitro, al re- 
solver la controversia perú-chilena, la vigencia de la cláusula 3* 
del tratado de Ancón, en cuanto libra la nacionalidad futura de. 
las provincias cautivas, a su propia determinación, por voto po- 
pular, se imponía la neutralización del territorio como corolario 
obligado del fallo. Así se redujese el poder de Chile sobre Taena y 
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Arica, a las proporciones meramente administrativas que le asig- 
na el laudo, tenía que ser la presencia del gobierno siempre fu- 
nesta a la libertad del sufragio, conservando en sus manos todos 
los resortes de la fuerza armada y el mecanismo de las autorida.: 
des en los distintos ramos del servicio público. 

Aferrado el pueblo chileno a la idea de ser el dueño de casa 
en las provincias detentadas, donde debe imperar su voluntad ex- 
clusiva; precisado a jugar de una vez por todas, en la partida ple- 
biscitaria, sus últimas y mejores cartas; resuelto a asegurar, cues- 
te lo que costase, el fruto de su labor tenaz de cuarenta y tantos 
años, para ensanchar con nuevos jirones del territorio peruano, 
el cuantioso botín de guerra de Tarapacá; ¿cómo podía esperarse 
que cumpliera ni los deberes de hospitalidad con los peruanos, 
sl tenía que ver en ellos, como ve, los adversarios implacables que 
acuden presurosos a la cita del sufragio, a medir sus armas lu- 
'chando como buenos por la redención de sus hermanos? No podía, 
pues, dejar de producirse el conflicto, como se ha producido ine- 
vitablemente. UN | | | 

No había otro medio de prevenir la situación creada en el 
Sur, que despejar resueltamente el campo de la contienda, de los 
tropiezos que lo hacen inaccesible para una de las partes, po- 
biendo de lado, con todas sus falsas prerrogativas y blasones de 
oropel, la ominosa autoridad de Chile, que cesó de derecho en 
1894, y debió cesar ahora de hecho, ya que resulta incompatible 
con la suprema finalidad del plebiscito, que debe prevalecer so- 
bre los intereses tan bastardos como mezquinos de la ocupación 
territorial, en que Chile pretende encastillarse para malear o frus- 

trar la honrada liquidación final del conflicto del Pacífico. 

Pudo hacerlo el árbitro dentro de los mismos principios 
asentados en la parte expositiva de su laudo. Si la autoridad chi- 
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lena sobre el territorio en rehenes, meramente administrativa, co- 
mo se ha visto, está condicionada por la necesidad primordial de 
establecer sobre bases firmes de justicia y libertad, la función 
plebiscitaria, en que va a decidirse definitivamente la nacionali- 
dad futura de las provincias de Tacna y Árica, el conflicto entre 
esa autoridad — que no representa más que un modus vivenda. 
precario — y el sufragio popular, con plenas garantías de dere- 
cho, correspondientes a su importancia democrática, y a los fines 
de excepcional trascendencia a que está destinado, no puede resol- 
verse de otro modo sino franqueando el paso a la solución ple- 


biscitarla. 


Más aún; por declaración del árbitro se considera el laudo 
como sustitutorio del protocolo especial que las partes debieron 
ajustar, con arreglo a la disposición final de la cláusula tercera 
del tratado de paz, estableciendo la forma y condiciones del ple- 
biscito. Exentos de restricciones preestablecidas para concertar 
las bases del voto plebiscitario, el Perú y Chile pudieron acordar 
entre ellos la neutralización territorial, como lo propuso en Li- 
ma el Canciller José Mariano Jiménez, al Plenipotenciario chile- 
no Vial Solar, en la conferencia del 30 de junio de 1893, inspli- 
rándose en consideraciones de interés común y de elevada y pre- 
visora política internacional, a fin de rodear el referendum popu- 
lar de todas las garantías que asegurasen el éxito. Si el árbitro 
se creyó investido de la representación de las partes para el ajus- 
te del protocolo ¿por qué, interpretando el sentimiento de justi- 
cia que debió predominar en ellas, no ha puesto a raya las des- 
atentadas pretensiones de Chile — interesado como el que más 
en la contienda — para alejar del contacto peligroso de su gobier- 
no, las funciones plebiscitarias de Tacna y Arica, necesitadas so- 


pa 


bre todo de un ambiente tranquilo de libertad, en cada una de sus 
manifestaciones legítimas ? | 

Situándose los signatarios del tratado de arbitraje de Was- 
hington, en la alternativa de la improcedencia del plebiscito, eon- 
signaron en el punto tercero del acta complementaria, la siguien- 
te prevención: 

« Es entendido, en el interés de la paz y del buen orden, que, 
en este caso, y mientras esté pendiente un acuerdo acerca de la dis- 
posición del territorio, no se perturbará la orgamización admi- 
mistrativa de las provincias.» 

En el párrafo segundo se establece: 

«En caso de que se declare la procedencia del plebiscito, el 
árbitro queda facultado para determinar sus condiciones.» 

El examen comparativo de las precedentes cláusulas sugie- 
- Te una interrogación. ¿Por qué en esta última no se consignó la 
misma reserva que en la primera, para mantener el stato quo ad- 
ministrativo en Tacna y Arica? La respuesta fluye naturalmen- 
te. Porque en el segundo caso previsto, quedaba investido el ár- 
bitro de facultades bastantes para proveer a la ejecución del ple- 
biscito, rodeándolo de las garantías y seguridades necesarias, 
aun a expensas de la administración territorial, ya que no esta- 


ban sujetas a ninguna restricción. 


Por último, es necesario no perder de vista que aun está pen- 
diente el proceso arbitral. Si el fallo ha cerrado el ciclo contencio- 
so, también ha abierto el ciclo del procedimiento ejecutivo, que 
se inicia bajo la autoridad jurisdiccional del mismo árbitro. Con- 


viene recordar este hecho, ya que Chile parece olvidar que toda- 


o 


vía es parte en la controversia, cuando pretende erigirse nada 


menos que en juez del control plebiscitario en Tacna y Arica, a 


título de señor y soberano de las provincias detentadas, usurpando 


las atribuciones que competen exclusivamente a la Comisión Ple- 


biscitaria, constituída para ese objeto, en conformidad a las pro- - 


visiones del laudo. 


El árbitro ha declarado que la administración chilena en 


las provincias ocupadas, está subordinada al régimen de garan- 
tías que se requieren para que el voto popular se desenvuelva y se 
produzca bajo un ambiente de amplia libertad, y ha resuelto, 
además, que la Comisión Plebiscitaria ejerza completo control, en 


general, sobre el plebiscito. Son tan explícitas esas determinacio- 


nes, que no le queda a Chile otro recurso que acatarlas sincera- 


mente después de haber celebrado, con los más efusivos acentos 
del aplauso, el fallo arbitral, como una coronación victoriosa de su 
defensa. Y no tiene de qué sorprenderse por el rumbo en que se 
desenvuelve la acción tutelar del General Pershing. Era entendi- 
do que bajo los auspicios del Presidente de los Estados Unidos, 
el ilustre árbitro, no se actuaría la función plebiscitaria sino den- 
tro de las normas de la más severa rectitud. 

Si la causa de Chile es tan justa como blasonan sus defenso- 
res, mientras más amplias sean las garantías que se acuerden al 
buen derecho de una y otra parte, más seguro ha de resultarle su 
triunfo. ¿Por qué se empeña en restringirlas, hasta regatear los 
poderes de la Comisión Plebiscitaria ? 


J. Salvador Cavero. ¡ 


Octubre de 1995, 
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PLAN DE LA OBRA 


La sinópsis de la guerra del Pacífico; el largo y fatigoso pro- 
ceso de las negociaciones diplomáticas para dar cumplimiento fiel 
al tratado de Ancón; el sometimiento de la controversia interna- 
cional pendiente al fallo arbtiral del Presidente de los Estados 
Umdos; y el laudo expedido por éste, con los comentarios imdis- 
pensables que fluyen necesariamente de su texto, son los. puntos 
sustanciales que abarca el presente volumen. 

Algunos de los capítulos de este tomo, han sido ya publicados 
en los primerpales diarios de esta capital. “El Comercio”, “La 
Prensa”? y “La Crónica?” se han servido dar cabida a ellos, du- - 
rante el primer semestre del presente año. 

El tomo II, en preparación, comprenderá el desenvolvimien- 
to integral del plebiscito y sus múltiples amcidencias derivadas de 
la actitud que adopte Chile frente a la realización honrada de los 
actos preparatorios y defimitivos del plebiscito. 

En resumen, El Laudo y El Plebiscito en su apreciación exac- 
ta, son las materias de LA CONTROVERSIA PERUANO-CHI[- 
LENA, que el autor de esta obra somete a la r1dustrada e impar- 
cral consideración de sus lectores. 

Julio, 30 de 1925. 


CAPITULO 1. 


CAUSAS Y CONSECUENCIAS DE LA GUERRA 
DEL PACIFICO 


| El hombre de Estado, político o jurisconsulto, y sobre todo, 
el árbitro en una cuestión internacional, para expedir laudo en la 
controversia sometida a su conocimiento, no puede prescindir del 
estudio exacto y prolijo de los derechos, documentos y anteceden- 
tes necesarios, que se relacionan con la cuestión, sin ocasionar 
perjuicio acaso irreparable, no sólo a la parte que fincó esperan- 
zas fundadas en la acción de la justicia, sino también para los 
grandes y trascendentales intereses morales de orden interna- 
cional. 

'S1 esto es así, ¿cómo es que Mr. Coolidge no ha tomado en 
cuenta la documentación peruana constitutiva de la probanza de 
sus alegaciones ? 

El árbitro, dada la alta importancia del papel que se le ha- 
bía confiado y la trascendencia de su decisión, no ha podido, no 
ha debido inhibirse de contemplar el proceso arbitral en toda su 
integridad. 

«No es obligación ni privilegio del árbitro — dice éste — juzgar las causas 
de la guerra del Pacífico, ni cómo se condujo ésta, ni la justicia de las eondi- 
ciones de paz, ni las relaciones de una y otra parte con la República de Bolivia, 
ni el acierto de las disposiciones del artículo 3? del tratado de Ancón, ni los efeec- 
tos económicos del tratado, ni, en general, los elementos de justicia o injusticia 
que dén fisonomía a la actual situación y que han sido alegados; ni sobre cues- 
tión alguna, cualquiera que ella sea, aparte del sentido y eficacia del pacto 
MISMO.» 
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Mr. Coolidge al dar su laudo como árbitro en a a de 
Tacna y Arica — laudo que pasara a la historia dip omática Jn 
to con los comentarios que internacionalistas severos e Imparcia es 
hagan de él — ha pretendido cubrir con el velo de la indulgencia 
las causas directas e indirectas de la guerra del Pacífico; los me- 
dios vedados empleados por Chile para obstaculizar sistemática- 
mente el cumplimiento del tratado de Ancón, en la epoca e, 
na; y los recursos de fuerza dirigidos hacia determinado fin, cua 
es la chilenización de las provincias de Tacna y Arica. 
El fallo arbitral rompe el nexo entre las causas y Sus efectos, 
o sea entre el origen de la guerra y sus Consecuencias, siendo una 
de éstas, la detentación de las dos provincias y la desperuaniza- 
ción de ellas, como medio de asegurar la ocupación por Chile. El 
árbitro, prescindiendo del estudio de los antecedentes de la gue- 
rra, de las fases sucesivas de su desenvolvimiento y de los aspec- 
tos del tratado que le puso término, trunca su laudo, rompe la 
concatenación necesaria y lógica de hechos que forman la grada- 
ción del delito de lesa civilización y humanidad, perpetrados con- 
tra la moral, la justicia y el derecho. 
Bien se comprende que la declaratoria de improcedencia del 
plebiscito fué uno de los extremos al que no pensó arribar el ár-. 
bitro; por esto, excluyendo la posibilidad de que los Estados Uni- 
dos coneurrieran con el contingente de sus buenos oficios, en el 
caso de que no se pusieran de acuerdo los gobiernos del Perú y 
de Chile, dice: « Pero estos buenos oficios eventuales nada tie- 
nen que ver con los deberes que le imponen al árbitro ». Segura- 
mente, el triunfo de la tesis peruana habría obligado a éste a ha- 
cer el análisis imparcial de las causas de la guerra y del ineum- 
plimiento proditorio de la cláusula III del tratado de Ancón, por ' 
parte de Chile. | 
Efectivamente, el árbitro ha debido pronunciarse acerca de 
los puntos contenidos en el párrafo trascrito, porque tienen co- 
nexión inmediata con la cuestión principal, sometida a su conoci- 
miento, es decir, si procede o no la realización del plebiscito 1m- 
puesto por el derecho de conquista y bajo el imperio de la fuerza ' 
vencedora; si procede o no el plebiscito después del empleo de los : 
métodos violentos de chilenización de esas provincias, y, como úl- 
timo recurso, de expulsión en masa de la población peruana, pro- 
cedimiento de inventiva chilena; y si es compatible la realización - 
del plebiscito, en las circunstancias actuales derivadas del trascur- 
so excesivo del tiempo en que ese acto debió verificarse, de los 
procedimientos puestos en práctica para desvirtuar la eficacia 
de la concurrencia libre y espontánea de los habitantes de las pro-. 
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vincias de Tacna y Arica, y de los nuevos principios que regulan 
las relaciones de los pueblos que, derramando a regueros su san- 
gre en los campos de batalla, en la última conflagración europea, 
implantaron el reinado de la justicia, del derecho y de la civitiza- 
ción, en las naciones grandes y pequeñas, fuertes y débiles. 

Se dice que al someter al árbitro la alternativa de si pro- 
cede o no, en las circunstancias actuales, la realización del plebis- 
¿cito pactado en la cláusula 3* del tratado de Ancón, se ha acep- 
tado expresamente, mediante la aprobación del protocolo y ae- 
ta complementaria de Washington, la decisión arbitral en el sen- 
tido de la procedencia del plebiscito, es decir, que hemos acepta- 
do la posibilidad de la decisión contraria a la tesis peruana. 

La consideración es cierta, admitimos los dos extremos plan- 
teados en las conferencias de Washington. También es cierto que 
nadie va a un litigio con la evidencia de ganar el pleito, porque es 
prudente, humano y cuerdo ponerse en la hipótesis de perderlo, 
Pero, no por esta hipótesis se renuncia a un derecho, ni se pierde 
la oportunidad de conseguir una solución justa y mucho tiempo 
amhelada. Por esto habíamos aceptado entregar al Presidente de 
los Estados Unidos la decisión de si debe realizarse o no el ple- 
'biscito diferido hasta ahora no por voluntad del Perú, sino por 
la mala fe de Chile; habíamos aceptado que el árbitro determina- 
Ya, sin taxativa alguna, las condiciones en que el plebiscito debie- 
ra tener lugar. 

Pues bien, si admitimos todo esto, fué en la persuación fun- 
Gada de que el árbitro, el amigable componedor — claro está que 
no es un Quijote desfacedor de agravios, que ha de batirse hasta 
con los molinos de viento, por los débiles que han menester de jus- 
¡ticia — debió inspirarse, por la naturaleza misma de su misión, 
en los eternos principios de justicia, que, según el emperador 
«Justiniano, consiste en «la constante y perpetua voluntad de dar 
a cada cual lo suyo». Sea éste u otro el concepto predominante de 
Justicia, lo cierto es que todos se basan necesariamente en la ver- 
“ad, o sea la conformidad entre el conocimiento con el objeto, rea- 
lidad ó materia que necesita ser declarada por el que conoce. 

Desde este punto de vista, preguntamos: ¿ Existe conformi- 
dad entre los motivos de la guerra del Pacífico y el laudo del ár- 
bitro Mr. Coolidge? ¿ Existe verdad en la afirmación de éste, de 
que no está probada la mala fe de Chile en la conducción de las 
negociaciones diplomáticas respecto a la cuestión de Tacna y 
Arica ? ¿ Es racional, en las circunstancias actuales, la celebración 
del plebiscito? ¿ Hay justicia en el establecimiento de las condi- 
ciones plebiscitarias, excluyendo de la votación a los peruanos no 


regnícolas, pero residentes y expulsados de esas provincias? ¿Se 
ha establecido esas condiciones en Tfazones siguiera de equidad pa- 
ra las partes contendientes? stas son interrogaciones que abar- 
cadas así, en conjunto, y analizadas, específicamente, correspon- 
den a una contestación negativa. a 

La omisión de considerar las causas de la guerra del Pacífico, 
obedece a una orientación preconcebida del árbitro. La estructura 
de su fallo carece de base racional y justa; por esto, sus pProvisio- 
nes son artificiales. Se prescinde de premisas verdaderas y no se 


funda en postulados ciertos y evidentes. 
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Resumiremos, con la concisión que nos sea posible, las cau- 
sas y consecuencias de la guerra. | 

Hasta 1824, el dominio y posesión de Bolivia en la provincia 
de Atacama, no fueron disputados por nadie. El uti possidetas 
de 1810, principio sancionado en el derecho internacional, como 
garantía de paz y equilibrio en Sud América, había servido de va- 


lla a las tendencias de expansión territorial, circunscribiendo a las 


naciones de esta parte del continente, a los límites fijados por la 


metrópoli española. Pero, esta regla de derecho, para ser viola- 
da, necesitaba de un agente ineserupuloso, y éste fué Chile, que 
había resuelto adquirir «por la razón o la fuerza » el territorio 
comprendido entre los grados 23 y 24. ¿En qué se fundaba Chi- 
le para ello? Sencillamente en el espíritu de conquista, en la ne- 
cesidad de su expansión territorial. Veamos cómo: 


Descubiertos, al Norte de Chile, los yacimientos de guano, el 


Presidente de esa República, señor Bulnes, dirigió al Congreso 
un mensaje y un proyecto de ley (promulgada el 31 de octubre de 
1824), declarando propiedad nacional: «los yacimientos de gua- 
no que se encuentran en las costas de la provincia de Coquimbo, 
en el litoral de Atacama y en las islas o islotes adyacentes ». Las 
reclamaciones diplomáticas de Bolivia fueron infructuosas. La 
ley Oruro autorizó al Gobierno a declarar la guerra en caso de 


que todos los medios de conciliación se agotaran. Un aconteci=. 


miento vergonzoso para Bolivia vino a alentar a Chile en sus pla-. 
nes de conquista. Don Mariano Melgarejo, por un pronunciamien- 
to militar, se apoderó del poder, y organizó un Gobierno de Car-. 


naval, cuyos hechos provocaban a risa, según la frase del eminen- 
e hombre de estado chileno don Francisco Valdés Vergara, quien 


| 


refiriéndose a la política seguida por Chile en esa época, se ex- 
presa así: 


« Entonces el Gobierno de Chile hizo de este tirano grotesco su aliado per- 
sonal, alienta sus pasiones, estimula su delirio, concluye con él el tratado de 
1866 y acredita cerca de él un enviado extraordinario que pronto resultó su con- 
lidente y su amigo. Cuando este agente diplomático hubo terminado su misión 
de Ministro de Chile en Bolivia, Melgarejo concibió la idea fantástica, bien ca- 
racterística de su cerebro desequilibrado, de nombrarle Ministro de Hacienda, 
y, como no aceptara este puesto, lo acreditó en calidad de Enviado Extraordi- 
nario y Ministro Plenipotenciario de Bolivia en Chile. ¡Bello título de gloria 
para el País! Y el Gobierno chileno se prestó a esta comedia, recibió esta perso- 
nalidad chilena en testa calidad, y continuó tratando con él de nuestros asuntos 
con Bolivia, » 


Chile obtuvo, mediante el tratado de 10 de agosto de 1866, la 
mitad de Atacama; de manera que, Chile al Sur y Bolivia al Nor- 
te tuvieron la posesión y soberanía de los territorios que se extien- 
den hasta el paralelo 24 de latitud Sur. No obstante esta delimita- 
ción territorial, Chile logró adquirir el reconocimiento de ciertos 
derechos sobre la explotación de los depósitos de guano descubier- 
tos en Mejillones y otros comprendidos entre los grados 23 y 25 
de latitud Sur; el control de la contabilidad en la aduana bolivia- 
na en Mejillones, por medio de agentes del fisco chileno; y que no 
se estableciera, por parte de Bolivia, impuesto alguno a la expor- 
tación de los productos del territorio, comprendido entre los gra- 
dos 24 y 25, que se extrajesen por dicho puerto. 

Claramente se comprende que un tratado celebrado en estas 
condiciones, no sólo afectaba, dada su índole, a las soberanías de 
los países respectivos, sino que, en la práctica, tenía que ser un 
semillero de discordias continuas; y así fué, en efecto. 

Chile, en posesión del título que le daba el tratado menciona- 
do, trató de extender sus efectos más allá de los términos indica- 
dos, dando origen a incidencias diplomáticas que fueron allana- 
das por la buena voluntad de la cancillería boliviana, según pala- 
dina declaración del publicista chileno don Marcial Martínez. 

Para nadie es un secreto la misión que tuvo el Enviado Hx- 
traordinario y Ministro Plenipotenciario de Chile en Bolivia, don 
Aniceto Vergara Albano, y las propuestas que le hizo a don Ma- 
riano Donato Muñoz, Ministro de Relaciones Exteriores de Boli- 
via. Es de suyo interesante conocer la carta que éste dirigió a don 
Zoilo Flores, Enviado Extraordinario y Ministro Plenipotencia- 
rio de Bolivia en el Perú, el 21 de abril de 1879; « Fué durante 
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ésas conferencias (se refiere a. las que tuvo con el señor Vergara 
Albano) que tuve ocasión de escuchar al representante de Chile 
la propesición a que se refiere la carta que contesto, esto es: (Que 
Bolivia consintiera en desprenderse de todo derecho a la zona dis- 
putada, desde el paralelo 25 hasta el Loa, o, cuando menos, hasta 
Mejillones inclusive, bajo la formal promesa de que Chile apo- 
varía a Bolivia, del modo más eficaz, para la ocupación armada del 

litoral peruano hasta el morro de Sama, en compensación del que 
cedería a Chile, en razón de que la única salida natural gue Boli- 
via tenía al Pacífico, era el puerto de Arica”. Aerega:el señor. : 
Muñoz, que esta proposición le fué hecha insistentemente desde - 
la primera hasta la última conferencia, así como al General Mel- : 
varejo, “cuyo ánimo belicoso trató de halagar con la idea de una 
campaña gloriosa, que no habían podido realizar sus predeceso- 
ves?”. La idea de usurpación y conquista expuesta por el señor 
Vergara Albano obedecía a un plan premeditado por Chile, por- 
que estando en Santiago el señor Muñoz, la proposición de aquel 
fué reiterada no sólo por el señor Alvaro Covarrubias, Ministro 
de Relaciones Exteriores de Chile, sino también por “muchas per- 
sonas notables de aquella eapital”. En esta ocasión, Chile ofrecía: 
apoyar a Bolivia a invadir el litoral peruano hasta Sama. Las 
posteriores gestiones del Gobierno de aquel para la compra del li- 
toral boliviano hasta el grado 23, y para ayudar la revolución del 
General boliviano don Quintín Quevedo, con la condición de que 
éste invadiera el Perú, no dieron los resultados que se había pro- 
puesto. Derrocado el Presidente Melgarejo en 1871, el Congreso 
boliviano declaró la nulidad de todos los actos gubernamentales 
de aquel, siendo el más grave de éstos, por sus funestas conse-- 
cuencias, la concesión que hizo de terrenos salitrales y boratos a 
José Santos Ossa y Francisco Puelma. La «Compañía de Salitres y 
Ferrocarril de Antofagasta», que por una serie de transferencias 
había reemplazado a aquellos, celebró con el Globierno de Bolivia 
la transacción de noviembre de 1873, en cuya virtud el Gobierno 
contratante contrajo la obligación de exonerar de todo derecho 
a la explotación y exportación de los nitratos, durante quince 
años. | 08 

A los dirigentes de Bolivia no se les ocultaba la creciente ame- 

naza de Chile, que se preparaba secretamente para la agresión 
armada, y la conveniencia de mantener la solidaridad de intere- 
ses con el Perú. Ante este objetivo supremo orientaron su políti- 
ca Internacional. Consecuencia de esta situación fué la ley de 8 
de noviembre de 1872, que autorizó al Poder Ejecutivo: boliviano. 
a celebrar un tratado de alianza defensiva con el Gobierno del 


Perú, contra toda agresión extraña; y consecuencia de esta situa- 
ción fué también, el pacto suserito entre los Gobiernos del Perú 
y Bolivia, aprobado por los Congresos respectivos, en el siguien- 
te año. | | 

«Las altas partes contratantes — dice el artículo primero 

de dicho tratado — se unen y ligan para garantizar mutuamen- 
te su independencia, su soberanía y la integridad de sus territo- 
rios, obligándose, en los términos del presente tratado, a defen- 
dlerse de toda agresión exterior, bien sea de otro u otros estados 
independientes, o de fuerzas sin bandera que nó obedezcan a nin- 
eún poder reconocido ». Cada parte contratante se reservaba el 
derecho de decidir si la ofensa recibida por la otra estaba com- 
prendida en el tratado; debiendo eumplirse la obligación estipu- 
lada si se declaraba el casus foederis. Prescribía el empleo de to- 
dos los medios conciliatorios para evitar la ruptura de hostilida- 
des, buscando arreglo por arbitraje de tercera potencia. Se había 
convenido en solicitar la adhesión de los demás estados america- 
nos; reservándose cada una de las partes contratantes el derecho 
de darle por terminado, cuando lo estimare por conveniente. Un 
artículo adicional preseribía que el tratado se mantuviese en se- 
ereto, mientras las partes contratantes no juzgasen necesaria su 
publicación. 
! El Presidente de Bolivia don Adolfo Ballivián — gestor del 
tratado de 1873 — murió en febrero de 1874, y lo reemplazó en la 
magistratura suprema de su país el doctor Tomás Frías, ante eu- 
yo Gobierno fué acreditado como Enviado Extraordinario y Mi- 
nistro Plenipotenciario de Chile, don Carlos Walker Martínez, 
que conocía el texto del tratado secreto perú-boliviano, y que ce- 
lebró con don Mariano Baptista, Ministro de Relaciones Exterio- 
tes de Bolivia, el tratado de 6 de agosto de 1874. 

Por este tratado, Chile retiraba sus reclamos a la mitad de 
los derechos de exportación por puertos bolivianos; varantizóse 
los derechos de los industriales chilenos, con el artículo 4”, que di- 
ce: «Los derechos de exportación sobre los minerales explotados 
en la zona de terreno de que hablan los artículos nrecedentes (pa- 
talelos 23 y 24), no excederán la cuota que actualmente se cobra; 
y las personas, industrias y capitales chilenos quedarán sujetos 
a más contribución, de cualquiera clase que-sean, que a las que al 
presente existen. La estipulación contenida en este artículo dura-. 
rá por el término de 25 años »; artículo que, en lo que se refiere 

a la liberación de derechos de exportación, reproducía la transac- 
ción celebrada por el Gobierno boliviano con la Comvañía del Sa- 
litre de Antofagasta. Estipulóse, además, el arbitraje para todas 
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las cuestiones que pudiesen derivarse de él. Los Congresos de 
Chile y Bolivia aprobaron el tratado, aquel considerándolo como 
un triunfo de su diplomacia, y éste, después de una violenta dis- 
eusión. Pero, la transacción en referencia había sido relegada 
al olvido, en Bolivia, hasta 1878, en que la aprobó a condición de 
que la Compañía del Salitre de Antofagasta pagase como minl- 


mum un impuesto de diez centavos por quintal de salitre que ex- . 


portara. Cuando esto sucedía en Bolivia, Chile había asegurado 
ya su poder militar mediante la adquisición, en Inglaterra, de dos 
buques gemelos, “Almirante Cochrane” y “Blanco Encalada”, 
unidades navales que le colocaban sin disputa en primera línea, 
como potencia beligerante. Es verdad que la deuda externa de 
Chile había subido de ocho millones, en 1842, a treinticinco millo- 
nes en 1878, debido a las adquisiciones bélicas que hizo; pero, es- 
ta consideración no pesaba en la balanza de su propósito de con- 
quista, cuya realización cambiaría completamente el cuadro des- 
consolador y alarmente de su situación financiera. El Perú no es- 
taba preparado para la guerra. Los elementos materiales con que 
contaba para su defensa eran muy inferiores a los del ejército y 
marina chilenos. Así lo reconocen, entre otros, Sir Clements, *. 
Marckam, el experto naval chileno Langlois, el coronel prusiano 
Eckdahl y el historiador Vicuña Mackena. Y qué decir de Boli- 
via, cuya debilidad militar, cuando la ocupación violenta por fuer- 
zas Chilenas del territorio boliviano, la dá a conocer el historia- 
dor chileno don Diego Barros Arana? 

Chile conocía esta situación y juzgaba con felonía que había 
llegado la oportunidad propicia para destruir el dique gue se en- 
frentaba a sus ambiciones. Contaba para ello con los elementos 
bélicos necesarios, su larga preparación y su conocimiento perfee- 
to del territorio peruano, por medio de espías destacados a todos 
los departamentos del Perú, y sus recursos de defensa. Esta com- 
presión de su superioridad pudo más que los dictados de la jus- 
ticia y de la hidalguía, conculceados contra un pueblo noble, pero 
desprevenido, valeroso, pero desarmado, en aras de su tradición 
de cimentar la paz y la armonía de los estados americanos, a ba- 
se de las alianzas, que desde 1825 había preconizado. Por esto, bas- 
tó que el Congreso boliviano, estableciera el impuesto de diez cen- 
tavos por cada quintal de salitre que se exportara, para que se al- 
borotase el cotarro, tanto por la Caneillería de la Moneda, como 
por la Compañía de Salitres, alegando, respectivamente, la vio- 
lación del tratado de 1874, y que ese impuesto significaba la ruina 


de los capitales chilenos; sin embargo, poco tiempo después, el Go- 


bierno chileno, que había ocupado ya el territorio boliviano de 
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Antofagasta, eludió someter el hecho al arbitraje de una tercera 
potencia, como se había pactado en dicho tratado, y elevó el im- 
puesto a 1 peso 50 centavos, sin que la Compañía hiciera reclama- 
ción alguna, ni menos se arruinara la industria salitrera. Esta fué 
una de las emboscadas de la diplomacia chilena; la otra fué la que 
determinó el fracaso ruidoso en Santiago de las negociaciones del 
Plenipotenciario peruano, don José Antonio de Lavalle, Envia- 
do ad-hoc para negociar la paz, ofreciendo la mediación del Pe- 
1ú, en el conflicto de Chile con Bolivia. 

La ocupación intempestiva de Antofagasta por fuerzas chile- 
nas despertó la codicia de apropiarse también de Tarapacá, em- 
porio de verdadera riqueza salitrera y, ante este objetivo, fuerza 
era buscar querella al Perú para hacer extensiva la guerra a él, 
Chile al rechazar el arbitraje y las soluciones pacíficas propues- 
tas por el señor Lavalle, colocaba al Perú en el dilema fatal de 
cumplir su palabra empeñada en el tratado de alianza defensiva 
celebrado con Bolivia, o faltar con deshonra a su compromiso, ab- 
dicar su dignidad de Nación soberana y declarar su neutralidad 
ante el conflicto belicoso chileno-boliviano. 

Y qué concepto merecería el Perú, si accediendo a las exigen- 
cias insólitas del Gobierno de Chile, hubiera optado por el últi- 
mo extremo? Interrogación que vale tanto como esta otra: ¿cuál 
sería el concepto que merecería la heroica Bélgica, si en la hora 
dle la suprema prueba hubiera permitido voluntariamente la 1n- 
vasión de su territorio por fuerzas alemanas? La respuesta es 
obvia para las naciones que tienen comprensión clara de su de- 
ber; los tratados no son pedazos de papel que se rompen cuando 
llega la ocasión en que estorban. Por esto, el Perú y Bélgica, que 
se sacrificaron por cumplir sus pactos solemnes, siempre serán 
dignos de la admiración de Jos pueblos. 

La ignorancia del tratado secreto de 1873, alegada por Chi- 
le, fué emboscada burda de la diplomacia de la Moneda, y falacia 
'elamorosa el atribuírle carácter ofensivo a dieho vbacto; pues, ni 
hubo tal ignorancia ni menos fué ofensivo para Chile. 


«Se ha dicho después que ese artículo adicional — dice Sir Clemente R. 
Marckam, refiriéndose a que el tratado se mantuviese secreto — fué eumplido 
eficazmente y que Chile ignoró la existencia del tratado hasta que rompió hos- 
tilidades icon Bolivia; pero no fué así. La República Argentina fué invitada. ofi- 
cialmente a adherirse al pacto; y el asunto se debatió en 1877 en el Senado de 
Buenos Aires, donde se informó el Ministro chileno de la existencia del trata- 
do. El Ministro chileno en La Paz conoció su texto en 1876. ¡Si el propio Chile 
se hubiera adherido generosamente a la alianza defensiva, no hubiera ensancha- 
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do sus límites por la violencia y la conquista; pero, en cambio, habría conser- 
vado su anterior reputación de potencia civilizadora y amante de la paz, títu- 
los a que hoy no puede ya aspirar. Sus tachas al tratado sólo podían proceder 
de intenciones nada pacíficas ni civilizadoras >». 


Por otra parte, dicho tratado sólo era defensivo, obligándose 
cada parte contratante al auxilio del otro, sólo en el caso de ser és- 
te hostilizado por una tercera potencia. Los estados soberanos e 
independientes se ligan por razones poderosas con tratados de la 
índole del celebrado por el Perú y Bolivia; sin que esto envuelva 
una amenaza en sí para otro u otros estados. Las potencias con- 
tratantes soportan, en tales casos, las obligaciones de la guerra 
conjuntamente hasta la conclusión de la paz. Se comprende que 
está en interés de los aliados no provocar situaciones de las que 
puedan derivarse perturbaciones en el orden internacional, La 
publicidad de estos tratados suscita serias inquietudes y recelos 
entre países que, por razones de vecindad o antecedentes histó- 
ricos, se vigilan y controlan. El mismo secreto aleja las posibili- 
dades de la guerra y estabiliza la paz. Así lo comprendieron los 
negociadores del tratado de 1873; y así lo entendieron también 
los que firmaron el tratado de Viena, en 7 de octubre de 1879, 
entre Alemania y Austria-Hungría, cuyo artículo 3* estatuía: 
«A causa de su carácter pacífico y para evitar cualquiera falsa 
interpretación, este tratado será tenido en secreto por ambas po- 
tencias contratantes. Sólo previa consulta de una de las poten- 
cias contratantes a la otra y por mutuo acuerdo entre las dos, po- 
drá ser comunicado este tratado a una tercera potencia ». 

Kn marzo de 1879, don Alejandro Fierro, Ministro de Rela- 
ciones Exteriores de Chile, daba instrucciones a don Joaquín Gro- 
loy, Plenipotenciario chileno acreditado ante el Gobierno del Pe- 
rú, para que éste desahuciara el tratado secreto y declarara su 
neutralidad en la contienda belicosa chileno-boliviana. Chile no 
quiso variar la línea de conducta que se había trazado, sino a eos- 
ta de una indignidad que estaba muy lejos de cometer el Perú, 
leal a sus compromisos. En mucho contribuyó a esta actitud de 
Chile la belicosidad de unos y la codicia de las salitreras de Ta- 
rapacá, de otros. La declaratoria oficial de guerra contra el Pe- 
rú se produjo el 5 de abril de 1879. 


“* Pocos miraban entonces en Chile la guerra con terror””, dice don Carlos 
Vicuña Fuentes, en su obra La LIBERTAD DE OPINAR Y EL PROBLEMA DE TACNA 
Y Arica, “La mayoría de los hombres públicos la consideraban como un gran 
negocio”. Cuenta don Juan Enrique Lagarrigue, en un artículo publicado en 
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EL Mercurio en 1908 y reproducido en su folleto En Survicro DE La DOCTRINA 
ALTRUÍSTA, editado ese año (páginas 13 a 15), que al iniciarse la guerra uno 
de los estadistas más distinguidos de Chile exclamaba en un círculo de varias 
personas, en presencia del señor Lagarrigue: '“ Estábamos anémicos y la gne- 
rra va a devolvernos nuestra fortaleza””. El señor Lagarrigue le observó en 
vano que el régimen para la anemia es una higiene razonable y no el violentar- 
se con exceso. Esta opinión parecía entonces una locura ». 


He aquí la causa de la guerra por el bienestar, la guerra por la 
comodidad, la guerra por el estómago, confesada y preparada por 
sus Instigadores. 

¡ Y por esto no se avergiienzan aún los diplomáticos chilenos! 

Reforzaremos nuestra opinión, de que la causa verdadera y 
real de la guerra fué el ánimo malsano de Chile de apropiarse de ' 
aquellas porciones del territorio salitrero, como fuente de su bien- 
estar económico, con algunas citas pertinentes. 


«La guerra con Bolivia — dice Vicuña Mackena — fué por esto simple 
cuestión de tiempo, desde que el cateador Cangalla lencontró el primer roda- 
do argentífero en las lomas de Caracoles como habría de ser inevitable y aná- 
loga la guerra con el Perú, desde que el trabajo de los rieles y la excavación del 
salitre atrajo al territorio de aquella República, a manera de alud humano, 
una raza activa, vigorosa, inteligente, que iba a encontrarse frente a frente a 
otra perezosa, muelle y desmoralizada por el «lima y por el ocio». 


Vicuña Fuentes, sin entrar en esas apreciaciones psicológl- 
cas, concreta su opinión, en estas nalabras: 


< El motivo de la guerra de 1879, fué el salitre », 


No pueden sér más explícitas las declaraciones siguientes: 

Don José Manuel Balmaceda, Ministro de Relaciones Exte- 
riores de Chile, en circular a los Agentes Diplomáticos de su vaís, 
dlice: | | | 
| «El territorio salitrero de Antofagasta y el territorio salitrero de Tara- 
pacá, fueron la causa real y directa de la guerra. Devolver al enemigo el do- 
minio de la causa misma de la contienda, después de nuestros triunfos y de la 
posesión de aquellos territorios, habría sido una imprevisión injustificable y 
una falta absoluta del conocimiento que suponen las cuestiones de Estado ». 


El diplomático chileno don Javier Vial Solar, que ha expli- 
cado el aleance y Finalidad de la cláusula III del tratado de An- 
- cón, dice: ESO y | 
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«En más claros términos y según este criterio, el Perú sometiéndose a la 
ley de la situación, debía entregar a Ohile aquellas porciones de tora que 
habían sido la causa verdadera y eficaz de la guerra, y pagar además una 1n- 
demnización en dinero que impidiera por largos años alimentar ilusiones de re- 
vancha a sus levantiscos políticos ». 


El internacionalista doctor Roque Sáenz Peña decía en Lima 
en ocasión solemne, 29 de julio de 1879, los párrafos que tras- 
eribimos: V 


« Tiene (Chile) por el Norte la historia vergonzosa de Atacama; allí la di- 
plomacia chilena, asiste a las bacanales de la dictadura para arrancar al dés- 
pota (Melgarejo) un tratado que sacrifica los derechos inaliznables de su pue- 
blo; reconoce más tarde los actos jurisdiccionales de Bolivia, rompe un trata- 
do que establece el arbitraje para definirlo, y ocupa militarmente un territo- 
rio, que nunca fué suyo, que nunca poseyó; pero que lo ocupa a título de rel- 
vindicante; como si fuera posible reivindicar lo que no es ni ha sido proplo; 
como si esta reivindicación de lo ajeno no tuviera su nombre en el derecho penal, 
ya que es un acto sin nombre «en el derecho de gentes »....... 

« Esto hace Chile por el Norte »..... 

« Tiene por el Sur la cuestión eterna del estrecho; por el Este pretende ha- 
cer caer ia la Patagonia en la decisión de un arbitraje y atravesando territorios 
argentinos, aspira a un puerto bañado por el Atlántico ... Chile es pleitista a 
todos rumbos, es usurpador a todos vientos, anarquista en todas las latitudes de 
la América...... Y tizne que ser esa su política eterna; porque Chile necesita 
usurpar para vivir.... Conocemos a sus estadistas; sectarios todos de la moral 
utilitaria; no vacilan en pedir a Bolivia su litoral sobre el Pacífico, ofreciéndo- 
le en cambio sus cañones para arrebatar al Perú el litoral que le es propio; lo 
hemos visto llevar la bandera chilena hasta los territorios de la Nación argen- 
tina y retirarse sonrojado cuando ésta encendía los fuegos de su escuadra..... 
Tal es su diplomacia, tal es su política; y si brilla un momento la buena fé y 
la sinceridad, ella recibe en premio la proscripción y la reprobación de aquel 
Gobierno..... Barros (y nosotros decimos Vicuña Fuentes) no cometió otro 
delito que el de poner su talento al servicio de su honradez y su lealtad..... 
Orimen grande, sin duda, porque el que practica la moral honrada traiciona, 
señores, la moral chilena»>..... 

« ¿Conocéis el secreto dde la producción de aquella tierra? Chile se jacta, 
es cierto, de su riqueza ganadera; pero los argentinos conocemos el secreto de 
su propiedad. Chile compra a vil precio, al salvaje de nuestras pampas, «el fruto 
de sus depredaciones sobre nuestros pueblos fronterizos ». | 


- Don José Carrasco, Enviado Extraordinario y Ministro Ple- 
nipotenciario de Bolivia en Río de Janeiro, al renunciar irrevo- 


e 


cablemente dicho cargo, con fecha 1* de abril de 1920, haciendo 
la narración imparcial y verdadera de los antecedentes y conse- 
cuencias de la guerrá injusta del 79, indica a su Gobierno la po- 
lítica honrada, conveniente y patriótica que debe seguir Bolivia 
con relación a su problema internacional con Chile. De esa comu- 
-nicación entresacamos los párrafos que siguen: 


«Según las cláusulas del tratado de alianza, el Perú tenía derecho de di- 
lucidar por sí solo, si debía o no declarar el casus foederis. Pudo, como decía en- 
tonces, decidir su neutralidad sin infringir el tratado, pero das violencias de (ro- 
doy, los intereses de los salitreros, la orientación del partido «rvilista y las exi- 

taciones populares, indujeron al Presidente Prado a declarar que el Perú no 
podía abandonar a Bolivia en una emergencia tan grave. Bastó eso para que el 
Gobierno de Santiago aútorizara la declaratoria de guerra al Perú. Recién pen- 
saron los poderosos salitreros de Chile en las riquezas de Tarapacá». 

< ¿Qué habría sucedido si el Perú se declara neutral? ¿Habría obtenido la 
misión Lavalle, el arbitraje que Chile insinuó anulando los tratados de 1866 y 
1874? Quizás nó. Habríamos perdido de hecho el territorio comprendido entre 
los grados 23 y 24, pero habríamos quedado ton Cobija, Tocopilla, Caracoles, 
hasta el Loa. El Perú habría visto más cerca el peligro y 'con el extraordinario 
progreso del salitre, se habría decidido a resguardar Tarapacá. La guerra no 
habría producido los cataclismos y las injusticias que estamos deplorando. Pe- 
ro nosotros habríamos acusado al Perú de desleal; habríamos dicho que no ha- 
bía respetado la fé de los tratados, habríamos atribuído únicamente a «sa des- 
lealtad la pérdida de nuestra mejor parte de nuestro litoral y ciertamente que' 
la honra, el prestigio y la palabra del Perú habrían sufrido considerable des- 
medro ». 

< Con estos antecedentes, ereo, que es de honradez, reconocer que la guerra 
fué hecha primero a Bolivia para apoderarse de Mejillones y después al Perú, 
cuando se negó a declararse neutral. Guerra que los estadistas de ambos pue- 
blos no excusaron por una deplorable falta de comprensión del momento que 
atravesaban 


Sir Clements R. Markham, en su libro La GUERRA ENTRE EL 
DERÚ Y CHILE, se expresa así: 


- «Los motivos de la declaratoria de guerra fueron injustos e infundados. 
Los propósitos de Chile fueron la conquista y la anexión; los del Perú y Bolivia, 
la defensa de su territorio nacional .» 


Por último, aquí tenemos la prueba más cínica, pero la más 
verdadera del origen de la guerra del Pacífico, en la declaración 
del Ministro chileno Koning: 
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«La victoria es la ley suprema de las naciones. Que el litoral boliviano es 
rico y que vale muchos millones, eso ya lo sabe Chile. Lo guarda porque vale, 
porque si nada valiera, no habría interés en su conservación .» : 


La alianza que el Perú celebró con Bolivia Jamás fué ofen- 
siva, pero, en la práctica, tampoco fué defensiva, sino en cuanto 
le cupo al Perú. ll desastre de las fuerzas aliadas en los primeros 
choques, dejó a nuestro país entregado completamente a sus pro- 
pias fuerzas. La suerte de las armas fué adversa para el Pre rada 
obstante el valor de sus hijos y las acciones gloriosas que realiza- 
ron donde quiera que la defensa de la Patria exigió de ellos el sa- 
crificio necesario. En Chile, su Gobierno, sus representantes y su 
prensa azuzaron a las hordas chilenas a practicar actos vandáli- 
cos en las poblaciones peruanas. Las escenas espeluznantes de 
exterminio y de refinada y cínica erueldad se repitieron en los 
campos de batalla y en las poblaciones ocupadas por el invasor. 
Dentro de esta situación, el Perú, carente de medios materiales 
de defensa, después de que sus hijos habían rendido la vida en 


defensa del honor nacional, y después de «quemar el último car- 


tucho» y romper la última bayoneta, hubo de celebrar el tratado 


de Ancón, el 20 de octubre de 1883, por el que pasaron a la pose= 


sión de Chile nuestras provincias de Tacna, Arica y Tarapacá, 
ésta con carácter definitivo y aquellas temporalmente. | 
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Antes de arribar a la desmembración de nuestro territorio na- 
cional se sucedieron una serie de incidencias diplomáticas y par- 
lamentarias, aquellas conducentes a poner término decoroso a las 
hostilidades y éstas a realizar él plan de expansión territorial 
que se había propuesto Chile, en cuya Cámara de Diputados se 
presentó, en enero de 1880, un proyecto de ley para «incorporar 
definitivamente en el territorio de la República las regiones con- 
quistadas y ocupadas por las armas de Chile en la presente gue- 
rra». El reconocimiento del derecho de conquista fué aplaudido 
y aprobado por los Diputados, pero la sanción del proyecto fué 
aplazada para otra oportunidad. : 


Las ideas expresadas en esa ocasión son por sí reveladoras 
del espíritu que informaba a los dirigentes de Chile respecto a las 
causas y finalidad de la guerra, y la proposición mencionada obe- 
decía a una determinación preconcebida que privó de éxito satis- 
factorio a las mediaciones de las potencias amigas, que impulsa- 
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- das de ideales americanistas y animadas de sentimientos de con- 
cordia y justicia, propusieron le medios de avenimiento y de paz, 
patrocinando el principio de arbitraje, como medio de evitar el 
reconocimiento del repudiado y caduco derecho de conquista. Pe- 
ro, todo fué en vano, fracasaron las mediaciones ofrecidas por los 
Estados Unidos y la intentona de reunir un Congreso, en Pana- 
má, el 1* de diciembre de 1881, a iniciativa del Gobierno de Co- 
lombia. La mediación conjunta ofrecida por el Brasil y la Ar- 
gentina, para promover la paz entre el Perú, Bolivia y Chile tam- 
poco tuvo el resultado favorable que se propusieron sus autores. 

En 1883, el Perú se encontraba abandonado, sangrante y sin 
recursos. Los ofrecimientos esporádicos de mediación habían fra- 
casado ruidosamente. En el cielo americano no brillaba sino la 
estrella solitaria que parecía orientar las acciones que se relacio- 
maban con los deseos y esfuerzos manifestados para conseguir la 
suspensión de las hostilidades, mediante arreglos sobre bases du- 
raderas y compatibles con la dienidad de la Ñ ación vencida en la 
larga contienda. 

A la muerte de Mr. Garfield, Presidente de los Estados Uni- 
dos, cambió completamente la política americana relativa a la so- 
lución conciliadora de la guerra. Estados Unidos dando de mano 
su acción de justicia y humanidad, frente a la situación irresolu- 
ble, dejó que Chile, sin control alguno, procediera en su obra de 
destrucción de cuanto respeta la civilización, y de latrocinio de 
cuanto poseía Lima en materia de arte y cultura. Los ON de 
ayer son los diplomáticos y los industriales salitreros de hoy. . 

Pero, no es esto todo. Las fuerzas ocupantes, sin más razón 
que la del más fuerte, desconocieron a los gobiernos de Piérola, 
García Calderón y Montero, lo que motivó las protestas de éstos, 
siendo digna de mención la nota protesta del segundo de los seño- 
res mencionados, dirigida al contralmirante Lyneh, cuyos párra- 
fos principales, relacionados con la actual situación internacional, 
dicen: 


« Constando que mi Gobierno se estableció por voto popular, y no por or- 
den y consentimiento del Gobierno de Chile, no puedo aceptar el bando de US. 
que declara fenecido mi Gobierno, como haría cesar una de las oficinas de su 
dependencia. Mi autoridad emana de los pueblos que me eligieron, y del Con- 
greso peruano que ha confirmado y prorrogado mis poderes; y mientras esas 
dos autoridades no me reemplacen, soy y continúo siendo el Presidente del Pe- 
-Yú, cualesquiera que sean las emergencias a que me sujete. » 

-—<No emana, por tanto, mi autoridad de la tolerancia de las autoridades 
chilenas, como me lo dice US., sino de una fuente a donde no puede llegar la 


> 


acción de esas autoridades. La soberanía del Perú, origen de mi poder, no está 
sujeta a las autoridades de Chile, o mejor dicho, no ha desaparecido por la ocu- 
pación de una parte del territorio peruano; ni desaparecerá aunque todo él 
fuere ocupado. La sola palabra OCUPACION lo dice claramente. » 


«No se necesita mucho esfuerzo para probar que la mayoría, si no la tota- 
lidad del Perú, se opone a la cesión de territorio; y siendo esto así, el tratado 
de paz en que se pactara esa cesión, traería por resultado no solo la caída del 
vobernante que lo suseribiera, sino también la necesidad de hacer la guerra 
otra vez. >» 

« La primera de estas razones, que es enteramente de la política interna del 
Perú, no atañe en verdad a la República de Chile, pero le importa la segunda. 
A ella y al Perú le conviene que la paz sea verdaderamente tal, que no se per- 
turbe en lo futuro y obligue a emprender las hostilidades de nuevo; y como es- 
te fin no se puede alcanzar aceptando una. estipulación de paz que la República 
rechazaría, ya no podía ni debía firmar un tratado que con el nombre de paz 
legara la guerra perpetua a mi país y a la República de Chile. » 

¿Y no hubiera podido, no puedo ahora mismo sobreponerme a esta grave 
consideración, aunque para ello se invoca el ejemplo de poderosas naciones que, 
después de una guerra, han cedido parte de su territorio. El ensanche de fron- 
teras en las naciones de Europa ha sido, desde remotos tiempos, y continuará 
siendo en el porvenir, la causa de formidables guerras que han consumido milio- 


nes de hombres. Si las naciones que así disputan pudieran rehacer su pasado, - 


votarían indudablemente bases de perfecta paz, quedándose cada una dentro de 
su territorio. Una vez rompieron esta valla, y desde entonezs el amor propio 
ofendido las obliga a luchar siempre, y a conservar ejércitos numerosos que 
destruyen el equilibrio de los presupuestos públicos». 

« Consultando solamente la pasión del momento, no faltará quien diga que 
este porvenir, que preveo, mo se realizará jamás; pero de esa manera sólo pe2n- 
sará el vulgo, y no puede pensar así US. ni tampoco los hombres de Estado 
de Chile, porque saben perfectamente bien que los pueblos no mueren; que fá- 
cilmente se operan las reacciones en «llos; y que de ordinario sucede que el le- 
vantamiento es tanto más grande, cuando más estrepitosa fué la caída.» 


¡ Y esto decía el Presidente García Calderón antes de la gue- 
rra europea, con profundo conocimiento de la historia y clarl- 
videncia profética! e. | 

Estos y otros muchos son los antecedentes que el árbitro ha 
debido tomar en cuenta, y que, desgraciadamente, no lo ha hecho, 


no obstante que en el párrafo final del capítulo «Las condiciones - 


del plebiscito», dice: «el árbitro no ha dejado de tomar en cuenta 
cualquier precedente histórico que pudiera considerarse de va- 
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lor». Bien se comprende que sólo se ha referido a los precedentes 
—plebiscitarios, más no a los precedentes de la guerra del Pací- 
fico. | 


La consecuencia más funesta, no sólo para el Perú, sino tam- 
bién para la América, es, sin duda alguna, la anexión territorial 
de Tarapacá y la retención de las provincias de Tacna y Arica, 
por una parte, y por otra, la actual situación mediterránea de 
Bolivia, que mantienen el germen de futuras contiendas armadas. 

El deber primordial del árbitro era colocarse a la altura de la 
hora suprema que atravesamos, examinando todas las cireunstan- 
clas producidas en torno del hecho primario generador de la si- 
tuación actual; de manera que su fallo fuera la expresión de una 
política internacional razonada y segura de su objeto y de las es- 
pectativas futuras, para que las halagueñas esperanzas deriva- 
das de su intervención amistosa no se trocaran en amargas e h1- 
rientes decepciones, a tal punto que el espíritu peruano, contur- 
bado y vacilante ante la realidad del fallo, se interrogaba «si en 
las circunstancias actuales» valdría más no coneurrir al acto ple- 
biscitario, y si era preferible enfrentar el pecho a las traidoras 
balas chilenas de 1879, que prestarse al juego de las falaces ba- 
lotas chilenas del plebiscito. 

Los apologistas de la fuerza; los que creen como el falso pro- 
feta Treintsebke, que «Dios hará que la guerra se repita siempre, 
como un medicamento purgante para la raza humana»; los que 
como el General Von Bernhardi opinan que «Nadie puede decir 
que una Nación posee mejor derecho que otra. Ninguna Nación 
que se respete querrá sacrificar la concepción especial de su de- 
recho a ninguna regla internacional»; los que como el doctor Las- 
son afirman que «Un Estado nunca comete un crimen», que la 
conducta internacional de éstos «no es asunto de derecho, sino de 
interés» ; los que como aquellos — fundándose en el convencimien- 
to de la supremacía militar de sus respectivos países — pueden 
darse el concupiscente placer de sustentar teorías tan bárbaras y 
llevarlas a la práctica con el ímpetu ciego y destructor de cuan- 
to ha acumulado la civilización, en su lento y fatigoso camino, 
hasta llegar a la altura en que nos hallamos, después del parén- 
tesis abierto por la sed macabra de grandeza, y cerrado por la ac- 
ción conjunta de la justicia y del derecho, probando así, que es- 


tos conceptos y sentimientos están destinados a salvar a la hu- 
manidad y a la civilización, y que hay el deber de respetarlos. 

Esta afirmación constituye una reivindicación del derecho 
de los individuos y de las naciones de desenvolver en la paz todos 
los elementos de su actividad, todos los factores de su progreso 
y de salvaguardar los inapreciables beneficios adquiridos por la 
labor constante y el esfuerzo común, de las amenazas de la des- 
irucción. Y mientras antes se podía hablar con cinismo del de- 
recho de la fuerza, hoy el concepto de que el derecho prima sobre 
la fuerza es indiscutible, como verdad consagrada y aceptada por 
la generalidad de los hombres y como factor vivo y fecundo de la 
vida jurídica de los pueblos. ] 

Chile, por aberración única en América del Sur, se enorgu- 
lecía de no creer sino en la fuerza y en el éxito afortunado de sus 
empresas belicosas. Habiendo sonado la hora de la acción de la 
justicia, su diplomacia obstinada y ávida, se ha presentado como 
el litigante audaz, consciente de su sinrazón, armado de descaro, 
simulando convicción, hablando de «sus derechos» con confian- 
va, aparentando enojo por los cargos que entraña la acusación pe- 
ruana, y al mismo tiempo manifestándose, hipócritamente, dis- 
puesto, ¡por amor a la paz de Américal, al sacrificio de que se 
diseutan «sus derechos» sobre Tacna y Arica. Y mientras la rapl- 
ña chilena le dice al árbitro: no suelto la presa; el honor peruano 
le advierte: que no renuncia a su derecho. No importa que, real 
o aparentemente, para el árbitro, el derecho del Perú sobre Tac- 
na y Arica sea un cadáver que hay que sepultarlo, echándole mu- 
cha tierra para que sus miasmas deletéreos no contaminen el am- 
biente de paz y cordialidad que debe reinar en América. Pero, 
ante la decisión de los hombres está la justicia eterna, la justicia 
inmanente, que aleún día dirá: «Lázaro, levántate y anda», y Lá- 
zaro se levantará y andará. | 

Tiempo es aún para que la humanidad y la civilización ha- 
gan sentir la fuerza del derecho y levanten la espada de la justi- 
cia, para dejar bien comprendido que al fin siempre triunfa la 
justicia, y que la detentación de las provincias de Tacna y Arl- 
ca, fundada en el hierro y la sangre, cimentada en la guerra in- 
Justa del 79, y coronada por la farsa plebiscitaria, será título que 
la conciencia honrada no puede tolerar, ni menos aceptar, quien 
quiera que sea el detentador. 
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CAPITULO 11 


TRATADO DE ANCON 


El Perú, como consecuencia de la guerra, se vió en la dura 
necesidad de pactar la cesación de las hostilidades, aceptando las 
exigencias del vencedor, por la fuerza de las cireunstancias crí- 
ticas que atravesaba. Por esto, hubo de convenir, en cuanto le fué 


posible, en las condiciones impuestas. El pacto que las contiene, a 


título de indemnización de los gastos de la guerra, de otras situa- 
ciones derivadas de la misma y de paz y amistad, se conoce con el 
nombre de tratado de Ancón. i | 

- Fl texto y espíritu de este tratado son tan claros, que para el 
lector imparcial no han menester de aclaración «alguna. Empero, 
como la característica mala fé de la diplomacia chilena ha preten- 
dido darles interpretación distinta de la auténtica, con propósito 
de cohonestar su plan de apropiación arbitraria y reñida con toda 
regla de moral y justicia, bien está que hagamos conocer los he- 
chos constitutivos que generaron la confección de dicho tratado, 


ES 


Las conferencias celebradas en la bahía de Arica, abordo de 
la corbeta norteamericana « Lackwanna », los días 22, 25 y 27 de 
octubre de 1880, con los Plenipotenciarios del Perú, Bolivia, Chi- 
le y Estados Unidos, tuvieron por objeto discutir las bases de 
paz, por mediación amistosa de los Estados Unidos. En esta oca- 
sión, Chile exigió, como condición de paz, la cesión de los territo- 
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rios de Tarapacá y Antofagasta y el pago de una indemnización 
de veinte millones de pesos, y € 
rero, que tiene más fé en las cosa 
más, que el pago se garantizarl v1 
cias de Tacna y Arica, en poder de Chile, hasta su cancelación. 
Estas condiciones no fueron aceptadas por los otros Plenipoten- 
ciarios, que limitaban la pretensión chilena sólo a Una indemn1- 
vación pecuniaria. 0 

Ocupada Lima por las fuerzas invasoras, y constituído el Go- 
bierno de García Calderón, que encarnaba el deseo de la interven- 
ción americana y la unidad de Gobierno, insistió en las negoclacio- 
nes de paz a base de una justa indemnización pecuniaria, Sin Co- 
sión alguna de territorios del Perú. La resistencia patriótica del 
Presidente García Calderón, eu este sentido, y su actitud enérgl- 
va frente al desconocimiento de su autoridad por las fuerzas de 
ocupación, determinaron al jefe de éstas, contralmirante don 
Patricio Lynch, a remitirlo como prisionero de guerra a Chile. 

En las conferencias habidas en Viña del Mar, en enero de 
1882, entre el Presidente de Chile señor Balmaceda y Mr. T'res- 
cot, Plenipotenciario norteamericano en Santiago, el punto de 
vista para Chile fué siempre la anexión de Tarapacá y la reten- 
ción de Tacna y Arica por diez años, al cabo de los cuales se de- 
volvería al Perú, a cambio de un rescate de veinte millones de so- 
les. Mr. Trescot, considerando excesiva la indemnización solie1- 
tada por Chile, propuso la compra de esas provincias por una can- 
tidad que fluctuara entre seis y nueve millones de pesos, propues- 
ta aceptada por Chile, pero no por el Plenipotenciario don Jo- 
vino Novoa, que prefería la entrega de los veinte millones de pe- 
sos a la compra de Tacna y Arica, pues, en concepto de él, no te- 
nía importancia política, militar ni comercial para Chile. 

Mr. Logan, Ministro de los Estados Unidos en Santiago, en 
las conferencias que tuvo con el señor García Calderón, le mani- 
festó, con dura franqueza, que el Perú no debía esperar nada de 


as que en las personas, exigió, ade- 


los Estados Unidos. Que esta mutación de la política norteameri- - 
cana fué, al fin, una revelación dolorosa para el sentimiento na- 
cional peruano, fácilmente se comprende, si se tiene en cuenta los - 


ofrecimientos de la diplomacia norteamericana para la solución 
justa, amistosa y americanista del conflicto. Pero, el ilustre pri- 
sionero supo ponerse a la altura que la situación reclamaba y en- 


on la desconfianza propia del usu- 


a con la retención de las provin-- 
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frentarse a la amarga realidad: aceptó la cesión de Tarapacá, * 


mostrándose inflexible en cuanto a la retención de Tacna y Arl- 
ca por Chile. «Su entereza e inteligencia fueron entonces verda- 
deramente admirables — dice el escritor chileno señor Vicuña 
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Fuentes — e incomparable la impudicia del Gobierno de Chile al 
pretender tratar válidamente con él teniéndolo en Santiago como 


prisionero de guerra.» 
* 


La idea del plebiscito fué sugerida, según el historiador chi- 
leno señor Bulnes, por el Ministro de Relaciones Exteriores de 


Chile, don Luís Aldunate, en estos términos: retención de Tacna 


y Arica por Chile durante cinco años, al cabo de los cuales deci- 


diría su nacionalidad un plebiscito. 


En 1883, Mr. Partridge, Ministro de los Estados Unidos en 
el Perú, hizo nuevas proposiciones de paz, que consistían en la 
cesión de Tarapacá a Chile y venta de Tacna y Arica a Bolivia. 
Esta base de arreglo fué rechazada, tanto por el Plenipotenciario 
señor Lavalle, como por el señor Novoa. 

El cambio de Gobierno en el Perú orilló las negociaciones 
que culminaron en el tratado de Ancón. 

El punto esencial de las conferencias de Chorrillos, el 27 de 
marzo, 9 y 22 de abril y 3 de mayo, versó sobre la cuestión de Tae- 
na y Arica y el reconocimiento de la deuda pública peruana. Los 
Plenipotenciarios del Perú señores José Antonio de Lavalle y 


Mariano Castro Zaldívar propusieron al de Chile, señor Jovino 


Novoa, la retención de Tacna y Arica por Chile durante diez años, 


a cuyo término, un plebiscito decidiría su nacionalidad. Si el ple- 


biscito resultaba favorable a Chile, éste pagaría al Perú diez mi- 
llones de pesos, y bajo condición de reciprocidad, a exigencias del 
negociador chileno, si favorecía al Perú. Aceptadas estas bases 
por los Plenipotenciarios de ambos países, se suscribió el tratado 
de 20 de octubre de 1883, que contiene, entre otras estipulaciones, 
la ocupación decenal de Tacna y Arica. 

El tratado fué ratificado en Chile, en enero de 1884, y el 25 


de marzo del mismo año en el Perú. 


Conviene dejar perfectamente establecido, que el objetivo 
principal de las negociaciones de paz, como lo fuera el de la gue- 
Fra, para Chile, fué el territorio salitrero de Tarapacá; y la con- 
tinuación de la ocupación militar de Tacna y Arica, la garantía 
del pago de la indemnización en dinero, al expirar los diez años 
de retención, si el plebiscito pactado no favorecía a Chile, al rea- 
lizarse en dicho término. 

A cambio de estas duras condiciones, el Perú consiguió la 
desocupación del territorio no comprendido en la zona afectada 
por el tratado, y la paz externa, | 


O 


De la letra del artículo III del Tratado de Ancón resulta cla- 
ramente que el territorio de las provincias de Tacna y Arica cON= 
tinuará poseído por Chile durante el término de diez años. Lx pr- 
rado este plazo, un plebiscito decidvrá, en votación popular, s el 
territorio de las provincias referidas queda defimtivamente del 
dominio y soberanía de Chile, o si continúa siendo parte del te- 
rritorio peruano. 1 

Es indudable e irrefragable que el plebiscito debió celebrar- 
se en 1894 y que sólo un plebiscito, lealmente hecho a los diez años. 
de ratificado el tratado de Ancón, podía en votación popular, con-. 
ferir a Chile el dominio y soberanía de Tacna y Arica. ed 


Si no se celebró el plebiscito pactado fué por culpa exclusiva 
de Chile, porque en diez años de ocupación le fué imposible la chi- 
lenización de esas provincias, y porque el plebiscito realizado en 
1894 habría favorecido, sin duda, al Perú. Esta es la verdad de 
las cosas, que no puede tergiversarse sin profunda mala fé. 


Los antecedentes, el propósito manifiesto que tuvieron los 
negociadores del tratado al estipular el artículo III, el estudio de 
las cireunstancias que explican su espíritu y las razones en que 
se basaron para su sanción, rechazan, perentoriamente, la interpre- 
tación arbitraria de la naturaleza y alcances de dicho artículo, co-. 
mo la pretendió hacer la diplomacia chilena desde 1905, soste- 
niendo la tesis de que el artículo mencionado entrañaba una ce-. 
sión simulada de esas provincias a Chile, y que el plebiscito pae- 
tado no era de verdad, efectivo, resolutivo o decisorio, sino de fór- 
mula, confirmativo de una cesión implícita. | 


La paternidad de esta tesis, es del asesor letrado del Ministe- 
rio de Relaciones Exteriores de Chile, don Alejandro Alvarez, 
que después concurrió a las conferencias de Washington, forman- 
do parte de la delegación chilena. Extraña interpretación, tesis 
desgraciada, que logró infiltrarse en las masas inconscientes de 
Chile, y que, por un resto de pudor, fué abandonada en Was- 
limgton. 

A este respecto, es incontestable la fuerza de raciocinio del 
doctor Víctor A. Belaunde, quien, en su libro NUESTRA CUESTIÓN 
CON (/HILE, dice: 

dd a da quién debemos creer; al señor Alvarez que escribe con la idea precon- 
cebi - e sostener la última tesis chilena, que no tuvo ninguna participación 
en esas negociaciones (tratado de Ancón) y que diserta sobre ellas veinticinco 
años después, o al señor Aldunate, autor del Tratado, que dijo espontánzamente: 
su opinión ante el Congreso de su país a raíz de firmado el pacto?» 
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La tesis forjada a la undécima hora, al amparo de cireuns- 
tancias que parecían propicias para el imperio de la fuerza, fué 
“tan monstruosa, que aún en Chile mereció la condigna conde- 
nación. 


«La guerra del Pacífico fué la decisión armada de la competencia entre 
los capitalistas chilenos y peruanos por el comercio del salitre — dica Vicuña 
Fuentes. — El conflicto mismo fué provocado por Bolivia, pero Chile, aprove- 
chándose hábilmente de las cireunstancias, lo hizo extensivo al Perú y la decla- 
ró la guerra, que el Perú trató de evitar, consciente de su debilidad y del p»=- 
ligro que corrían sus intereses.» 

«El Perú no quería la guerra ni tenía ventaja alguna que sacar de ella, 
salvo arrebatando a Bolivia, su aliada, su propio territorio salitral. Bolivia, en 
cambio tenía un claro interés en desalojar de su litoral los intereses extraños 
que en él se enseñoreaban.» | 

« Arrastrado el Perú a la SUCITa, la codicia chilena se despertó e iluminada 
-por la noción clara de que el salitre de Antofagasta, pobre y escaso, pus su gran 
riqueza era entonces desconocida, no podría concurrir libremente en condiciones 
ventajosas con el de la rica pampa de Tarapacá, orientó la política nacional de 
un modo decisivo, consecuente y enérgico, a la anexión de Tarapacá como con- 
-(lición sine qua non de la paz.» 

« Progresando las diferentes negociaciones, los gobiernos ehilenos compren- 
dieron que la anexión de Antofagasta y Tarapacá no sería nunca una solución 
“definitiva, dejando a Bolivia enclaustrada en sus montañas, y orientaron entonces 
su política a exigir del Perú las provincias de Tacna y Arica, con el propósito 
claro y definido de cedérselas más tarde a Bolivia en reemplazo del litoral sa- 
litrero de Antofagasta. Esta es la explicación de por qué Chile, desde las con- 
ferencias de Arica, jamás aceptó tratar conjuntamente con el Perú y Bolivia, 
y de por qué, con esta última República, celebró tan sólo un tratado de tregua, 
“esperando, para ajustar la paz, la solución definitiva dle la cuestión de Tacna y 
Arica a su favor.» 

«La cesión de Tacna y Arica fué tenaz y unánimente resistida por todos los 
peruanos que alguna ingerencia tuvieron en las negociaciones de paz, conside- 
rándola como vergilenza nacional.» 

« Estas pretensiones opuestas parecían un obstáculo insalvable, cuando lia- 
“valle, deseoso de la paz y apremiado por las cireunstancias, propuso el plebis- 
cito, cláusula aus propuesta por el represantante peruano, que estaba resis- 
tiendo con toda su energía la cesión o venta de Tacna y Arica, no puede signl- 
ficar la anexión disfrazada de esas provincias, como lo han sostenido los publi- 
eistas chilenos : ella no es más que un modo habilísimo de pactar la paz con el 
vencedor omnipotente sin reconocer la desmembración de esos territorios.» 

«Lo anterior resulta claramente de la letra indubitable del artículo terce- 
ro del tratado de Ancón, que no puede ser torcida ni interpretada sin una 
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profunda mala fé: sólo un plebiscito, lealmente hecho diez años después del 
tratado, podía en votación popular trasladar a Chile el dominio de Tacna y 
Arica, que jurídicamente no ha sido perdido por el Perú.» 

« En cuanto al espíritu del tratado, él es evidentemente dual: la intención 
lta de los negociadores chilenos al pactar el plebiscito fué sin duda alguna 


ocu 
engañados profundamente sobre la 


quedarse en definitiva con Tacna y Arica, 
facilidad con que ganarían el voto popular; la intención no declarada de los ne- 
sociadores peruanos fué que en diez años era imposible la chilenización de esos 
territorios y que el plebiscito necesariamente favorecería al Perú.» 

«No ha habido, pues, acuerdo sobre el alcance del tratado relativamente 
a la nacionalidad definitiva de Tacna y Arica: el acuerdo sólo consiste en so- 
meterse lealmente a los resultados del plebiscito, el cual debió habers2 celebra- 
do en 1894.» 


« El plebiscito no se celebró en 1894, ni s2 ha celebrado hasta ahora por: 


culpa exclusiva de la cancillería chilena, como lo han reconocido paladinamen- 
te los más ilustres publicistas nacionales, tales como don Gonzalo Bulnes, don 


Agustín Ross y don Galvarino Gallardo Nieto, y como lo ha declarado muchas 


veces don Paulino Alfonso.» 


Según esto, la creencia que los negociadores del tratado tu- 
vieron, fué, por una parte, que en el plazo de diez años se chile- 
nizarían las provincias de Tacna y Arica, quedando en definitiva 
en poder de Chile, como consecuencia de una intención no revela- 
da y mediante una conducta adecuada a este fin, y, por otra par- 
te, que en ese lapso no podría borrarse el sentimiento nacional de 
los peruanos, quienes harían todo lo posible por reineorporar al 
seno de la Patria dichas provincias, y que el plebiscito realizado 
honradamente siempre sería favorable al Perú. El traseurso del 
tiempo ha venido a confirmar esta última verdad, y no obstante 
el exceso de treintiún años subsiste con el mismo fervor el amor a 
la Patria peruana y la campaña odiosa de chilenización continúa 
con la misma virulencia para desvirtuar la pureza de ese senti- 
miento y la de los actos plebiscitarios. 


* 


a Las leyes, los tratados y los contratos claros no han menester 
€ aca alguna. Los que fueren deficientes, contradic- 
orlos u Obs ] ar ] 

seuros son interpretados racionalmente, conforme a las 


q de la hermenéutica, que, en todo caso, no permite eludir 
el tenor expreso, el sentido literal, con el pretexto de penetrar en 


el espíritu de aquellos, 
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En el caso concreto a que nos referimos, los publicistas chi- 
lenos, con don Alejandro Alvarez a la vanguardia, olvidaron al 
hacer la interpretación antojadiza del artículo TIT del tratado, 
la intención manifestada expresamente por sus autores; han pres- 
eindido de las cireunstancias concurrentes, anteriores y posterio 
res, a su celebración y ratificación; pretendiendo, ilícitamente, 
hacer supeditar las intenciones dolosas y la deslealtad al cumpli- 
miento honesto y necesario de un compromiso en el que están de 
por medio la fé y el honor nacionales, invocando las reservas men- 
tales ante el sentido claro y definido de dicho artículo, para elu- 
dir el cumplimiento de una obligación impuesta por la fuerza de 
las cosas, y los efectos de un tratado solemne que, hoy como ayer, 
es un obstáculo poderoso para la apropiación arbitraria que pre- 
tendió hacer Chile; y sin tener en cuenta que no impunemente se 
violan las relaciones de derecho, creyó amedrentar con la falacia 
de que la victoria es la ley suprema de las naciones. 

A mayor abundamiento, los mismos autores del tratado de 
Ancón declararon en más de una ocasión acerca de la natualeza 
y alcances de la cláusula III, y mientras vivieron los señores Luís 
Aldunate, Jovino Novoa y los más influyentes negociadores de 
ese tratado, «nadie — como dice el señor Galvarino Gallardo 
Nieto — se atrevió a. torcer el sentido verdadero de la cláusula 
tercera », y fué menester que, con el trascurso de los años, surgie- 
a de la mente chilena, autosugestionada y aparentando olvido 
del punto inicial de las negociaciones, la sofisticación que desvir- 
túa completamente no sólo el espíritu y letra de la cláusula a que 
nos referimos, sino también las declaraciones que al respecto hi- 
cieron los señores Aldunate y Novoa, quienes jamás pensaron, ni 
menos expresaron en forma alguna, que el artículo III entraña- 
ba una cesión simulada de Tacna y Arica a Chile, y que el plebis- 
elto pactado pudiera realizarse en cualquiera circunstancia y en 
cualquier tiempo, después de la expiración del plazo convenido 
para este acto, dando así preponderancia a las intenciones dolo- 
sas sobre los dictados de la verdad, de la justicia y del respeto a 
la decisión de los regnícolas y otros habitantes peruanos de esas 
provincias, que dentro del orden natural de la vida, esperaban 
ansiosamente el término de su cautiverio para incorporarse defi- 
nitivamente al seno de la Patria. 

¡Sl es cierto que al estipularse la cláusula 11 I, el objetivo prin- 
elpal de los negociadores chilenos fué el pago de la indemnización 
de diez millones de pesos y asegurar con la ocupación de Tacna 
y Arica, por diez años, la cesión definitiva de Tarapacá; también 
lo es que aquellos respetaron el sentimiento nacional de los perua- 
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nos tacneños y ariqueños, a cuya voluntad subordinaron la deter- 
minación de su nacionalidad, y no en cualquier tiempo y mucho 
menos reduciéndolos con las expulsiones violentas a una minoria 
insienificante, tal como se hará en virtud del laudo y tal como se 
ha hecho con nativos y residentes de Tacna y Arica, sino al térmi- 
no del plazo convenido y en el modo y forma honorables que los 
negociadores concebían los actos plebiscitarios. E 

Esta verdad no puede revocarse a duda, por más que la SU- 
tileza de la diplomacia chilena haga esfuerzos inauditos en su dia- 
léctica artificiosa. Ahí están los antecedentes que no permiten ter- 
oiversar los hechos, que, por otra parte, están reconocidos como 
indubitables por los mismos escritores chilenos, que no entienden 
el patriotismo falseando la verdad pura, con mengua de la hon- 
radez y lealtad nacionales, y aceptando la imposición de la ver- 
dad oficial chilena claudicante, contradictoria y opuesta a la exac- 
titud de los hechos. 
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La cuestión del Pacífico es tan conocida, que ningún inter- 
nacionalista ignora la trayectoria descrita por la diplomacia chi- 
lena. | | 
La compenetración moral, social y comercial de los pueblos 
es más intensa que lo fuera hace medio siglo. Los intereses del 
uno no son completamente extraños a los de los otros, porque el 
radio de acción de los intereses morales y materiales se extiende 
más allá de las fronteras propias; de manera que las cuestiones 
que afectan a otros pueblos son materia de atenta contemplación, 
de estudios prolijos e imparciales de los hombres llamados a in- 
tervenir en ellas y a expresar sus opiniones sobre los hechos in- 
ternacionales y sus derivaciones o alcances, benéficos O noclvos, 
nacionales o generales. Las naciones cambian entre sí los produe- 
tos del pensamiento jurídico como los de la industria, y se esta- 
blece una solidaridad allí donde los pueblos permanecen armados 
los unos contra los otros casi en la angustia del conflicto fatal. 
Así es como se ha creado la conciencia de los pueblos y la común 
inteligencia. ) 

Por esto, las conclusiones de la defensa peruana ante el ár- 
hitro constiuyen por sí sólas postulados aceptados por la concien- 
cla general, y por no haber sido considerados como tales por aquel 
en el laudo expedido sobre la materia de que nos ocupamos, la 
Impugnación que se hace del fallo es muy justificada y natural- 
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mente, la crítica tiene que estar después en relación directa o 1n- 
versa según sean adversos o favorables, a la verdad y la justicia, 


los actos plebiscitarios, próximos a desarrollarse. 


He aquí las conclusiones mencionadas de la defensa peruana: 


«1*—Que el Perú transfirió a Chile nada más que la posesión y el privile- 
eio de administrar Tacna y Arica sólo por diez años, y que, por consiguiente, 
la soberanía peruana sobre esas provincias nunca dejó de existir.» 

«2% —Que toda pérdida de la soberanía peruana sobre Tacna y Arica es- 
taba subordinada a la condición de que el plebiscito que se realizara “n 1894, 
resultara favorable a Chile, y que tal plebiscito en 1894 era condición esencial 
para que comenzara la soberanía chilena en Tacna y Arica.» | 

<32—Que la no realización del plebiscito en 1894, como lo contempló el 
tratado de Ancón, no siendo imputable al Perú, anula e invalida la disposi- 
ción del artículo tercero para el plebiscito y pone término, automáticamente, 
conforme a derecho, a la ocupación y posesión temporal de Chile, restituyendo 
al Perú su derecho y la plena posesión y soberanía de sus provincias.» 


«4%—Que Chile reconoció la naturaleza precaria de su posesión y su fal- 
ta de soberanía, en las negociaciones con el Perú tendientes a obtener la cesión 
de Tacna y Arica, y en las negociaciones con Bolivia encaminadas a la trans- 
ferencia de esas provincias a Bolivia, en el caso de que Chile adquiriese la so- 


beranía de ellas.» 


-¿5%—Que la política de Chile para obtener el dominio permanente sobre 
Taena y Arica, al mismo tiempo que evadía las estipulaciones del plebiscito, es 


dle manifiesta evidencia en toda la historia de esta larga controversia; y que el 


Perú, aunque haciendo numerosas concesiones en sus legítimos derechos, en su 


afán de llegar a un arreglo, nunca renunció en principio a sos derechos.» 


«6% —Que la actitud recalcitrante de Chile, en su resistencia a convenir 
en el protocolo para la oportuna realización del plebiscito, condición esencial 
para fundar cualquier derecho de Chile en los territorios de las provincias des- 
pués de 1894, ipso facto anula toda espectativa que pudiesa haber tenido en 
esos territorios, convirtiéndolo en detentador de ellos desde 1894.» 

<«7*—Que la población de Tacna y Arica en 1894 era peruana aproxima- 
damente en un ochenta por ciento, y que un plebiscito entonces realizado habría 


“producido abrumadora decisión por voluntad popular para que las provincias 
continuaran bajo la soberanía del Perú.» 


<8—Que el haber impedido intencionalmente Chile la realización del ple- 
biscito en 1894 y durante los años inmediatamente posteriores, conociendo la 
abrumadora preponderancia de la población peruana, constituye una acepta- 
ción, por su parte, de que el plebiscito en 1894, habría resultado en favor del 
Perú, y puede considerarse, en derecho, como equivalente a un plebiscito vir- 


tual que hubiese resultado favorable al Perú y adverso a Chile.» 
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« 92—Que por impedir la realización de la única condición sobre la cual 
podía fundar su título, Chile ha renunciado a la realización de esa condición 
y a todo beneficio que pudiera haberle reportado, y debe considerársele, en de- 
recho, sujeto a cualquiera desventaja eventual, quedando inhabilitado para 
derivar ningún provecho de su propia culpa.» : 

« 10—Que la dispersión de la población peruana por Chile, después de 1900, 
v la introducción subvencionada de ciudadanos chilenos, constituye un falsea- 
miento de las condiciones esenciales para un pebliscito honrado en esa población, 
según lo estipulaba el tratado, y s una palpable violación del mismo, que por 
si sóla hace que un plebiscito sea hoy innecesario.» 

« 119—Que un plebiscito no podría realizarse ahora, y que la plena sobe 
ranía del Perú sobre Tacna y Arica quede confirmada por el fallo del honora 
ble Arbitro.» 


Al estipular una obligación recíproca de hacer, las partes 
contratantes se hallan en la situación jurídica ineludible de con- 
tribuír a que el hecho se realice. Si la naturaleza del hecho es tal, 
que de él deban derivarse derechos, y, correlativamente, obliga- 
ciones para ambas, la parte a quien beneficia que el hecho no se. 
produzca, no puede jamás, lícitamente, aprovecharse de su omi- 
sión voluntaria y maliciosa. Pero, como la consecuencia del hecho, 
su resultado, es fuente de derechos y obligaciones recíprocos, la 
abstención de la acción beneficia a la parte que permaneció fiel a 
lo pactado y perjudica sólo al omiso. 

Estos principios se halla universalmente reconocidos y san- 
cionados como preceptos generales de contratación. No existe le- 
elslación civil que no los consagre, ni tratadista que, hasta como 
normas morales, los proclame. 

Aquí estriba la tesis peruana de devolución lisa y llana de 
las provincias de Tacna y Arica, como lo acreditan los once pun- 
tos de los conclusiones de la defensa ante el árbitro, que quedan 
trascritas. Dada la importancia fundamental que contiene, nos 
detendremos a analizar el punto esencial relativo a la condición 
no cumplida, y de la que se hizo depender la nacionalidad defini- 
tiva de Tacna y Arica. 

El acuerdo de hacer, que las partes contratantes aceptaron 
y convinieron en el tratado de Ancón, fué el plebiscito, de euyo 
resultado dependía la alternativa de que esas provincias quedaran 
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definitivamente del dominio y soberanía de Chile, o continuaran 
siendo parte del territorio peruano. El plebiscito debía verificar- 
se, no en cualquier tiempo, como sostiene la tesis chilena y la am- 
para el árbitro, sino al expirar los diez años de ocupación chile- 
na, 0 sea el 28 de marzo de 1894. Por consiguiente, el plebiscito 
que debió realizarse en 1894, fué condición resolutoria de la suer- 
te definitiva de Tacna y Arica. 

Pues bien, está en la naturaleza de la condición estipulada 
en la cláusula tercera de dicho tratado, ser expresa, estipulada 
con claridad por palabras propias y aptas para determinar la 
obligación de hacer; posible, que pudo cumplirse por no haber 
obstáculo que lo impidiera, salvo la mala fé, que no previeron los 
negociadores; potestativa, porque del cumplimiento o no de la 
obligación dependía exclusiva y respectivamente que las provin- 
clas de Tacna y Arica continuaran perteneciendo al Perú, o pa- 
saran definitivamente a Chile; afirmativa, porque la condición 
consistía en la realización o ejecución del plebiscito, condición, 
que como repetimos, estriba en hacer; conjuntiva, porque se ha- 
llan unidas al plebiscito la determinación final de la soberanía y 
el pago de la indemnización de diez millones de pesos, de modo 
que todos debieron ser cumplidos para que la obligación tuviera 

efecto en su oportunidad; y resolutoria, porque al realizarse el 
plebiscito debía producirse la resolución de la obligación respee- 
to de Tacna y Arica, restituyéndose al estado que tuvieron antes 

del tratado de Ancón, o incorporándose a Chile, según el resulta- 
do de la votación popular, en uno u otro extremo. 

Es sabido que en el contrato sinalagmático, bilateral, siem- 
pre se sobreentiende la condición resolutoria para el caso en que 
una de las partes obligadas se resista o niegue a cumplir la obli- 
gación que le respecta. En este caso, la otra parte puede, u obligar 
a la ejecución del hecho a la que falta a su obligación, y si esto 
no es posible optar por la rescisión del contrato respectivo, o, fi- 
nalmente, dar por realizado el hecho en favor suyo, porque la vio- 
lación del contrato, la infracción de la obligación que contrajo, 
.como base de la celebración del contrato mismo, no puede redun- 
dar en provecho de la parte desleal al compromiso. 

El Ministro de Relaciones Exteriores, señor Barros Jarpa, 
al discutirse en el Senado de Chile el protocolo y acta complemen- 
taria de Washington, decía: 


«Por nuestra parte consideramos que el artículo tercero del tratado de 
Ancón contiene tres elementos jurídicos de orden fundamental que pueden sub- 
8istir separadamente. El primero es el que entrega Tacna y Arica a la sobera- 
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des chilenas, como dice el tratado. El segundo, 
ondición que consiste en que un plebis- 
del dominio y soberanía de Chile o si 
s el que fija una 


nía, a la legislación y autorida 
es el que limita esta soberanía con una 'C 
cito decidirá si estos territorios quedan 
vuelven a formar parte del territorio peruano. Y el tercero € 
indemnización alzada de diez millones de soles de plata en favor de aquel país 
que pierda definitivamente sus derechos sobre ese territorio». 

« Si el plebiscito es una condición, 28 de la esencia de las condiciones que 
pueden suceder o no, pero la cireunstancia de que la condición falle en los casos 
en que ella es limitativa del dominio, no tiene la virtud de hacer desaparecer el 
dominio; antes bien, como en el caso del fideicomiso, (así llaman los tratadis- 
tas franceses a los plebiseitos pactados en el tratado de Versalles) el hecho de 
fallar la condición perfecciona el dominio en el que lo tiene». 


Hay lamentable confusión de ideas en los párrafos traserl- 
tos, puesto que, en lo que el señor Barros Jarpa llama elementos 
jurídicos que pueden subsistir separadamente, no existe ante la 
ciencia del Derecho, sino una condición conjuntiva de la cual de- 
pende el cumplimiento de la obligación; y en lo que él, con inten- 
ción francamente dolosa, entinde que «es de la esencia de las con- 
diciones que pueden suceder o no », no hallamos sino una condi- 
ción casual, es decir que la realización del hecho futuro e incler- 
to es independiente e inaccesible a la voluntad de las partes con- 
tratantes. : 

Bien se comprende que lo que pretendía probar el diplomáti- 
co chileno señor Barros Jarpa, es que la no realización del plebis- 
cito, como condición suceptible de realizarse o no, había consolida- 
do definitivamente el dominio y soberanía de Chile en Tacna y 
Arica. ¡ Absurdo, propio de mente extraviada! 

La condición pactada no es de la naturaleza de las que pue- 
den o no realizarse, sino de las que deben verificarse en el tiempo 
convenido, y para aclarar y precisar más, si aún cabe, diremos de 
las que debió realizarse en 1894. Esto es lo sano, moral y correcto. 


La definición de la nacionalidad de Tacna y Arica estuvo su- 
jeta al término resolutorio de diez años y a la condición, también, 
resolutoria del plebiscito. Si, pues, el objeto de la ocupación chile- 
na tuvo duración preestablecida, a cuyo vencimiento debía eje- 
cutarse el plebiscito, la llegada del término y la no ejecución de 
éste, por culpa exclusiva de Chile, puso fin a la ocupación chile- 
na y liberó al Perú de toda obligación contraída por él. Y la razón 
es obvia; los negociadores del tratado del Ancón no quisieron que 
la ocupación quedara indefinidamente en poder de Chile, ni es 
lícito suponer, por mera hipótesis, que aquellos tuvieran la inten- 
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ción dolosa de dejar la retención de Tacna y Arica a tiempo inde- 
finido, sino que ella no excediera de diez años. 


La fuerza compulsora para la realización de la condición, de- 
pendiente de la buena fé y del honor nacional de las partes con- 
tratantes, radicaba en el deber jurídico y en la misma dignidad 
nacional de celebrar el plebiscito en 1894, sin subterfugios ni eva- 
sivas; así fué acordado y consentido recíprocamente al fijar el tér- 
mino de la ocupación y la fecha del plebiscito. 


Fiste acto sujeto a la voluntad de las partes, no pudo, no pue- 
de, ser considerado como condición suspensiva de la devolución 
de Tacna y Arica, ni menos, como condición que falló, como ase- 
vera el señor Barros Jarpa, y como él eree, para perfeccionar el 
dominio de Chile sobre ellas, sino como condición resolutoria, euyo 
efecto debió nacer en el término máximo de diez años. 


(Que a Chile le convenía prolongar hasta donde le fuera po- 
sible la ocupación indebida de Tacna y Arica, no necesita demos- 
tración. NO SOLTEIS EL MORRO! era el lema determinante de 
su actitud observada respecto a esas provincias. LA VICTORIA 
ES LA LEY SUPREMA DE LAS NACIONES, y otras menti- 
ras convencionales de análoga índole formaron la conciencia eo- 
lectiva de ese pueblo, logrando así extraviar el criterio de los ha- 
- bitantes de Chile. 


Bien hizo la defensa peruana en situar su punto de vista ju- 
rídico sobre este aspecto de la cuestión sometida al árbitro, y aun- 
que éste no ha tomado en cuenta la fuerza de la argumentación, 
el fundamento del caso peruano queda en pie, inamovible, al to- 
pe de la atalaya de la verdad, de la justicia y del derecho. 


Los tres párrafos que copiamos en seguida pertenecen a la 
demanda formulada por el representante del Gobierno del Perú, 
señor Melitón F. Porras, y el abogado consultor Mr. Edwin M. 
Borchard. | . 


« El relato que precede pone de manifiesto que el historiador chileno Bul- 
nes y el Senador chileno Roos se apoyaban en hechos cuando aseguraban que el 
plebiscito no se había celebrado por la oposición de Chile. No puede ser más ela- 
ra la actitud de éste al poner arbitrariamente obstáculos de toda clase contra 
ia celebración de un plebiscito honesto en la fecha prevista en el tratado; así 
como desde entonces ha hecho todo lo posible, ya mediante la chilenización de 
las provincias cautivas, ya esforzándose en perturbar las relaciones del Perú con 
los países que le son vecinos, a fin de obtener para sí las provincias de Tacna y 
Arica, sin miramiento aleuno por el tratado de paz.» 
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«El Gobierno de Chile ha pretendido explicar y, justificar su intento ar- 
bitrario de evadir la ejecución del tratado de Ancón, aseverando en 1905, que 
había obtenido la soberanía sobre Tacna y Arica desde 1883, de la que sólo es- 
taba sujeto a ser despojado mediante un voto plebiscitario contra Chile; condi- 
ción que no podía ser efectiva hasta que se celebrara un plebiscito, siendo de 
consiguiente incuestionable la soberanía de Chile sobre esos territorios; y aseve- 
rando, en 1908, que el plebiscito fué una mera formalidad que nunca se pensó en 
realizar, y que en caso de realizarse sería tan solo como un medio de sancionar 
la cesión que había sido ya efectuada de un modo completo y legal.» 

«Se ve claramente que con este modo de razonar forzado, se pretende Jus- 
tificar lo que no puede ser justificado; pero si algo más fuese necesario para 
refutar estas aseveraciones que la mera lectura del artículo TIT del tratado de 
Ancón que de modo preciso establece la ocupación temporal por diez años, al tér- 
mino de los cuales debía celebrarse un plebiscito para establecer la soberanía 
permanente, bastaría referirse a las negociaciones que precedieron y siguieron 


'al tratado de Ancón.» 


Chile necesitaba que el plebiscito se hubiera realizado en 1894, 
y que la voluntad popular se manifestara favorable a él para ad- 
quirir el dominio y soberanía de Tacna y Arica.- 

Por el plebiscito, cuyo plazo fué convenido en beneficio de 
Chile, no se estipuló ni una transferencia, ni una cesión de esas 
provincias, sino la ocupación en administración por un tiempo fi- 
jo. Su ejecución fué eludida e impedida por el Estado ocupante, 
que, al mismo tiempo, se entregaba a una labor desefrenada de 
chilenización, con el consiguiente séquito de atropellos, crímenes e 
iniquidades. 

Sir Thomas Barclay, en su obra EL CONFLICTO DEL PACÍFICO, 
obra citada por el doctor Víctor M. Maurtua, en su libro SUR LE 
PACIFIQUE DU Sub, también citada por la defensa peruana, dice: 


«La estipulación concerniente al plebiscito se introdujo manifiestamente 
en interés de Chile, habiendo dejado el statu quo, este territorio como peruano 
hasta que una decisión popular, al cabo de diez años, le fuera adversa o lo hi- 
- clese pasar a Chile.» 

« El incumplimiento del artículo tercero del tratado de Ancón — dice el 
autor citado — no es imputado al Perú, el cual, en 1895, había aceptado un 
protocolo que reglamentaba la cuestión plebiscitaria, según lo prescribía ese 
artículo, pero el protocolo fué rechazado por Chile. Hasta ese rechazo, dicho 
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Estado, Chile, podría haber alegado que el cumplimiento del artículo tercero 
del tratado de Ancón, dado por medio de este protocolo, cubría faltas anterio- 
ves que eran imputables a Chile, a consecuencia de cualquiera demora en su eje- 
cución. Su rechazo no sólo lo ha hecho responsable del incumplimiento, sino que 
e a revivido. todos los derechos del Perú contra Chile y que el protocolo podría 
- haber cubierto.» 


Ed Fil doctor Lauro A. Curletti, Presidente de la Comisión Di- 
- plomática del Senado, en la interesante y erudita impugnación 
que hace del laudo del Presidente de los Estados Unidos, Mr. 
ppoolidge, consigna detalladamente los casos comprobados, en que 
Chile eludió y se opuso al plebiscito. No podemos resistir a la ten- 
tación de reproducir los párratos relacionados con la materia que 
3 bratamos, 


| «La responsabilidad por la no ejecución del plebiscito en el tiempo seña- 
lado en el tratado, corresponde indiscutiblemente a *se país. La postergación de 
ese acto electoral sólo favorecía a Chile, pues aunque su administración en las 
provincias se hubiera mantenido dentro del respeto a la ley internacional, es 
“evidente que mientras más se prolongara su acción, mayor tenía qua ser su in- 
uencia étnica y más considerables sus ventajas pecuniarias. Desde que los go- 
Afbernadores de Chile hicieron de la retención de Tacna y Arica punto capital de 
A Sus programas políticos, su interés para violar la cláusula tercera del tratado 
fué: tan claro como el interés que tuvo el Perú en cumplirla. Así lo comprueba 
la serie de dificultades que opuso Chile a que se gestionara el protocolo del ple- 
biscito a raíz de la ratificación del tratado de Ancón, del cual ese protocolo de- 
osa formar parte integrante, según se estableció nm aquel pacto. Desde 1885 a 
1892, Chile estorbó el pago de las deudas peruanas garantizadas por los guanos 
y demás productos de Tarapacá, que debían ser canceladas de conformidad con 
! ese tratado, y aún para el arreglo de parte de la deuda externa que quedaba a 
cargo del Perú, intervino en forma tan inaudita como la que puntualiza el pro- 
tocolo Bacour-Errázuris, por medio del cual ese país ofreció a los acreedores 
- Íranecses entregarles los diez millones que según la cláusula tercera del tratado 
“ae Ancón correspondían al Perú en el caso que el plebiscito nos hubiera sido 
E verso. En estos mismos antecedentes se habría encontrado la iniciativa del Mi- 
o nistro de Relaciones Exteriores del Perú, doctor don Eugenio Larrabure y Una- 
pue, en 1892, para ajustar las bases del plebiscito, así como las negociaciones 
de Monitos al mismo fin de su sucesor en la cancillería, señor don José Mariano 
Jiménez, y, por último, la protesta del Ministro del Perú en Chile, señor doctor. 
don Ramón Ribeyro, la víspera del día en que se venció el período de diez años 
d de ocupación de las provincias, en vista de que Chile no se preparaba a desocu- 
| parlas ni convenía en la ejecución del plebiscito. Así lo comprueba, además, la 
historia de las negociaciones para acordar el protocolo previsto en el pacto de 
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Ancón, en el curso de las cuales el Perú accedió siempre a todas las fórmulas pro- 
puestas por Chile que no sienificaran que el plebiscito había sido una Srs 
disimulada para sancionar la anexión de las provincias, Como lo pretendió Pu: 
ga Borne, ni la división del plebiscito de modo que Arica pudiera tener distinta 
suerte que Tacna, eomo lo pretendió Morla Vicuña; m dar derecho a voto a los 
chilenos que tuvieran apenas tres meses de residencia en el territorio, como lo 
pretendió Edwards; ni violar el tratado accediendo a depositar previamente 
diez millones de pesos, como lo pretendió Lira. Así lo comprueba también el pro- 
tocolo Billinghurts-La Torre, aprobado por el Congreso del Perú y rechazado 
por el Congreso de Chile, en que se entregaba al arbitraje la determinación de 
las principales condiciones del plebiscito. Y así lo comprueba, por último, la fer- 
viente campaña del Perú a favor de la institución del arbitraje sostenida en ne- 
gociaciones diplomáticas, conferencias y Congresos internacionales, al mismo 
tiempo que Chile mantenía su tenaz resistencia contra esta institución, al extre- 
mo de conseguir que fracasara la reunión del Primer Congreso Panamericano 
que incluía el arbitraje como una de las principales cuestiones sometidas a su 
deliberación.» 


« Parece, sin embargo, que en concepto del árbitro, para resolver acerca 
de la validez de la cláusula tercera sometida a su revisión, no ha debido aplicarse 
aquel principio universal de jurisprudencia incorporado a las legislaciones de 
casi todos los países, según el cual “la parte que frusta el cumplimiento de una 
condición estipulada en un pacto mo puede beneficarse del resultado de su ac- 
ción ilícita.» 


No terminaremos este capítulo, sin antes dar a conocer la opi- 
nión del distinguído jurisconsulto, Senador por Lambayeque, doc- 
tor Gustavo A. Cornejo, en la brillante defensa que hiciera ante 
la Corte Suprema de Justicia, por la Compañía del Ferrocarril 
y Muelle de Pimentel. 


«Supongamos, por ejemplo — dice el doctor Cornejo, — que Ciro ha le: 
gado a Máximo, y a cargo de su heredero, una pensión de libras mensuales, man- 
dando que se duplique y que se le dén veinte libras, después de un tiempo que 
fijarán de mutuo acuerdo. Pasan los días y el heredero no quiere nunca acordar 
con el legatario la época del aumento. Este lo exige, acude a la justicia y el 
obligado reconviene que, no siendo posible ponerse de acuerdo, porque él seña- 
ia como punto inicial el día en que Máximo cumpla cien años, considera caduco 
el legado y se desliga de la obligación de seguir pagándolo.» 


« La defensa (nosotros decimos el árbitro) declararía al heredero libre del 
pago de la pensión, porque para ella el dolo se excusa con la reincidencia y la 
culpa sirve legítimamente de disculpa.» 
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Más adelante, refiriéndose a la condición no cumplida en 
daño de uno de los contratantes, dice: 


«Si las partes no acordaron antes otro término, una condición resolutoria 
es negativa, luego su ineumplimiento implica la inexistencia del acuerdo y rige 
por el término fijado como máximo.» «Un ejemplo aclara esta cuestión.» 

« Chile pactó con el Perú que la soberanía de Tacna y Arica sería resuelta 
por un plebiscito, después de diez años. El plebiscito no se ha realizado por cul- 

pa de Chile, luego se tiene por renunciado de su parte la condición de la que 
dependía su espectativa a la adquisición de la soberanía de aquellos territorios, 
y éstos deben volver al Perú.» 

«S1 el pacto se hubiese celebrado en condición negativa: “Chile devolverá 
Tacna y Arica si en el plebiscito que debe realizarse dentro de 10 años, no altan- 
Za por el voto de los habitantes la soberanía definitiva””, obstruído el plebiscito 
por culpa de Chile, se tiene por cumplida la condición, es decir, por no definida 

a su favor la soberanía, y debe devolv er los territorios.» 


La República del Perú, de una parte y, de la otra, la República de Chile, 
deseando restablecer las relaciones de amistad entre ambos países, han deter- 
minado celebrar un tratado de paz y amistad, y al efecto, han nombrado y cons- 
tituído por sus plenipotenciarios, a saber: 

'S. E. el Presidente de la República del Perú, a don José Antonio de La- 
valle, Ministro de Relaciones Exteriores, y a don Mariano Castro Zaldívar, y 
S. E. el Presidente de la República de Chile, a don Jovino Novoa, quienes des- 
pués de haberse comunicado sus plenos poderes y de haberlos hallado en buena 
y debida forma, han convenida en los artículos siguientes: 


ARTICULO PRIMERO 


Restablécese las relaciones de paz y amistad entre las repúblicas del Perú y 


Chile. 
ARTICULO SEGUNDO 


La República del Perú cede a la República de Chile, perpetua e incondicio- 
nalmente, el territorio de la provincia litoral de Tarapacá, cuyos límites son: 
por el Norte, la quebrada y río de Camarones; por el Sur, la quebrada y 
río del Loa; por el Oriente, la República de Bolivia, y, por el Poniente, el 
mar Pacífico. 
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ARTICULO TERCERO 


El territorio de las provincias de Tacna y Arica, que limita por el Norte, 
con el río Sama, desde su nacimiento en las cordilleras limítrofes con Boliwia 
hasta su desembocadura en el mar; por el Sur, con la quebrada y río de Cama- 
rones; por el Oriente, con la República de Bolivia; y, por el Pomente, con el 
Pacífico, continuará poseído por Chile y sujeto a la legislación y autoridades 
chilenas durante el término de diez años contados desde que se ratifique el pre- 
sente tratado de paz. 

Expirado este plazo, un plebiscito decidirá, en votación popular, si el te-* 
rritorio de las provincias referidas queda de fimtivamente del domwmo y so- 
beranía de Chile, o si continúa siendo parte del territorio peruano. Aquel de 
los dos países a cuyo favor quedan anexadas las prcvincias de Tacna y Arica, 
vagará al otro diez millones de pesos moneda chilena de plata, o soles perua- 
nos de igual ley y peso que aquélla, | | 

Un protocolo especial, que se considerará como parte integrante del pre-- 
sente tratado, establecerá la forma en que el plebiscito deba tener lugar y los. 
tórminos y plazos en que hayan de pagarse los diez millones por el país que 
quede dueño de las provincias de Tacna y Árica. | 
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ARTICULO CUARTO 


| 

É 

En conformidad a lo dispuesto en el supremo decreto de 9 de febrero de' 
1882, por el cual el Gobierno de Chile ordenó la venta de un millón de tonela- 
das de guano, el producto líquido de esta sustancia, deducidos los gastos y de-. 
más desembolsos a que se refiere el artículo 13% de dicho decreto, se distribuirá 
por partes iguales, entre el Gobierno de Chile y los acreedores del Perú, cuyos 
títulos de crédito aparecieren sustentados con la garantía del guano. ¡ 
Terminada la venta del millón de toneladas a que se refiere el inciso ante-* 
rior, el Gobierno de Chile continuará entregando a los acreedores peruanos el 
cincuenta por ciento del producto líquido del guano, tal como se establece en. 
el mencionado artículo 13%, hasta que se extinga la deuda o se agoten las cova- : 
deras en actual explotación. y 
Los productos de las covaderas o yacimientos que se descubran en lo fu- 
turo, en los territorios cedidos, pertenecen exclusivamente al Gobierno de Chile. 
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ARTICULO QUINTO Í 


Si se descubrieren, en los territorios que quedan del dominio del Perú, co- 
vaderas o yacimientos de huano: a fin de evitar que los gobiernos de Chile y 
el Perú se hagan competencia en la venta de esa sustancia, se determinará pre- 
viamente por ambos gobiernos, de común acuerdo, la proporción y condiciones 
á que cada uno de ellos deba sujetarse en la enajenación de dicho abono. 


ES 


Lo estipulado en el inciso precedente regirá, asimismo, con las existencias 
de guano ya descubiertas que pudieran quedar en las islas de Lobos, cuando lle- 
eue el evento de entregarse esas Islas al Gobierno del Perú, en conformidad a 
lo establecido en la cláusula novena del presente tratado. 


ARTICULO SEXTO 


Los acreedores peruanos; a quienes se concede el beneficio a que se refiere 
el artículo 4*, deberán someterse, para la calificación de sus títulos y demás pro- 
cedimientos, a las reglas fijadas en el supremo decreto de 1882. 


ARTICULO SEPTIMO 


La obligación que el Gobierno de Chile acepta, según el artículo 4%, de en- 
tregar el cincuenta por ciento del producto líquido del guano de las covaderas 
en actual explotación, subsistirá, sea que esta explotación se hiciere en confor- 
midad al contrato existente sobre venta de un millón de toneladas, sea que ella 
se verifique en virtud de otro contrato o por cuenta propia del Gobierno de 
Chile. 


ARTICULO OCTAVO 


Fuera de las declaraciones consienadas en los artículos precedentes, y de 
“las obligaciones que 21 Gobierno de Chile tiene espontáneamente aceptadas en el 
supremo decreto de 28 de marzo de 1882, que reglamentó la propiedad salitrera 
de Tarapacá, el expresado Gobierno de Chile no reconoce créditos de ninguna 
clase que afecten a los nuevos territorios que adquiere por el presente tratado, 
cualquiera que sea su naturaleza y procedencia. 


ARTICULO NOVENO 


Las islas de Lobos continuarán administradas por el Gobierno de Chile, 
hasta que se dé término, en las covaderas existentes, a la explotación de guano, 
en conformidad a lo estipulado en los artículos 4* y 7. Llegado este caso, se de- 
volverán al Perú. | 


ARTICULO DECIMO 


| El Gobierno de Chile declara que cederá al Perú, desde el día en que el 
presente tratado sea ratificado y canjeado constitucionalmente, el eincuenta por 
ciento que le corresponde en el producto del guano de las islas de Lobos, 
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ARTICULO DECIMO PRIMERO 


Mientras no se ajuste un tratado especial, las relaciones mercantiles entre 
ambos países subsistirán en el mismo estado en que se encontraban antes Jel 
5 de abril de 1879, 


ARTICULO DECIMO SEGUNDO 


Las indemnizaciones que se deban por el Perú a los chilenos que hayan su- 
frido perjuicios con motivo de la guerra, se juzgarán por un tribunal arbitral 
o comisión mixta internacional, nombrada inmediatamente después de ratifica- 
do el presente tratado, en la forma establecida por convenciones recientes ajus-. 
tadas entre Chile y los gobiernos de Inglaterra, Francia e Italia. 


ARTICULO DECIMO TERCERO 


Los gobiernos contratantes reconocen y aceptan la validez de todos los ar- 
tos administrativos y judiciales pasados durante la ocupación del Perú, deri: 
vados de la jurisdicción marcial ejercida por el Gobierno de Chile. 


ARTICULO DECIMO CUARTO 


El presente tratado será ratificado y las ratificaciones canjeadas en la ciu- 
dad de Lima, cuanto antes sea posible, dentro de un término máximo de cient 
sesenta días, contados desde esta fecha. , 

En fe de lo cual, los respectivos plenipotenciarios lo han firmado por du- 
plicado y sellado con sus sellos particulares. | 

Hecho en Lima, a 20 de octubre del año de Nuestro Señor mil ochocientos 
ochenta y tres. 


(L. 5.) J. A. De Lavane. (L, S.) Marrano Castro ZaLDívAR. (L. 8.) Jo- 
VINO Novoa. 


Reunidos, en el salón de despacho del Ministerio de Ralaciones Exterio- 
res, el señor don Mariano Castro Zaldívar, Ministro de Estado en el despacho 
de Gobierno, etc., encargado de la cartera de Relaciones Exteriores del Perú y 
Pp lenipotenciario ad hoc, y el señor don Jovino Novoa, Ministro Plenipotencia- 
rio de Chile, con el objeto de canjear las ratificaciones del tratado de paz y amis- 
tad y el protocolo complementario suscrito entre ambos países el 20 de OS 
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de 1883, después de haber comunicado sus plenos poderes y hallándolos en bue- 
na y debida forma, procedieron a comparar cuidadosamente el texto de ambas 
piezas, y hallándolas conforme el uno al otro, verificaron el canje en la forma 
acostumbrada. 
En fe de lo cual, firmaron esta acta por duplicado, sellándola con su sellos 
particulares, en Lima a veintiocho días del mes de marzo del año de Nuestro 
Señor mil ochocientos ochenta y cuatro. 


(L. S.) MARIANO CASTRO ZALDÍVAR. (L. S.) Jovino Novoa. 


Y por cuanto el tratado y protocolo preinserto han sido aprobados por el 
Congreso nacional; 

Por tanto, vistos y examinados todos los artículos de que constan y hacien- 
do uso de la facultad que me confiere la parte 19 del artículo 82 de la Consti- 
tución Política del Estado, vengo en ratificar solemnemente como por el presen- 
te confirmo y ratifico en todas sus partes el referido tratado de paz y amistad 
y protocolo complementario, prometiendo hacerlos cumplir fiel y exactamente, 
“para lo cual empeño mi palabra y el honor nacional. 

En fe de lo cual, firmo el presente instrumento de ratificación, sellado con 


el sello de armas de la República y refrendado por el Ministro Secretario de 


Estado en el departamento de Relaciones Exteriores. 
Dado en Santiago de Chile, a los doce días del mes de marzo del año mil 
cchocientos ochenta y cuatro. 


DomMINGO SANTA MARÍA. 


(DL. S.) A, VERGARA ÁLBANO, 


A 
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CAPITULO III 


—TIEMPO PARA CELEBRAR EL PLEBISCITO 


El presente capítulo, bien puede considerarse como continua- 


ción del anterior, porque en la cláusula 11I del tratado de Ancón, 


la condición resolutoria constituída por el plebiscito, y la tempo- 


ralidad, son dos modalidades del tratado mismo que lo comple- 
-mentan y conjuntivamente concurren a la eficacia de sus efectos, 


que los negociadores de paz convinieron en hacer producir. La 


ocupación chilena de las provincias de "Tacna y Arica no estuvo 


subordinada a tiempo indeterminado, ni el plebiscito a condición 


“casual, puesto que el tiempo determinado, fué de diez años, al ex- 
“pirar los cuales un hecho necesario, el plebiscito, resolvería la na- 
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cionalidad de esas provincias. | 
La especificación que el tiempo tiene e imprime a la cuestión 
controvertida, es de suyo importante, y por lo mismo, debe ser ex- 
puesta de manera justa, racional y en relación íntima y directa 
con las otras estipulaciones del tratado. 
Los tratadistas de Derecho enseñan que: «el término extin- 


tivo es la modalidad que determina el momento en que la obliga- 
ción nacida del contrato, es considerada como completamente cum- 
plida». (Planiol). «Se entiende por término resolutorio — dice 


Laurent — un suceso incierto que una de las partes señala como 
límite a la duración de su obligación». En el tratado de Ancón, el 


momento a que se refiere Planiol, fué el día 28 de marzo de 1894, 
en que el Perú debió liberarse de la obligación de soportar la ocu- 
pación de Taena y Arica, y el suceso incierto a que alude Lau- 
rent, fué el plebiscito, no en cuanto a su realización, sino acerca de 
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la determinación futura de la nacionalidad de las provincias cau- 
tivas. 

Se comprende claramente que los negociadores de paz, al es- 
tipular la cláusula IT, quisieron que no quedase a tiempo indefi- 
nido la liquidación de la guerra, pues acordaron y determinaron 
expresamente que la ocupación no excedería de diez años, radican- 
do en las partes contratantes la obligación de hacer el plebiscito, 
expirado este término, y el derecho de exigir que esto se hiciera. 
El período de diez años expiró en 1894. El Perú, antes del venei- 
miento de este plazo, gestionó, como veremos más adelante, esta- 
plecer las bases respectivas para la actuación del plebiscito, sin 
poder conseguir resultado satisfactorio aleuno por los obstáculos 
con que Chile inició su oposición sistemática a eumplir lealmente 
el compromiso que había contraído. 

En la subordinación de la nacionalidad de las provincias de- . 
tentadas al plebiscito, el tiempo en que este acto debía realizarse, 
fué actor fundamental y decisivo para ese resultado, toda vez que 
las condiciones substanciales de la nacionalidad, las cireunstancias 
existentes en el momento de concluir el tratado, no iban a cambiar 
mi modificar el alma de la nacionalidad, los sentimientos patrió- 
ticos y la conciencia pública de los naturales de Tacna y Arica, en 
diez años. 

Pero, conviene recordar que la ocupación por este plazo se. 
concedió teniendo en cuenta, no sólo motivos étnicos, sino también 
económicos y políticos. Efectivamente, la ocupación por diez años 
representaba para Chile la apropiación de todos los rendimientos 
fiscales de Tacna y Arica, euya valuación, en ese lapso. correspon- 
lía a la indemnización por los gastos de guerra reclamada vor 
Chile. estableciéndose así una comvensación justa de la deuda im- 
putada al Perú por ese concepto. De donde resulta que, toda pró- 
rroga de los diez años, fijado como el máximo de la nosesión chile- 
na, entraña, sin lugar a duda alguna, una arbitrariedad, contra- 
ria a lo convenido, violatoria del tratado v enormemente perjudi- 
cial y lesiva a los derechos e intereses del Perú. AS 

Ocurramos para fijar claramente las ideas, a la fuente de in- 
formación anténtica, que en este caso, es el criterio de los autores 
del tratado de Ancón. El señor Luis Aldunate dice: 


«Otro de los puntos capitales de diferencia entre el pacto que analizamos 
(el tratado de Ancón) y las bases o proyectos de arreglos que lo habían prece- 
dido, consiste en la forma escogida para atender al pago de la indemnización 
complementaria de veinte millones de pesos que sería garantida con la reten- 
ción de los territorios de Tacna y Arica.» 
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En los dos extremos que contiene la cláusula III, y ponién- 
dose el diplomático recordado en el caso de que el plebiscito favo- 
reciera al Perú, deduce las consecuencias ventajosas para Chile, 
desde el punto de vista económico, y se expresa así: 


« Pero sl estas previsiones, que sólo apuntamos como probables, no se reali- 
zaran, sl el resultado del plebiscito volviera la región territorial de Tacna y Ari- 
ca al dominio del Perú, cumpliría a la política leal y honrada de Chile acatar el 
fallo de aquellos pueblos, limitándose a recibir una indemnización pecuniaria 
de diez millones de pesos, que unida a las rentas que nos había procurado anti- 
cipadamente la ocupación de esos territorios durante diez años, excedería, sin 


duda alguna, a la que habíamos reclamado a este mismo título en las bases pro- 
- puestas en 1880 y en 1882.» | 


Este párrafo que es verdaderamente revelador del origen, fi- 
ualidad y naturaleza de la cláusula III, ha sido mal interpretado 
y peor aplicado por la defensa chilena ante el árbitro, mutilándo- 
lo maliciosamente, reduciéndolo sólo a la parte que el plebiscito 
debía consagrar la voluntad efectiva de los naturales de Tacna y 
Arica, y sin tener en cuenta que el señor Aldunate al expresarse 
en los términos traseritos, se refería al plebiscito que debió reali- 


zarse en 1894, eon toda honestidad, y no al que se realizase en cual- 


quier tiempo, mucho menos, años después del acordado y cireuns- 
erito a la voluntad extralimitada del ocupante. 
He aquí el párrafo del caso de Chile: 


« Antes de terminar la presentación de su caso, Chile desea llamar la aten- 
ción del árbitro sobre las palabras vertidas por Luis Aldunate, uno de los ne- 
eociadores del tratado de Ancón, en su memoria del año de 1883, en que some- 
tió el tratado al Congreso de Chile, lo cual expresa la actitud de Chile en rela- 
ción con los derechos de los habitantes de Tacna y Arica, actitud que se ha man- 


tenido durante cuarenta años. “Si de resultados del plebiscito la región territo- 
rial debiera devolverse al dominio del Perú, tal hecho estaría de acuerdo con la 
“política honrada y leal de Chile para respetar la decisión de aquellos 


pueblos.» 


Los negociadores del tratado de Ancón no estipularon un pla- 
Zo mayor de diez años, no manifestaron en forma alguna, que és- 
te fuera prorrogable por más tiempo, porque sabían perfectamen- 
te que en un lapso indeterminado y mayor, la concurrencia de otros 


factores, como las influencias extranjeras, las corrientes emigra- 
torias y otras causas podían modificar sustancialmente las condi- 
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ciones existentes en el momento de la celebración del tratado y 
las en que se verificara el plebiscito, aun sin apelar, como lo hizo 
Chile, a las medidas que más adelante pondremos en manifiesto, y 
por tanto, cambiarían los elementos del problema planteado por el 
tratado, que dió existencia jurídica, bajo condiciones preestable- 
cidas, al acto plebiscitario. 


El vencimiento del término acordado extinguió automática- 
mente el derecho del ocupante. Por esto, y como no podía ser de 
otro modo, el Ministro de Relaciones Exteriores, señor Larrabu- 
re y Unánue propuso al Plenipotenciario chileno acreditado en 
Lima, señor Vial Solar, en 5 de setiembre de 1892, la desocupa- 
ción por Chile de las provincias de Tacna y Arica para que éstas 
volvieran al dominio y soberanía del Perú, a la expiración del tér- 
mino pactado. | 

Xl 4 de abril de 1893, el Ministro de Relaciones Exteriores, 
doctor Chacaltana, requirió al señor Vial Solar a proceder a la ce- 
lebración del protocolo especial, a que se refiere la parte final de 
la cláusula III del tratado. | 

ln las conferencias habidas en el curso del mismo año, entre 
c1 Ministro de Relaciones Exteriores, doctor Jiménez y el señor 
Vial Solar, aquel propuse varias fórmulas de arreglo: para la de- 
volución de esas provincias, o para que fueran entregadas a una 
tercera potencia, designada de común acuerdo, bajo cuya inter- 
vención se verificaría el plebiscito y la cual haría en seguida la 
devolución de ellas al Perú o a Chile, según fuera el resultado de 
la votación popular, o, finalmente, para someter a la resolución 
inmediata de un Gobierno amigo la consulta de: «¿a cuál de los. 
dos países corresponde la posesión de los territorios después del 
28 de marzo de 1894 2» 

A estas propuestas razonables contestó el Ministro chileno 
con evasivas, onosiciones y afirmaciones inexactas tendientes a di- 
latar la solución internacional del asunto pendiente. 

El Enviado Extraordinario v Ministro Plenipotenciario del 
Perú en Chile, doctor Ramón Ribeyro. celebró conferencias con 
el Ministro de Relaciones Exteriores de Chile. señor Ventura Blan- 
co Viel, en febrero de 1894, referentes a realizar el plebiscito, me- 
diante reglas de procedimiento adecuadas a este efecto. El señor 
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Blanco Viel ofreció presentar la contrapropuesta chilena a la pro- 


puesta formulada por el Ministro peruano, pero, con el pretexto 
de dejar el Ministerio, no cumplió su ofrecimiento. En esta vir- 
tud, el doctor Ribeyro dirigió al Ministro de Relaciones Exterio- 
res la comunicación siguiente: | 


«Santiago, 27 de marzo de 1894.—Señor:—Cumpliéndose el día de maña- 
na el plazo de ocupación temporal de las provincias de Tacna y Arica, estipula- 
do en el tratado de Ancón, he recibido encargo de mi Gobierno para manifestar 
a V. E. que lamenta el que por causas independientes de su voluntad no se haya 
llegado a la conclusión del protocolo mediante el cual ha de organizarse el ple- 
biseito que decida definitivamente de la suerte de las indicadas provincias.» 

<« Aunque el Gobierno del Perú mantiene su interpretación del artículo 1H 
del tratado de paz, en el sentido de que la ocupación de esos territorios no ceo- 
rresponde a Chile después del 28 de marzo de 1894; espera confiadamente que 
VE. se dignará prestar preferente atención a la necesidad de dar forma defini- 
tiva a las bases de transacción con reciprocidad, acordada en 26 de enero del 
año corriente; y que igualmente se servirá tomar en cuenta que el hecho de pro- 
longarse la ocupación de las provincias mencionadas más allá del término esti- 
pulado, sin haberse llegado a acordar las condiciones del plebiscito, no puede 
entenderse para el Perú sino con la reserva de su derecho tal como lo ha soste- 
nido, sin perjuicio de buscar, con el espíritu más leal y sincero un medio hono- 


—rable y práctico de arribar a la solución de asunto tan interesante para consoli- 


dar la amistosa inteligencia que felizmente existe entre ambos Gobiernos.» 
<« Aprovecho esta oportunidad para renovar a V.E. las seguridades de mi al. 
ta y distinguida consideración.—R. RIBEYRO.» 


Meses después, el Ministro de Relaciones Exteriores de Chi- 
le, señor Sánchez Fuentecilla propuso al doctor Ribeyro, que ha- 


biendo quedado en situación irregular las provincias de Tacna y 


Arica, después del 28 de marzo de 1894, término de la ocupación, 
éste podía prorrogarse durante algunos años, como medio de lle- 
gar a un acuerdo sobre el plebiscito, en una ocasión propicia, to: 
mando como nuevo pretexto, las supuestas agitaciones populares 
que ocurrirían en Chile, con motivo de las elecciones presidencia- 


les. El doctor Ribeyro contestó manifestando que no podía ni dis- 


eutirse siquiera semejante proposición. 

Como se ve, el Perú no descuidó un sólo momento ejercitar 
su derecho reivindicatorio a sus provincias detentadas, a partir 
del 28 de marzo de 1894, 


Obstaculizada por Chile toda propuesta aceptable de arregle 


- respecto a la actuación del plebiscito, y llegado el término pacta- 
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do, la ocupación prolongada de Chile, hasta ahora, carecía de tí- 
tulo legal alguno, de base racional y de acuerdo contractual. 

Las posteriores gestiones diplomáticas del Perú, correspon- 
den a otras fases del problema del Pacífico, que las analizamos se- 
paradamente, obedeciendo a la orientación que nos hemos pro- 
puesto en el presente trabajo; fases que, en conjunto, están en ar- 
monía con la línea de conducta uniforme trazada por la diploma- 
cia del Perú en la defensa de su derecho inalienable e impreserip- 
tible a las provincias de Tacna y Arica. | | 

Intercalamos en el presente capítulo las conclusiones de la ré- 
plica chilena a la demanda peruana, presentadas al árbitro. 


Caso de Chile 


Declaraciones finales. 


« 19—(Que el caso peruano intenta sin derecho, ni justificación ampliar el 
objeto de este arbitraje, induciendo al árbitro a exceder su jurisdicción que es- 
tá restringida por el protocolo de Washington “a las cuestiones que emanan de 
las estipulaciones no cumplidas del artículo 3* del tratado de Ancón””, y que, ade- 
más, está limitada, de un modo específico, a responder a las tres cuestiones some- 
tidas en la nota complementaria, no de modo que no posee autoridad para de- 
terminar la disposición del territorio en caso que decidiese que, en las actuales 
circunstancias, no debiera celebrarse un plebiscito. El intento expresado en el 
caso peruano para ampliar el sujeto sometido a la consideración del árbitro y 
para extender su poder jurisdiccional está basado tan sólo en la afirmación de 
que tal cosa pudiera hacerse, sin tener la pretensión de apoyar tal afirmación 
mediante hechos, deducciones o argumentos, sin duda por carecer absolutamen- 
te de razones.» | 

<2"—(QQue el caso peruano contiene tantas declaraciones inexactas, citas 
erróneas, paráfrasis impropias y deducciones equivocadas que no merece fé res- 
pecto a los hechos, y que los argumentos que son fundados en declaración falsa 
o error, son incorrectos y no deben ser tomados en cuenta.» 

<3'"—(Que varios ejemplos falsos y las mutilaciones de las citadas del caso 
peruano están hechos de un modo tan manifiesto a favor de los propósitos del 
Perú, que es difícil creer que resulten de un error involuntario, mala aprecia- 
ción, o de un deseuiido inexcusable en el modo de expresarse.» 


IR 
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<«£-—Que el lenguaje abusivo y con frecuencia insultante usado en el caso 
peruano al discutir los motivos, propósitos y actos de Chile y de sus empleados, 
indican un estado de espíritu que despoja las declaraciones hechas por el Perú 
del carácter de una presentación verdadera de los hechos en este arbitraje; 
que el estudio del caso peruano demuestra que el orgullo nacional herido y el 


sentimiento de repulsión que nace de la derrota militar y de las ambiciones des- 


engañadas, han cegado tanto al Perú respecto a la verdad y han desviado su 
eriterio, conduciéndolo a usar expresiones extravagantes y descorteses altamen- 
te ofensivas para Chile que desacreditan al Perú, y que tales expresiones censu- 
rables no están de acuerdo con la dignidad de naciones soberanas e independien- 
tes que buscan arreglar sus diferencias mediante el arbitraje y que violan los 


USOS y costumbres internacionales.» 


«3'—Hl caso peruano no refuerza con pruebas la reclamación fundamental 
para los propósitos del Perú, según la cual el plebiscito en el artículo 32 del 
tratado de Ancón debió tener lugar inmediatamente de terminarse el período 
de diez años, esto es marzo 28 de 1894; esta reclamación la funda principalmen- 
te en el cambio hecho por el Perú, en forma arbitraria y equivocada, de las pa- 
labras ““after”” que quiere decir después, tal como fué traducido en el apéndice 
del caso peruano y también en el apéndice del caso chileno, por la palabra, ““ab”” 
que dá la idea de un tiempo que terminaría el último día de un período de diez 
años; idea distinta a la que expresa la palabra after que correctamente explica 
el sentido de las palabras '““espirado este plazo””. Este error del Perú es además 


puesto de manifiesto por el hecho de que él trató de fijar un tiempo para cele- 
brar el plebiscito en negociaciones posteriores a la expiración del período de diez 


>, 


años, negociaciones que se dilataron por mucho tiempo.» 
«6'—(Que el caso peruano no demuestra la actitud que le imputa a Chile, 


según la cual impropia y voluntariamente Chile impidió la celebración del ple- 


biscito previsto en el artículo 3% del tratado de Ancón.» 

«1"—Que el caso peruano deja de reconocer el hecho de la negociación de 
un protocolo especial que fije las condiciones para celebrar el plebiscito y el pa- 
go de los diez millones por la parte aventajada en éste, era, de acuerdo con el 
tratado, una condición esencial precedente a la celebración del plebiscito y hasta 
que tal protocolo fuera formado y ratificado por ambas partes, ninguna parte 
podría ser señalada como responsable por el atraso para celebrar el plebiscito.» 

«8%—Que el caso peruano no demuestra su proposición de que Chile no en- 
tró de buena té y en toda oportunidad en negociaciones con el Perú buscando 
un arreglo respecto al protocolo especial.» 

«9%— Que el caso peruano deja reconocer que el acuerdo para negociar un 


protocolo especial que preseribiera la manera de celebrar el plebiscito y las con- 
diciones del pago de los diez millones por la parte aventajada fué una obligación 


éxito cuando se buscaba un acuerdo espiritual entre las partes.» 


mutua impuesta sobre las partes firmantes y que la responsabilidad por el fra- 
caso de firmar un protocolo fué una responsabilidad de ambos, debido al poco 
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« 10%—Que el caso peruano pretendiendo ignorar la obligación mutua de 
ponerse de acuerdo sobre el protocolo, asevera de un modo impropio que Chile 
es la única parte obligada y que el Perú la única parte que obliga respecto al 
cumplimiento de las estipulaciones del artículo 3* y que dejando de establecer 


la existencia de tal relación entre ambas partes, toda discusión en el caso perua- 


no de las reglas legales que deben aplicarse a un contrato entre la: parte que 
obliga y la parte obligada, es improcedente.» 

« 11% —Que el caso peruano deja de demostrar el propósito que el Perú nunca 
se rindió (prescindió de sus derechos), pero, siempre, sin interrupción, poseyó 
la soberanía de Tacna y Arica, aunque era incapacitado de ejercer por un pe- 
víodo de diez años después del 28 de marzo de 1894, fecha del canje de ratifica- 
riones del tratado de Ancón, y que dejando de establecer tal prescripción no 
hay lugar para la reclamación que Chile después de la expiración del período 
de diez años ha estado en posesión legal de Taena y Arica, y que debiera devol- 
verse la posesión en adelante al Perú de estas provincias por orden del árbitro, 
debiendo éste en su laudo otorgar una indemnización por las pérdidas sufridas 
por el Perú debido a la retención de la posesión por Chile y ejercicio de sobe- 
ranía sobre el citado territorio desde marzo 28 de 1894.» 

« 12%—(QQue el caso peruano basándose sobre una reclamación ficticia de 
propiedad, como está declarado anteriormente, requiere del árbitro impropia- 
mente que éste por medio de un laudo otorgue la soberanía definitiva al Perú 


sobre Tacna y Arica, sin celebrar el plebiscito y sin cumplir de ningún otro mo- 


do las estipulaciones del artículo 3* del tratado de Ancón, a pesar del hecho que 
de acuerdo con las condiciones del protocolo de Washington y del ¡acuerdo su- 
plementario, especialmente de la tercera cláusula de la misma, el árbitro no po- 
see derecho ni autoridad para cumplir con tal requerimiento.» 

«< 13*—Que el caso peruano aunque demuestra de un modo evidente que las 
partes firmantes, al acordar la celebración de un plebiscito, han deseado mutua- 
mente dejar la disposición de la soberanía permanente de Tacna y Arica a la 
voluntad de sus habitantes, expresada en un plebiscito, niega ese derecho ahora 
a tales habitantes.» 

<« 14—Que el caso peruano no reconoce que la doctrina del consentimiento 
del gobernado, patente en la declaración de la independencia de los Estados 
Unidos de Norte América, doctrina que fué mutuamente aceptada a un princi- 
pio y de hecho por las partes firmantes del tratado de Ancón, y hecho funda- 
mental para determinar la nacionalidad futura de Tacna y Arica, se aplica con 
igual fuerza en todos los tiempos, y que esa doctrina no habiendo sido denegada 
o repudiada en ningún tiempo, por ninguna de las partes interesadas, debe ser 
aplicada a esas provincias ahora como lo fué en el pasado y que por eso se de- 
duce que la doctrina constituye un elemento esencial (de las actuales cireuns- 
tancias) que el árbitro es requerido de tomar en consideración al contestar la 


primera pregunta que le fué sometida para su decisión en el acuerdo suple- 


inentarlo.» 
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«15.—a).—Que el caso peruano no demuestra el argumento que Chile, con- 
iraviniendo el tratado de Ancón, empleó su autoridad oficial para introducir a 
Tacna y Arica colonos chilenos y expulsar de éllas a los residentes peruanos tan 
sólo con el propósito de asegurar una mayoría popular favorable para que estas 
provincias permanecieran bajo el dominio y soberanía de Chile en el easo que 
debiera celebrarse un plebiscito.» 

<b).—Que el caso peruano establece, que al no demostrar que Chile, al 
administrar los asuntos de Tacna y Arica, impulsó indebidamente el desarrollo 
del comercio y de los recursos naturales del territorio, a lo que fué impedido 
por otros motivos que aquellos en los que debiera inspirarse un Gobierno res- 
ponsable del adelanto y bienestar económico, así como de la prosperidad de los 
habitantes del territorio.» 

<c).—Que el caso peruano establece que Chile impropiamente ejerció su 
poder, no para suprimir las intrigas y propagandas hechas con intención de 


exitar la antipatía popular y la oposición hacia las autoridades constituídas, des- 
baratando los movimientos revolucionarios e ilegales que amenazaban la paz 


doméstica y el orden de Tacna y Arica, sino que Chile ejerció este poder con 
el propósito de afeciar el resultado del plebiscito.» 
«16%—El caso. peruano al pasar en revista los plebiscitos que han tenido 


previamente lugar para determinar la nacionalidad del territorio mediante la 
voluntad de los habitantes, asevera, aunque omitiendo citar las excepciones, que 
en todos los plebiseitos hechos anteriormente a aquellos instituidos por los tra- 
tados de paz de 1919, el poder que cede presidió el proceso plebiscitario; pero 


deja de establecer que, en todos los easos, tanto antes como después del tratado 
de 1919, el plebiscito fué sin excepción llevado a cabo por y bajo el control del 


país en posesión física del territorio que estaba bajo su control y sobre el cual 
ejercía soberanía.» 


«17%—(Que el caso peruano deja de declarar cuáles son los puntos de vis- 
ta peruanos respecto de las condiciones para celebrar el plebiscito que debieran 


“ser determinados por el árbitro en el caso que éste decidiera que el plebiscito 
- debiera tener lugar.» 


«18“—Que el caso peruano al representar la condición de un modo falso 


“relativo al territorio de Tarata y Chilecaya deja de declarar de un modo defi- 


nido su pretensión respecto a esos territorios y también deja de proponer cual- 


quier método para determinar los límites internacionales de estos distritos.» 


« 19—(Que el caso peruano no demuestra la conexión de los sujetos trata- 


dos en las partes intituladas “Antecedentes de la Guerra del Pacífico””, “El Pe- 
| -víodo de la Guerra?””, ““Las Negociaciones de Paz””, “Los Congresos Panamerica- 
nos”? e “Intervención de Chile en las relaciones del Perú con otros países””, las 
tres cuestiones sometidas al árbitro para su decisión según el protocolo de 


Washington y el acuerdo suplementario, y, por consiguiente, las partes que tra- 


tan de materias sin conexión con el objeto del arbitraje, deben no ser tenidas 
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en consideración.» 
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<202—El caso peruano que de un modo patente desea influenciar la opinión 
al introducir materias y hechos que están completamente sin conexión con las 
tres cuestiones especificadas y sometidas para $u decisión, y que al presentar 
tales materias desvirtúa o presenta falsamente los hechos, e imputa equivocada-. 
mente motivos bajos y propósitos deshonestos en sus relaciones internacionales 
no tan sólo con el Perú, sino también con otros estados vecinos.» 

< Chile además somete las siguientes proposiciones establecidas de un Al 
concluyente y que ningún argumentoo hecho presentado por el Perú puede 
destruir o modificar.» 

« 19—Que las partes del tratado de Ancón han acordado por medio de las 
estipulaciones del artículo 3* aceptar el principio sentado en la doctrima del 
““Consentimiento del Gobernado”” 

<«2—Que ellas de acuerdo con esa doctrina confirieron a los habitantes de 
Tacna y Arica el derecho de decidir, por medio de un plebiscito, cual sería el país - : 
que debiera poseer el dominio definitivo y la soberanía sobre el territorio, «de- 
terminando así la nacionalidad de sus habitantes.» 

<3%—Que el derecho conferido en tal forma debiera ser ejercido de acuer- 
do con las condiciones sentadas en un protocolo especial, acordado por ambas 
partes, el que también debiera fijar los términos y el tiempo del pago de los diez 
millones por el país aventajado en el plebiscito.» 

«49 —Que este derecho de los habitantes para expresar su voluntad, respee-' 
to a la soberanía definitiva de Tacna y Arica, no debiera ser ejercido hasta que 
dos condiciones previas hubieran sido cumplidas. Estas condiciones preceden- 
tes eran: la expiración de los diez años que siguieron al canje de las ratificacio- 
nes del tratado de Ancón, lo que ocurrió en marzo 28 de 1894, y la negociación 
firme y ratificación de un protocolo especial.» 

« 5%—(Que una de las condiciones previas, es decir, la expiración del plazo 
de diez años, se cumplió el 28 de marzo de 1894.» 

« 6'—(Jue las numerosas tentativas hechas por las partes y después de la, 
expiración del período de diez años para acordar los términos de un protocolo 
especial han fracasado; así que la segunda condición precedente no fué cum- 
plida, y por consiguiente, los habitantes de Tacna y Arica han estado incapacita- 
dos para ejercer su derecho respecto al dominio definitivo y la soberanía sobre 
el territorio.» 

«T'—(Que Chile y Perú en 1922 acordaron en efecto sustituir por un ar- 
bitraje internacional la negociación de un protocolo especial contemplado por el 
tratado.» 

<8%—Que las circunstancias actuales :a que se refiere el Acta Suplemen- 
taria de julio 20 de 1922 son: 


«a).—Que Chile en marzo 28 de 1884 llegó a posesionarse y ejerció sobe- 
ranía sobre Tacna y Arica según el tratado de Ancón, y que desde aquella épo- 
ca ha ejercido legalmente su dominio y soberanía sobre ese territorio.» 
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<b).—Que el Perú por su acción formal y sus demostraciones quitó todo 
derecho que pudiera haber tenido para reclamar que la posesión y administra- 
ción del territorio por Chile, después de marzo 28 de 1894 ha sido ilegal, vio- 
iando el tratado de Ancón.» 
<«c).—Que un protocolo especial previsto por el artículo 3” del tratado 
de Ancón no ha sido concluido.» 
<d).—Que los habitantes de Tacna y Arica debido a incumplimiento de 
las condiciones precedentes han sido incapaces para ejercer el derecho de ue- 
terminar la soberanía definitiva sobre el territorio.» 
«e).—Que de acuerdo con el espíritu y letra del tratado de Ancón (art. 
EN y según el deseo de las partes, los habitantes del territorio pueden ejercer 
ese derecho en el tiempo en que tal hecho sea posible.» 
<«f) —Que los intereses y la nacionalidad de los habitantes actuales de 
Tacna y Arica son los intereses y la nacionalidad que serán principalmente afec- 
tados mediante la determinación de la definitiva soberanía del territorio.» 
<g.—Que los respectivos intereses nacionales de Chile y Perú son subor- 
dinados a los derechos personales e intereses de los habitantes de Tacna y Ari- 
ca, merced a la aplicación de la doctrina de la voluntad de los gobernados y se- 
eún el deseo de las partes firmantes del tratado de Ancón.» 
<h).—(Que el fracaso de ordenar un plebiscito por celebrarse y que el 
rehuso para permitir a los presentes habitantes para expresar su voluntad res- 
¿pecto a la soberanía de Tacna y Arica, sería subordinar los derechos y los inte- 
“reses de los habitantes a las respectivos intereses nacionales de Chile y Perú, 
y que tal fracaso y rehuso serían contrarios al deseo de las partes, violando la 
“letra y espíritu del tratado de Ancón, y sería además una repudiación de la doc- 
“trina del consentimiento de los gobernados que los poderes contratantes adop- 
_taron en principio en el artículo 3% firmando y ratificando el tratado.» 
¿En vista de las proposiciones precedentes que han sido establecidas de un 
modo concluyente, Chile respetuosamente repite su reclamación hecha en su ca- 
so, que el árbitro debiera para dar efecto a las estipulaciones del artículo 3” 
“del tratado de Ancón, y para llevar a cabo el deseo de las partes firmantes, de- 
eldir que un plebiscito debiera ser celebrado ahora en Tacna y Arica de acuer- 
do con tales estipulaciones; que el árbitro debiera determinar las condiciones 
para celebrar tal plebiscito entre las cuales debe figurar principalmente, que 
todos los habitantes actuales del territorio que posean las clasificaciones deter- 
—minadas en el caso chileno sean autorizados para participar en el plebiscito y 
que éste debiera ser controlado por Chile, nación que ahora ejerce la soberanía 
sobre las dos provincias; y que la decisión respecto a las cuestiones pendientes 
sobre Tarata y Chilcaya debiera ser reservada hasta que una comisión técnica 
nombrada por el árbitro haya hecho una investigación sobre el terreno y haya 
informado sobre tales reclamaciones.» 
Y « Así, llevando a cabó la presentación de los argumentos sobre los cuales 
Chile pretende basar sus postulados, desea convenir con el Perú que la solución 
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de esta controversia no requiere ni compromisos, ni compensaciones. (Caso Pe- 
ruano página 254).» | 

« El tiempo para el compromiso, concesiones y compensaciones ha pasado. 
Terminó cuando las negociaciones diplomáticas entre los dos países fueron so- 


metidos por acuerdo mutuo a la decisión de un árbitro neutral. En vez de mé- 


todos «onciliatorios de un compromiso o de un ajuste tan frecuentemente usa- 
do en la diplomacia, Chile y Perú buscaron la estricta aplicación de los prinei- 
pios de justicia, que fueran mitigados por la simpatía o consideración distinta 
que el derecho legal.» 

< Convencido de la justicia de su causa y teniendo entera fé en el alto es- 
píritu de justicia e imparcialidad con el cual daría el fallo el distinguido y eru- 
dito árbitro, Chile mira hacia adelante con satisfacción hacia el arreglo final 
de esta larga controversia que ha preocupado por muchos años a los gobiernos 
dle Chile y Perú impidiendo esa buena voluntad mutua y amistad, que debiera 
caracterizar las relaciones entre dos repúblicas vecinas y pueblos del mismo ori- 
gen y que son esenciales a ese espíritu de concordia y cooperación, el cual es- 
timulado por la opinión pública universal llesó a tener una influencia dominan- 
te en este hemisferio; siendo un elemento vital en la vida económica y en el inter- 
cambio internacional de los miembros de la familia americana de los Andes.» 


. 


A cuatro grupos de argumentos podemos reducir, en síntesis, 


la labor analítica de las múltiples conelusiones a que arriba la de- 


fensa chilena. 

Así especificando el caso de Chile, nos será fácil dar a cono- 
cer la inconsistencia de los areumentos sofísticos de la defensa 
colegiada contraria. Helos aquí : 

1'"—Los argumentos que han sido ya extensamente contem- 
plados en el capítulo II y en el presente, en lo que tienen relación 
con el plebiscito y con el tiempo en que debió actuarse. 

En vía de ampliación, reproducimos el caso peruano, que des- 
virtúa brillantemente al chileno, por la solidez de las razones, y 
sobre todo, por la veracidad de las afirmaciones que sustenta la 
defensa peruana. 

_22—Los que, encubriendo una vanidad pedantesca por las vie- 
torias que obtuvo Chile, en la guerra del 79, al amparo de cireuns- 
tancias que hemos detallado anteriormente, y una histriónica ma- 
nifestación de sentimientos de justicia y confraternidad america- 
na, que nunca han anidado en el alma chilena, se aducen en tér- 
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minos verdaderamente hirientes para el sentimiento de la nacio- 
_nalidad peruana. 

Para este grupo de argumentos sólo repetiremos lo que ya 
dijimos en el capítulo 1, pág. 20 del presente libro. 


€ Chile, por aberración única en América del Sur, se enorgullecía de no 
ereer sino en la fuerza y en el éxito afortunado de sus empresas belicosas. Ha- 
biendo sonado la hora de la acción de la justicia, su diplomacia obstinada y ávi- 
da, se ha presentado como el litigante audaz, consciente de su sinrazón, armado 
de descaro, simulando convicción, hablando de “sus derechos” con confianza, 
aparentando enojo por los cargos que entraña la acusación peruana, y al mismo 
tiempo manifestándose, hipócritamente, dispuesto, ¡por amor a la paz de Amé- 
rica!, al sacrifico de que se discutan “sus derechos”? sobre Tacna y Arica. Y 
mientras la rapiña chilena le dice al árbitro: no suelto la presa; el honor perua- 
no le advierte: que no renuncia a su derecho. No importa que, real o aparente- 
mente, para el árbitro, el derecho del Perú sobre Tacna y Arica sea un cadáver 
que hay que sepultarlo, echándole mucha tierra para que sus miasmas deletéreos 
no contaminen el ambiente de paz y de cordialidad que debe reinar en América. 
Pero, ante la decisión de los hombres está la justicia eterna, la justicia inmanen- 
te, que algún día dirá: ““Lázaro, levántate y anda””, y Lázaro se levantará y 
andará.» 
=3'—Los que conducen a la negación de las pruebas presenta- 
das por la defensa peruana para acreditar la imputación que 
¡hiciera de que Chile se opuso de manera sistemática y constante 
a la celebración del plebiscito, antes y después de 1894, y de las 
medidas crueles de chilenización. 


No se ha descubierto ni se descubrirá jamás el medio de con- 
vencer a los que no quieren convencerse. El día que se descubrie- 
ra ese medio sería conocido eon el nombre de la prueba para los 
escépticos convencionales, los negativos interesados y los positi- 
“vos recalcitrantes, es decir, la prueba imposible. 


Las pruebas presentadas no han perdido su eficacia, por el 
hecho de no haber sido apreciadas en su verdadero mérito proba- 
torio, porque para las personas desapasionadas e imparciales, la 
probanza está en la realización de los hechos mismos, que son del 
“dominio de la conciencia universal, muchos de ellos difíciles, si no 
Imposibles, de probar, y porque para la alegación peruana bas- 
taba la calidad de las pruebas exhibidas, no la cantidad abruma- 
dora de mayores documentos. 

4'—TLos alegados con hipocresía, aparentando respeto por el 
principio del «consentimiento de los gobernados », para recono- 
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cer al fin, a los naturales de Tacna y Arica, el derecho de decidir 


de su nacionalidad. 
Lo que más debe extrañar a los que conocen los antecedentes 


de esta materia internacional, es el ver que se invoca el consenti- 


miento de los gobernados, cuando ese respeto no se manifiesta sl- 


no en las persecuciones de elementos peruanos obligados a abando- 
nar sus propiedades y, lo que es más cruel, el suelo de sus mayo- 
res, sólo porque manifestaron el acendrado amor a su Patria, que 
fué la de sus padres y que, seguramente, será la de sus hijos. 


La buena fé de Chile consiste en proclamar principios que 


contradicen en todos sus actos, hasta los más solemnes; en des- * 
preciar la moral pública; en tratar de cohonestar sus atropellos * 


inhumanos, con las más manifiestas imposturas, sin considerar 
que el mundo tiene una crítica severa, a la cual están sujetos todos * 
los actos humanos; que el engaño que quisieron hacer a todo el * 
mundo con la doctrina utilitaria de la cesión simulada de Tacna * 


y Arica, sólo a ellos ha engañado. 


Los argumentos correspondientes al 4* grupo, por su exten-* 


sión y por ser, ciertamente, extraño que los alegara Chile, mere-* 


cen comentario en capítulo especial, como lo haremos en el VI. 


Chile no se defiende respecto a su ocupación de Tarata, no* 


alega razón alguna que justifique, o atenúe siquiera, esa ocupa-. 
ción, y sólo se concreta a sugerir al árbitro una resolución poste-- 


rior a la expedición del laudo sobre los puntos principales de la * 


controversia sometidos a arbitraje. 


Pero, es de tal naturaleza el hecho delietuoso realizado por: 


Chile con la detentación de Tarata, que no hay palabras apropia-. 
das para encubrir la invasión chilena a regiones no comprendi-: 


das en la cláusula III del tratado de Ancón. 
Los Códigos Penales de todos los países cultos reprimen se- 


veramente este género de delitos contra la propiedad ajena, con. 
sanciones corporales e indemnizaciones pecuniarias a las vícti- 
mas. Pero, el árbitro, presumiendo la honorabilidad y probidad 


de Chile, se ha limitado a ordenar, la devolución al Perú de la pro-. 


vincia de Tarata, por no estar comprendida en la cláusula TIL + 


y sin indemnización alguna por la detentación de tantos años. Re- 


conoce implícitamente el hecho de la usurpación, pero no estable-* 


ce indemnizcación alguna por los perjuicios ocasionados por el 
hecho. Sin duda, porque, siguiendo el eriterio del árbitro, para 


este caso, no se estipuló nada al respecto, en el tratado de Ancón. 
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Caso del Perú 
Términos con que está sometido 


<« La cuestión sometida al arbitraje, que nace de la controversia entre el Pe- 
rú y Chile y que se ha extendido en un período de los últimos cuarenta años, se 
refiere al status de las provincias peruanas de Tacna y Arica y con la no ejecu- 
ción del artículo 3* delitratado de Ancón, de 20 de octubre de 1883. Este trata- 
do ha sido impuesto por Chile, al Perú, vencedor en la guerra del Pacífico, 
que duró de 1879 a 1883.» 


«Por treinta años el Perú ha hecho repetidos esfuerzos por llegar a un 
arreglo de esta controversia con Chile, que hasta los tiempos actuales han fraca- 
sado. Este proceso es el resultado de un ofrecimiento amistoso de mediación 
hecho por los Estados Unidos de Norte América, por los intereses de la paz y 
de la buena voluntad de los americanos en un esfuerzo final de disponer de es- 
ta “cuestión del Pacífico”?. Mediante las conferencias celebradas en Washing- 
ton en el año 1922 entre los Plenipotenciarios del Perú y Chile, bajo los auspi- 
cios del Gobierno de los Estados Unidos de Norte América, fué acordado un pro- 

tocolo de arbitraje, entre los representantes del Perú y Chile, firmado en 20 de 
“julio de 1922. Este protocolo prevee lo siguiente:» (Véase el Libro Segundo). 


«Al mismo tiempo de sar firmado, lo será una acta suplementaria por los 
representantes del Perú y Chile que dice:» (Véase el Libro Segundo). 


« El protocolo y el acta suplementaria reconocen el hecho que el plebiscito 
“previsto, por el tratado de Ancón de 1883, no fué llevado a cabo en 1894, como 
estaba estatuído en el expresado convenio. Reconoce también, al promover la 

cuestión “si en las actuales circunstancias” el plebiscito debe o nó ser celebra- 
do, que ha habido un cambio en las circunstancias contempladas en El tratado 
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le Ancón.» de AE 
«Como este alegato se esforzará en demostrarlo, el plebiscito no ha. sido eje- 
cutado en el tiempo debido, es decir, diez años después de la ratificación del 
tratado de Ancón, porque Chile encontró que era indispensable para sus inte- 
reses, que no se celebrara el plebiscito en el tiempo previsto «n el tratado, e 
interpuso los obstáculos para su ejecución a tiempo. Desde aquella fecha, 1894, 
Chile inició y adoptó medidas de opresión y de coersión en el territorio oeupa- 
do de Tacna y Arica, expulsando un sinnúmero de habitantes peruanos, supri- 
- miendo todas las influencias peruanas y subvencionando la introducción de 
una población chilena.» | 
ds «Las circunstancias han cambiado tanto en esas provincias, debido a la 
“acción arbitraria de Chile durante un período de treinta años y a la muerte de 
y sus habitantes «desde 1894, que si se le compara con las que existían en este úl- 
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timo año, contemplado «en el tratado, la ejecución de un plebiscito, hoy, dadas 
las condiciones que rigen en esos territorios, no sería sino una burla al tratado de 
Ancón.» 

« El protocolo del arbitraje al dejar al honorable árbitro la determinación 
de si en vista de estas cireunstancias completamente alteradas, un plebiscito de- 
biera ser celebrado ahora, impone necesariamente en él la obligación de consl- 


derar todos los factores históricos, legales y de equidad que se refieren a la ma-- 


teria. La justificación de que este caso está particularmente auspiciado por los 
hechos históricos y que a éstos se dará indudablemente una consideración espe- 
clal. De una examen de estos hechos, de los cuales se cree que el Departamento 
de Estado producirá plena evidencia, aparecerá que la política chilena, desde 
1842, ha sido de continuas agresiones para apropiarse, mediante la fuerza ar- 
mada, de territorios ricos en productos naturales que siempre pertenecieron 
al Perú y Bolivia; de modo que además del cumplimiento de las condiciones 
ventajosas para sí, que Chile, sin conciencia, impuso al Perú en «el tratado de 
paz, ese país no debe ser recompensado mediante la sanción de arreglo alguno 
cuyo efecto fuese entregar a Chile el territorio de Tacna y Arica, al que no 
pueden tener pretensión legal ni moral. Por el contrario, se cree quie en este caso 
pondrá en claro que la situación de Chile respecto a los territorios de Tacna y 
Arica fué, durante los diez años de 1884 a 1895, simplemente la de un ocupan- 
te militar provisional; y cuando después de 1894, Chile declinó la evacuación 
del territorio, no permitió que se celebrara el plebiscito previsto en el tratado 
de Ancón que tenía que serle funesto, y violó la ley internacional, cometiendo 
una nueva injusticia.» 


«Por consiguiente, sancionar cualquier arreglo que pudiera capacitar a 


Chile para obtener un título legal sobre el territorio del que ha sido un usur- 
pador desde 1894, sería tan solo crear en América latina la convicción de que 
la fuerza hace el derecho; lo que seguramente no contribuirá a cimentar la paz 
dlel continente.» | | 


<« Como la controversia nace del incumplimiento del artículo 3% del trata- 
do de paz concluído entre Chile y el Perú, en octubre de 1883, es de mucha im- 
portancia examinar el texto del referido artículo, que es el sieuiente:» (Véase 
el artículo 111 del tratado de Ancón). 


«Se observará que la disposición de este artículo, *s que el territorio de 
Tacna y Arica “continuará poseído por Chile, sujeto a la legislación y autori- 
dad chilenas, por un período de diez años, desde la ratificación del tratado de 
paz.?? Este fué ratificado en marzo 28 de 1884, así es que bajo sus términos, 


que acabamos de citar, el plebiscito debió celebrarse en marzo 28 de 1894. En 


esta fecha, en que expiró el período de diez años de ocupación legal, un plebis- 
AE e . . CE . ” . . . 

cito tenía que decidir *“mediante un voto popular”, si el territorio de. las pro- 
vincias tenia que parmanecer definitivamente bajo el dominio y soberanía de 
Chile, o si tenía que seguir constituyendo una parte del Perú. Como ese tratado 
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ha sido prácticamente redactado por el conquistador, este lenguaje es especial- 
mente significativo, porque reconoce que el territorio de Tacna y Arica consti- 
tuía, durante el anterior período de diez años, una parte del Perú, y sólo bajo 
dos condiciones: 1* la celebración del plebiscito en 1894; y 2%, con su resultado 
favorable para Chile, comenzaría la soberanía chilena en estas provincias.» 

« Como se demostrará ulteriormente, no se ha puesto en duda en es2 tiem- 
po, ni aún por los negociadores chilenos, que Chile era un simple poseedor u 
ocupante, conservando el territorio, bajo la interpretación más favorable, como 
una garantía para el pago de una indemnización. Chile insertó meramente la 
aspiración adicional de que si los habitantes eran, como se admitía entonces, 
casi exclusivamente peruanos, votando por la soberanía de Chile, esta país ]le- 
—garía a ser entonces, no ya un ocupante, sino un soberano en ese territorio, y 
compensaría al Perú por su pérdida, mediante el pago de diez millones de pe- 
sos chilenos.» 

<« El plebiscito nunca ha sido celebrado, a pesar de los más serios esfuer- 
zos del Perú desde 1892, para que se celebrara bajo las condiciones que regían 
en 1894, únicas condiciones que hebrían significado la ejecución justa del tra- 
tado de paz. El Perú ha hecho innumerables concesiones a Chile, sin ceder el de- 
recho de su caso; concesiones que fueron otorgadas con el propósito de reali- 
zar el plebiscito en la forma más tolerable.» 

<« Hasta el año 1922, después de treinta años de política de chilenización 
en que se suponía haber obtenido éxito para asegurar la victoria chilena en caso 
de procederse a la votación, la política de Chile ha estado conducida a oponer- 
se al plebiscito por todos los medios posibles, evadiéndose hasta el punto de ase- 
verar en 1905 y 1908, como una justificación, que nunca se ha pensado en lle- 
var a cabo la provisión para un plebiscito, sino que éste ha sido un simple 
medio para disfrazar la anexión ante el pueblo peruano.» 

< La política de presión y de expulsión de Tacna y Arica de los nativos pe- 
ruanos obedientes a la ley cuya ofensa principal fué el mantenimiento de tealtad 
a su país de origen, y la colonización artificial de los territorios por los emi- 
erados chilenos subvencionados, han cambiado de tal modo las condiciones de 
los territorios en cuestión, que las actuales cireunstancias no reflejan en modo 
-AYguno las condiciones que regían en 1894, y las alteran de un modo tan marca- 
do, que un plebiscito de la población actual apenas llevaría a las urnas algún 
votante de los que hubiera tenido derecho a voto en 1894.» 
«La política chilena ha sido dirigida a este objetivo, como se ha demostra- 
do de un modo amplio, mediante los documentos y testimonios incluídos en este 
easo. Por consiguiente, un plebiscito hoy coronaría con una fórmula de lega- 
lidad un acto de conquista sin conciencia y una política de terrorismo, cuya le- 
-galidad sería al parecer, el minar los fundamentos morales del continente ame- 
ricano.» 

« Desde el principio, ha sido deseo del Perú llevar a cabo, como lo preveía 
el tratado de paz, la provisión para el plebiscito bajo las condiciones que regían 
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en 1894, como lo contemplaba el tratado. Por haber Chile impedido la celebra- 
ción del plebiscito, el Perú ha estado deseoso, aún, de realizarlo algunos pocos 
años después en interés de un arreglo y prescindiendo de algunos de sus dere- 
chos legales. Más, desde la iniciación y continua realización de la política chile- 
nizadora, con su crueldad, terrorismo y violación de los principios morales, di- 
rigidos para reprimir cualquiera influencia y voz peruanas en los territorios 
ocupados, un plebiscito hoy no constituiría una ejecución del tratado de Ancón, 
sino, por el contrario, pondría en relieve el desprecio de él, y un premio a su 
violador mediante la aprobación tácita de los actos sin conciencia practicados 
por Chile, su violador.» 

< Ninguna nación que se respete a sí mismo puede prestar su consentimien- 
to a estos hechos; por consiguiente, si un plebiscito, bajo las condiciones que 
regian en 1894 es hoy imposible, como se demuestra de un modo muy claro, el 
Perú debe tomar la actitud de oponerse a que se celebre en las actuales cir- 
cunstancias.» 

«Se demostrará en el curso de este caso, y se hallará testimonio para apo-, 
yar las ideas emitidas, que la política de chilenización ha continuado y continúa 
con un rigor siempre creciente, por la suposición chilena de que el honorable 
árbitro puede ordenar que se celebre ahora un plebiscito, y que tal plebiscito 
no debe, si Chile puede impedirlo, resultar a favor del Perú.» 

«El Perú mantiene otro punto de vista basándose sobre su derecho legal 
de que un plebiscito en 1894, cuyo resultado fuera favorable a Chile, era la con- 
dición precedente para la inauguración de la soberanía chilena en los territo- 
rios de Tacna y Arica; de modo que habiendo Chile impedido la celebración 
de cualquier protocolo que hubiera prometido realizar a tiempo el plebiscito, ha 
caducado la condición necesaria y precedente a su soberanía y con ella han 
desaparecido los beneficios que hubieran podido dar a Chile los resultados fa- 
vorables de esa condición; y habiendo impedido la realización de la única con- 
dición que hubiera podido investir a Chile de la soberanía de esos territorios, 
o que hubiera extinguido la soberanía del Perú sobre Tacna y Arica, ha conti- 
nuado sin estorbo legal, al mismo tiempo que ha cesado desde marzo de 1894, 
el derecho de ocupación de esos territorios.» 

«El Gobierno del Perú cree demostrar en el presente caso que la política 
le Chile ha sido de agresión, aún desde 1842, cuando el guano y aún los nitra- 
tos fueron descubiertos en los territorios pertenecientes a Bolivia y el Perú ; que 
Chile al rechazar todos los esfuerzos de arbitraje y mediación, insistió en em- 
prender la guerra en 1879, y la consiguió sin miramientos, hasta que hubo ter- 
minado su plan de conquista; que, desafiando la opinión pública mundial, ha 
rehusado cualquier método razonable para acordar una base de ejecución del 
tratado de paz, hasta que en 1921, cuando la presión de los presupuestos sobre- 
cargados por los excesivos armamentos militares y el peso de la opinión pública 
prácticamente casi unánime de Europa y de América, junto con la seguridad 
de que la chilenización había progresado a un punto tal que aseguraba la pre- 
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ponderancia de Chile, indujeron finalmente a este país a aceptar la invitación 
amistosa del Gobierno de los Estados Unidos para realizar una conferencia con 
el propósito de resolver la controversia que nació de las estipulaciones del tra- 
tado de paz de 1883. El resultado de esa conferencia ha sido el procedimiento 
arbitral que motiva este alegato.» 

«Para mayor claridad en la presentación del caso peruano, nos parece lo 
más conveniente considerar la historia de la controversia en cuestión desde los 
ocho puntos de vista siguientes :» : 

-<1%—Antecedentes de la Guerra del Pacífico; 
<«2'—Conducta de Chile durante la guerra; 
<30%—bLas negociaciones de paz; 
«4'—Las cuestiones referentes a Tarata y Chilcaya; 
«5%—Las negociaciones referentes al plebiscito; 
<«6t—La actitud de Chile en los Coneresos Panamericanos; 
<«7%—Ingerencia de Chile en las relaciones internacionales del Perú; 
<«8*—Chilenización de los territorios de Tacna y Arica y terrorismo con- 
tra los residentes peruanos en esos territorios. 

< Después de la consideración cronológica de los elementos de esta contro- 
versia y de las relaciones entre el Perú, Bolivia y Chile, que le dieron origen, 
será necesario establecer aleunas .conclusiones acerca de los hechos apuntados 
y de los documentos incorporados en el apéndice de este caso.» (1). 


Al ocuparse el árbitro, en su laudo, sobre el trascurso del 
tiempo, apoya la tesis chilena, y declara: 
1*—(Q)ue los párrafos 2* y 3” del artículo 3* no proveen la ter- 
minación de las obligaciones por el trascurso del tiempo; 


2—Que el citado artículo no contiene disposición alguna res- 
pecto a caducidad, ni fijó el período dentro del cual debía reali- 
zarse el plebiscito; ! 

3"—Que el plebiscito debía realizarse « después de la expira- 
ción de ese plazo », es decir, después de los diez años, pero no se 
1116 plazo; 

4%—(Que el plebiscito debía efectuarse mediante un convenio 
especial que concertarían las partes, pero no se fijó piazo dentro 
del cual debiera haberse negociado el protocolo especial para el 

plebiscito; y | 

== 5'*—Que cualquiera que hayan sido las razones para haber de- 
¿ado el asunto así, sin precisar, subsiste el hecho de que se dejó sin 


(1),—Véanse las páginas 29 y 30. 


límite prescrito de tiempo, y las obligaciones de las partes, con- 
forme al tratado, deben ser determinadas, como consecuencia de 
lo expuesto. 


El árbitro para fundamentar estos puntos, en que hemos di- 
vidido sus consideraciones sobre el trascurso del tiempo, se pier- 
de en-una serie de apreciaciones inexactas y suposiciones aventu- 
radas, alejándose por completo de los moldes rigurosos de la in- 
terpretación serena del asunto. En efecto, afirma que no está fa- 
cuitado para alterar el tratado o insertar en él disposiciones que 
- los negociadores no estimaron conveniente incluir en él. Supone 
que los negociadores del tratado de 1883, prefirieron no señalar 
tiempo fijo para el plebiscito, considerando « que sería mejor con- 
venir en que se pondrían de acuerdo en un tiempo futuro no es- 
pecificado, en vez de convenir en estar en desacuerdo en el pre- 
sente», o tuvieron en cuenta que, poniéndose de acuerdo sobre es- 
te punto, en otra oportunidad, después de diez años de ocupación, 
la reanudación de las hostilidades entre los países contratantes, 
era improbable. Para confirmar sus suposiciones, recurre a la 
aeducción, es decir, que el protocolo complementario sobre la fe- 
cha en que debía celebrarse el plebiscito, « elástico como era », se- 
gún frase del árbitro, y que, habiendo fracasado las negociaciones 
diplomáticas al respecto, hubo de someterse a arbitraje la cues- 
tión del plebiscito y sus consecuencias. Además, conjeturando que 
los países contratantes no podían tener ninguna seguridad sobre 
el resultado del plebiscito que debía realizarse « después de la ex- 
piración de diez años », concluye haciendo esta deducción, que 
conviene tomar nota: una administración sabia y benéfica del oeu- 
pante, decidiría a los votantes en favor de la continuación de la 
autoridad chilena; y una administración opresora y hostil al bien- 
estar y tradiciones de aquellos produciría resultado contrario... 


Muy lejos estamos de aceptar el raciocinio del árbitro, como 


lo está, sin duda, la conciencia de las personas imparciales que Juz- 


ga esta cuestión desde un punto de vista integral, justo y legal. La 
ocupación chilena, por diez años de Taena y Arica, fué una obli- 
gación impuesta al Perú. Expirado, o al expirar este plazo, un 
plebiscito debió decidir la nacionalidad de esas provincias. La 
forma del plebiscito y los plazos para el pago de los diez millones 
de soles o pesos, son modalidades que en ningún caso podían pro- 
longar indefinidamente la ocupación convenida, y que debieron 
acordarse subsidiariamente dentro de esos diez años, como lo insi- 
nuó reiteradamente la cancillería peruana, desde 1892, a los Minis- 
tros Plenipotenciarios de Chile en el Perú, para que el plebiscito 
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es realizara el 28 de marzo de 1894, fecha de la expiración del tér- 
mino de la ocupación chilena, sin conseguir resultado alguno. No 
es, pues, cierto que los párrafos 2* y 3* del artículo 3 no establez.- 
can terminación de las obligaciones por trascurso del tiempo, co- 
mo afirma el árbitro. Del hecho de que los negociadores del trata- 
do de Ancón no fijaron tiempo para acordar la celebración del 
plebiscito, el árbitro deduce la necesidad de determinar las con- 
diciones del plebiscito. Razón que carece de toda eficacia, que no 
es verdadera, porque, como repetimos, en el tratado recordado, 
las obligaciones principales son la cesión definitiva de Tarapacá 
y la ocupación temporal de Tacna y Arica, y las obligaciones acci- 
dentales, la fijación de las condiciones del plebiscito y los plazos 
dei pago de los diez millones. Pues bien, la existencia de la obliga- 
ción principal jamás está subordinada a la suerte de la aceiden- 
tal. Si la ocupación debía durar diez años, preguntamos, ¿ésta de- 
bía prolongarse hasta la fecha de la actuación del plebiscito? y 
¿si éste no se verificaba, la ocupación se prolongaría indefinida- 
mente por los siglos de los siglos? Esto no fué lo pactado. El tiem- 
po para el plebiscito está invívito en el término de la ocupación, y 
no, como insistentemente dice el árbitro « después de la expira- 
ción de ese plazo », sino expirado, como dice el párrafo 2 del ar- 
tículo 3”, o al expirar, como acaso, habría sido más correcto decir a 
los negociadores. El plazo fué, pues, fijado implícitamente, y aun- 
que hubiese sido expresamente habría quedado sin cumplimiento, 
como el relativo a la ocupación de diez años. Por otra parte, las 
vbligaciones contractuales pierden su eficacia jurídica cuando no 
se cumplen en el tiempo acordado, es decir, terminan por caduci- 
dad, como en el caso de la obligación plebiscitaria. 


Supongamos por hipótesis, que la palabra expirado sea sus- 
ceptible de expresar una condición que no sólo significa hecho in- 
=mediato al tiempo o acción que termina, sino que significa tam- 
bién hecho que daba realizarse no inmediatamente a una situación 
anterior, volvemos a preguntar, ¿qué razón tiene o ha alegado el 
arbitro para preferir éste y no el otro significado? Ninguna, que 
haya dado a conocer, no obstante que sobre este punto la defensa 
peruana ha insistido en sostener el primer sentido de la palabra, 
como plazo perentorio, límite de la ocupación y 11) ación de la fecha 
para el plebiscito. Llama la atención que, el árbitro para deter- 
minar su resolución, haya modificado la paiabra expirado por las 
«después de la expiración de ese plazo », que cambia completa- 
mente el significado con que fué redactado el párrafo a que nos 

referimos; y que la sutileza de la diplomacia chilena no haya he- 
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cho valer esta cireunstancia antes de ahora, en las discusiones ha- 
bidas sobre la cláusula III, siendo así que, por falta de razones, 
con su inagotable inventiva, apeló a la razón extrema de la cesión: 
distrazada de 'laena y Arica. El árbitro no ha comprendido bien 
el significado de la palabra expirado, y al interpretarla, como lo 
ha hecho, ha modificado, sin facultad para ello, una condición del 
párrafo 2* del artículo 3*. 


Pero, se dice, que el Perú, en negociaciones diplomáticas pos- 
teriores al 28 de marzo de 1894, en que debió celebrarse el plebis- 
cito, convino en que éste se realizara aún después de ese veneimien-. 
to. Efectivamente, el Congreso peruano aprobó en 1898 el trata- 
do Billinghurst-La Torre, y sancionó, en el acta complementaria 
de Washington, someter a la decisión del árbitro, «s1 en las clr- 
cunstancias actuales », procedía o no la realización del plebiscito. 
Esta objeción que se formula a la actitud del Perú, que impugna 
el laudo, es una prueba comprobatoria de os constantes anhelos 
y gestiones del Perú para restablecer el equilibrio seriamente 
perturbado en Sud América, con la detentación de Tacna y Arica 
por Chile; anhelos justos y respetables que orientaron todas las 
negociaciones diplomáticas, poniendo en evidencia que el Perú 
nunca estuvo, como no lo está, ni lo estará, dispuesto a renunciar 
sus derechos fundamentales respecto a esas provincias. Y si so- 
metimos la cuestión a arbitraje, a la decisión de la justicia, fué, 
indudablemente, en la creencia de que la acción de la justicia in- 
ternacional tendría en cuenta que, desde 1900, época en que Chile 
comenzó la campaña de chilenización, las condiciones substancia- 
les para la celebración del plebiscito habían desaparecido, y por- 
que al someter la controversia a la resolución del juez o árbitro, 
ningún litigante tiene la presunción de que su causa justa, no só- 
lo para el interesado, sino para la conciencia del mundo entero, 
como la cuestión del Pacífico, ha de tener una desviación censu- 
rable. Les asiste a los interesados el recelo natural de que esto, 
posiblemente, pero no probablemente, suceda, pero jamás se deja 
de hacer valer un derecho por esa posibilidad, que así puede ser 
leve como monstruosa. , 


Al resumir el árbitro esta parte considerativa de su laudo, 
dice: « Alega el Perú, y lo ha sostenido con fervor y elocuencia, 
que Chile deliberadamente ha frustado la celebración oportuna 
del plebiscito, etc.» « En pocas palabras, que Chile con impedir 
el cumplimiento del artículo 3* ha desligado al Perú de las obliga- 
ciones que éste le imponía y que, por lo tanto, el plebiscito no de- 
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e tener lugar en la actualidad, y que a Chile se le debe considerar 
10 usurpador del territorio en cuestión desde 1894.» 


Para analizar estas imputaciones contundentes de la defensa 
ana, el árbitro divide en dos órdenes las alegaciones conteni- 
M el párrafo anterior: 1'—Con relación a la conducta dle 
lle respecto a los esfuerzos para llegar a un acuerdo para el 
biscito; y 22—Con relación a la administración del territorio 
s provincias de Tacna y Arica. De ambos aspectos nos ocu- 
iremos, respectivamente, en los dos capítulos siguientes. 


CAPITULO IV 


LA CONDUCTA DE CHILE CON RELACION 
AL PLEBISCITO 


La cláusula plebiscitaria del tratado de Ancón fué una cons- 
tante interrogación para Chile. ¿Se cumpliría ¡ealmente el trata- 
do, acatando respetuoso la resolución plebiscitaria, cualquiera 
.que ella fuera, como lo insinuaba en 1883 el Ministro de Relacio- 
nes Exteriores, don Jovino Novoa, uno de los firmantes del pacto ? 
¿Prevalecería en el ánimo de los dirigentes de Chile el propósito 
de anexión violenta del territorio de Tacna y Arica? ¿La idea 
preconizada por pocos, pero esclarecidos chilenos, de devolver es- 
tas provincias al Perú, como medio de asegurar la paz en esta par- 
te del continente, y de reanudar las relaciones comerciales entre 
el Perú y Chle, sería posible adoptar y seguir a este último país ? 

La política internacional chilena nunca tuvo a este respecto 
una orientación fija, definida y concreta, la diplomacia chilena se 
ha caracterizado por la falta de rumbos fijos en la solución del pro- 
blema del Pacífico. El estudio de los antecedentes y el conocimien- 
to de la opinión de los hombres públicos de Chile, sugieren nece- 
sarlamente afirmaciones confirmativas de esta verdad. 

Las tortuosidades de la cábala y de la intriga, norma de con- 
ducta observada por los gobernantes de Chile, y las atrocidades 
cometidas por éstos en las provincias cautivas, produjeron en un 
escaso y selecto grupo de chilenos la reacción en el sentido de la 
Justicia y de las verdaderas conveniencias nacionales, reacción 
que bien pronto fué eclipsada por el imperativo de las convenien- 
clas materiales y por el predominio de los sentimientos innobles 
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de perpetuar un estado de cosas contrario a la estabilidad de la 
paz en América, y a los principios de soiidaridad americana; slen- 
do parte determinante de estas veleidades chilenas las circunstan- 
cias derivadas de sus halagos insinceros a Bolivia y sus temores 
fundados a la Argentina, con quien celebró un pacto, que alejan- 
do de Chile toda inquietud le facilitó el cambio de ideas, rumbos y 
procedimientos respecto a lacna y Arica. 

Como consecuencia de esta línea de curvas entrantes y salien- 
tes y de altibajos desconcertantes, nótanse contradicciones de sor- 
prendente extrañeza; en las razones expuestas por los hombres pú- 
blicos de Chile, según las circunstancias y sus intereses; en las ac- 
titudes insólitas de sus diplomáticos, que encontraron valla en la 
defensa inconmovible de los derechos peruanos; y en las ideas sus- 
tentadas sobre imaginaria cesión simulada de "Tacna y Arica, que 
por su misma inconsistencia y monstruosidad, se han esfumado 
en la hora presente. | 

La contemplación simultánea de su triple problema interna- 
cional, peruano-chileno, argentino-chileno y boliviano-chileno, y 
ei instinto exagerado de conservación de lo bien adquirido en la 
guerra del 79, por una parte, y por otra, su sed insaciable de ex- 
pansión territorial, hubo de erearle, como es natural, serias difi- 
cultades para una solución posible que armonizara con sus inte- 
reses propios, sin menoscabo de los ajenos, y con las convenien- 
cias de éstos, sin perjuicio de terceros. Para arreglar tan comple- 
jas cuestiones, hubo de apelar a las dilaciones y a los recursos 
que ponen en juego la mala fe y la incapacidad de hallar solucio- 
ciones honradas y leales. 

El Presidente de la República Argentina, don Julio A. Ko- 
ca, en carta dirigida a don Augusto Arroyo, Ministro Plenipoten- 
ciario de la Argentina en el Perú, con fecha 6 de agosto de 1898, 
le decía : 


-.<No es de extrañar que el señor Billinghurst, durante su permanencia en 
Chile, haya oído decir vagamente, y aún se lo haya insinuado de una manera 
clara y precisa, que nosotros en caso de salir victoriosos en una guerra con Chi- 
le, no devolveríamos al Perú y Bolivia, los territorios perdidos en la guerra del 
Pacífico. Pero esto es contrario a nuestra tradicional política exterior, y en el 
caso supuesto de un rompimiento argentino-chileno, antes de tirar el primer 
cañonazo, declararíamos solemnemente, que esos territorios conquistados y rete- 
nidos por el derecho de la fuerza, volverían inmediatamente a poder de sus due- 
ños, sin ninguna obligación para nuestro país. Los rumores e insinuaciones que 
el señor Billinghurst ha oído en Chile, tienen su origen en la diplomacia de ese 


país, doble y astuta, de deseos de ensanche y absorción, a costa de cualquiera.» 
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> Respecto a la conducta de Chile en relación con el eumpli- 
miento de la cláusula 111 del tratado de Ancón, el árbitro, para 
declarar la procedencia del plebiscito, sienta estas premisas: 


E 


1:—<El acuerdo de negociar un protocolo, sin previa estipulación de sus 
términos, no significaba que una u otra parte estuviera obligada a llegar a un 
acuerdo que le fuera inconvenienta, siempre que no procediese de mala fe.» 

22—<Aun más, puesto qua el protocolo debía ser concertado entre países 
soberanos, debe considerarse también implícito en el acuerdo mencionado en el 
artículo tercero, que estos dos estados debían actuar, respectivamente, de acuer- 
do con sus métodos constitucionales, y no deben estimarsz como prueba de mala 
fe las negativas para ratificar cualquier proyectado protocolo, que fuera con- 
siderado como inconveniente por la entidad ratificante.» 

3t—<Para que pueda quedar justificada por cualquiera de las partes su 
pedido para que se la exonere de cumplir el compromiso, debe producirse algo 
más que el fracaso de ésta o aquella negociación, o la falta de ratificación de 
leterminado protocolo.» 

42—<Debe comprobarse la intención de frustar el cumplimiento de las dis- 
posiciones del artículo 3? con respecto al plebiscito, es decir, no simplemente el 
rechazo de un acuerdo particular propuesto de conformidad con sus condicio- 
188, sino el propósito de impedir cualquier convenio razonable para la realiza- 
:Jón del plebsicito.» 

0¿—<Aunque el arbitro no vacilaría en poner de manifiesto tal intención: 

) prueba de mala fe, si se consiguiese establecerla, y en declarar a la parte eul- 
Jable responsable de las consecuencias de sus actos, es evidente que tal propó- 
ito no debe ser imputado de modo ligero. Indudablomente, la prueba requerida 
mede constituirse por vehementes indicios (““cireumstantial evidence?”); pero, 
l“onus probandi”” de tal acusación no debe ser menor cuando afecta el honor 
le una nación, que cuando está en juego la reputación de un individuo particu- 
ar. La comprobación de la existencia de mala fe debe ser apoyada no por supo- 
¡ciones sino por prueba clara y convincente que obligue a llegar a tal conclu: 
1Ón. Es innecesario revisar detalladamente la historia de las negociaciones entre 
as partes. Para pronunciarse sobre si el Perú ha sostenido las pruebas que te- 
da obligación de presentar respecto al curso de las negociaciones, se haces ne- 
esario un examen prolijo del canje de comunicaciones diplomáticas habido en- 
re los dos países y que llenan cientos de páginas de los autos. Este examen ha 
ido llevado a cabo y sus resultados pueden ser expresados brevemente.» 


El árbitro llega a la conclusión de que no habiéndose probado 
le manera evidente la mala fe con que procedió Chile en las ne- 
'Ooclaciones diplomáticas con el Perú, esta afirmación no puede ser 
hantenida, y que Chile no estaba comprometido ni obligado para 
atificar el tratado Billinghurst-Latorre, ni otro alguno que no le 
atisficiera. 


NES 
Por más que meditamos sobre esas razones expuestas en elf 
laudo, no llegamos, no podemos llegar a comprender, cómo puede 
sostenerse que no está probada la mala fe de Chile, en la conduc- 
ción de nuestra cuestión, materia de arbitraje, y, como consecuen-. 
cia, del laudo. 3 
Como prueba de lo que venimos sosteniendo, ahí tenemos « El 
Problema del Norte », libro, que no ha perdido de oportunidad, del 
diplomático y escritor chileno, don Javier Vial Solar, publicado 
en Santiago de Chile en 1898, y dedicado a los señores Guillermo 
Billinghurst y Juan José Latorre, que, como plenipotenciarios 
del Perú y Chile, respectivamente, firmaron el tratado de 16 de 
abril de 1898. ¡ 


« Todos los días estamos palpando que en esta materia hemos marchado ca- 
si siempre sin rumbo, a la bolina, como dirían los náuticos, dando hoy un paso 
hacia adelante y mañana otro hacia atrás o hacia cualquier lado, muchas veces 
sin saber por qué, dejamos así ver la debilidad de nuestro eriterio en el aprecio 
que debiéramos y qué influencia tan considerable ha de tener en el desarrollo 
y progreso del país.» 

<« Los hombres patriotas que hayan seguido con atención la larga y fastidio- 
sa polémica que, acerea de nuestra política internacional en el Pacífico, viene 
desde hace tiempo prolongándose en las columnas de la prensa diaria, estamos 
ciertos de que en más de una ocasión habrán sentido el calor de la vergúenza 
en el rosto, al oir las desenfadadas provocaciones dirigidas al Gobierno, para 
que falte a la fe jurada, desconozca el valor de los tratados y se desentienda de 
los más elementales preceptos de moralidad pública, en provecho de no se sabe 
qué ventajosas consecuencias de semejante conducta.» 


<« Hasta hace poco tiempo, todo ciudadano de este país se enorgullecía de 
la seriedad de nuestros procedimientos gubernativos, de la lealtad tradicional 
de nuestra política exterior, de la buena fe con que siempre nuestros gobiernos 
habían hecho honor a sus compromisos, de la dignidad, en suma, de nuestra eon- 
ducta relacionada con los países con quienes manteníamos lazos de amistad o de 
cortesía internacional.» A 

«Se trata de la forma en que podía verificarse el plebiscito que habrá de 
resolver sobre la suerte definitiva de las provincias de Tacna y Arica; para ello 
se invita a venir a Santiago a la persona más caracterizada por su posición po- 
lítica que pudiera representar al Perú en las actuales cireunstancias; se llega, 
por fin, con el señor Billinghurst a un acuerdo sobre la materia y cuyo objeto 
no puede ser otro que el religioso cumplimiento del tratado de Ancón; YU 
apenas ello se sabe o se sospecha, los predicadores de patriotismo se lanzan a la 
arena a gritar que el país no tiene por qué ni para qué respetar lo que no le 
CONVIENE. 0 es > 


el 


=  S$Siesto no estuviera escrito en letras de molde y con variantes más o me- 
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nos caprichosas del mismo tenor en algunos de nuestros principales periódicos 


de la capital y de provincias, se estimaría como algo increíble, o si se quiere, co- 


mo la obra de manos extrañas, que abusando de la generosa hospitalidad chile- 


na, se hubieran dado a la miserable tarea de echar tiznes sobre nuestro escudo.» 


«No puede, en verdad, calificarse de otra manera más benévola esa campa- 


ía de guerrilla periodística en que han sobresalido los escritores que en las co- 


lumnas de “La Tarde”” han estado explicando a su público con razones de su ex- 


-clusiva inventiva por qué va a fracasar Búullinghurst o los qua desde la sección 


editorial de ““La Libertad Electoral”? se han esforzado por convencer a sus lee- 
tores de que nuestra cancillería debe continuar dando a Bolivia puertos y costas 
que no son de propiedad de Chile, y por fin, los que desde ““La Ley?”” predican 
la ruina del país, si sigue entregado en manos de los que no creen que se debe du- 
plicar las deudas del Estado para costearle a la hija predilecta del Libertador 


su raro antojo de mirar al mar.» 


«De esta manera expresa o tácitamente, se sostiene que no debe respetarse 
la fe de los tratados, que no hay por qué hacer honor a los compromisos de la 
República, que puede faltarse impunemente a la ley de la dignidad, desde que 
no haya ninguna autoridad superior o con fuerzas suficientes para obligar a 
Chile a su cumplimiento.» 


-——<Uno de los diarios a que nos hemos referido, en seguida de hacer el más 
curioso estudio, como quien deja correr la imaginación desatentada por los cam- 
pos de la novela efectista, sobre la cuestión internacional pendiente, concluye 


con el párrafo que copiamos en seguida, y que es como la síntesis completa de 


sus ideas sobre la materia.» 


< Una nación, dice con un desenfado que llega a producir miedo en el lec- 
tor desapercibido para recibir el chubasco, no debe hacer sino lo que le convie- 
ne, y cuando una promesa o un pacto amenazan sus destinos, debe retirar aqué- 
lla o romper éste, si tiene fuerzas para ello; porque, “el deracho entre los pue- 
blos, mientras la raza humana no modifique su esencia, lo establece la necesidad, 
lo hace efectivo la fuerza, lo limita el equilibrio de poder entre una potencia y 
Otra o entre una y varias coaligadas.» 


« Decir lo contrario, agrega todavía el violento articulista, como 'para ser 
bien comprendido y que no quede duda alguna sobre la gran intención de sus 
palabras, decir lo contrario, es desconocer la historia y extraviar nuestro prono 
eriterio, engañándonos con frases y nada más que frases.» 


« Al oir esto ¿se debe confesar que tienen razón y muchísima razón los pe- 
riodistas argentinos cuando, desde las columnas de ““La Prensa””, de ““La Na- 
ción”? o de ““El Diario””, nos gritan en las calles y plazas de Buenos Aires, que 
los chilenos, en fuerza de nuestra pillería diplomática vivimos en perpetuo em- 
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brollo con nuestros vecinos del Pacífico, y no queremos, n1 arrastrados por l 
fuerza invencible de los hechos, eumplir el tratado de Ancón ?» s 


«Para no contestar, cerremos los oídos y desentendámonos de lo que suce 
de a nuestro alrededor.» 


« Todo el mundo, fuera de ciertos políticos que se han decretado para sí mis: 
mos la dirección permanente de los negocios del Estado, todo el mundo entre nos: 
otros está cansado y dice que basta ya de desatinadas aventuras en las que el 
nombre de Chile nunca ha andado en realidad campeando por sus respetos, que 
es necesario apartarse de torcidas veredas y tomar la vía anacha y recta que 
siempre eruzó la tradicional honradez de nuestro país, que, en suma es urgente 
necesario seguir un rumbo fijo en vista de un Norte señalado y visible en el ho: 
rizonte, y con todo, a pesar de esto, se pretende de nuevo otro cambio de mira 
y otra distinta y más rara aventura, la vuelta otra vez a lo definitivamente 
abandonada.» 


<« Es menester abrir los ojos a la realidad, recordar que la honradez fué siem 
pre la mejor política, que la buena fe de Chile no puede continuar siendo dis: 
cutida y que así el honor como la conveniencia nos obligan a no alterar el rumn- 
bo que desde hace aleunos meses a esta parte se viene dando a nuestra política 
internacional.» ; 

«Un simple cambio de Ministerio, como los que suelen ocurrir de ordina- 
rio entre nosotros, vino a detener el curso de esa negociación diplomática, po: 
niéndose entonces en juego, como siempre, la vieja táctica del aplazamiento in: 
definido, que para nuestra cancillería ha sido en la mayoría de las ocasiones el 
procedimiento práctico para dejar suspendido en el aire y como dentro de la le: 
gendaria canasta de Quevedo el destino del país.» | 


No puede haber imputación más contundente y clara que la 
que se desprende de las palabras del diplomático mencionado, 
quien — como dice el escritor argentino señor Edmundo Gutié- 
rrez, en su libro “El Litigio del Sur” — tiene sobrados títulos pa- 
ra conocer a fondo a sus connacionales. En otra de sus interesan: 
tes obras, “Los Tratados de Chile”, el publicista chileno señor 
Vial Solar, refiriéndose a los hombres públicos de Chile y a la for: 
mación del criterio público de ese país, dice: e Í 


— 
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S En nuestro país, los hombres públicos conductores de sus destinos sur- 
gen casi sin preparación, por obra del favor público, de las conveniencias mol 
mentáneas de los partidos políticos, o de la indicación gubernativa. El juicio 
público ha carecido entre nosotros de base en materia de relaciones internacio- 
nales y la contradicción y el desacierto ham sido las manifestaciones visibles Se 
puede decir que el criterio del país no ha tenido otro consejero en la mayWY 
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parte de las circunstancias que el patriotismo poco consciente de sus verdade- 
ras conveniencias.» 


Estamos en la estación de pruebas, como diríamos en el len- 
euaje del procedimiento judicial. La mala fe de Chile está aere- 
ditada superabundantemente con documentos que ofrecen sus 
mismos hombres públicos. La conciencia universal ha formado ya 
a este respecto el juicio exacto y verdadero. No importa que el erl- 
terio bondadoso del árbitro haya tratado de atenuar el veredicto 
de la historia, la sanción condigna, severa e imparcial que merece 
la conducta diplomática de Chile en relación a la manera y forma 
de querer solucionar el problema del Pacífico y los procedimien- 
tos empleados, que, acumulados, constituyen los actos llamados de 
““chilenización””. 

Continuaremos utilizando únicamente fuentes chilenas, para 
hacer que, de las pruebas intachables, fluya, como consecuencia ne- 
cesaria, el reconocimiento de la verdad que sostenemos, verdad 
- cuyos fuleores, opacados misteriosamente, no han iluminado el 
sendero de la justicia anhelada, y sí el camino incierto y peligro- 
so del acaso. Pero, el error no se resiste, y la justicia que se nos 
niega llegará por acción propla. 

La fuerza del raciocinio del Senador don Gonzalo Bulnes, 
hace patente el patriótico anhelo del Perú por reintegrar a su se- 
no a las provincias detentadas por Chile. Se infiere lógicamente de 
su declaración sincera — muy conocida y citada por los publicis- 
tas imparciales — que, la falta de cumplimiento de la cláusula 111 > 
del tratado de Ancón no puede imputarse sino a Chile, interesado 
en mantenerse en posesión de las cautivas, beneficiario, aunque 1lí- 
citamente, de la ocupación indebida, y factor único y exclusivo de 
la perduración, de un estado de cosas lesivo a los altos intereses de 
la civilización y de la humanidad. 


«El Perú — dice el señor Bulnes, en el “Ferrocarril”? de Santiago, de 29 
de mayo de 1900 — ha tenido vivo interés *n que éste (refiérese al plebiscito) 
se realice, Negarlo es colocarse en mala situación, porque aquel puede probar 
lo contrario con sólo exhibir la documentación diplomática. Las razones d2 ese 
“interés son muy claras y pueden condensarss en estas: 

1% Chile estaba en posesión de la cosa disputada y el único medio que 
tenía el Perú de recuperarla era instándolo a cumplir la condición prevista en 
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el tratado. Por consiguiente, el papel natural del Perú durante la gestación de 
este negocio era activo; y el de Chile pasivo. 

<2%—El Perú ha estado escuchando el clamoreo de los habitantes de aque- 
llas provincias por reincorporarse a su antigua nacionalidad, y por patriotismo 
y hasta por decoro no podía manifestarse insensible a esa presión.» 

«3'"—HEl Perú ha tenido una ciega confianza en el éxito del plebiscito.» 


Definiendo la política peruana y la chilena, se expresaba así: 


«La política peruana ha tenido fijeza desde el principio del debate, y la 
nuestra toda clase de vacilaciones y de curvas.» 


Don Carlos Vicuña Fuentes, de hombría de bien digna de 
aplauso, en su libro '“La Libertad de opinar y el problema de Tace- 
na y Arica”, juzga imparcialmente la conducta de Chile, y con ser 
chileno como es, no se halla dominado por ese falso concepto del 
patriotismo, ni es víctima del prejuicio insensato de una dignidad 
nacional mal comprendida. 


« El plebiscito no se celebró — dice el señor Vicuña Fuentes — en 1894 ni 
se ha celebrado hasta ahora por culpa exclusiva de la cancillería chilena, como 
lo han reconocido paladinamente los más ilustres publicistas nacionales, tales co- 
mo don Gonzalo Bulnes, don Agustín Ross y don Galvarino Gallardo Nieto, y 
como lo ha declarado muchas veces don Paulino Alfonso.» 

« En el artículo del señor Gallardo Nieto, que inserto en la primera parte 
de este libro, está trazada a grandes rasgos la curva tortuosa de nuestra diplo- 
macia de 1894 hasta hoy.» 

- «Para los efectos de mi tesis y para patentizar la buena fe o la sabidu- 
ría del Senador conservador Francisco Huneeus, sólo recordaré las incidencias 
del protocolo Billinghurst-Latorre, pactado en 1897. En esa épota la cancille- 
ría chilena juzgó como solución imprescindible del problema la devolución de 
Tacna y Arica al Perú. El protocolo estableció la celebración inmediata del ple- 
biscito el que en aquella época y dado el espíritu que entonces animaba a nues- 
tra cancillería, habría sido ganado irremisiblemente por el Perú. 

«Para que se vea hasta dóndo llegaba el deseo de la cancillería de entre- 
gar entonces los territorios disputados al Perú, voy a referir el siguiente rasgo 
que me ha contado mi distinguido amigo don Alejandro Fuensalida Salas, Juez 
del tercer juzgado en lo civil de Santiago: en 1898 él estaba recién nombrado 
juez de Arica y pudo imponerse de que todas las autoridades chilenas de Tae- 
11a y Arica recibieron orden del Gobierno de falsear los resultados del plebiscito 
de modo que éste diera la unanimidad de los votos al Perú.» ! 

« La negociación estuvo a punto de llegar a término y sólo la resistencia te- 
naz y habilidosa de algunos diputados la pudo detener, En aquella ocasión, el 
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jefe del gabinete, don Carlos Walker Martínez, leader y patriarca del partido 
conservador, defendió a brazo partido el protocolo Billinghurst-Latorre, a cuyo 
cumplimiento vinculaba la salvación internacional de Chile, a la sazón en agria 
controversia de límites con la República Argentina, y llegó hasta decir en plena 
Cámara que eran traidores a la Patria los que resistían la aprobación de ese pro- 
tocolo, que importaba la devolución de Tacna y Arica al Perú. Francisco Hu- 
neeus, que pretenda pasar por su hijo espiritual, declaró veinte años más tar- 
de que esa devolución era una herejía horrenda, que no admitía comentarios, y 
que debía ser extirpada por el Gobierno.» 
< Cualquier espíritu medianamente reflexivo, que prescinda de estas mise- 
rables habladurías de ignorantes o malvados, tendrá que reconocer que la paz 
ajustada por Chile con las repúblicas del Perú y de Bolivia, dejó planteados y 
abiertos dos trascendentales problemas de política internacional: la nacionali- 
dad de Tacna y Arica y la clausura terrestre de Bolivia. Mientras estos dos pro- 
blemas no estén resueltos de una manera justa, generosa y satisfactoria para los 
pueblos a quienes afectan, no podrán haber verdadera paz en este rincón de lo 
América.» 


Con la concisión posible vamos a resumir el artículo del Di- 
putado don Gailvarino Gallardo Nieto, publicado en ““La Nación”? 
de Santiago, el 6 de setiembre de 1921, con el título de “El proble- 
ma del Norte y la Liga de las Naciones.?”” 


« En los primeros tiempos de este fatigoso camino, cuando vivían los seño- 
res Jovino Novoa, Luis Aldunate y otros de los más influyentes negociadores 
del tratado de Ancón, nadie se atrevió a torcer el sentido verdadero de la cláu- 
sula tercera, o sea que la soberanía definitiva de Tacna y Arica dependería de 
la votación popular que ambos países deberían realizar.» 

< Años más tarde tuvimos un asesor letrado en el Ministerio, tan erudito 
y reputado en el mundo internacional, como teórico y artificioso en sus doctrl- 
ñas, que inventó de que los negociadores del tratado del 83 no supieron lo que 
hicieron, porque al pactar la condición del plebiscito, solamente disfrazaron una 
cesión territorial que debía reputarse definitiva.» 


Refiriéndose a la tesis sostenida por el Gobierno de Chile, en 
1896, siendo Presidente de esa República don Jorge Montt y Mi- 
nistro de Relaciones Exteriores el señor Barros Borgoño, de ce- 
sión a Bolivia de os territorios de Tacna y Arica, el Diputado a 
quien nos referimos, recuerda que en 1900, los señores Errázuriz 
Echaurren, Latorre y Walker Martínez sostuvieron tesis diversa, 
en el sentido de aprobar el protocolo Billinghurst-Latorre, « que 
sometía el problema, en el fondo, al arbitraje de la reina de Es- 
paña, y que importaba lisa y llanamente, devolver al Perú los te- 
rritorios de Tacna y Arica.» 


| 
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Hablando de la chilenización de Tacna y Arica, menciona la 
curiosa doctrina del señor Ricardo Salas HEdwards, « considerar-. 
lo como definitivamente caducado » el tratado de Ancón, tenien- 
do en cuenta la imposibilidad económica del Perú a pagar la in-. 
demnización y «lla radical desinteligencia sobre la forma del ple- 
biscito.» 


< Cuando fué Ministro de Relaciones el señor don Agustín Edwards —: 
continúa el señor Gallardo Nieto — prosperó la política de chilenización: fá-. 
bricas, cuarteles, vicarios castrenses, ete., ete., todo pareció poco para apurar 
la chilenización; y poco después, otro Ministro de Relaciones Exteriores pensó. 
que se estaba despilfarrando estérilmente el dinero fiscal y que lo mejor era 
desvalcrizar las tierras, sacar la Corte de Apelaciones, retirar las tropas, dejan 
morir las fábricas, y aplicar, en suma, la campana neumática al a palo de 
meses antes. | ¡ j 


< Tampoco han faltado los visionarios de la E llamada de “la parti- 


ja”, o sea tanto para el Perú, tanto para Bolivia y el saldo para Chile..... > 
«¿Hay o no razón para decir con honrada franqueza que jamás hemos 
tenido una política definida, estable en este problema » ; 


? 
¡Cómo habíamos de prescindir en esta ocasión de las pala= 
bras evangélicas del misionero apostólico chileno D. J. J ulio Eli- 
zalde! . 
«Los colonizadores de Tacna y Arica», así se titula la E 
escrita por ese venerable sacerdote, que expresa su pensamiento. 
en las frases que siguen: | 
<¡ Cuán pobres y mezquinos son los inaceptables argumentos que los E 
nistas han venido aduciendo, para no devolver Tacna y Arica!» 
< Alegan que estos pueblos son el precio de la sangre chilena, derramada: 
en el campo de la Alianza y en la cima del Morro Legendario, y que por eso. 
Chile se quedará con ellos. !» 
«¡Qué bajeza de miras! ¡Qué mezquindad de sentimientos !» 
«¿No fué sangre también la que a torrentes derramaron los hijos del Perú, 
los tacneños invictos que murieron en la defensa de su terruño y de su hogar > 
«No, la justicia y la moral humanas, que deben ser la norma de todos nues-. 


tros actos, rechazan indignados ese vil areumento de los conculeadores del de 
recho !» 
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< Otro de los pretextos con que creen justificar su anhelo de quedarse con. 
Tacna y Arica consiste en la rídicula y peregrina idea de que Chile necesita de: 
dichos territorios para el resguardo y para la defensa de sus pueblos del Nor-- 


te, pues cediendo a Bolivia las provincias cautivas, afianzaría su seguridad.» 
< Eso es una injuria para Chile.» 


A 


« Fuerte y viril, mi patria no llegará al triste estado de tener que escudar- 
se tras el extraño amparo de un tercero para atender a su defensa.» 

«Es soberanamente ridículo y absurdo, inmoral y monstruoso pretender 
apropiarse de las provincias en rehenes, a título de defensa territorial.» 

«Con el mismo criterio, Chile podría entonces anexarse Mendoza, alegan- 
Miacral título........ » 

< Señalar — dice aludiendo al discurso pronunciado por el Presidente de 
Chile señor Montt, cuando el Ministro señor Seoane le presentó sus credencia- 
les — como dificultad de la solución del problema el no haberse fijodo fecha en 
que debe efectuarse el plebiscito, ni la manera de llevarlo a cabo, es propio ún:- 
camente de un tinterillo de menor cuantía y no de un Presidente de República.» 

< La dificubtad señaladas por el señor Montt no estriba en lo que él dice, 
simo en la mala fe y en la perfidia de los explotadores de mi patria, que desde 
el año 1891 la vienen gobernando.» 

«Y tan es así, que el protocolo Billingehurst-Latorre resolvía el conflicto 
sobre bases de equidad y justicia.» 

<$S1 los anexionistas abrigaban esperanzas de triunfos, lejos de rehuir el 
plebiscito, lo habrían ya efectuado, puesto que está en sus manos terminar 58 
una vez este conflicto.» 

« Pero no les conviene que se cumpla el tratado de Ancón, porque conocen 
la voluntad del pueblo soberano !» 

« Y es por eso que a falta de razones, para justificar el que hasta ahora 
no se haya realizado el plebiscito, el Presidente Montt se ve obligado a recurrir 
a vanos expedientes, como la fecha y el procedimento de tan solemne compro- 
MÁSO.»> 

<¡Lira, Jara y Blanlot cuando mañana quede roto ese yugo que vosotros 
pretendéis perpetuar inicuamente, sufriréis el castigo del olvido, y si llega el 
recuerdo a evocar vuestros manes, será para exhibir vuestra perfidia y para 
maldeciros !» 


No sabemos qué pueda llamarse mala fe, si esta maquina- 
ción astuta, si esta alevosía de Chile, no lo es. Este conjunto de 
pruebas muy apreciables, por la procedencia y por la calidad de 
las personas que nos las ofrecen, constituye por sí sólo y sin nece- 
sidad de ocurrir a otras, la evidencia lógica de la mala fe con que 
ha tratado de dar cumplimiento honrado al compromiso interna- 
cional que contrajo por el tratado de Ancón, ora extraviado por los 
“espejismos de un militarismo imperialista, desvanecido con las 
últimas lecciones de la gran contienda europea, ora desempeñan- 
do papel histriónico ante la diplomacia mundial. 
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Nos hemos ocupado de la política internacional de Chile, en 
el problema del Pacífico, en las diversas fases que su cancillería 
le ha impreso en el trascurso de los años, a partir de la fecha in1- 
cial de las negociaciones diplomáticas. Empero, hay otra faz cu- 
bierta con el velo cauteloso del secreto, que, no obstante, puede vis- 
Tumrbarse en las palabras del Senador señor Yáñez, pronunciadas 
en una sesión del Senado chileno, a la que concurrió el Ministro 
de Relaciones Exteriores señor Huidobro, y en la que se ocupa- 
ron del problema de Tacna y Arica. 

He aquí las partes prineipales de esa sesión que concluyó pa- 
sando a secreta, medida de cautelosa reserva que silenció y opacó 
las proyecciones graves que iba adquiriendo el debate por la in- 
tervención de aleunos Senadores; pues, unos querían que el Mi- 
mstro de Relaciones Exteriores explicara al país el motivo de la 
nueva conversión operada por la cancillería chilena en la cuestión 
de Tacna y Arica, y otros, reflexionando sobre las consecuencias 
de la publicidad del debate, aconsejaban al Ministro no hiciera 
declaración alguna en sesión pública, y así fué. 


«El señor YAÑEZ.—Estoy diciendo todo lo contrario, pero temo que su 
señoría no auiezra entenderlo.» 


<« El señor ZAÑARTU (don Enrique). — Desearía entender lo que dice el 
H. Senador.» 


<« El señor YAÑEZ.—¿Su señoría desea entender lo que digo? Pues, se lo 
voy a repetir una vez más, aunque me parece que el resultado será el mismo. 
Hb dicho que la cancillería de Chile en sus actos oficiales y en las instruccio- 
nes impartidas por el H. Ministro, señor Barros Borgoño, no se ha apartado 
de la política tradicional del Gobierno de Chile, que sostiene el cumplimiento 
del tratado de Ancón, ni habría yo aceptado procedar en otro sentido. Y he 
agregado que a pesar de esto, existe el hecho de que ante el Gobierno de Washine- 
ton apareció una proposición emanada del Gobierno de Chile y como sosteni- 
da por los hombres públicos chilenos, en un sentido que importa un desvío de 
esta política y de aquí vino una protesta enviada desde Washington. Y preci- 
samente, para salvar esta contradicción, he invitado al H. Ministro de Relacio- 
nes Exteriores para que haga una declaración franca y explícita ante el país, 
que tiene derecho a conocer lo que hay de verdad al respecto.» : 


< El señor BULNES.—Y yo, conocedor de toda la documentación secreta, 
reltero solemnemente ante el país entero y ante la honorable Cámara que el se- 
hor Yáñez fué a desempeñar una misión dentro de los mismos términos igual a 
la que patrocinó el señor Edwards.» 
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«El señor YAÑEZ.—No podrá sostener eso su señoría en sesión secreta. 
Estas son palabras para desviar la OPUMÓNI IES 
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« El señor ZAÑARTU.—En catorce años que llevo de vida parlamentaria, 
he podido ver con igual calor defender las tesis más contradictorias, he podido 
ver que las galerías aplauden a uno y otro contendiente, aunque defiendan las 
tesis más contraproducentes..... Dijo su señoría: “Sin embargo este criterio 
no perduró mucho tiempo. Aún no llegaba la misión al primer lugar de su des- 
tino y ya se daba a un distinguido servidor público el encargo de una fórmula 
de solución que importaba en el fondo un cambio de las instrucciones antes im- 
partidas, una perturbación en el desempeño de la misión y, lo que es más grave, 
un sensible desvío de las tradiciones de nuestra cancillería y de la defensa de 
los intereses chilenos.» 

<« Y yo digo, señor Presidente; ¿puede el honorable Senador por Valdivia, 
de quien son las palabras que acabo de leer, sostener hoy que no dijo ayer las 
expresiones que el Senado ha oído ?» 

€; No continuemos engañando al país con estas fórmulas cabalísticas, señor 
Presidente! Es preferible decirle una vez por todas, y bien alto, toda la ver- 
dad, y estoy dispuesto a ello, porque no quiero prestarme a traicionar los inte- 
reses de mi país en esta forma.» 


El Senador señor Zañartu terminó haciendo declaraciones 
reveladoras de la firme decisión de Chile de apropiarse de los te- 
rritorios detentados, y pronunciándose en contra de cualquiera 
declaración pública que se exigiera del Ministro de Relaciones 


Exteriores. 


El 16 de abril de 1898 se firmó el tratado Billinghurst-Lato- 
rre, aprobado por el Congreso del Perú, el Senado de Chile y 
rechazado por su Cámara de Diputados. No es del caso detenerse 
a exponer los móviles que inspiraron a Chile a la celebración de 
aicho tratado y a su aprobación por una de las ramas de su Par- 
lamento. Bástanos decir que solucionado el largo litigio de lími- 
tes que tuvo desde 1847 con la Argentina, la diplomacia chilena 
creyó conveniente a sus intereses compensarse en el Norte lo que, 
dicen, había perdido Chile con el arreglo internacional —llamado 
«abrazo del Estrecho >» por la entrevista de Magallanes celebrada 
en 1902, por los Presidentes señores Errázurris Echaurren y Roca 
—que puso término definitivo a la controversia argentino-chi- 
lena. : . 

Para justificar el rechazo del protocolo mencionado, don Mi- 
guel Cruchaga Tocornal, Presidente de la Comisión de Relacio- 
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nes Exteriores de la Cámara de Diputados de Chile, decía a raíz 
de ese rechazo, lo siguiente: 


«Se principia por entregar al fallo del árbitro dos importantísimas cues- 
tiones, a saber: quiénes tienen derecho a tomar parte en la votación plebiscita- 
ria y publicidad o secreto de voto que se emita. Respecto a lo primero, se facul- 
ta al árbitro para determinar los requisitos de nacionalidad, sexo, edad, esta- 
do civil, residencia o cualquier otro que deban reunir los votantes. Parece di- 
visarse en esta estipulación una concesión que no estuvo en el ánimo de los fir- 
mantes del pacto de Ancón hacer»...... <Con tales antecedentes, ¿podría es- 
timarse compatible con la dignidad y el decoro del país el sometimiento a reso- 
lución arbitral del derecho de voto de los chilenos que residan o habiten en las 
zonas referidas?».... «En efecto, es cuestión que afecta al sentimiento nacio- 
nal, y que toda opinión pública medianamente formada rechaza con energía, el 
hecho de poner en tela de juicio el derecho de los chilenos de Tacna y Arica pa- 
ra influir en el resultado del plebiscito, y es sabido que semejantes cuestiones 
no son susceptibles de un voluntario arbitraje».... “El protocolo entrega las Ta- 
-cultades de presidir los actos y de tomar las resoluciones necesarias para llevar 
a cabo el plebiscito a una junta directiva compuesta de un representante «lei 
Gobierno del Perú y un tercero designado por el Gobierno de España»..... 

«¿Por qué esta renuncia tan incondicional y absoluta para suspender el 
ejercicio de la soberanía de Chile en Tacna y Arica para los efectos de la cele- 
bración del plebiscito ?» 


Años después, el Senador señor Yáñez, con motivo de la dis- 
cusión en el Senado chileno del protocolo de Washington, decía: 


<Chile siempre contra el arbtiraje».....« Temores que imfundió siempre a 
Chile el arbitraje»...... ..¿Por qué rechazamos entonces (1898) el arbitraje? 
Porque no queríamos poner en litigio en ninguna forma, el derecho que el tra- 
tado nos dió; porque no queríamos 'ponernos en la posibilidad de una decisión 
contraria que nos arrebatara la posesión de los territorios de Tacna y Arica; 
porque Chile vinculaba la posesión de esos territorios a su soberanía y segu- 
dada ““La base esencial de ese tratado (chileno-boliviano de 1904) fué 
la incorporación definitiva a Chile de los territorios de Tacna y Arica; así cons- 
ta de las declaraciones expresas que hizo el señor Bello Codecido, en la Cámara 
de Diputados, en este sentido; así aparece del protocolo complementario de di- 
cho tratado?”..... ““La negociación del año 1904 importaba el reconocimiento 
explícito por parte del Gobierno de Bolivia que estos territorios debían ser ra- 
dicados en la soberanía de Chile, y por consiguiente, la base del tratado que se 
celebra, el fundamento de la negociación estaba en su reincorporación definiti- 
va a la soberanía chilena. Y, precisamente porque esta era la base, porque este 
era el espíritu de los negociadores, porque este era el concepto en que se pacta- 
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ba, fué que se estableció en el tratado que se construiría un ferrocarril interna- 
cional que uniera el puerto de Arica con el Alto de La Paz, o a la ciudad de 
La Paz, ferrocarril internacional, que importó a Chile un desembolso de más 
de cuatro millones de libras esterlinas en beneficio del comercio de Bolivia pa- 
ra darle salida hacia el Pacífico.» 


¿Cómo explicar entonces el cambio del concepto de arbitra- 
je y de los sentimientos de dignidad de Chile sobre los mismos 
puntos que motivaron el rechazo del arbitraje sometido a Espa- 
ha por el tratado Billinghurst-Latorre ? | 

Cuánto cambio respecto a las orientaciones de la política 1n- 
ternacional chilena, desde el concepto primitivo de mera ocupa- 
ción hasta el de anexión definitiva, para disponer libremente, co- 
mo de cosa propia, por el tratado de 1904, no sólo del territorio, 
sino del dominio eminente, como en otras épocas se disponía de la 
suerte de los pueblos, de las propiedades de los vasallos y de los 
siervos ligados a las tierras cedidas. 


Los temores de Chile respecto al resultado del arbitraje no 
se han realizado; pero la tacha de mala fé de sus procedimientos 
queda en pie. La mentira, con su sardónica y estridente carcaja- 
da, dice al mundo que ha triunfado, porque se ha reconocido la 
huena fe, la buena intención y la buena conducta de Chile. 


La conducta de Chile con relación a las negociaciones diplo- 
Mmáticas con el Perú para la celebración del plebsicito, es el aspee- 
to más grave de la cuestión del Pacífico, por su significación y 
por su notoriedad, no sólo para los países que han intervenido en 
ellas, como interesados, directa o indirectamente, sino para todos 
los que han manifestado cierto interés en su solución, mediante 
una fórmula expresiva de cordialidad y paz perdurable. 


Hemos dicho y repetimos, que esa conducta se caracteriza por 
su falta de fijeza, reconocida y confirmada por la abundante e 
intachable documentación que existe al respecto, y cualquiera que 
sea el punto que tocamos en el laudo, necesariamente encontramos 
las huellas indelebles de la mala fe con que procedía la diploma- 
cia chilena en la conducción del asunto, no tendiente a definirlo, 
tuna vez por todas, sino a diferirlo siempre, esperando no se qué 
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arreglo distinto al honrado exigido por el Perú; y en los medios 
empleados para anexar las provincias de Tacna y Arica por la 
brutal razón de la fuerza. 


Así, mientras el Ministro chileno señor Vial Solar, rechazó en 
1893 las bases de arreglo propuestas por el Ministro de Relacio- 
nes Exteriores del Perú, señor Larrabure y Unánue, que no sólo 
contenían fórmulas para el plebiscito, sino de negociaciones co- 
merciales e industriales para ambos países, porque en concepto 
del Gobierno de Chile, la cuestión de Tacna y Arica debía ser con- 
templada separadamente; el Ministro de Relaciones Exteriores de 
Chile, señor Puga Borne, proponía en 1908 al Ministro peruano 
en Santiago, doctor Seoane, las mismas propuestas que antes ha- 
bían sido rechazadas. 


El tristemente célebre Ministro chileno, don Máximo KR. Li- 
ra — que pasará a la historia diplomática, como Sancha Panza en 
la literatura española — en las conferencias que tuvo con el Mi- 
nistro de Relaciones Exteriores, señor Manuel Candamo, en 1895, 
manifestó que, estando contemplado en el tratado de Ancón la 
posibilidad de que las provincias de Tanca y Arica sean anexadas 
a Chile, deseaba saber si, a juicio del Gobierno del Perú, cabría 
la negociación de un arreglo que condujese a obtener ese resulta- 
do sin necesidad de apelar al plebiscito, y presentó en favor del 
arreglo directo, numerosas proposiciones. El Ministro de Rela- 
ciones Exteriores, en respuesta dijo: «que no reputaba aceptable 
ningún arreglo directo que no tuviera por base la devolución de 
las provincias de Tacna y Arica, en que está firmemente empe- 
ñado el patriotismo nacional.» 


Habiendo fracasado la intentona chilena, que la calificamos 
como acto de demencia, propuso el mismo Plenipotenciario que el 
Perú garantizase previamente el pago de los diez millones, para 
discutir las bases del plebiscito. Estas conferencias que se repi- 
tieron con tres Ministros de Relaciones Exteriores, no dieron nin- 
eún resultado, porque el Plenipotenciario chileno no se dió por 
satisfecho con las garantías ofrecidas. : | 


El Ministro de Relaciones Exteriores de Chile, doctor Matte 
Gormaz, en abril del presente año (1925), hizo la siguiente decla- 
ración, de regreso de Arica: 

< Que menos puede pedirse a los votantes en el plebiscito que el que vayan 
a contribuir con su voto para mantener lo que hace años ganamos con la sangre 


para colocar la bandera chilena en ese territorio.» - 
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«El Dario del Plata », de Montevideo, comentando esa de- 
-—claración decía: 


< Ellitigio de Tacna y Arica es un pleito que se está dilucidando jurídica- 
mente de acuerdo con las normas que el moderno derecho internacional establece 
en materias de arbitrajes y plebiscitos, que eso de ganar territorios con sangre 
para colocar en ellos banderas resulta ya historia antigua.» 

< La conquista no es un medio de adquirir el dominio en derecho internacio- 
nal, por la misma razón que no lo es la usurpación en derecho privado.» 

«Al efectuarse la restitución que se ha hecho en Europa para nada pesó 
en la balanza la sangre que las potencias conquistadoras derramaron para apo- 
derarse de lo que no les pertenecía.» 


No es, ciertamente, en la diplomacia chilena donde puede ha- 
llarse un destello de luz que revele los propósitos sanos, sinceros 
y honrados de arribar a una franca cordialidad entre los dos paí- 
ses separados por las consecuencias funestas de la guerra del 79, 
y sobre todo, por el menosprecio con que Chile ha mirado los dic- 
tados de la moral pública, el cumplimiento de las obligaciones que 
solemnemente contrajo y los derechos de países que, actualmente, 
no poseen la fuerza necesaria para hacerlos respetar, en el modo y 
forma que exige la cínica despreocupación chilena, por la con- 
culcación de la moral, las obligaciones y los derechos mencionados. 


Nos basta con o expuesto en el presente capítulo y en los otros 
relacionados con la conducta de Chile, para probar la mala fé de 
su diplomacia, calificada justamente de artera y arbitraria. El 
árbitro sólo se ha llevado de las apariencias de esa diplomacia, 
pero no ha penetrado el fondo de ela, que entraña ingénitas ten- 
dencias de felonía e imperialismo, puestas de manifiesto por sus 
oradores parlamentarios y por su prensa. 


Es en las declaraciones de las personas particulares que no 
viven fascinadas con los éxitos militares, con el fanatismo de la 
Sangre derramada y con el mercantilismo del dinero gastado en la 
perturbación de la armonía continental, donde se hallan expresio- 
Nes verdaderas y gestos gallardos, escasos, sin duda, como las plan- 
tas que brotan en las rocas, pero, que, el sentimiento de justicia 
sabe apreciar. 
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Ya conocemos el pensamiento del misionero apostólico Eli- 
zalde. Haremos conocer la declaración que hiciera el profesor chi- 
leno señor Vicuña Fuentes, que provocó un incidente parlamen- 
tario, dando origen a una larga y candente controversia periodís- 
tica. 


« Me parece — dice Vicuña Fuentes — una solución conveniente la devolu- 
ción de esas provincias (Tacna y Arica) al Perú, porque ésta es la única manera 
de llegar a aquella paz y amistad, ya que el Perú no renunciará ni por dinero 
ni por la fuerza a sus sentimientos, que son respetables y justos. 


Continuando ocupándose sobre este tema, hace ver las ven- 


tajas que este temperamento justo, que propone, le reportaría a 
Chile. 


« Consecuencia de ello será el cambio de la política agreswa, la disminución 
de los armamentos, el desarrollo del comercio y la vuelta al predominio de los 
conceptos morales, hoy día abandonados por la necesidad de cohonestar nuestra 
política.» | 


Menester era que un eseritor chileno dijera así las verdades, 
para conocer una vez más, la opinión de la diplomacia chilena. 


El Ministro de Relaciones Exteriores, señor Barros Jarpa, con. 


motivo de este incidente, en las interpelaciones que le hiciera el 


Senado y refiriéndose a las declaraciones del señor Vicuña Fuen- 
tes, decía : do 


«Ideas absolutamente temerarias, proposiciones más o menos atrevidas y 
más o menos ¿mconscientes.» 


El Senador señor Enrique Zañartu se expresaba en estos tér- 
minos: 


< Que lo que conquistamos en una guerra artera que tramaron nuestros ene- 


migos para llevarnos a un derrumbadero sin fin, ha sido mal conquistado y que, 
en consecuencia, debemos devolverlo.» 


El señor Vicuña Fuentes hablando del discurso pronunciado 


en la Cámara de Diputados de Chile, por el Ministro de Instruec- 


ción, señor Arancibia Laso, con el mismo motivo, lo califica de 
interesante por «su sonora mala fe» y «obra de varios autores, 
entre los cuales figura mi amigo Belisario Troncoso, cuya erudi- 
ción y galanura de estilo son en el discurso del Ministro un adot- 
no de púrpura cosido al traje de un payaso.» 
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He aquí, dicho discurso del Ministro de Instrucción : 


«Al expresar el profesor aludido que la única solución del problema del 
Norte era devolver al Perú Tacna y Arica, y entregar una faja del territorio 
de Tarapacá a Bolivia, hacía declaraciones al sentimiento patrio; y a la manera 
de abrar tradicional del Gobierno que considera legítimos sus derechos sobre 
Tacna y Arica de acuerdo con el tratado de Ancón, válidamente celebrado con 
un Gobierno libre y constitucional del Perú; que considera que las ventajas y 
conquistas que obtuvo en virtud de ese tratado y del celebrado con el Gobierno 
de Bolivia el año 1904, no son más que una justa y merecida reparación a los 
esfuerzos de dinero y pérdidas de vidas que nos ocasionó la guerra del 79, a la 
cual fuimos provocados por los Gobiernos aliados del Perú y Bolivia.» 

¿No podía ocultarse a persona alguna, por escasa de criterio que fuese, que 
estas declaraciones, hechas ante una asamblea estudiantil, traería por conse- 
cuencia el debilitamiento de la fe en las tradiciones nacionales, y que tendrían 
que producir la consiguiente indignación en nuestro pueblo. Y el Gobierno, ha- 
ciéndose eco del sentir general y velando por su propio prestigio y por la conti- 
nuidad de su acción, ha debido eliminar de su camino.» | 

«Se agrava este hecho al pensar que estas declaraciones se hicieron en los 
precisos momentos en que el Gobierno del Perú, aprovechándose de la celebra- 
ción de sus fiestas centenarias, nos tildó de imperialistas, de atropelladores del 
derecho y procuraba imprimir en el ánimo de sus huéspedes la convicción de 
que, por culpa de Chile se mantenía peturbada la paz en este rincón de la Amé- 
“rica española.» (Grandes aplausos). 

«Por si fuera ésto poco, después de oír la censura que tanto privada como 
públicamente le hicieron los Ministros de Instrucción y de Relaciones Exteriores, 
este funcionario obcecado (Vicuña Fuentes), perturbado tal vez, escribe una 
carta pública dirigida al Ministro de Instrucción, su superior jerárquico, en 
que trata nuestra política de agresiva, en que nos insta a volver al predominio de 
los conceptos morales hoy día abandonados, según él, y en que termina hablan- 
do de respetabilidad y de la justicia de los sentimientos del Perú.» 

«Con esta carta este ex-funcionario público ha dado al Perú armas espirl- 
tuales tanto o más poderosas que el acero o la bala.» (Aplausos). 


Sería tarea larga y pesada continuar ocupándonos de este 
discurso, que por lo demás ha sido ya bien apreciado por el señor 
Vicuña Fuentes, que no cometió más falta, ni tuvo más culpa que 
expresar su sentir patriótico en la cuestión del Pacífico, por lo que 
fué destituído de su puesto de profesor de un colegio de Santiago. 

Muchas fueron las adhesiones que, con este motivo, recibió el 
profesor ilegalmente separado, siendo digna de reproducción la 
del sabio don Miguel de Unamuno. 


O 


¿Señor don Carlos Vicuña Fuentes :> E 


« Me creo, señor mío y compañero, en el deber de dirigirle estas líneas para 
felicitarle por su noble patriotismo humano y protestar contra la medida des- 
pótica que le ha privado de su cátedra.» 


« Veo que el despotismo republicano no le va en zaga al monárquico. Si es 
republicano el poder que ha actuado contra usted.» 


« En un pueblo sereno y noble, como creo que ser ese pueblo — el pueblo, 
entiéndase bien — de Chile la actitud de usted al emitir un juicio que usted es- 
timaba de justicia, es algo que se agradece y se honra y hasta cuando se cree se 
equivoque quien lo emita. Porque se pone el honor patrio en tener una voluntad 
que no cree en su razón. Sólo por la razón, sólo por la justicia.» 


«Son las obligaciones de negociantes, de explotadores de la nación, son los 
accionistas de la patriotería oficial y lucrativa los que ponen el prestigio de la 
patria en que no rectifique sus errores, aún reconociéndolos.» 


« Procure siempre acertarla 
el honrado y principal, 
pero si la acierta mal 
defenderla y no enmendarla.» 


« Dice la cuarteta famosa de ““Las Mocedades del Cid””. Y esa cuarteta me 
recuerda lo de “por la razón o la fuerza”?! ““Nó, nó, nó y nó! Por la razón y 
sólo por la razón. Y por la jusiteia. El que añade: “..... o por la fuerza!”” es 
que no cree en su razón. Sólo por la razón, sólo por la justicia.» 


« Por lo demás, la medida despótica de que ha sido usted víctima prueba 
que el poder que le ha exonerado a usted de su cátedra, no cree en la justicia 
de la política anti-americana y anti-patriótica contra la que usted se ha pro- 
nunciado, no cree en la justicia de la prusianada que trata de mantener, no cree 
que sea civil ni humano siquiera el imperialismo de una oligarquía de nego- 
ciantes.» 


<Usted y los que con usted sienten están sirviendo al verdadero honor de 
Chile y tratando de redimir a ese noble y generoso pueblo del denigrante sam- 
benito que sobre él cayó cuando se le llegó a llamar la Prusia de Suramérica.» 


« En resolver en justicia ese viejo pleito entre hermanos, entre consanguí- 
neos de espíritu — la sangre de éste es la lengua — no va sólo la paz de Amé- 
rica, la prosperidad de Chile y la sangre de los hijos de esa patria; va el honor, 
el verdadero honor de éste, va el honor de Chile. Y va su civilidad, que es la ci: 
vilización.» | 


< Lo felicito, pues, por su actitud civil y humana, por su patriotismo ameril- 


cano, que es el más hondo patriotismo chileno, por su humanidad — no en vano 
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ad a servirá para o y do la conciencia dE les que 
en que entre pueblos hermanos — y todos lo son entre sí — sólo se re- 


los pleitos por la razón nada más que por la razón.» «Por la tazón y 
A o 
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CAPITULO V 


ADMINISTRACION CHILENA EN TACNA Y ARICA 


La soberanía nacional, tal como está reconocida en la ciencia 
política, no es una concepción arbitraria, individual o susceptible 
de aplicación a situaciones, que, por su naturaleza misma, corres- 

“ponden a otro orden de ideas. Como todo fenómeno social, es la 
“resultante del antagonismo entre las tendencias a establecerla y 
organizarla y las contrarias a desconocerla y destruirla. Es el 
producto de la lenta evolución de las condiciones de la vida so- 
cial, en lucha constante con la fuerza, para establecer el equili- 
brio del poder público. | 
| La unidad del poder o mando exigía un núcleo que represen- 
tase la personificación omnipotente del Estado. Por esto, el con- 
“cepto de soberanía, fué teocrático, cuando el predominio exclusi- 
vo del origen divino del Estado y del derecho divino de los reyes; 
y fué militar, cuando la supremacía de la fuerza imperó sobre las 
otras esferas de la actividad humana, para convertirse después 
en democrático representativo como conquista del pueblo que lle- 
Ó a ser reconocido como soberano verdadero. El Estado, es en- 
“tonces el pueblo en organización soberana, en realización objeti- 
va de la soberanía absoluta, sometiendo a su imperio a todos los 
individuos de la misma nacionalidad. 

En vista del desarrollo histórico de la organización políti- 
ea del Estado, Rousseau arribó a esta conclusión: « el más fuerte 
nunca es bastante fuerte para ser siempre el amo, si no transfor- 

ma su fuerza en derecho y la obediencia en deber ». La primera y 
más importante enseñanza de las doctrinas democráticas de Rous- 
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seau, que tan directa infiuencia tuvieron en los principios del de- 
recho público, es que «sólo la voluntad general puede dirigir las 
fuerzas del Estado, según el fin de su institución, que es el bien 
común; pues, si la oposición de los intereses particulares ha he- 
cho necesario el establecimiento de las sociedades, es el acuerdo de 
estos mismos intereses lo que lo ha hecho posible ». « No siendo la 
soberanía otra cosa que el ejercicio de la voluntad general, jamás 
puede alienarse, y el soberano, que sólo es un ser colectivo, única- 
mente puede hallarse representado por sí mismo: el poder puede 
transfervse, pero no la voluntad». Por consiguiente, Rousseau 
considera al soberano como una persona moral y colectiva insti- 
tuída por la fuerza de la ley y depositaria del poder ejecutivo en 
el Estado, mientras que el legislativo pertenece a la comunidad, 
al pueblo; éste es el que tiene derecho de disponer conforme a las 
leyes, « porque allí donde se encuentra el representado, no hay ya 
representante ». 

En las declaraciones de los Derechos del hombre y del ciuda- 
dano se sancionan las bases de Rousseau, como necesarias a todas 
las instituciones humanas; así, el principio de la soberanía popu- 
lar está enunciada en los mismos términos. « El principio de toda 
soberanía reside esencialmente en la nación. Ningún cuerpo, nin- 
gún individuo puede ejercer autoridad que no emane de ella ex- 
presamente.» (Art, 3). «La ley es la expresión de la voluntad ge- 
neral. Todos los ciudadanos tienen derecho a concurrir personal- 
mente o por medio de sus representantes a su formación, debien- 
do ser la misma para todos, ya proteja o ya castigue. Siendo to- 
dos los ciudadanos iguales a sus ojos, son igualmente admisibles a 
todas las dignidades, plazas y empleos públicos según sus capaci- 
dades y sin otra distinción que la de su virtud y su talento.» 

La Declaration of Rights de los Estados Unidos consagra 
el principio de la soberanía popular y el establecimiento del go- 
bierno por el consentimiento de los gobernados. pe 

La Constitución política de Chile, en sus artículos 1", 22 
3” declara que el Gobierno de Chile es popular representantivo; 
que la República de Chile es una e indivisible; y que la soberanía 
reside esencialmente en la Nación, que delega su ejercicio en las 
autoridades que establece esa Constitución. : | 

Los artículos 1%, 2 y 3* de la Constitución política del Perú, 
de 1860, que reproduce la vigente de 1919, consignaba los prin-= 
c1p10s siguientes: «La Nación peruana es la asociación política 
de todos los peruanos.» «La Nación es libre e independiente, y 
no puede celebrarse pacto que se oponga a su independencia o 
Integridad, o que afecte de algún modo su soberanía». « La sobe- 
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ranía reside en la Nación, y su ejercicio se encomienda a los fun- 
“clonarios que esta Constitución establece.» 

j Hxiste, pues, perfecta armonía en la concepción de la sobe- 
ranía popular, que tiene dominio considerable en la formación 
de las leyes y de las autoridades o funcionarios. 


Coneursa a la comprensión clara del concepto doctrinario y 
legal que hemos expuesto, los párrafos que traseribimos de la 
obra de Derecho Constitucional, de don Kugenio M. de Hostos, 
catedrático de Derecho Constitucional e Internacional del Inms- 
tituto Profesional, y profesor de Historia Universal y Rector del 
Liceo **Miguel Luís Amunátegui” de Santiago de Chile. 


«Soberanía y poder político serían en la forma y en fondo la misma capa- 
cidad de hacer la Sociedad todo lo posible si el ser social fuera individuo. En- 
tonces no necesitando valerse de representantes, delegados o instrumentos in- 
dividuales, ejercería por sí misma su poder, y lo ejercería con toda la fuerza 
de su unidad. Mas como necesita de intermediarios individuales, y estos entran 
como funcionarios de poder en todas y cada una de las instituciones del Es- 
tado, conviene dar la denominación de poder político, o poder del Estado, al 
conjunto de funciones realizadas por éste, y dejar la denominación de sobera- 
nía al poder indiviso de que hace uso la Sociedad como expresión suprema de 
su voluntad colectiva, cada vez que 21 Estado desvía del derecho, e inclina 
hacia la fuerza, las funciones que por delegación expresa ejerce.» 

« Merced a esta distinción, poder político equivale a funciones de poder en 
cuanto ejercidas por el Estado; y soberanía, a aquella fuerza dispositiva, supe- 
rior a toda otra, en cuanto opuesta o contrapuesta a cualquiera otra función de 
poder, a cualquiera suma de poder. No es solamente por conservar la supre- 
macía de capacidad al organismo social ni por consumar de ese modo la dife- 
rencia entre él y el Estado, por lo que importa distinguir con dos vocablos los 
dos aspectos del poder social: es también porque, delimitándolos y conservan- 
do a cada uno de esos modos de poder su esfera de acción particular, la sobe- 
Tanía se nos presenta como la bas2 en que se funda el régimen representativo 
o de representación y delegación.» 

-S Con efecto, si consideramos a la Sociedad como la única fuente de po- 
der, todo el sistema representativo reposa en esa base: toda representación, to- 
da delegación, toda elección, toda función de poder se originan en ella, a ella 
se refiere toda actividad del Estado y de sus instituciones, en ella estriba el 
equilibrio de las fuerzas variables de la mayoría y la minoría, en ella el criterio 
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fijo de la forma de gobierno que mejor le corresponde, y en ella, — repitien- 
do, — la razón de todo el sistema representativo que, sin la previa noción de 
la soberanía social, es un artificio injustificable e iligitable.» 

« Todo, al contrario, se afirma sólidamente en su base si consideramos la 
soberanía tal cual es, capacidad suprema inherente al todo social, y las fun- 
ciones del poder como instrumentos del Estado en su obra de realizar el dere- 
cho en los órganos todos de la Sociedad.» : dl 

<Pero ¿qué es la nación, si no es la Sociedad general en una clreunserip- 
ción eeoeráfica e histórica? Y el pueblo ¿qué es si no es la masa social en su 
estructura molecular y atómica, representante de los elementos que componen 
la masa ?» 

«Siendo la Sociedad una entidad colectiva, no un individuo, sería inca- 
paz de manifestar y hacer efectiva su soberanía, si no se valiera de medios 
adecuados. Ella misma, toda ella, no podría en ningún caso ejercerla por com- 
poe AE De aquí la necesidad en que la Sociedad se ha visto, se vé y siem- 
pre se verá, de valerse de individuos para que le representen como funcionarios 
de cada una de sus funciones de poder, en todas y cada una de las institucio- 
nes del Estado.» 

« Conocida esa necesidad, había que satisfacerla de modo que coadyu- 
vara al principio mismo de la soberanía, que es una base de Constitución so- 
cial, y al fin ya delimitado del poder político. Era preciso que el principio y 
el fin de ese poder soberano estuvieran ligados por medios naturales. Ahora, 
¿qué medio más natural que el de delagar, cuando una facultad cualquiera no 
se puede ejercitar personalmente, ni qué medio más natural que el de elegir 
para delegar ?» 

« Esos dos medios naturales son los que la Sociedad emplea para manifes- 
tar su soberanía. Y de tal mcdo son necesarios uno y otro en el único sistema 
político que se funda en bases naturales, el de la Democracia representantiva, 
que no es lícita ninguna delegación: de facultades sociales que no esté funda- | 
da en elección, ni hay elección que no corresponda a una delegación de facu!- 
tades. Así es como, considerándose la Soberanía como la base general sobre la 
que se establece el equilibrio de derechos y poderes, la delegación efectuada por 
medio de elección, da a los poderes delegados la fuerza y la majestad del de- 
recho.» 


El espíritu y texto del artículo 111 del Tratado de Ancón, y 
el estudio de los antecedentes de la vieja cuestión del Pacífico, 
conducen necesariamente a la conclusión de que Chile, en las 
provincias de Tacna y Arca, no tuvo sino la posesión que dicho 
tratado le concedió, más no, la soberanía sobre ellas. 
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Investido Chile de poder público, en virtud del tratado men- 
cionado, poseía y administraba en Tacna y Arica, y eso consti- 
tuía su derecho, que, bien se comprende, no afecta el carácter esen- 
cial de la soberanía del Perú en esas provincias, porque el título 
de soberano es superior a la mera tenencia, de naturaleza tempo- 
ral y sujeta a modalidades, de la organización administrativa 
de Chile. i A 4 

Del hecho, que Chile estaba en posesión del territorio de Tae- 
na y Arica, cuando se celebró el tratado de Ancón; que debía con- 
tinuar en posesión de él por diez años; y que expirado ese perío- 
do debía verificarse un plebiscito, que determinara si el territo- 
rio permanacería definitivamente bajo su dominio y soberanía; 
no puede deducirse fatal y necesariamente, que el dominio y so- 
beranía hubieran existido también en el lapso de los diez años, 
y menos creer que esa situación continúe hasta aquí. 

El dominio y soberanía para Chile iban a nacer del resulta- 
do favorable para ésta del plebiscito, es decir, de la voluntad de 
los mismos habitantes de Tacna y Arica, llamados a decidir de su 
suerte, a cambiar o no de nacionalidad, dando para uno u otro 
extremo, su consentimiento expreso y libre; y como esto no se ha 
realizado, por culpa exclusiva de Chile, la condición de ésta en 
esas provincias, no es la misma que hasta 1894, fecha en que ha- 
bía expirado la continuación de la ocupación acordada, sino la 
de posesión militar, con empleo de métodos de violencia y rigor 
contra los peruanos, para convertir las meras expectativas, derl- 
vadas del tratado de Ancón, en derechos reales. 

En 1883 desempeñaba el Ministerio de Relaciones Exteriores 
de Chile el señor Luís Aldunate, interviniendo con tal carácter en 
la confección de dicho tratado. Las afirmaciones sostenidas 1n- 
variablemente por el señor Aldunate sobre el alcance y finalidad 
de la cláusula TIT del tratado en referencia, merecen fe inobjeta- 
ble; por esto, reproducimos los párrafos principales que se en- 
cuentran en las páginas 37 y siguientes de su libro « Los trata- 
dos de 1883-84.» 


- «Quienes hayan seguido el hilo de esa narración, comprenderán sin esfuer- 
zO y sin necesidad de nuevos comentarios que la acción de los negociadores de 
1883 estuvo entrabada y encerrada dentro de los preliminares de los ajustes de 
paz que habían venido produciéndose, a contar del último año de la adminis- 
tración Pinto, ya en las conferencias de Lacawana, de 22 de octubre de 1880, ya 
en las gestiones posteriores iniciadas a raíz de la ocupación de Lima, en los me- 
ses de febrero y marzo de 1880 y marzo de 1881.» 

« Dentro del criterio y concepto político y moral de los gobernantes de 1883, 
no les era posible repudiar esos precedentes, porque ello habría importado des- 
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conocer la unidad de acción de nuestra cancilleráa y alzarse contra los deberes 
que impone la fe pública a los estados. 

< Ni se olvide de otra parte que las condiciones de paz propuestas por Chi- 
le habían sido sustancialmente indénticas, antes y después de la ocupación de 
la capital del Perú, a saber, la cesión incondicional y absoluta de las provincias 
de Tarapacá y el pago de una indemnización pecumaria de venmte millones, ga- 
rantida con la prenda de los territorios de Tacna y Arica.» 

< Dentro de este marco inflexible tenía que moverse la acción de los nego- 
ciadores de 1883 y si les era lícito buscar modificaciones de forma que resguar- 
dasen más eficazmente el derecho de Chiel, no les era posible imponer al país 
vencido nuevos ni más dolorosos sacrificios.» 


Hay tal acopio de datos y razones en la obra citada, que por 
sí sola es una prueba abrumadora para la comprobación del ver- 
dadero punto inicial, del que parte la línea que trazada por la 
mano artera de la dipiomacia chilena sigue las sinuosidades de su 
política internac:onal, impugnada por algunos de sus publicis- 
tas y hombres de Estado. 

Por no fatigar la atención de nuestros lectores no continua- 
mos trascribiendo los párrafos reveladores de la conformidad de 
pensamiento que hubo en los negociadores del tratado de Ancón; 
pero, no podemos resistir a la tentación de copiar los párrafos si- 
guientes del autor mencionado. 


<« Con inquebrantable tenacidad los negociadores peruanos eliminaron, an- 
te todo, la idea de dejar esos territorios en poder de Chile y en calidad de pren- 
da hasta el pago efectivo de la indemnización pecuniaria de veinte millones que 
sa le exigía.» 

<« Con más firme resolución todavía rechazaron in limine la idea de venta 
de esos territorios a Chile.» 

«No era que los negociadores peruanos vinculasen su obstinada negativa a 
propósitos utilitarios, ni de lustre o de vanidad personal. Decíanse dispuestos, 
por la inversa, a todo linaje de sacrificios de los intereses de su país y de su pro- 
pio nombre y responsabilidad ante la historia de su patria. Pero en sus anhelos 
por la paz, no querían hacer obra que nos alejase en vez de acercarnos a ella y 
abrigaban la perfecta certidumbre de que no habría Gobierno alguno en el Pe- 
rú que pudiese hacer aceptable un pacto que, directa o indirectamente exten- 
diese las amputaciones territoriales del país, una pulgada más allá de los terri- 
torios de Tarapacá. Todo ajuste que saliese de estos límites extremos, no haría, 
en concepto de los negociadores peruanos sino dar alas, prestigio y fuerzas a 
los distintos caudillos en armas que levantaban la bandera de guerra perpetua 
e Irreconciliable.» 

< Llegó, pues, un momento en que no parecía razonable de nuestra parte la 


insistencia terca e inflexible en alguna de las formas propuestas, esto es, en la 
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posesión indefinida de los territorios en cuestión a título de prenda o en su ven- 
ta a Chile en subsidio.» 

< Y fue en aquellos instantes de conflicto, cuando surgió la idea del plebis- 
eito, como única solución de la dificultad.» 

« Era aquella una transacción impuesta por la necesidad, y como tal fué 
aceptada venciendo recíprocas resistencias.» 

«Según el pacto ajustado el 20 de octubre último, el dominio definitivo de 
los territorios de Tacna y Arica quedó diferido a un plebiscito o votación popu- 
lar que habría de verificarse dentro del plazo de diez años, contados desde el día 
de la ratificación de ese pacto. Si, pues, Chile no ha adquirido el domimo del 
aquellos territorios sino una mera expectativa sujeta a los plazos y condiciones 
a que acabo de aludir, es evidente que no le sería dable conferir a Bolivia un 
título de que él mismo carece en absoluto.» 


El señor Jovino Novoa, en carta dirigida al señor Mariano 
Castro Saldívar, le decía : 


« Declarado por mi parte que en orden a la cesión de Tarapacá no era po- 
sible abrir discusión siquiera, tanto el señor Lavalle como Ud. pasaron a objetar 
la proposición segunda relativa a Tacna y Arica. Uds. manifestaron que no 
aceptaban las proposiciones ni por diez millones mi por suma alguna, porque no 

sólo había en ese territorio intereses peruanos, lo que ya implicaba un sacrift- 
- Cc10 MMENSO, SinO que también había población peruana. Siguieron Uds. hacien- 
do una serie de observaciones a este respecto.» 

«Por mi parte les manifesté que la situación creada por la guerra hacía ne- 
cesaria por parte de Chile la posesión de iesos territorios; y que la cireunstan- 
cia de existir allí población peruana no era inconveniente tan grave, y era, por 
otra parte, lo que en casos análogos acontecía siempre. Que ante el interés pri- 
mordial de la paz, aquello no era obstáculo. Uds. insistieron en sus observacio- 
nes, quedando por una y otra parte el meditar más el negocio y procurar arri- 
bar a término en la próxima conferencia. 


Los negociadores chilenos buscaban no el dominio y sobera- 
nía de Tacna y Arica, sino la posesión de esas provincias, que es 
condición jurídica completamente distinta. En las declaraciones 
que el mismo Plenipotenciario hizo, después de ratificado el tra- 
tado de Ancón, se ve la intención de Chile al exigir a ocupación 
decenal de Tacna y Arica. 


« Chile no pretende absolutamente quedarse con Tacna y Arica; estas pro- 
vincias son en último resultado, los rehenes, que se toma Chile; los diez añoz 
pactados en 1884 para el plebiscito vendrán a fundar una especie de preserip- 
ción con respecto a Tarapacá en 1894. Ese tiempo, además, permitirá a Chile 
asegurar el predominio sobre esta última provincia, que es lo que ha tomado 
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como compensación por sus prédidas en la guerra. Vencido este plazo, Chile 
devolverá Tacna y Arica al Perú sin aguardar a la ejecución del plebiscito con 
el laudable propósito de borrar los odios engendrados por la guerra. Tarapacá. 
no era sino un extenso mineral, al paso que Tacna y Arica constituyen verda- 
deras poblaciones, netamente peruanas, sin vínculo de ningún género con Chile, 
que poseen una sociedad culta y las que no será posible amputar al Perú, sin 
conmover todo el organismo de este país.» (1). 
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Por el artículo IV del tratado de Ancón, el Gobierno de Chi- 
le se comprometió a entregar el cincuenta por ciento del produc- 
to líquido de guano a los acreedores del Perú. 

Al amparo de esta cláusula, algunos acreedores, con créditos 
aún no reconocidos por el Perú, gestionaron ante el Gobierno de 
Chile el pago de sus respectivas acreencias. 

Mientras el Gobierno del Perú hacía verdaderos sacrificios 
para cancelar sus deudas saneadas, mediante el contrato Aspílla- 
ea-Donougmore, el Gobierno de Chile, ya en posesión de los in- 
gentes recursos que le proporcionaban las salitreras de Tarapa- 
cá, y a fin de librarse de esas reclamaciones de los acreedores del 
Perú, propuso al Gobierno de éste la cesión de Tacna y Arica a 
cambio de la entrega inmediata de diez millones de soles y de una 
cantidad mayor, y para el caso de no ser aceptada esta propues- 
ta, ofreció dichas cantidades en préstamo con la hipoteca de Tac- 
na y Arica. Las gestiones diplomáticas pertinentes a esta cuestión 
constan en la Memoria de Relaciones Exteriores de Chile, corres- 
pondiente a 1892, pág. LXXXII. 

Claro está que, si Chile hubiera tenido en 1892 el concepto de 
su dominio y soberanía en Tacna y Arica, y no la mera tenencia 
por el plazo de ocupación, nunca habría hecho propuestas diplo- 
máticas, como las que mencionamos, que entrañan el reconoci- 
miento virtual de los derechos soberanos del Perú sobre esas pro- 
vincias, porque a nadie se le ha ocurrido prestar con la garantía 
o hipoteca de lo propio. | 

Hl doctor Enrique de la Riva-Agúero, que en 1896 desempe- 
naba la cartera de Relaciones Exteriores, dirigió con fecha 7 de 
noviembre de ese año, una nota ratificatoria de protesta por la ce- 
lebración del tratado de 28 de mayo de 1895 entre los Gobiernos 
de Chile y Bolivia sobre transferencia de los territorios de Tae- 


(1).—No es cierto lo aseverado respecto a Tarapacá. 
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na y Arica. En dicha nota le decía al Ministro boliviano en Lima, 
señor Claudio Pinilla, lo siguiente: 


« Entrando en el fondo de dicho documento y después de establecer que 
Bolivia no puede aceptar las declaraciones que consigna, por estimarlas infunda- 
das, sostiene US. H. como primera razón que ella no ha creído herir ningún de- 
recho al concertar condicionalmente la transferencia de Tacna y Arica, porque, 
dada la situación actual de estas provincias, no hay al presente sobre ellas sino 
expectativas de parte del Perú y de Chile, no debiendo nacer el derecho sino 
cuando se pronuncie el fallo plebiscitario.» 

< Error y grave hay en este primer argumento de US. H. tanto que la si- 
tuación que ha querido suponer no puede ni concebirse jurídicamente, por- 
que ningún territorio puede estar un sólo instante sin pertenecer a alguien, sien- 
do imposible que respecto de su dominio sólo haya meras expectativas. Tacna y 
Arica son y no han dejado de ser provincias peruanas, sujetas hoy a simple ocu- 
pación temporal por Chile, cualesquiera que sean el carácter y objeto ulterior 
de la ocupación y el título expectaticio sobre ellas de que habla US. H. es e: 
de esta República, pero no el del Perú, cuyo derecho de dominio no nacerá del 
fallo plebiscitario, sino precisamente se extinguirá, caso de serle adverso. US. 
H. mismo en su ilustración, ha tenido que reconocer la exactitud de este prinei- 
pio, cuando a renglón seguido afirma que es verdad que dichas provincias con- 
- tinúa siendo peruanas, aunque sólo nominalmente en concepto de US. H.; pero 
a este último respecto, debo recordarle que la suspensión temporal en el ejerci- 
elo de alguno de los derechos derivados del dominio, no le destruye y que tam- 
poco pueden los extraños proceder por su apreciación personal sobre el carácter 
efectivo o nominal de ese derecho, que ante ellos conserva todo su valor jurídico, 
mientras no ha sido jurídicamente extinguido.» 

< Substiendo, pues, el derecho de propiedad del Perú sobre Tacna y Arica, 

es evidente que nadie ha podido pactar su adquisición con prescindencia del 
dueño actual, pues aún en la hipótesis negada, de que un título puramente ex- 
pectaticio como el de Chile pudiera servir de base a pacto semejante, que siem- 
pre sería prematuro, bastaría a cualquier Estado tener en cuenta el origen de 
esa expectativa para no utilizarla en su provecho, esperando diseretamente que 
en forma legal se convirtiese ella en derecho definido, línea de conducta espe- 
clalmente obligatoria para Bolivia, dada su condición de aliada del Perú en 
la guerra que ereó para Chile semejante expectativa.» 
« Toda la areumentación de US. H. sobre este punto adolece de vicio sus- 
tancial de apreciar US. H. ese título expectaticio de Chile y el tratado de An- 
cón que le consagra, con prescindencia de su origen y carácter, que no es posi- 
ble dejar de lado sin hacer redicalmente inexacto el raciocinio.» 


El doctor Víctor M. Maúrtua, actual Ministro Plenipotencia- 
rio del Perú en Río de Janeiro, ha hecho un estudio detenido so- 
bre la cuestión del Pacífico, y refiriéndose a la cláusula 111 del 
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tratado de Ancón, en el libro publicado en 1919, «La Cuestión 
del Pacífico», dice: 


<....Rectamenta apreciados los antecedentes, se delínea la intención que 
alimentá Chile de agregar a la conquista de Tarapacá la indemnización de 10 
millones, reteniendo Tacna y Arica como prenda de pago de esa suma, y de la 
respetabilidad del tratado en el Perú. La redacción de la cláusula fué mala, se- 
euramente, porque se escribió con la punta del sable de Chile. Al amparo de la 
redacción, Chile invoca, ahora, expectativas que no es posible negarle cierta- 
mente. Más debes constar que apenas tiene expectativas emanadas de la redac- 
ción del tratado, y no por cierto ningún derecho ni ninguna aspiración derl- 
vados del espíritu, Chile debería acceder a la fórmula covencional de un ple- 
biscito peruano, como simple medio de cohonestar la entrega de los 10 millones, 
única cosa que procuró recoger de la cláusula III.» 
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Lejos estábamos de creer que una situación jurídica, recono- 
cida expresamente por los mismos negociadores chilenos, hubiera 
sido mejorada injustamente en el laudo, que reconoce la sobera- 
nía completa de Chile sobre Tacna y Arica. 

El nuevo concepto que le atribuye el árbitro a los derechos 
de Chile, no ha debilitado los que en justicia le corresponden al - 
Perú, porque ese concepto no tiene la consistencia, la precisión y 
las imperiosas virtudes que le son necesarios para imponerse co- 
mo justo y efectivo. 

He aquí el considerando pertinente del laudo: 


< Primer punto: Es innecesario discutir los areumentos relativos a la so- 
beranía. Es suficiente para los propósitos del árbitro tomar las palabras expre- 
sas del tratado. Según el párrafo primero del artículo tercero, el territorio de- 
bía quedar en posesión de Chile y *“sujeto a las leyes y autoridades chilenas. ?” 
Esta disposición no tiene atenuaciones expresas; no hay condición especial sobre 
el carácter de las leyes, extensión de la autoridad. “Legislación y autoridad”, 
comprende claramente el poder legislativo, ejecutivo y judicial completo.» 


S1 el árbitro — como el mismo lo declara — no tuvo poder 
para limitar la facultad que se le confirió a Chile en el tratado de 
Ancón, menos lo tuvo para extender sus atribuciones y reconoetr 
un orden de cosas distinto al contemplado en dicho tratado, ha- 
ciendo afirmaciones desprovistas de verdad y justicia. 
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Hay, pues, error, y error profundo en la apreciación del ár- 
bitro sobre a condición de Tacna y Arica. Según el laudo, para 
la plenitud de la soberanía, para que ésta sea completa, bastan le- 
yes y autoridad. Con este criterio y la disposición de la fuerza mi- 
litar para hacer respetar a la autoridad y cumplir las leyes, sólo 
se puede llegar a la conclusión de justificar los excesos cometidos 
por Chile en Tacna y Arica, pero jamás a modificar el concepto 
dominante de soberanía. 


Por el tratado de Ancón se pactó que el territorio de las pro- 
vincias de Tacna y Arica continuara en posesión de Chile y sujeto 
a la legislación y autoridades chilenas durante diez años. Según 
el eriterio del árbitro, aún vencido con exceso ese plazo de ocupa- 
ción, por culpa exciusivamente del ocupante, es suficiente el im- 
perio de las leyes y de la autoridad de éste para definir de pre- 
sente su soberanía sobre las provincias ocupadas fuera del tiem- 
po pactado. De lo que resulta este absurdo, que la soberanía sobre 
Tacna y Arica reside en parte, en Chile y en parte, en el Perú, en 
éste de derecho y en aquel de hecho. Esta es una idea que no eo- 
rresponde a una realidad política derivada de dicho tratado. Pa- 
rece que el árbitro ha querido asimiiar la condición de Chile en 
Tacna y Arica a la de un Estado que posee colonias adquiridas 
por la guerra o la conquista, donde la soberanía está totalmente en 
la metrópoli y en las colonias formando una unidad política, co- 
mo una organización consolidada. Pero la condición de Tacna y 
“Arica no es esa, existen no sólo relaciones poderosas de nacionali- 
dad entre esas provincias y el Perú, sino también pacto que de- 
termina la verdadera naturaleza de la ocupación chilena en ellas. 

De que, Chile haya sostenido — como dice el árbitro — que 
tenía dominio y soberanía completos sobre esas provincias, suje- 
tos a terminación por un plebiscito adverso celebrado de acuerdo 
con el tratado y que mientras no se realizara tal hecho, continua- 
ba su soberanía; no puede deducirse y reconocérsele derechos que 
Jamás tuvo. Chile, en su propósito de apropiarse de Tacna y Ari- 
ca, ha sostenido las tesis más extravagantes, y hasta se le puede 
reconocer lógica en sus pretensiones, cuando, obstaculizando la 
realización del plebiscito, alegaba que el tratado le había confe- 
Yido una cesión disfrazada. Pero, en el considerando del árbitro, 
ni lógica existe, puesto que, para declarar la procedencia del ple- 
biscito, reconoce la soberanía completa de Chile sobre Tacna y 
Arica. | | j 

En opinión al árbitro, Chile soberano todopoderoso de Tac- 
na y Arica, tuvo derecho de ejercer a discresión su ilimitada sobe- 
—TFanía sobre las personas y sobre las cosas de esas provincias; de- 


su 100 —- 


eretar aboliciones de todo orden, privaciones de toda especie, y 
suspensiones de todas las garantias que los palses clvilizadas acuet- 
dan a sus habitantes, y que tanto se admiran en la Constitución 
norteamericana. e: 


Un análisis imparcial demuestra que la pretendida sobera- 
nía chilena sobre Tacna y Arica, no es más que el poder público 
de Chile, que, para ciertos fines limitados y restringidos, debía 
extender sobre esas provincias, sus leyes y autoridad. | 

El árbitro ha presecindido de los factores constituitivos de la 
soberanía. Una nación ejerce su soberanía sobre territorio pro- 
pio, y para que la organización política de los poderes, en llegis- 
lativo, ejecutivo y judicial sea completa, es menester que las fun- 
ciones de quienes ejercen esos poderes emauen directa o media- 
tamente de la voluntad de los habitantes, unidos por los vínculos 
de la nacionalidad, y dentro de los límites territoriales. Sin terri- 
torio propio no se concibe soberanía. Pueden imperar leyes y au- 
toridades extranjeras en un período y territorio determinados; 
pero el hecho de la ocupación no implica el derecho de soberanía 
del país ocupante. El error proviene de confundir dos conceptos 
completamente distintos en el derecho público, y dos situaciones, 
también, distintas, la de derecho y la de hecho. 

La existencia de los poderes públicos, ejerciendo funciones ofi- 
ciales en Tacna y Arica, o sea la administración o gobierno diree- 
to, no menoscaba el poder soberano que corresponde a las colec- 
tividades peruanas de Tacna y Arica, que siendo fuentes verdade- 
ras de soberanía, no intervienen con su predominio y determina- 
ción de su voluntad popular en la constitución de los poderes le- 
glslativo y ejecutivo de Chile. La ocupación chilena en esas pro- 
vincias no le da derecho para tener en su Cámara, diputados por 
Pacna y Arica, y este sóso hecho basta para confirmar que no 
existe esa soberanía de Chile. 

En un país, como Chile, popular representativo y cuya so- 
beranía reside esenciaimente en la Nación, como dice su Consti- 
tución política, y que, por lo mismo, el principio representativo 
se aplica a todas las funciones del poder, porque la elección es el 
medio de que se vale ese principio para su realización, y porque 
el fin político se realiza en esa forma; nada explicaría ciertamen- 
te la incongruencia que salta a la vista, de admitir la soberanía 
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completa de Chile sobre Tacna y Arica y no reconocer el ejerel- 
elo de esa soberanía a los habitantes de estas provincias, puesto 
que la elección popular ha tenido siempre y tendrá, sin duda, im- 
portancia esencial y principal en la constitución de las institucio- 
nes públicas, que, como las Cámaras y los Municipios, son las ex- 
presiones de esa soberanía. 

En el tomo IV de la Memoria del Ministro del Interior de 
1895, de Chile, consta el informe que el intendente de Tacna. pre- 
sentó a dicho funcionario, en el que declaró que «en Tacna ni hay 
ni ha habido otros chilenos que algunos empleados públicos. » En 
el mismo tomo, página 22, se encuentra la carta dirigida al Minis- 
tro del Interior de Chile, por don Vicente Prieto, alto empleado 
de la provincia de Tacna, en la que se halla la siguiente decla- 
ración : 


« El territorio de Tacna y Arica fué sometido al régimen legal mediante 
la ley de 31 de octubre de 1894; pero en vista de la situación especial en que 
estas provincias se encuentran, el dominio temporal y condicional a que están 


hacen aconsejable se ótorgue el derecho de voto a sus habitantes...... Ninguna 
Municipalidad existe en esta provincia; hay tan sólo un cuerpo de alcaldes y 
su nombramiento no emana del voto popular, sino de la resolución del Presiden- 
te de la República.» (El caso peruano contempla estos documentos). 


Hasta el presente, la condición de los Municipios de Tacna y 
Arica, es la misma que la de 1894, nombrados por el Presidente de 
la República de Chile. 

La soberanía no radica en los miembros de los poderes legis- 
lativo, ejecutivo y judicial, que no tienen título personal o propio 
para dar las leyes, hacer cumplirlas y administrar justicia. La 
soberanía emana del pueblo, que es el titular del derecho sobera- 
no. Si los habitantes de Tacna y Arica no ejercen, en la parte que 
les corresponde, su intervención soberana en las funciones ofi- 
ciales de la Nación chilena, en su gobierno directo, o en su adminis- 
tración local; no existe título valedero que permita ampliar esa 
soberanía chilena, esa voluntad soberana de los habitantes chile- 
nOs, nativos y residentes en las diversas circunscripciones terri- 
loriales de Chile; no hay razón para que esa soberanía chilena 
puede extenderse al territorio de Tacna y Arica. 


+ 
+ + 
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Hemos reconocido al pueblo o la sociedad como primer ele- 
mento en la organización política de un Estado democrático re- 
presentativo, como lo son el Perú, los Estados Unidos y Chile. 
Sobre esta base se funda el poder público de estos Estados, las 
entidades representantivas de la soberanía popular. 


« Por esencial que sea — dice Hostos en su obra citada — la organización 
que reconozcamos en el derecho, es tan patente su incapacidad para conservar 
por sí sólo un orden social cualquiera, como lo es su capacidad para establecer- 
lo. La historia de todas las evoluciones políticas demuestra esa insuficiencia, así 
como la fatal superioridad de la fuerza contra el derecho, siempre que, junto 
con éste, no haya funcionado otro elemento de organización que, sirviéndole de 
punto de apoyo, de verdadera base, lo fortalezca en su obra de construcción.» 

<No basta al ser colectivo, como no basta al individuo, la facultad de ha- 
cer; le es necesario también la capacidad de hacer. De ahí el deber de reforzar 
el derecho con el poder; el derecho de todos con el poder de todos; el derecho 
público con el poder público.» 

« Ese deber se patentiza más aún, si se piensa: primero, en la índole del 
poder; segundo, en que el poder es siempre un mediador entre el derecho y la 
fuerza. Si prevalece el derecho, el poder es ordenador; si la fuerza es fundamen- 
talmente disociador.» 

« El poder, todo poder es, por su índole aspecto externo de una relación 
entre una razón que determina, una voluntad que ejecuta y una conciencia que 
juzga. No puede, el que sólo determina en vista de probabilidades, o el que sólo 
quiere arrostrar las probabilidades, o el que sólo juzga de lo favorable o adver- 
so de las probabilidades; (puede, el que hace lo que a la vez ha determinado, 
querido y juzgado posible. En la fuerza no hay ninguna relación: hay acto me- 
cánico o brutal, resultante de un impulso cualquiera. Por eso y por la intrínse- 
ca razón de ambos, es la fuerza la antítesis del derecho, y es el poder la más só- 
lida base del derecho.» | | 

« Ahora, sepamos qué poder es el social.» 

<« Ante todo, distingámoslo de la Soberanía, no porque en esencia sean dis- 
tintos, sino porque el uno se refiere al conjunto de instituciones que, con el 
nombre de Estado, representa en toda la actividad jurídica al cuerpo social, y 
la otra, según veremos, corresponde siempre a la fuerza dispositiva de la Socie- 
dad. El poder del Estado es la suma de capacidades que conjunta y separada- 
mente, tienen cada una de las instituciones y el Estado, o que componen la So- 
ciedad, el desarrollo, el vigor y la realización del derecho.» 

< Aquí surge una pregunta pertinente: Entonces, ¿de quién es el poder? 
¿del Estado, simple instrumento de articulación o de la Sociedad, que es el ser, 
la entidad, el sujeto? El poder, es el de la Sociedad, y ella se lo reserva todo en- 
tero, íntegro, uno tal cual es, para inclinarlo del lado del derecho cada vez que 
los funcionarios del Estado quieran inclinarlo del lado de la fuerza; pero co- 


sn EZ 


mo la Sociedad no es un organismo individual y necesita de individuos para 
realizar las funciones del poder, conviene tácita o expresamente en que los fun- 
clonarios del Estado ejerzan las funciones del poder.» 


Entre los múltiples artículos periodísticos publicados en 
América sobre el laudo del Presidente de los Estados Unidos, en 
la cuestión de Tacna y Arica, son dignos de transeripción, en el 
presente capítulo, los conceptos que dicho laudo le ha merecido al 
doctor Juan de D. García Kohly, quien, en un magistral artículo 
publicado en « El Diario de la Marina » de Habana, expresa sus 
ideas jurídicas acerca de la cuestión que tratamos y pone su claro 
talento al servicio de la justicia internacional y de la paz pan- 
americana. 

Los párrafos pertinentes dicen lo siguiente: 


< En el artículo tercero citado se dice que el territorio de las dos provincias 
continuará siendo poseído por Chile y sujeto a la legislación y autoridades chi- 
lenas durante el término de 10 años.» 

«Se habla allí de mera posesión sin mencionar nada de soberanía y se le 
asigna carácter de provisional limitándo!a al término de diez años.» | 

< Al finalizar ese plazo quedaba, de derecho conforme a los preceptos ter- 
-minantes del tratado, sin valor ni sanción la posesión que había; venido dis- 
-*rutando.» | 

«Durante los diez años pactados era una posesión legítima; pasado ese 
tiempo era una detentación. La jurisdicción de las autoridades chileras durante 
aquel término era legal como consecuencia de la posesión conferida; trascurri- 
do aquel desaparecería la legitimación de su autoridad en aquellas provincias.» 

< Chile tenía a su favor como único derecho que el propio tratado le con- 
fería el de someter a un plebiscito, si el territorio de las provincias referidas 
quedaba definitivamente del dominio y soberanía de Chile o si continuaría sien- 
do parte del territorio peruano.» 

“No pueden ser más claras ni terminantes las disposiciones de ese pro: 
-tocolo.» 

«Cuando se refiere a los derechos que Chile tiene, taxativamente dice que 
es el de posesión por diez años » 

4 Cuando se refiere a los que Chile, pudiera adquirir de igual manera taxa- 
tiva dice que serían los de dominio y soberanía. No es posible pues en menos 
palabras establecer una distinción más perfecta entre el concepto de la pose- 
sión frente al de dominio y soberanía.» 

«Y cuando para complemento del pacto que se celebra se habla del resul- 
tado del plebiscito de las dos provincias en cuestión continuaría siendo parte 
del territorio peruano.» | 
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<« Vemos pues, que en cuanto al uno, el plebiscito podría darle el derecho 
de dominio y soberanía, que no había tenido nunca; en cuanto al otro el plebis- 
cito restablecería de hecho el disfrute del derecho de dominio y soberanía que el 
Perú no había perdido y de cuyo disfrute provisionalmente hasta un plazo fijo 
se había contrectualmente desprendido.» 

<« En esa situación, ya caduca su posesión, era a Chile al que interesaba al- 
¿sanzar por medio del plebiscito la legalización de sus aspiraciones.» 

< El plebiscito era el medio exclusivo que tenía Chile para obtener o bien 
-0s derechos de dominio y soberanía que el tratado le franqueaba o bien la in- 
demnización, pues al expirar los diez años, ya Chile no tenía ningún derecho 
sobre esas provincias ni aún siquiera el de posesión que el tratado le había ex- 
tinguido por vencimiento del término acordado.» 

«En cambio para el Perú al expirar los diez años resurgió 2pso jure, el. 
derecho plenario de dominio y soberanía de esos territorios como partes inte- 
erantes del territorio peruano. Y no es posible olvidar que en ese tratado el 
Perú jamás, ni de manera clara ni ambigua se desprendió de su soberanía y do- 
minio sobre esas provincias y que el propio Chile lo reconoció así paladinamente 
en sus estipulaciones.» 

< El plebiscito fué un derecho que estatuyó el tratado a favor de Chile, pe- 
ro que éste no usó dejándolo por tanto decaer y no hay términos hábiles ni den- 
tro de la letra estricta del dicho tratado, ni menos dentro del espíritu que pre- 
sidió a su concertación ejecutar hoy lo que hace treinta y dos años debió hacerse.» 

< Y no se diga como muchos con un eriterio desdeñoso dicen, que ese trata- 
do es el Código del vencedor que impuso al vencido sus condiciones.» 

« Eso podría decirse cuando de hacer la crítica de sus estipulaciones se tra- 
tase, pero no ahora en que se trata de su cumplimiento.» 

< Ese tratado duro o equitativo, justo o injusto hay que ejecutarlo, pero al 
hacerlo, es necesario consultar en primer término sus propias estipulaciones: 
y en segundo, las condiciones históricas concurrentes en el momento del cum- 
plimiento.» : 

< Es necesario darle a cada parte lo que contractualmente obtuvo de la otra 
en ese tratado; pero no es posible darle más ni desfigurar las realidades his- 
tóricas del momento de la concertación del tratado y del en que sa pretende 
cumplirlo.» 

« Ese plebiscito si se realizara en los términos que el laudo indica vendría 
a mantener en pie y a enconar el conflicto pendiente. No sería una solución pa- 
cífica y definitiva al único problema bélico que hoy flota entre las naciones de 
la América. Por el contrario dejaría subsistentes los irreductibles antagonismos 
que separan a esas dos importantes, florecientes y cultas naciones y pudiera 
quizá ser el germen de división que se extendiera a las otras repúblicas que tu- 
viesen afinidades con la de uno u otro lado.» 

« Equivaldría al descrédito de la mediación pacífica y del arbitraje, 10 
eual sería muy doloroso para la América en su expresión continental.» 
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«Para el Perú no resulta solución el plebiscito por razón de sentimiento 
patrio; para Chile tampoco por razones de conveniencia práctica. El primero 
no podría jamás resignarse a perder lo que es alma de su alma y sangre de su 
sangre y a Chile no le convendría adquirir una bomba cargada con la mecha 
encendida siempre.» 

“La disposición del plebiscito ya se empieza a considerar por mucnos como 
una peligrosa brecha que se abre en el corazón del Panamericanismo, doblemen- 
te lamentable porque hace imposible para siempre la armonía entre dos pue- 
blos hermanos y sobre todo porque viene a sancionar el derecho de conquista 
entre las naciones americanas.» 

«Lo más grava es que el laudo en sus ordenaciones, representa evidente- 
mente la sanción de la obra de la fuerza sobre el derecho natural de los pueblos 
y sobre el tratado mismo, pues reconoce, acepta y consagra el despojo manteni- 
do desde 1893 a acá, en vez de estimarlo como una violación del tratado en su 
letra y en su espíritu.» 

<« El laudo para ser justo, bajo el punto de vista legal y hábil, bajo el pun- 
to de vista política debió contener la solución compendiosa de todas las diferen- 
clas surgidas entre esos dos pueblos que se sometían voluntariamente a él, toman- 
do esas diferencias en sus diversos aspectos geográfico, económico, histórico, polí- 
tico, ete.; en una palabra, establecer un arreglo armonioso entre ellos y no dis- 
poner el cumplimiento de una estipulación impracticable del tratado que ya vt- 
nía incumplido por una de las partes y que por tal razón y por el tiempo tras- 
currido estaba caducado.» 

< Como esta no es una cuestión que interesa sólo a las naciones en conflic- 
to, sino que afecta y preocupa a la América toda, se hace necesario volver sobra 
lo andado y sin obceecaciones buscar la manera viable de que ambas partes ins- 
piradas en el más alto patriotismo y en el más hondo espínitu panamericano 
ayudadas por el sano y prudent2 consejo de sus hermanas den al mundo; el con- 
solador espectáculo de que sean ellas mismas las que solucionen conforme a la 
medida justa de sus respectivos sentimientos e intereses esa grave discrepancia 
y $3 unan con inquebrantabes lazos de amor y cooperación.» 


En Chile — lo repetimos — antes de la habilidosa mventiva 
del diplomático internacionalista, señor Alvarez, que en Washing- 
ton, ha claudicado de su doctrina de cesión disfrazada de Tacna 
y Arica; en Chile, no se tuvo la idea de que ésta tenía soberanía 
completa sobre esas provincias. Se hablaba de ocupación, pose- 
sión, expectativas y situación transitoria, Sus diplomáticos y es- 
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tadistas empleaban estas palabras. El Ministro de Relaciones 
Exteriores, señor Errázuris Urmeneta no tuvo embarazo en de- 
elarar: «el plebiscito ha de resolver en forma permanente la si- 
tuación transitoria de Tacna y Arica.» | 

La situación transitoria no se concilia con soberanía comple-- 
ta, que el árbitro le reconoce a Chile sobre esas provincias. 

En las últimas negociaciones diplomáticas, iniciadas por el 
Canciller señor Barros Jarpa, encontramos también el concepto 
de la situación de Tacna y Arica respecto a Chile. En su exposl- 
ción ante el Senado chileno, el señor Barros Jarpa decía: « Al co- 
rrer de los años, se ha ido viendo surgir una verdadera acumula- 
ción de problemas que se concentran derechamente sobre esta re- 
gión, mantemida sin soberanía defimtiva de Tacna y Arica.».... 
<«¿ Quién puede predecir cuántos problemas más complicarían el 
cumplimiento del tratado de Ancón, más tarde, si se deja que pa- 
se el tiempo por encima del tratado, debilitando cada vez más la 
claridad de nuestros derechos 2» 

¡Qué tal naturaleza de derechos que con el trascurso de los 
años pierde su claridad! Está visto que, en concepto del árbitro, 
no ha perdido su elaridad. | 

Para fijar bien nuestras ideas sobre este punto tan capital, 
conviene recordar que el acta complementaria del protocolo de 
arbitraje de Washington establece que, en interés de la paz y del 
buen orden no se perturbará la orgamzación administrativa de 
las provincias de Tacna y Arica. Esta fórmula propuesta por Mr. 
Hughes, para poner término a las dificultades suscitadas a úl- 
tima hora entre la delegación peruana y la chilena, expresaba ela- 
ramente que, declarada la improcedencia del plehiscito, sólo en 
atención a la paz y buen orden, Chile continuara con la adminis- 
tración de esas provincisa. 

q Pero, ni posesión ni administración significan soberanía, así 
crelmos y continuamos creyendo, no obstante el fallo: « Pri- 
meramente — como dice Burgess, de la Universidad de Nue-. 
va York — el poder no puede ser soberano, si es limitado; sobe- 
rano será el que imponga la limitación; y mientras no se llega al 
poder que es ilimitado o limitado por sí propio, no se llega a la 
soberanía »..... «En América tenemos una gran ventaja sobre 
este punto, y es que, para nosotros, el Gobierno no constituye la 
organización soberana del Estado.» Por tanto, pues, la posesión 
de Chile en Tacna y Arica durante diez años, extendiendo a estos 
territorios sus leyes y autoridad, no corresponde al concepto de 
soberanía, o sea a un derecho absoluto en su duración, que exis- 
te por sí mismo y que no está sujeto a término.» ' 
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No es otra la opinión del Senador por Valdivia señor Eliodo- 
ro Yáñez, que con motivo de la discusión del tratado de Washing- 
ton, decía: « El hecho es que se ha cambiado el título de nuestra 
posesión. Se ha sustituído e) pacto de 1883 por una frase ambi- 
gua y de extraño sentido »..... . <Yo digo que la autorización 
para tener la administración de la provincia no significa el ejer- 
«icio amplio y omnímodo de la soberanía. La administración pue- 
de tener diferentes causas, puede estar administrándose en nom- 
bre ajeno, puede estar administrándose por diversos títulos, co- 
mo dueño o mero tenedor; por consiguiente, los fundamentos de 
nuestro derecho basado en el tratado, lo que constituía el título 
fundamental en virtud del cual estábamos en posesión de Tacna 
y Arica, aparece socabado por las disposiciones contenidas en la 
cláusula 111 del acta complementaria.» Por esto, en el informe 
de la comisión de Relaciones Exteriores del Senado chileno, de 
la que formaba parte el señor Yáñez, se presentaron observacio- 
nes al protocolo de Washington, insinuando, entre otras bases de 
negociación, la siguiente: 4* « Es, por último, entendido que los 
acuerdos celebrados en Washington no alteran las facultades de 
soberanía que dió a Chile el tratado del 20 de octubre de 1883, ni 
la plenitud y efectividad de su ejercicio en el territorio de Tacna 
y Arica.» Esta fórmula sustitutoria, como se sabe, no fué acep- 
- tada por el Senado chileno. El Congreso del Perú no habría teni- 
do oportunidad de rechazarla perentoriamente, porque la delega- 
eclón peruana en Washington la habría repudiado de plano. 

Si para el señor Yáñez, administración no es soberanía, co- 
mo también creemos nosotros; tampoco, la mera posesión que tu- 
vo Chile en Tacna y Arica, es soberanía. La soberanía absoluta 
no puede aceptar la limitación de ninguna condición prescrita, y 
de cuya realización necesaria dependa la efectividad de esa so- 
beranía. La soberanía no está sujeta a las contingencias de tiem- 
po, a las veleidades de la diplomacia inconsistente, ni menos al 
imperio de la fuerza bruta. Ya Víctor Hugo, con clara visión pro- 
fética, había dicho, a raíz de la anexión de Alsacia y Lorena a 
Alemania: «El robo internacional jamás prescribe.» Y ni el 
correr de los años ha podido impedir que esas provincias fran- 
cesas cedidas a Alemania en 1871, por el tratado de Francfort, en- 
“tonen hoy el himno de la redención: la Marsellesa. Tacna y Ari- 
ca no fueron cedidas a Chile por el tratado de Ancón, y sin em- 
bargo continúan cautivas con escarnio del derecho y la justicia, 
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Si la justicia de la causa del Perú está en la conciencia de os 
pueblos, incluso en parte del de Chile. Si una tan clara compren- 
sión de la verdad de las cosas no puede ser oscurecida por la erró- 
nea apreciación de las concepciones generales del derecho púbil- 
co, ni menos pueden aceptarse las alegaciones sofísticas tendien- 
tes a mistificar una situación de fuerza y violencia que se preten- 
de elevar a la categoría de hechos contractuales. Con este crite- 
rio, el tratado de Ancón, no sólo es nulo, por la coacción practica- 
da con descaro y escándalo de la conciencia social, que intervino 
en su celebración, sino también, inmoral en sus efectos, porque al. 
amparo de él se han practicado actos que la conciencia colectiva 
rechaza como deshonestos. Si, en fin, las relaciones de los Estados 
no se fundan en las egoistas y caprichosas conveniencias materia- 
les y exclusivistas del Estado que, en un momento histórico de su 
vida, aparece, por obra del azar, como el más fuerte, sino en nor- 
mas jurídicas preestablecidas que regulan esas relaciones nece- 
sarias para la coexistencia de los Estados. No existe razón algu- 
na que atenúe, menos just'fique, la situación creada por Chile en 
las provincias de Tacna y Arica. 


Las exigencias de la justicia, en orden a las relaciones de 
los Estados, pueden reducirse a dos grupos. Las limitaciones mu- 
tuas de las actividades de los Estados, como necesidad suprema 
para la coexistencia de éstos, sin las que se haría insegura la vida 
misma y sus derechos fundamentales como entidades soberanas e 
independientes. No menos fundamental es la exigencia que los 
Estados cumplan los tratados que celebran, tanto por su objeto, 
por las relaciones obligatorias que establece y por las reglas Ju- 
rídicas que erean, como por que la observación leal de los tratados 
implica, como condición absoluta, el respeto a la integridad mo- 
ral, el honor y la dignidad de los Estados contratantes. 


Se colige de esto, que en el incumplimiento del tratado de An- 
cón, no sólo se ha afectado esos derechos; algo más, se ha atenta- 
do contra la integridad territorial del Perú y su soberanía en Tae- 
na y Arica. ¡O 


La ocupación militar de Chile en Tacna y Arica, fué prolon- 
gada por diez años más, en virtud del tratado de Ancón, con el tí- 
tulo de posesión y sujeción de ese territorio a las leyes y autori- 
dad chilenas. Al expirar dicho término, el libre consentimiento 
dle los habitantes de Tacna y Ar'ca sancionaría esa posesión, ele- 
vándola a la categoría de dominio y soheranía de Chile. El resul- 
tado de la votación adverso a Chile, determinaría la continuación 
del dominio y soberanía del Perú sobre esas provincias. 
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Admitimos, como no podemos menos de hacerlo, que las ne- 
cesidades de la paz externa y las violencias empleadas por Chile, 
durante la ocupación del Perú, hayan obligado a éste, a pesar su- 
yo, a la celebración del tratado de Ancón, que ereó una situación 
de hecho, más que de carácter jurídico, en las provincias ocupa- 
das por el vencedor. al 

Durante los diez años de la posesión chilena, ésta se apoyó 
en el tratado. El poder político de Chile se fundó en un hecho, pe- 
ro no en la voluntad de los tacneños y ariqueños; tampoco se fun- 
dó el poder de Chile en la voluntad popular de aquellos, que ja- 
más intervinieron en la constitución de los poderes públicos de 
Chile. | 

Vencido el término de ocupación chilena, la prolongación 
de ésta se ha hecho verdaderamente irritante. No existe conexión 
entre gobernantes y gobernantes, ni nexo alguno entre el pueblo 
y el poder ¿cómo puede sostenerse entonces esta situación, fun- 
dándose en la razón de no haberse realizado el plebiscito ? ¿51 la 
votación popular, consecuencia de la concurrencia de las volunta- 
des de los dos Estados contratantes, dejaba de realizarse, como 
sucedió por culpa de Chile, podía tener aún virtualidad eficaz el 
tratado que estableció el plebiscito ? 


La distinción entre la existencia de hecho y la de derecho, a 
que nos hemos referido anteriormente, tiene importancia capital 
en el asunto que estudiamos con el interés que él merece. 

Las conquistas militares, en la época del predominio de la 
fuerza, y prolongación de Las invasiones bárbaras de otros tiem- 
POS, crearon una organización política y territorial condicionada 
a las funciones públicas y al gobierno de los pueblos conquista- 
dos, sometiéndolos a la soberanía y a las leyes del pueblo conquis- 
tador. PTA a 

En ese período del desenvolvimiento histórico de las naciona- 
lidades, se caracteriza el status, como situación de hecho entre go- 
bernantes y gobernandos, derivada de la necesaria sujeción de los 
pueblos conquistados a la potestad conquistadora, en la que no 
Interviene el acuerdo, ni el libre consentimiento de los gober- 
nados. : | 

Hoy, los pueblos, con clara comprensión de su naturaleza so- 
clal y de sus vínculos de nacionalidad, no aceptan potestades ar- 
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bitrarias como expresión de una, soberanía que se impone por la 
fuerza. Hoy, como producto de la evolución de las sociedades, el 
régimen político se caracteriza por el vínculo de relaciones jurí- 
dicas nacidas de la voluntad libre de los asociados, que concurren 
a la constitución del Estado y sus instituciones, como expresión 
de su voluntad, dentro del concepto de la solidaridad nacional, 
fundada en la organización política, la tradición, los límites te- 
rritoriales y la comunidad de aspiraciones y necesidades presen- 
tes, sobre todo, en las adversidades de las horas de prueba y las 
hostilidades sufridas por la Patria, que han contribuido a formar 
la conciencia colectiva de la solidaridad nacional, creadora de re- 
laciones independientes de los tratados. En las sociedades moder- 
nas, el poder se basa en los postulados fundamentales de la co- 
lectividad y de la participación de los ciudadanos en la formación 
de las leyes. Podrán establecerse límites políticos, de hecho y mo- 
rales a esa potestad soberana de la voluntad popular, pero jamás 
límites jurídicos, que destruyan las relaciones comunes entre el 
todo y sus partes y entre las partes constitutivas de la nacionali- 
dad y el Estado. 

La antítesis entre status y autonomía, ésta congruente a los 
fines del Estado, se hace cada vez más patente, si se tiene en cuen- 
ta la evolución realmente realizada en la vida de los pueblos, que 
se manifiesta evidentemente, de manera muy activa, en el seno 
de las sociedades modernas. Cierto es que, en el proceso de uni- 
dad de las nacionalidades, el status dió como consecuencia la 
unión y solidaridad de las antiguas autonomías particulares a la 
autoridad superior conquistadora o anexante. Pero, nótase que : 
esas asociaciones conquistadas intervienieron en la fusión por 
acto de su voluntad, porque habría una ironía feroz en decir que 
el derecho impuesto por los vencedores deriva de la condición mis- 
ma en que estuvieron los vencidos; es, pues, fuerza reconocer que,, 
en estos casos, las adhesiones son el producto del consentimiento 
de la comunidad, o, al menos, de la mayoría de ésta, que, en un 
momento dado, decidió de su nacionalidad. 

Mientras en el status la dependencia de los gobernados a las 
autoridades imperantes, es tanto más tiránica y absorvente cuan- 
to es la resistencia a la sujeción definitiva; en el desarrollo de los 
derechos colectivos, la unificación de las fuerzas políticas y la con- 
centración de las funciones públicas en una forma unitaria de so- 
beranía, logran realizar las condiciones propias de su conjunto 
orgánico y de sus aspiraciones comunes de conservación y perfec- 
cionamiento progresivo de todo el organismo social en la conti- 
nuidad de su vida histórica. Gracias al consentimiento general, 
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la organización jurídica se convierte en una autoridad que man- 
da como una razón aceptada generalmente, y no como una fuerza 


material. 


La detentación de las provincias de Tacna y Arica por Uhi- 
le, corresponde a las formas embrionarias de las organizaciones 


sociales, al período caduco de la conquista militar que imprime 
el carácter de coerción a toda la actividad social; en que el poder 


esclaviza al pueblo, imprime a las relaciones personales una fije- 
za rígida sin control y une el goce o no de las franquicias lega- 
les a la nacionalidad de quienes las demandan. 

Dentro de esta situación de fuerza, la necesidad de la paz y 
del buen orden, para no perturbar la organización administrativa 
chilena en Tacna y Arica, caso de declararse la improcedencia del 
plebiscito, exigía, como derivación lógica, la cesación de esa admi- 
nistración para la realización del plebiscito, porque al amparo de 
esa administración se han lesionado los derechos de los habitan- 


tes de Tacna y Arica, a quienes se les ha oprimido y expulsado, fi- 
-nalmente. 


Ein las circunstancias actuales, la administración chilena be- 
neficia sólo a los opresores, que tienden a ganar todo y a no per- 
der nada, no en la paz y el buen orden, sino en una labor intensa 
y asidua de violencia. En las circunstancias actuales, la adminis- 
tración chilena no corresponde a las fuerzas en conflicto, sino 
que establece el desequilibrio entre las tendencias divergentes y 
tiende a legalizar el triunfo de la organización administrativa, 


- fundada en la fuerza y en la opresión. 


Al lado de las sanciones propias para conservar el predomi- 
nio del poder de Chile y para no perturbar el orden de eosas exis- 
tente, no se nota en el laudo ninguna garantía que determine la 
conclusión del imperio de la fuerza y la opresión. 

Y en esta lucha, como en otra cualquiera, que desde 1879, vie- 
ne sosteniendo el Perú contra Chile, no es ciertamente el valor de 
las razones el que decide, sino la potencia política relativa a las 
dos fuerzas en lucha, y la que, como consecuencia de la contempla- 


- clón y decisión del asunto, asume toda entera las responsabilida- 
des posteriores, porque resulta verdaderamente clamoroso que el 


árbitro haya juzgado en el sentido que lo ha hecho, y justificado 


los métodos de chilenización, sometiendo nuestras reclamaciones 
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diplomáticas al cartabón de que «ha sido asunto de organiza- 
ción administrativa de parte del territorio colocado por el trata- 
do bajo la legislación y soberanía chilenas »; «no hay restriccio- 
nes sobre la autoridad de Chile para establecer una argapiaci] 
administrativa en el territorio ». 

Si Tacna y Arica fuesen ya chilenas, como resultado del ple- 
biscito, que debe aún realizarse, según el laudo, la deducción que 
hace el árbitro sería explicable, y sólo en este caso hipotético, aca- 
so, el Perú no tendría de qué quejarse, pero sí, y con mucha razón, 
cuando, como hasta ahora, esas provincias forman parte de la na- 
cionalidad peruana. 
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CAPITULO VI 


EL CONSENTIMIENTO DE LOS GOBERNADOS 


ade 
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Cuando en el curso del largo y fatigoso camino de las negocia- 
ciones peruano-chilenas, los gobiernos, diplomáticos, parlamenta- 
rios y periodistas de Chile, es decir, todos los elementos dirigentes 
de esa nacionalidad, con muy escasas y distinguidas excepciones, 


habían patrocinado la idea de la anexión de hecho de las provin- 


clas de Tacna y Arica al dominio y soberanía definitivos de aque- 
lla República. Cuando la diplomacia chilena había repudiado con 
firmeza invariable, digna de mejor causa, durante más de cuaren- 
ta años, ir al arbitraje para solucionar la cuestión del Pacífico, eo- 
mo último recurso de arreglo racional, y esa misma actitud inter- 
nacional fué sostenida por los estadistas que lo rechazaron cons- 
tantemente. Cuando el 26 de mayo—aniversario de la batalla del 
Campo de la Alianza — el Presidente de Chile, señor Arturo Ales- 
sandri pronunció un discurso concebido en estos términos: 
<... Yo 0s declaro que, interpretando una solución honrosa den- 


tro del cumplimiento del tratado de Ancón, compromiso solemne 


que liga a dos países y que representa el sacrificio y el heroísmo 
de una generación de la cual no puede desentenderse la actual.» 
Cuando el Ministro de Relaciones Exteriores de Chile, señor Er- 
nesto Barros Jarpa, en el libro Hacia LA SOLUCIÓN, de que es au- 
tor el propio ex-Canciller, dice: «La única solución de este pro- 
blema, era la que le había dado con su sangre los guerreros del 79. 


Y con su sabiduría los negociadores del tratado de Ancón de 18883, 
y que el Gobierno que se apartara de esta solución tracionaría el 
mandato de los antepasados y entraría sin derecho a revisar acon- 


tecimientos históricos que tienen un carácter definitivo.» Cuan- 
do los diplomáticos chilenos, señores Alejandro .Alvarez, Agustín 
Edwards y otros sostuvieron que el plebiscito pactado en el trata- 
do de Ancón fué un medio ideado por sus autores para desfigu- 
rar, con las apariencias del voto popular, una cesión acordada de 
antemano, evitando así hasta donde fuera posible, herir el. senta- 
miento nacional del país desmembrado, porque, para esos diplo- 
máticos “la razón es obvia: los gobiernos no pueden consentir se- 
riamente en dejar entregada a la eventualidad -de «una votación 
la suerte de un territorio susceptible; como en este caso, de re- 
presentar la seguridad de sus fronteras y la compensación de sa- 
erificios de sangre y de dinero”. (Nota dirigida por el Canciller 
señor Edwards al Ministro de Relaciones Exteriores señor Po- 
rras, el 3 de mayo de 1910). Cuando con motivo de las declaracio- 
nes honradas del profesor chileno señor Carlos Vicuña Fuentes, 
para la devolución de las provincias cautivas al Perú, como la úni- 
ca manera de arribar a la paz y amistad entre estos dos países, el 
diputado Chanks, en setiembre de 1921, decía: «en momentos en 
que esta Cámara y el Senado trabajan buscando los medios de chi- * 
lenizar Tacna y Arica para incorporarlos definitivamente a nues- 
tro país ». Cuando el incidente ocurrido en la Cámara de Diputa- 
dos de Chile, con motivo de la misión confidencial del diplomático 
chileno señor Puga Borne, el Diputado por San Fernando, don 
Ismael Pereira se expresaba así: «En cumplimiento del tratado 
de Ancón, dentro del espíritu de ese pacto de anexarse para siem- 
pre a Chile Tacna y Arica, sancionando esta anexión con la fór- 
mula de un plebiscito dirigido por Chile como país soberano, que 
conquistó ese territorio, con enormes sacrificios de sangre y dine- 
ro, con la resolución de poseerlo y conservarlo como sagrado te- 
soro, fruto de sus victorias, para siempre; es la única forma de 
arreglo que puede caber entre los dos pueblos.» «Fuera de esta 
línea recta y clara toda gestión que se aparte de ese propósito y 
que ponga en peligro la absoluta integridad de Tacna y Arica co- 
mo provincias chilenas, que las sabremos siempre defender.» «Y 
esto hay que decirlo bien alto, para que las protestas elevadas des-. 
de el Congreso con el mismo patriotismo sirvan para que el Gro- 
bierno del Perú y su pueblo sepan bien y tengan presente que aquí 
hay una sóla idea para resolver el problema del Norte y que de- 
ben para siempre renunciar a sus falsas aspiraciones, que los que 
representamos al pueblo sentimos las palpitaciones de su alma 
consideramos a Tacna y Arica, como a las demás provincias her- 
manas, y que la conquista que se hizo un día en una guerra provo- 
cada por ellos, será mantenida como el más grande timbre de ho- 
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nor y gloria de nuestros hijos.» Al terminar de decir estas bella- 
querías sonaron los aplausos en los baneos de los representantes 
y en las galerías. El Diputado señor Bañados, a nombre de los del 
Partido Demócrata, dejó constancia que había oído con profun- 
do agrado las declaraciones del. señor Pereira. Cuando don Ra 
món Serrano M. publicó en «El Diario Ilustrado» de Santiago, 
un artículo con el título de «No soltéis el Morro», y terminaba con 
estas palabras: «T'erminaremos diciendo con Benjamín Vicuña 
Mackenna: no soltéis el Morro», ni el valle de Azapa, que es un 
granero prodigioso desde el tiempo de los Incas, porque si tal 
“hiciérais, la sombra de los que pelearon y murieron en el valle de 
"Tacna con Santa Cruz y en la cúspide del Morró con San Martín, 
se levantarían de sus sangrientas fosas, y empuñando sus rifles, 
os gritarían desde la eternidad con roncas voces: «¡No soltéis el 
Morro! ¡No soltéis el Morro!» Cuando esto, y mucho más, que por 
no molestar la atención de nuestros lectores omitimos, ocurría en 
Chile, nos ha sorprendido verdaderamente, como es natural, leer 
los párratos del caso chileno que copiamos para poner en relie- 
ve la flagrante contradicción que existe entre esas actitudes y la 
argumentación presentada al árbitro. 


« La idea fundamental de la condición respecto al plebiscito contenido en 
el artículo 3 del tratado de Ancón, es la aplicación del principio que un pue- 
blo tiene el derecho de escoger bajo que gobierno desea vivir; principio vital de 
la doctrina titulada ““El consentimiento de los gobernados.” » 


«Se puede aplicar este principio, tanto a los actuales habitantes de Tae: 
na y Arica, como fué aplicable a los que vivían en 1894, cuando expiró el perío- 
do de diez años, antes de cuyo término no podía haberse celebrado el plebisci- 
to, como se habría podido aplicar el mismo principio a los residentes de Tacna 
y Arica en 1913, si el propósito peruano de 1912 hubiera sido llevado a cabo. 
La adopción de cualquier modo de arreglar, distinta del plebiscito, sería la su- 
presión de éste, negar el principio democrático que tanto Chile como el Perú 
aceptaron como conveniente en el tratado de Ancón y el rechazo de ese princi- 
pio podría significar un daño a los habitantes del territorio cuya soberanía es- 
tá en disputa.» 

<« Habiéndose por Chile y el Perú acordado la aceptación de este principio 
cuando se canjearon las ratificaciones del tratado de Ancón, Chile se vería obli- 
gado a insistir sobre su aplicación en cualquier negociación que pudiera resul- 
tar de una respuesta negativa del árbitro a la primera cuestión y no se conci- 
he fácilmente cómo el Perú podría negar a los habitantes de Tacna y Arica el 
ejercicio de su libre opción para escojer sus gobernantes al declarar cual de los 
países debiera poseer la soberanía, cuando tal denegación significaría el rechazo 
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de un principio al que el Perú dió su consentimiento formal e ilimitado cuando 
ratificó el tratado de 1883 y que después nunca fué denegado en el curso de las 
negociaciones con Chile que se ha extendido por más de treinta años.» | 

«Por eso Chile requiere del árbitro que conteste la primera cuestión en la 
«firmación decidiendo que en las actuales circunstancias debiera celebrarse un: 
plebiscito, como lo prevee el artículo 32 del tratado de Ancón, y estando además 
de acuerdo con la doctrina ““el consentimiento de los gobernados. ”? » 


: . 5 É 
Reproducimos la conclusión 14”, del caso chileno, que tiene: 
conexión directa con el presente capítulo. | 


« 149—Que el caso peruano no reconoce que la doctrina del consentimiento 
del gobernado, patente en la declaración de la independencia de los Estados 
Unidos de Norte América, doctrina que fué mutuamente aceptada a un prinel- 
pio y de hecho por las partes firmantes del tratado de Ancón, y hecho funda- 
mental para determinar la nacionalidad futura de Tacna y Arica, se aplica con 
igual fuerza en todos los tiempos, y que esa doctrina no habiendo sido denegada 
o repudiada en ningún tiempo, por ninguna de las partes interesadas, debe ser 
aplicada a esas provincias ahora como lo fué en el pasado y que por eso se de- 
duce que la doctrina constituye un elemento esenelal (de las actuales circuns- 
tancias) que el árbitro es requerido de tomar en consideración al contestar la 
primera pregunta que le fué sometida para su decisión en el acuerdo suple: 
mentario.» | | 


El origen del principio político del consentimiento de los go- 
bernados, aceptado por todos los pueblos cultos y civilizados de 
la tierra, elevado a la categoría de precepto fundamental de los 
regímenes democráticos e invocado con manifiesta falta de sims 
ceridad en el caso chileno, se remonta a la época de la concepción 
Gel Contrato social de Rousseau. Pero antes que este filósofo die- 
ra a conocer su teoría, Hobbes la había explicado así: el hombre 
en el estado primitivo, es decir, en el estado de naturaleza, es un 
lobo en medio de otros lobos; cada individuo está, por consiguien- 
te, en guerra con todos los otros. Y como este estado de guerra es 
nocivo a la conservación del hombre, hay necesidad de establecer 
un contrato en virtud del cual cada uno cede a los otros el derecho 
absoluto que tiene sobre ellos. En virtud de esta concesión mutua, 
de este contrato, la paz viene a sustituir a la guerra. Pero es pre- 
ciso para el mantenimiento de la paz que el contrato sea respeta- 
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do, y a fin de que sea respetado es necesario que haya un poder 
civil muy sólido, el Leviathan, una especie de dios humano, de po- 
tencia monstruosa que obligue absolutamente, incluso por la fuer- 
za material, a la. observación del contrato. El individuo en su pro- 
plo interés cederá a este poder despótico todos sus derechos. 

Rousseau admite también, como Hobbes, un estado de natu- 
raleza que precede al estado social. Pero, no como un estado de 
guerra, sino de paz en el cual los hombres gozan de bienestar ma- 
terial y en el que son libres e iguales. Si se conciertan para cons- 
titulr la sociedad civil y política, no renuncian de ningún modo a 
sus derechos, sino que entienden hallar en el estado social una pro- 
tección más eficaz de sus derechos naturales. 


« Puesto que ningún hombre — dice Rousseau — tiene ninguna autoridad 
natural sobre su semejante, y puesto que la fuerza no produce mngún derecho 
queda, pues, las convenciones como la base de la autoridad legítima entre los 
hombres.» 

« Las cláusulas de este contrato están determinadas de tal modo por la 


naturaleza del acto, que la menor modificación las haría vanas y de efecto nu- 


lo; de suerte que, bien que no hayan sido nunca formalmente enunciadas. son 
2 p y ) 
por doquiera las mismas, por doquiera tácitamente admitidas y reconocidas has- 


ta que, una vez el pacto violado, cado uno entra entonces en sus primeros dere- 


chos y recobra su libertad natural, perdiendo la libertad convencional a la cual 


había renunciado.» 

«No siendo la soberanía otra cosa que el ejercicio de la voluntad general, 
Jamás puede alienarse, y.el soberano, que sólo es un ser colectivo, únicamente 
puede hallarse representado por sí mismo. El poder puede transmitirse, pero no 
la voluntad.» | 


Estos principios de Rousseau, absolutamente democráticos, 
influyeron decisivamente en las transformaciones sociales y po- 
líticas del siglo XVIII, y determinaron la revolución america- 
ha y la francesa. El Contrato social apareció en 1762, o sea cuatro 


“años antes que la Declaración americana, y sl se tiene en cuenta 


la difusión que este libro tuvo en América, se comprenderá la 
gran influencia que ejerció en la mentalidad americana la eo- 
rriente de las ideas revolucionarias, derivada de las nuevas con- 
cepciones del derecho público. Por esto, tanto el Contrato social, 


como la Declaración americana y la Declaración francesa, tienen 


este fondo común: tendencia individualista; limitación de la ae- 
ción y función del Estado en cuanto es necesario para la protee- 


ción de los derechos individuales; reconocimiento de la soberanía 
popular y establecimiento del gobierno por el consentimiento 
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de los gobernados; inalienabilidad de los derechos individuales; 
y facultad de constituir un nuevo régimen de gobierno cuando el 
existente no corresponde a los fines de su organización y a los 
progresos de la ciencia y de la civilización. ¡ 
La Declaración de los derechos de los pueblos, por la cual fué 
proclamada el 4 de julio de 1766 la independencia de los Estados 
Unidos, sanciona estos principios: «Consideramos como indiscu- 
tibles y evidentes por sí mismas las verdades siguientes: todos los 
hombres han sido dotados por el Creador de ciertos derechos ina- 
lienables; y entre estos derechos deben colocarse, en primer tér- 


mino, la vida, la libertad y la busca del bienestar; para asegurar- 


se el disfrute de estos derechos, los hombres han instituído gobler- 
nos cuya justa autoridad emana del consentimiento de los gober- 
nados; cuantas veces una forma cualquiera de gobierno se con- 
vierte en destructora de esos fines para los que ha sido estableci- 
da, el pueblo tiene el derecho de cambiarla o abolirla o instituir 
un nuevo gobierno, estableciendo sus fundamentos sobre los prin- 
cipios y organizando sus poderes según la forma que le parezca 
más propia para proporcionarle la seguridad y la dicha.» 


Las teorías del Contrato social se convirtieron en dogmas fun- 
damentales de la revolución francesa, tanto para el derecho pú- 
blico como para el derecho privado, porque admitiendo el pacto 
social se admitía también el derecho de modificar el pacto cuando 
éste fuera ya inútil a los contratantes, o tuando uno de los con- 
tratantes no había observado las cláusulas del contrato, o cuando, 
en fin, el cambio de los tiempos hacía necesarias nuevas cláusulas 
del contrato. 

La concepción de Rousseau se hizo el eredo político de la re- 
volución, fué la que inspiró todos los actos de ésta y también toda 


su labor legislativa. Los Derechos del hombre y del ciudadano son 


corolarios directos del Contrato social, y el principio del consen- 
timiento de los gobernados se basa justamente en el reconocimien- 
to implícito de que los ciudadanos pueden reunirse libremente, e 
fin de dar, como fundamento a la autoridad social, la voluntad mis- 
ma de los gobernados, y de renovar la convención y colocarla más 
en armonía, no sólo con las condiciones nuevas de los tiempos, si- 
no con sus propias necesidades. Además, cuando el gobierno 1n- 
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terpreta falsamente, o no respeta la voluntad del pueblo, éste pue- 
de reunirse para sustituírlo. | 

- Así es como se estableció el principio de la soberanía popu- 
lar, cuya manifestación más eficiente, es, sin duda, la delegación 
de la facultad inmanente de gobernarse en los órganos represen- 
tativos de esa soberanía para hacer posible el orden jurídico, la 
realización del derecho, en la vida social. | 

Sin duda, la teoría a que nos referimos, ha ejercido una in- 
fluencia considerable en los vastos dominios del derecho público 
y privado, porque su aparición coincidió con un ideal social sen- 
tido y desarrollado; correspondió a un principio de equidad y jus- 
ticia cuya observación se impetraba tiempo ha, y por haber dado 
valor y confirmación a los principios de libertad e igualdad en 
todas las relaciones jurídicas. 

Pero, bien está recordar también que, en la práctica, en la 
consideración exacta de la realidad social y concreta, nótase dis- 
tancia apreciable entre el principio y el hecho, y, acaso, contra- 
dicción manifiesta entre el principio y el hecho realizado invo- 
cando ese principio llamado tutelar, 

Si esta afirmación de carácter general, la cireunseribimos 
al caso concreto de Chile, al cúmulo de hechos realizados en orden 
a la chilenización de las provincias de Tacna y Arica, veremos 
- que, la invocación del principio del consentimiento de los gober- 
nados, resulta una burla sangrienta, buena para una arenga de 
plazuela y no de uso y respeto efectivo en Chile; especie de ense- 
ña pomposa sacudida por manos violentas, manchadas con lla san- 
gre de los tacneños y ariqueños, y listas a trocarla con el corvo 
para dirigirlo a los gobernados tacneños y ariqueños. 

Nada contribuiría, ciertamente, a desconceptuar la doctrina 
del consentimiento de los gobernados, invocada por la defensa 
contraria y amparada por el laudo, que los mismos hechos reali- 
zados por Chile, manifiéstamente contrarios a esa tendencia, osten- 
siblemente violatorios de ese principio democrático que derribó 
la Bastilla, impertinentemente aplicado al requerir del árbitro 
que éste declare la procedencia del plebiscito, e ilógicamente 
admitido por el árbitro, que, al aceptar ese principio, debió ha- 
berlo hecho en su integridad, en sus necesarias derivaciones, en 
vtelación con la titulada soberanía de Chile en Tacna y Arica. De 
este último punto, nos ocuparemos en el capítulo V, al tratar de 
la Administración chilena en Tacna y Arica. as 

Chile probó constantemente, por medios directos e indirec- 
tos el acatamiento que le merecía el principio del consentumento 
de los gobernados. Así lo probó, expulsando a los párrocos perua- 
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nos y clausurando después las iglesias, y a la inversa, clausurando 
las escuelas peruanas y expulsando después a los maestros que 
la dirigían. Por respeto al consentimiento de los gobernados asal- 
tó, empasteló y destrozó las imprentas “La Voz del Sur”, el 
Morro de Arica”, “El Tacora”, cuyos redactores peruanos fue- 
ron igualmente expulsados; y por ese mismo respeto prohibió a 
los peruanos el ejercicio de todas las industrias marítimas, medi- 
da inhumana que obligó a todo un gremio numeroso a emigTar, 
en busca de trabajo y de subsistencia, a otras regiones. Por el prin- 
cipio del consentimiento de los gobernados, antes de que éstos de- 
cidieran de su nacionalidad, porque Chile no quiso darles opor- 
tunidad en 1894, obligó a los jóvenes peruanos al servicio militar 
en Chile, como si se tratara de sus nacionales. Por respeto a los 
gobernados, hostilizólos en forma indigna, privándoles a los pro- 
pietarios de fundos rústicos del aprovechamiento de las aguas de 
regadío, para colocarlos en la miseria por la pérdida de sus cul- 
tivos, para obligarlos a la emigración de ellos y a abandonar sus 
propiedades o venderlas a vil precio a sus mismos' verdugos. Hl 
populacho chileno, con consentimiento de los gobernantes, dire- 
mos mejor, con la complicidad de éstos, se constituye en *“juntas 
patrióticas”?, cuyo patriotismo culminó en el pillaje y destruc- * 
ción de las propiedades de los peruanos; en la persecución de todo 

elemento de nacionalidad peruana, y, finalmente, para concluir 
con la obra nefasta de desperuanización, en la expuis:ón en masa, 
sin distinción de clase ni condición, de los peruanos nativos y re- 
sidentes en Tacna y Arica. Cientos de éstos arribaron a las vla- 
yas del Callao, como tuvimos ocasión de constatar, en el mismo va- 
por en que hizo el viaje al Perú el señor Puga Borne, en misión 
confidencial, para entregar, se decía, incondicionalmente, de ma- 
nera lisa y llana las provincias detentadas al Perú, rat'ficando pa- 
ra este hecho, la cesión de Tarapacá. El señor Puga Borne no 
podría negar el éxodo forzado de nuestros compatriotas de Tacna 
y Arica, como no lo negó al dirigir a su Gobierno el telegrama que 
leyó el Ministro de Relaciones Exteriores, señor Aldunate, en la 
Cámara de Diputados de Chile, cuyo texto íntegro, es el siguiente: 


« Telegrama recibido de Lima el 3 de setiembre de 1920.—Todo el mundo 
desde mi llegada cree traía eneareo confidencial; autoridades tratáronme con 
exquisita atención, sociedad me hizo vacío.» ¿ 

«Indignación por salida peruanos de Chile intensa. Pretenden ese hecho 
imposibilita plebiscito.» 

«No quiero hablar del tratado de paz con el Perú dea 1883, pretenden de- 
volución lisa y llana Tacna y Arica.» 
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« Aceptada renuncia Porras y excusa Colmenares solicité audiencia Presi- 
dente por intermedio del Prefecto de Lima.» 

«Para concedérmela pidió imponerse documentos me acreditaban. Le en- 
vié carta de 'S. E. Contestó había error en ello, que a nada manifestaba anhelo 
allí, expresando que ella no representaba solicitar entrar en trato, por lo cual 
sentía no poder recibirme.» 

« Solicité audiencia Ministro de Relaciones Exteriores accidental, Leguía 
Martínez, por intermedio de Prefectura. Este acaba de avisarme Ministro de Re- 
laciones Exteriores manifestó lo mismo Presidente.» 

«Situación política paralizó Presidente por tentativa revolucionaria y des- 
contento público retiro Porras.» 

«Salvo orden contraria pienso regresar en vapor del 7.» 


El escándalo de las expulsiones cobró tal notoriedad que los 
mismos políticos chilenos se dieron cuenta del efecto que produ- 
cía en el mundo internacional su actitud vandálica contra habi- 
tantes pacíficos e indefensos, causándoles hondo malestar en los 
dictados de país culto, civilizado y progresista, que tanto bla- 
sona Chile. El Senador por Valdivia, señor Fliodoro Yáñez, en 
“una interpelación al Ministro de Relaciones Exteriores de Chi- 
le, señor Huidobro, decía: «El espectáculo que el país presenta, 
“mirando desde lejos, es profundamente penoso.» El internaciona- 
lista argentino doctor José León Suárez, que estuvo en Lima en 
1921, con ocasión de las fiestas conmemorativas del centenario de 
muestra independencia nacional, de regreso a su patria, hizo, en 
uno de los diarios de Buenos Aires, la declaración que reprodu- 
-C1mos. 

« Yo he visto con mis ojos a los desterrados, y he oído con mis oídos rela- 
tos de intensa emoción a los irredentos expulsados en la última de las tres gran- 
“des chilenizaciones, y puedo asegurar después de haber escuchado esas referen-, 
clas que pensar de buena fe en un plebiscito es realmente un sarcasmo que de- 
“muncia o ignorancia supina o una complicidad sin atenuantes.» 
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- Después de todos estos procedimientos llamados de chileni- 
zación, que nadie puede negar, sin incurrir en el calificativo de 
“impostor, resulta verdaderamente cínico hablar del consentimien- 
to de los gobernados. 


Preguntamos, ¿cuándo tuvo en cuenta este principio Chile ?;: 
¿cuándo nos hizo la guerra por las salitreras de Tarapacá?; 
¿cuándo se firmó el tratado de Ancón?; ¿cuándo se venció el tér- 
mino pactado para la celebración del plebiscito, en 1894? Segura- 
mente fué cuando Chile ofreció cancelar los créditos de los acree-: 
dores del Perú a cambio de quedarse definitivamente con Tacna 
y Arica; o cuando propuso arreglos directos, prescindiendo del: 
plebiscito, ya en negociaciones dipiomáticas, entre otras, las de 
Lira, ya pactando tratados, como los chileno-bolivianos de 1895 y 
1904; o cuando el Ministro de Relaciones Exteriores de Chile, 
don R. Errázuris Urmeneta, en circular oficial de 30 de setiem-: 
bre de 1900, al cuerpo diplomático, decía: « que aquellas provin- 
cias (Tacna y Arica) son indispensables para seguridad de sus 
fronteras» (de 'Chile). Seguramente fué cuando sus diplomáticos 
descubrieron la verdadera interpretación del tratado de Ancón, 
en el sentido de que no fué ocupación concedida a Chile por diez 
años, la que se había estipulado en la cláusula III, sino cesión o* 
anexión disfrazada, por no herir los sentimientos del país des- 
membrado. Seguramente fué cuando se convencieron de que los* 
territorios de Tacna y Arica debía conservarlos Chile en precio. 
de la libertad que dos veces nos dió, y que el Perú pagó con trai-" 
ción esa deuda sagrada, arrastrándola a una guerra en que peli=" 
gró la existencia misma de esa República, según la declaración: 
que hizo la Asamblea Radical de Chile, con motivo del incidente 
Vicuña Fuentes, o según el Diputado Pinto Durán, que en la me-* 
morable sesión de su Cámara, con motivo de la misión confiden-. 
cial de Puga Borne, dijo estas palabras: ; 

<Hasta ahora los chilenos habíamos ido al Perú, en 1820, a conquistarles ; 
su independencia, a conquistarles una patria y a consolidar la independencia 
de América.» 

< Habíamos ido en 1839 a defenderlos de la absorción de un militar ambi- 
cioso que los había unido a Bolivia, a reconquistarles su autonomía y restable- 
cer así el equilibrio americano.» | 

« Habíamos ido en 1880 y en 1881 a defender nuestro honor y seguridad 
y a mostrarles cómo se combate y muere por el honor y por la patria.» 

< Y ahora hemos ido, es decir, ha ido un' emisario del Presidente de Chile, 
a suplicar, como un mendicante, una entrevista del dictador Leguía; a recibir 
una bofetada en la mejilla y a poner con humildad evangélica, la otra mejilla.» 
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A esto se llama vulgarmente carrera de caballo y parada de 
burro. 

_ Mucha Ignorancia de los antecedentes históricos revelan logs 
chilenos que así se expresan con harta frecuencia, 
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Para no apartarnos de nuestro objeto principal, sólo dire- 
mos y comprobaremos si es menester: | 
“—Que la participación de Chile en la campaña emancipa- 
dora de Sud América no fué sobresaliente ni decisiva en manera 
alguna; 
2—Que los pocos chilenos que actuaron a órdenes de Sucre, 
en la jornada final, dieron, con su deserción de las filas en Colpa- 
huaico, la nota más triste al ejército patriota, pues, en su fuga, 
se entregaron al vandalismo y pillaje más inealificables 0 


3—Que la expedición chilena que vino al Perú, al mando de 
Bulnes, de acuerdo con Gamarra, constituye un baldón para 
Chile. | 


« Esa capitulación (en Paucarpata) es comparable a la del General Can- 
terac en Ayacucho; y, en ella, el General Santa-Cruz, vencedor, demostró una, 
generosidad tan sublime como la del General Sucre, después de aquella victoria. 
Pero, en Ayacucho el enemigo era español, respetuoso de la palabra empeñada 
con honor; mientras que en Paucarpata el enemigo era chileno; y el Gobierno 
del Mapocho, con indigna mala fé, desaprobó tan generoso tratado, al que debió 
la salvación de su ejército, como lo reconoce el mismo General Blanco Encalada 
en su exposición (página 495).» Oscar de Santa Cruz.—El General Andrés de 
- Santa Cruz Gran Mariscal de Zepita y el Gran Perú. 


Cuando leemos las protestas que hacían los diplomáticos, par- 
:amentarios y periodistas chilenos sobre cumplimiento del tra- 
tado de Ancón, advertimos que no se referían al cumplimiento 
honrado de la estipulación tal como se pactó, sino a la manera, 
cómo entendían ellos la cláusula TIT, poniendo siempre su sentir 
al respecto en concordancia con el recuerdo patriótico de la san- 
gre que sus héroes derramaron y con el dinero que gastaron en la 
guerra a que fueron arrastrados, con traición a su benefactor, es 
decir, que el plebiscito debía haberse realizado, caso de realizar- 
se, con prescindencia del elemento peruano, sin su intervención, 
ni siquiera su presencia en las provincias de Tacna y Arica, y sin 
respetar la voluntad de los nativos de esas provincias, o lo que es 
lo mismo, sin el consentimiento de los gobernados. 
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Pero, lo que más debe sorprender a los que están enterados 
de la cuestión del Pacífico, es el ver los necios elogios que el caso 
chileno contiene del principio en referencia, cuando más abusan 
escandalosa, pérfida e inhumanamente de su poder militar en “Tac- 
na y Arica. Verdad es, que si los chilenos mismos no trataran de 
engañar, no encontrarían quien lo hiciera por ellos, cuando todo 
el mundo ve que su generosidad estriba en anteponer su interés 
utilitario al decoro y a la moral; en cobrar con liberalidad una in- 
demnización sin precedente en la historia universal; cuando su 
buena fe se halla acreditada en el vil engaño con que proceden, 
ofreciendo solemnemente eumplir el tratado de Ancón, cuyas esti- 
pulaciones dejaron de tener efecto para ellos, desde que se hicie- 
ron sin disputa los más fuertes; cuando, en fin, su filantropía no 
se manifiesta sino en las persecuciones de peruanos obligados a 
abandonar sus propiedades, o a ser víctimas de la crueldad de los 
carabineros chilenos. 

Chile empeñó su fe nacional en un tratado, y se burló torpe- 
mente del empeño contraído, para hacer ver, que sl hubo una fe 
púnica, que fué el baidón de los cartagineses, hay una fe chilena, 
que no es menor que la de origen fenicio. Sin duda, hoy no se ha- 
bla ya en Chile de anexión disimulada. La expresión, «la victoria, 
ley suprema de las naciones », resulta anticuada. Pero, como Chile 
no necesita tener razón para validar sus actos, nos ha salido con la 
antítesis del consentimiento de los gobernados, que en boca de los 
diplomáticos chilenos es una blasfemia al principio que virtual. 
mente representan esas palabras, y que, en su confirmación en la 
práctica, salvó a la humanidad de la ominosa esclavitud de los 


Mr. Roosevelt dirigiéndose a los representantes de las Repú- 
blicas americanas, en cierta ocasión, dijo: 


« Jamás se ha de invocar esta doctrina (Monroe) para el engrandecimiento 
de ninguno de nosotros en este continente, a expensas de otros en el mismo. De- 
be mirarse únicamente como una gran política internacional panamericana, esen- 
cial a los intereses de todos nosotros. Los Estados Unidos tienen, debían tener 
y siempre deben tener, únicamente el deseo de ver a sus hermanas las repúblicas 
del hemisferio occidental surgir floreciendo.» 


Nosotros podemos decir que en la cuestión de Tacna y Arica 
hay un interés de la justicia, interés más grande y permanente, 
de orden, de progreso social y moral de los pueblos, al que deben 
subordinarse los intereses mezquinos nacidos de conceptos extra- 


yiados y transitorios, de sentimientos formados con falsos mira- 
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jes y de ideas mantenidas en divorcio con los nobles anhelos de 
paz panamericana. 


Como sl el largo proceso de chilenización, bajo sus múltiples 

aspectos, directos e indirectos, violentos y solapados, no hubiera 
sido suficiente para la consecueción del fin perseguido constan- 
temente por Chile, antes de la realización de las conferencias ha- 
bidas en Washington y de la expedición del laudo de Mr. Coolid- 
ge; después de estas nuevas fases de la cuestión y de la orienta- 
ción impresa por la decisión arbitral a la controversia peruano- 
chilena; el sistema de chilenización puesto en juego con premedi- 
tada malicia, no ha cesado de producir sus efectos últimamente, 
con el mismo descaro que antes del sometimiento de la cuestión 
a arbitraje, con la misma eficacia condigna a la finalidad que 
se propusieron los gobernantes de Chile, que no se resignan a 
abandonar los hábitos que constituyen su naturaleza arbitraria, 
abusiva, artera y falaz. 
Las expulsiones y persecuciones a los peruanos, aspectos 
violentos de chilenización, se han extremado con verdadero te- 
rrorismo. La notoriedad de estos hechos en el continente no ad- 
¿mite ya la simple y acostumbrada negociación chilena de la verdad. 
La cínica impostura de la diplomacia del Mapocho ha creído que 
convenía cambiar de táctica para desvirtuar los hechos perpe- 
trados: dar a éstos el carácter de actos voluntarios realizados por 
los que no son sino víctimas de coacciones y asesinatos clamo- 
TOSOS. | | 

La cancillería chilena, con el acostumbrado descaro y falta 
de respeto, no sólo por la justicia, sino por la verdad y por la mo- 
ral, ha pretendido encubrir los crímenes cometidos por sus sayo- 
Tes, aparentando ignorancia de la comisión de esos hechos y ape- 
lando a la mentira grosera, de que las expulsiones de los perua- 
nos de Tacna y Arica. verificadas en las últimas etapas de su 
desarrollo, y que motivaron la denuncia de la Comisión de De- 
fensa del Perú ante el árbitro, no son ciertas; que los regnícolas 
salieron voluntariamente de sus hogares, dirigiéndose a las 
pampas salitreras del Sur, con el aliciente de los mayores sala- 
rios, y otras imposturas del mismo jaez. 

Los documentos comprobatorios de la prosecución del plan 
de chilenización, dan la medida del papel que lla diplomacia chi- 
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lena desempeña en América, y de lo que ésta puede esperar y: 
confiar de la conducta de Chile, en sus relaciones internacionales. 

Tiempo es ya de que una actitud enérgica y contraria a aque- 
lla, ponga valla all maquiavelismo dominante en Chile, si no se 
quiere ver, más tarde, nuevas y más dolorosas perturbaciones en 
el continente, porque, es sabido, que la impunidad alienta y esti- 
mula a los individuos delincuentes, como a los pueblos conquis- 
tadores y piratas. 

El recurso presentado al árbitro, a que nos hemos referi- 
do contiene, entre otros puntos, los relativos a la cuestión que 
tratamos. 


«La indiferencia con que el árbitro ha mirado estos actos de vandalismo 
y opresión ha dado lugar a que los chilenos exacerben sus persecuciones contra 
los peruanos en Tacna y Arica después de pronunciado el laudo, como sl estu- 
viesen seguros de que la impunidad seguirá amparando la comisión de tantos 
crímenes. En efecto, por medio de nuestra Embajada, hemos hecho conocer al: 
honorable árbitro recientes hechos delictuosos: el comerciante peruano Antonio 
Mello y su familia han sido arrojados violentamente de Putre, en Tarata, así 
mismo han sido atacados los hogares de los ciudadanos peruanos 'Musso, Cés- 
pedes y Bravo, este último fué muerto. Las escuelas en Tarata han sido clau-* 
suradas. También se sabe que la casa de Martina Birne en la banda chilena del 
río Sama, después de expedido el laudo, ha sido asaltada por tres carabineros, 
habiendo atacado y estropeado al amo de la casa y a dos peruanos más, Ra- 
món Rivera y Angel Yáñez. También sabemos que se ejercen amenazas y vio- 
lencias contra los pobladores indefensos de Tarata, siendo violadas las mujeres 
por los carabineros chilenos. Los peruanos Félix Nalvarte, Timoteo Rodríguez, 
Vicente Mamani, Pedro Lamur y Lorenzo Flores se han escapado de las per- 
secuciones de las autoridades chilenas de Arica y llegaron a Locumba en don= 
de relataron que doscientos peruanos residentes en Arica fueron «embarcados 
en ese puerto con dirección al Sur de Chile para impedir que voten en el ple: 
biscito. Nuevos destacamentos de carabineros chilenos han sido establecidos en 
los ríos Ticalaco y Tarata, cortando las comunicaciones entre Locumba y Ta- 
rata y de allí están haciendo fuego sobre los pobladores indefensos de Locum-. 
ba. Fuerzas chilenas están sembrando el terror entre los pobladores peruanos 
de los territorios comprendidos en el laudo, con el fin de obligarlos a votar en 
el plebiscito a favor de Chile y cuando se resisten se les persigue y se les expul- 
sa del territorio. Actualmente están tomando medidas los funcionarios chile- 
nos para obiigar por la fuerza a los ciudadanos peruanos a firmar documen- 
tos de adhesión en que piden continuar bajo la soberanía chilena, Carlos Be- 
cerra, Manuel Corbacho, Nataniel Corbacho, Luciano Lira, Benjamín Navarro, 
Tomás Chambo y Carlos Otaya, han llegado a Locumba huyendo de las perse- 
cuciones chilenas en Arica, diciendo que sus familias han sido cruelmente ul: 
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trajadas, siendo obligadas a huir, haciendo el viaje a pie para evitar ser embar- 
cados al Sur de Chile.» 


Fil árbitro, al tomar nota de las reclamaciones peruanas so- 
bre este punto dice: 


« El árbitro ha tenido la honra de recibir y de considerar cuidadosamente la 
comunicación que le ha sido dirigida con fecha 2 de abril de 1925, por el Pre- 
sidente de la Comisión de Defensa Peruana, representantes del Perú en el ar- 
bitraje pendiente, según el protocolo y acta complementaria firmados por los 
representantes del Perú y Chile en Washington, el 20 de julio de 1922.» 

« En el curso de su comunicación el Presidente de la Comisión de Defensa 
Peruana, expone, en primer lugar, los puntos de vista del Gobierno del Perú 
sobre el laudo del árbitro, en segundo lugar, informa al árbitro de ciertos actos 
que se dice han sido perpetrados contra habitantes peruanos de Tacna y Arica 
desde la fecha de laudo y, en tercer lugar demanda ciertas garantías con respec- 
to ia la ejecución del plebiscito ordenado por el laudo.» 


il árbitro, considerando el segundo punto de dichas recla- 
maciones, dá la respuesta siguiente: 


- <Segundo.—El árbitro también toma nota de los casós concretos de expul- 
sión y opresión que el Presidente de la Comisión Peruana de Defensa denuncia 
que han ocurrido desde que $e expidió el laudo. Estas acusaciones deben some- 
terse al examen de la Comisión Plebiscitaria en cuanto se constituya....» 


Habiendo el árbitro suministrado copia de ambos documen- 
tos, tanto de la denuncia peruana, como de la respuesta, a los agen- 
tes del Gobierno de Chile, éste por medio de su Ministro de Rela- 
ciones Exteriores, señor Matte Gormaz, envió una circular cable- 
gráfica a las Legaciones chilenas para que publicaran las afirma- 
clones inexactas tendientes a alterar la verdad de los hechos. Así, 
el Ministro chileno en Buenos Aires, señor Bello Codecido negó 
rotundamente que hubieran existido o existieran persecuciones de 
las que denunció el Perú; el de Caracas publicó la especie de que 
los peruanos de Tacna y Arica se internaban en Chile para no to- 
mar parte en el plebiscito; y el Encargado de Negocios de Chile 
en Quito daba a la publicidad la nota que en seguida publicamos. 


« Quito, abril 7 de 1925.—Señor Director de “El Telégrafo””.—Guayaquil. 
—He recibido el siguiente cable del Ministro de Relaciones de Chile que creo in- 
teresante para su periódico: ““La actitud del Perú, pretendiendo excusar el eum- 
plimiento del laudo arbitral de Washington fundándose en supuestas expulsiones 
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en masa de peruanos por las autoridades de Tacna, después de dicho fallo, nos - 
han llevado a evidenciar ante el departamento de Estado, “por intermedio de - 
nuestra Embajada en Washington, la completa inexactitud de esos denuncios, 

que no tienen más apariencia de verdad que el hecho de haber salido última- - 
mente aleunos peruanos, obedeciendo al propósito de ganar en las salitreras 
de Tarapacá altos jornales que allí se pagan y al espontáneo de no encontrarse - 
en la provincia de Tacna durante el acto plebiscitario. Para probar la perfecta - 
fe y honestidad de los procedimientos de Chile, se ha ofrecido al departamento 

úe Estado, llevar por nuestra cuenta desde Tarapacá a Tacna, a todos los perua- 

nos salidos últimamente que declaren desear volver, y que no hay ningún incon- 

veniente para que los peruanos que salgan de Tacna, hagan ante el Cónsul ame- - 
ricano en Arica, declaración de su voluntad de ausentarse. Para acentuar aún - 
más las instrucciones del Gobierno sobre el exacto y leal cumplimiento del fallo, ; 
me traslado hoy a Tacna.—Ministro de Relaciones.—Con el saludo de Jorge: 
Hubner, Encargado de Negocios de Chile.» 


La administración chilena en las provincias cautivas, se ca-. 
racteriza por una serie de actos de manifiesta hostilidad a los ele- 
mentos autóctonos de esas provincias, que constantemente revela- 
ron su propósito de permanecer unidos a la Patria peruana. 

Durante el proceso de chilenización de Tacna y Arica, no se: 
tuvo en cuenta para nada el principio del consentimiento de los 
vobernados, como si este principio sólo tuviera virtualidad para 
ser invocado a la hora undécima, no con sinceridad, sino para pre- 
tender extraviar el criterio público, y como si esto, dada la altura 
a que ha llegado la notoriedad de los hechos realizados, fuera po-* 
sible. | | - 

Con estos antecedentes, nos es permitido dudar que el árbi- 
tro haya tomado a lo serio el fingido respeto al principio, que en 
la vida real y efectiva, fué perennemente conculcado, precisamen- y 
te, por quien lo alega en defensa de las imputaciones concretas de- 
la defensa peruana, que expone el desconocimiento del derecho” 
de los gobernados y la: ruptura de las bases fundamentales del tra- 
tado de Ancón. É 

Es tal la magnitud de los actos practicados por Chile en las 
provincias de Tacna y Arica, que el árbitro, no obstante que los * 
juzga con suma bondad, « está — como él mismo lo declara — le- 
Jos de aprobar la conducta de la administración chilena y de ex 
cusar los actos cometidos contra los peruanos.» ñ 
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Después de esta declaración categórica, parece que la' conse- 
cuencias justa e imparcial fuera que, en las cireunstancias actua- 
les, la realización del plebiscito era imposible, o cuando menos, en 
condiciones adecuadas, o sea, idéntica intervención de los habi- 
tantes, presentes y ausentes, de Tacna y Arica, en el plebiscito, 
idénticas y positivas seguridades para que aquellos expresen su 
libre consentimiento en dicho acto plebiscitario. ¡ 

Pero no, el árbitro vuelve a su argumentación repetida has- 
ta la saciedad, de que el tratado estipula « que la suerte definiti- 
va del territorio de Tacna y Arica fuese determinado por vota- 
ción popular », y que este convenio « está de acuerdo con los pos- 
tulados democráticos » y vigente. En seguida, y como si fuera aún 
menester de más abusos y pruebas, capaces de llevar al ánimo del 
árbitro por medio de éstas la evidencia de aquellas, agrega: « Es 
claro que si los abusos de la administración pudiesen tener el efee- 
to de terminar este arreglo, sería necesario comprobar que se ha 
producido un estado de cosas tan serio, como consecuencia de di- 
chos abusos, que no puede por lo menos de tener el efecto de frus- 
trar el objeto del convenio, y en opinión del árbitro no se ha pues- 
to de manifiesto que se haya producido una situación de tal gra- 


- vedad.» 


Olvida la defensa chilena, y en consecuencia, el árbitro, que el 


postulado democrático del consentimiento de los gobernados, tal 


cual se estipuló para su manifestación en 1894, gupone autonomía, 
condición predominante de la libertad, en quiertes estaban llama- 


dos a expresarlo, no el status actual, de predominio de la fuerza 


y de la opresión. | 

El libre consentimiento sólo existe en una sociedad de li- 
bres, de iguales, en ejercicio de sus derechos políticos y civiles, 
donde esto no existe, como en Tacna y Arica para los peruanos, 
sólo hay coerción del vencedor hostil al elemento regnícola, lla- 
mado así, por sarcasmo, a decidir de su suerte. 

En Tacna y Arica no ha existido, el respeto al consentimien- 


| to de los gobernados; por el contrario, ha legitimado todos los 


“abusos contra los nativos de esas cirecunseripciones territoriales, 
porque así disponen sus leyes; ha protejido determinados intere- 
ses chilenos con marcado y deliberado propósito de detrimento de 
los peruanos, porque esto está dentro de una admimstración deri- 
vada del tratado; y es, precisamente, porque el respeto al consen- 
timiento de los gobernados no ha existido, que, en el largo lapso 
de la ocupación ilegal que, por sí sóla está probando esa falta de 


“respeto, se ha desarrollado lo que se llama chrlemzación, que es la 


antítesis del principio a que nos referimos. 


E 


En el régimen democrático, el libre consentimiento de los aso- 
ciados presupone el reconocimiento de la soberanía radicada en 
éstos, en todos y cada uno de ellos. ] 

Resulta, pues, incongruente hablar de soberanía, localizan- 
do este poder en las leyes y autoridad chilenas, y no en la entidad 
que por derecho le corresponde, es decir, los habitantes de Tacna 
y Arica; y resulta una ironía cruel enarbolar la bandera del con- 
sentimiento de los gobernados, en una sociedad sometida al terro- 
rismo mediante hechos precedentes que lo imposibilita y en una 
época que se ha caracterizado por la preponderancia absoluta de 
la fuerza bruta. a: 

Si ese es el carácter dominante de todo el sistema de adminis- 
tración chilena en Tacna y Arica, que se ha desarrollado hasta 
nuestros días, no se puede, ni'siquiera por respeto al principio de 
soberanía popular, decir que ha existido, que existirá el libre con- 
sentimiento de los habitantes dispersos de Tacna y Arica. 


La comunicación que va al pie de estas líneas es la del Minis- 
tro peruano acreditado en La Paz, que se relaciona con los erí- 
menes y tropelías cometidos por los chilenos en Tacna y Arica. 


< Con motivo de un comunicado del Gobierno chileno, dado a la publicidad 
por su legación en ésta, me permito aclarar aleunos de sus conceptos para no 
dejar en pie la aseveración de “absoluta inexactitud””, que expresa dicha publi- 
cación respecto a las denuncias hechas por mi Gobierno con motivo de las 
expulsiones violentas de ciudadanos peruanos de los territorios de Tacna y Ari- 
ca, ni la velada insinuación de que podría creerse que estas denuncias se hacen 
para eludir el cumplimiento del laudo.» 

«Para comprobar la verdad y la justicia de nuestras denuncias bastaría 
trasladarse a Charaña, población boliviana en la frontera de Tacna, a algunas 
horas de La Paz, donde, gracias a la hospitalidad de este país, se han estableci- 
do en cantidad apreciable los refugiados peruanos; hombres, mujeres y niños, 
lanzados de sus hogares por los carabineros chilenos, en plazos perentorios y 
con inaudita violencia, sin darles, en muchas ocasiones, ni el tiempo necesario 
para proporcionarles a las criaturas víctimas de esos atropellos el abrigo indes- 
pensable para su penosa peregrinación.» 

« Estos desmanes, que han sido denunciados a esta Legación y que fueron 
dados a conocer oportunamente a la publicidad, están documentados en debida 


— 181 — 


forma y su comprobación se hará pública, si fuere necesario; pero, como quie- 
ra que para los interesados en ocultar estos hechos, una afirmación vale tanto 
como una negativa, traseribo, a continuación, el teleerama del comandante de 
carabineros bolivianos, señor Astorga, dirigido a su Ministro de Gobierno, y 
publicado por “La República”, en su edición del 4 del mes en curso, que dice: 

< Charaña, 2 de abril de 1925.—Señor Ministro de Gobierno.—La Paz. — 
«Se presentó esta policía indígena Marcelino Cutbipa, poner conocimiento que 
< dos indígenas que responden nombres Rufino Casca y N. Torres, han sido vie- 
«timados a bala por carabineros chilenos, dos kilómetros frontera en territorio 
<« Chileno; mandé tres parejas constatar crimen, quienes informan que día 17 
«dle marzo último oyó una pastora tiros de Máuser, que cree con ellos han sido 
« muertos. Además dijo que las víctimas son peruanos de comunidad Estique. 
«No se puede recoger cadáveres por estar en descomposición y en territorio 
“chileno. Se encuentran vagando acémilas víctimas. Ruégole tomar debida no- 
«ta atentados que a diario cometen carabineros chilenos.—Astorga, Coman- 
«dante de Carabineros.» 

« Este documento espontáneo «e imparcial, que acusa todos los horrores 
de que son víctimas los peruanos de las provincias cautivas, no necesita comen- 
tario, y lo señalo a la consideración pública como un argumento irrefutable de 
la inhumanidad de las autoridades chilenas y de la veracidad de nuestras de- 
nuncias.» 

« Tampoco es exacto que los pobladores peruanos de esas regiones salgan 
voluntariamente de ellas. Salen arrancados de sus hogares por la fuerza, como 
acaba de suceder, entre otros muchos, con el señor Oviedo Vaccaro, respetable 
anciano, a quien, en las sombras de la noche, después de maltratarlo horrible- 

mente, sacaron de Tacna para internarlo en las provincias autrales de Chile y, 
al tratar de averiguar por su suerte, un miembro atribulado de su familia, se 
le contestó que había viajado “voluntariamente”? a San Antonio.» 

« Esta es la forma voluntaria en que, según el comunicado a que hago re- 
ferencia, salen los peruanos de Tacna y Arica.» | 

<« Conociendo el ascendrado patriotismo de esos regnícolas, puedo asegurar 
que ninguno ha salido espontáneamente de las provincias cautivas; todos ha- 

| brían soportado el cautiverio, por horroroso que fuera, para defender su suelo 
Con su voto, y, visto que persuaciones, promesas o amenazas eran inútiles, se 
ha recurrido a los medios de violencia denunciados. Hay más; comprendien- 
do que la expulsión de los peruanos de Tacna y Arica a los países limítrofes 
llevaba en sí misma la comprobación de estos atentados, se ha optado por in- 
ternar a Chile a los que, no temiendo la coerción, se niegan a prometer su vo- 
to plebiscitario a ese país. Esta es la última medida puesta en práctica.» 

| -<En cuanto a que el Gobierno de Chile ha ofrecido llevar a Sus expensas, 
desde Tarapacá a Tacna, a todo peruano salido últimamente que manifieste 
intención de regresar, es preciso ser más que ingenuo para no abismarse de 
semejante declaración. ¿Habrá quedado algún peruano en Tarapacá? Y, en 


A 


cuanto a que los peruanos que salgan de Tacna no tendrán inconveniente para 
que hagan ante el Cónsul Americano la declaración previa de su voluntad de au- 
sentarse, pregunto yo: ¿cuál sería la suerte del peruano que declara salir contra 
su voluntad ?» 


« En lo que se refiere a la suposición de que mi país trata, por Sd de 


esas denuncias, de eludir el cumplimiento del laudo, cúmpleme expresar que 
el Perú, consciente de su dignidad, respetuoso de su palabra y fiel a sus prin- 
cipios, ha acatado el falio desde el primer momento, no obstante la penosa im- 
presión que la ha producido, y siempre que tenga las seguridades necesarias 
para que no resulte una comedia grotesca su ejecución, irá al plebiscito, segu- 
ro del éxito, amparado por la justicia, por la fé inquebrantable en sus dere- 
chos y por el patriotismo ardiente de sus hijos.» 


«La Paz, abril 7 de 1925.»—M. ELías BONNEMAISÓN, Enviado Extraor- 


áinario y Ministro Plenipotenciario del Perú.» 


0 


CAPITULO VII 


EL PLEBISCITO.—SUS CONDICIONES 


Fl asunto más trascendental que contiene el laudo del Pre- 
sidente de los Estados Unidos, es el que se refiere a la provisión 
del plebiscito, que debió realizarse treintiún años ha, y que, por 
decisión de aquel, tendrá lugar después de seis meses de la expe- 
dición de su laudo, término dentro del cual se harán los nombra- 
mientos de miembros de la Comisión Plebiscitaria y se reunirán 
“en Arica para su primera sesión, a fin de llenar su cometido. 
| Para llegar a esta determinación, el árbitro descarta el otro 
extremo de la alternativa, de «si, en las actuales circunstancias, 
debe o no, celebrarse el plebiscito », y concluye decidiendo por la 
afirmativa, « porque es lo pactado », y porque, en su concepto, los 
párrafos 2* y 3” del artículo III del tratado de Ancón están to- 
davía vigentes. 

Lo expuesto a este respecto en los precedentes capítulos, nos 
releva de entrar a ocuparnos de los fundamentos en que se apo- 
“ya el árbitro para optar por esa decisión, que no está de acuerdo 
con la opinión de eminentes tratadistas de Derecho Internacional, 
respecto a la insubsistencia de los tratados por incumplimiento 
de uno de los contratantes, que en el caso del tratado de Ancón, 
la culpa exclusiva la tiene Chile, por su vacilante política inter- 
nacional sobre Tacna y Arica antes de 1900, y después, libre de 
inquietudes, por demorar y ganar tiempo para su sistema adml1- 
nistrativo de chilenización del territorio detentado, y a la vez, 
por entorpecer, con el pretexto de negociaciones diplomáticas con 
el Perú, la conclusión de su obra de fuerza y opresión en esas pro- 


vincias. 


ad la e 


Determinado el plebiscito, conviene averiguar sl para su ac- 
tuación se ha tenido en cuenta los dos requisitos esenciales que es 
menester existan: 1*—Identidad de condiciones para la realiza- 
ción del plebiscito; y 22—Positivas seguridades para que éste ex- 
prese el veredicto de los nativos de Taena y Arica en la elección 
de su nacionalidad. 

En el presente capítulo sólo nos ocuparemos del primer pun- 
to, reservando para los siguientes el relativo a las garantías ple- 
biscitarias, por exigirlo así la importancia y extensión del asunto. 


El trasecurso excesivo del tiempo en que debió celebrarse el 
plebiscito, modificó naturalmente las condiciones bajo las que se 
convino tuviera lugar; las que determinaron, sin duda, en el áni- 
mo de los negociadores a la celebración del tratado; y cuyas mo- 
dificaciones, en la actualidad, no representan lo convenido, ni co- 
rresponden al fin que se tuvo en consideración al pactarlo. 

En los treintiún años que van corridos desde la fecha desig- 
nada para el plebiscito, se han operado cambios muy apreciables; 
por el mero trascurso de ese tiempo, dejarán de tomar parte en 
el plebiscito, ya como consecuencia de la edad, ya por el cambio 
forzado de residencia, en climas inapropiados, ya, en fin, por fal- * 
ta de recursos y comodidades a los que estuvieron habituados en * 
su tierra de origen o elección, y no pocos peruanos aptos en 1894, 
para emitir sus votos, se hallan hoy radicados en el extranjero, 
sin que les sea, tal vez, posible regresar a cumplir su deber. 

Al grupo erecido de muertos y ausentes, debemos agregar el 
no menor de expulsados en jornadas memorables, con lo que han 
quedado verdaderamente diezmadas las poblaciones peruanas de 
Tacna y Arica, y consumada así la obra de desperuanización de 
estas provincias. 

Como la obra de chilenización debía dar el resultado viva- 
mente deseado por el Gobierno de Chile, éste hubo de ocurrir al. 
sistema de importar individuos asalariados para formar la pobla-= 
ción flotante netamente chilena, que en un momento dado, asegu-- 
rase el éxito satisfactorio del plebiscito unilateral, o con aparien- 
cias de libre emisión del sufragio popular. 7 

¿ Dentro de estas condiciones puede y debe realizarse válida- 
mente el plebiscito? Ningún criterio imparcial puede aceptar la 
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afirmativa, sin falsear la esencia misma de la actuación plebis- 
-Cltarla. | 


< Un plebiscito no puede ser válido si no se realiza con entera buena fe— 
- dice Henry Hauser.—El plebiscito que se efectúe en un país, del cual, parte con- 
siderable de la población originaria ha sido expulsada u obligada a emigrar, se- 
ría un plebiscito fraudulento. También sería fraudulento el plebiscito que se ]le- 
vara a cabo en un país al cual el conquistador haya aportado una proporción 
considerable de sus propios nacionales. Si se fuese a aceptar el voto emitido bajo 
semejante condiciones, sería demasiado fácil para el Estado anexante modificar 
ecnforme a sus conveniencias la composición de la población de los territorios 
anexados y luego invocar, para cubrir su usurpación y legitimar sus violencias, 
uka supuesta aprobación ocular.» 


“Le principie des nacionalités”, obra del publicista Mr. 
Hauser, cuyo párrafo pertinente hemos trascrito, expresa la pu- 
reza que debe presidir los actos plebiscitarios y la condenación 
de los métodos de violencia para asegurar, fraudulentamente, una 
anexión de territorio. Parece que dicha obra hubiese sido eseri- 
ta para repudiar la conducta de Chile por los métodos que ha em- 
pleado en Tacna y Arica. Pero no, la obra está inspirada en los 
dictados de la decencia y del sentido común. 


Las condiciones que hubiesen satisfecho el espíritu y texto 
del artículo III, habrían sido las solicitadas por la defensa pe- 
ruana, o sea las que « reflejaran las condiciones existentes en 
cuanto a la población de 1894.» ds y 
Pero, el árbitro tomando el lado de la imposibilidad física, 
de hacer que subsistan las condiciones de 1894, que, por el orden 
natural de las cosas han dejado ya de existir, dice: 


«Como no sa fijó el tiempo para la realización del plebiscito, excepto en 
“cuanto no debería efectuarse sino hasta después de la expiración del plazo de 
diez años, el electorado a que las partes debían apelar, «ra manifiestamente el 
que existía en el tiempo del plebiscito, y aparte de que sería fútil intentarlo, 
por medios artificiales un grupo electoral que existió en época anterior, aun 
.que si se podría formular condiciones razonables que tomen en consideración 


- 
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la situación de los peruanos de esas provincias que hayan sido injustamente 
expulsados. Las condiciones deben de hacer justicia sustancial a las partes en 
las presentes cireunstancias. Han sido formuladas, además, a la luz de las pro- 
posiciones hechas y de las opiniones vertidas por las respectivas partes, en el 
curso de sus megociaciones, y el árbitro no ha dejado de tomar en cuenta todos: 
los precedentes históricos que pudieran considerarse de valor.» 


Para los negociadores del tratado de paz, la cireunstancia de 
que el plebiscito se realizara al término de la ocupación chilena, 
no fué una condición vacía y frívola, que podía llenarse cambián- 
dola según las cireunstancias de tiempo, combinaciones, ete., con 
otras caprichosas. No. Aquellos tuvieron en cuenta que en diez 
años, no se operarían cambios profundos en las condiciones étni- 
cas y políticas de las provincias, materia de la ocupación, y que 
las modificaciones que se realizasen, dentro de la buena fe que se 
presumía entre los contratantes, serían poco apreciables, que ape- 
nas dieron motivo para derivar de ellas las expectativas concedi- 
das en dicho tratado al ocupante. 

Los negociadores no se pusieron en el caso de que esa ocu- 
pación se prolongara de hecho y por obra de la mala fe chilena 
por más de diez años, y menos que se cuadruplicara, como ha sus 
cedido, transformando evidentemente las condiciones preconcebi= 
das al firmarse el tratado, con las nuevas provenientes de la orien- 
tación impresa por la administración chilena, que presenta va: 
rios aspectos, y que, en conjunto, es conocida con el nombre de 
chilenmización. Ñ 

Uno de los aspectos de ese procedimiento, destinado a con- 
trarrestar y anular la voluntad de los regnícolas, es la importa= 
ción a Tacna y Arica de elementos extranjeros. Con este fin, se 
dió en 1909 una ley sobre colonización, destinada a fomentar la 
imigración chilena. La ley proveía para el trasporte libre de log 
emigrantes, su equipaje, bienes domésticos, herramientas y ma- 
quinaria; una pensión diaria pagada por adelantado, de dos pe- 
sos para esposo y mujer, uno y medio por cada hijo de más de 20 
años de edad, desde la fecha de partida de los emigrantes; una ca- 
sa de tres piezas para cada familia; un molino de viento para que 
ellos hicieran su hogar en la vecindad de la ciudad de Arica y en 
el valle de Azapa; los implementos agrícolas que cada clase de 
agricultura requiere; y semillas y plantas del valor de cien pesos 
chilenos. A 

Chile ha reemplazado por medios artificiales un grupo elec- 
toral que no existió en época anterior. Lo que quiere decir, que 
Chile hizo lo que el árbitro no aceptó que, elevándose a las altas es- 


feras de la justicia, se reconstituyera racionalmente, para colocar 
las cosas en las condiciones existentes en el momento en que de- 
bió cumplirse el tratado, referente al plebiscito. 

Sin duda, al través de las mudanzas y de los acontecimientos 
que se produjeron y se sucedieron en Tacna y Arica, persiste la 
unidad en relación al tiempo y a todo cambio; la permanencia del 
sentimiento colectivo, del factor étnico, que se ha sustraído a to- 
da coacción y ha resistido a los embates de las pasiones desenfre- 
nadas que se han agitado en torno del problema de Tacna y Ari- 
ca; sentimiento de nacionalidad, que exaltándose, ha sido una re- 
acción contra la conquista de ese territorio, y que avecinándose la 
gran tormenta, la magna lucha del derecho con la fuerza, se agl- 
ganta y crece y se hace más hondo e íntimo, porque ella signif- 
ca: o el triunfo de los sentimientos de justicia y de los de identi- 
dad de antecedentes políticos, de posesión de una historia nacio- 
nal, de comunidad de recuerdos, de orgullo; y, ¿por qué no decir- 
lo? de la humillación que entraña el tratado de Ancón; uniéndo- 
se en los mismos incidentes del pasado y formulando férvidos vo- 
tos por el engrandecimiento moral y material de la Patria; o el 
triunfo del sistema de administración chilena, que por su origen, 


por su espíritu y por sus agentes, lleva tras sí el afán de conquis- 


- ta, y lo que es más grave y trascendental, la aceptación de este 


medio bárbaro de expansión territorial, en pleno reinado de paz 


y en pleno siglo XX. : 
En resumen, la defensa peruana planteó su punto de vista 


en la devolución lisa y llana de Tacna y Arica al Perú, para la re- 
¡integración de ese territorio a su soberano legítimo, para reunir 


a la nacionalidad peruana los grupos de poblaciones separados de 
su seno, por efecto de una guerra injusta, y para que, así, se res- 
tableciera la paz y la cordialidad en el continente, perturbadas 
seriamente por la conducta arbitraria y cínica de Chile. Para el 
caso de ordenar el árbitro la realización del plebiscito, se solici- 
tó también, que en la fijación de las condiciones respectivas a su 


“verificación, se tuvieran en cuenta las que predominaban en 1894, 
es decir, la población que ese año pudo votar y la que tuvo capa- 
cidad de hacerlo válidamente. 


En este procedimiento no hay nada de artificial, El árbi- 
tro pudo y debió adoptar el criterio de identidad de condiciones, 
ya que, para ello, estuvo autorizado ampliamente por el punto 2* 


del acta complementaria de Washington; puesto que, su misión 


conciliadora no consistió en pesar o cotizar la prueba Instrumen- 
tal—en la que se sustentaba la alegación peruana—con criterio de 
la antigua rígida justicia romana, o con criterio mercantilista de 


AO 


agente de Bolsa, sino con criterio de justicia y equidad, en una 
cuestión que afecta por sus consecuencias los derechos fundamen- 
tales de las naciones del continente. 


Aunque, en la parte últimamente trascrita del laudo, el ár- 


bitro, para optar en el sentido que lo ha hecho, ofrece «formular 


condiciones razonables que tomen en consideración la situación 
de los peruanos de esas provincias que hayan sido injustamente 
expulsados », y manifiesta haber tomado «en cuenta todos los 
precedentes históricos que pudieran considerarse de valor »; ve- 
remos que, en la parte dispositiva de dicho laudo, no existen ta- 
les consideraciones razonables para el voto de los peruanos ex- 
pulsados de Tacna y Arica sin causa justificativa; ni menos se tu- 
vo en cuenta los antecedentes históricos de la guerra del Pacífi- 
co, como ya lo manifestamos, ni en lo que se refiere a los prece- 
dentes históricos plebiscitarios. 

En efecto, la defensa peruana puso en evidencia los hechos 
siguientes: 


« Todos estos plebiscitos fueron analizados de modo irrefutable por «el se- 
for Seoane, Ministro del Perú en Santiago, en su réplica al Ministro de Rela- 
ciones Exteriores de Chile, señor Puga Borne (Apéndice, comprobante N* 89), 
cuando éste último quiso sostener la tesis chilena de que los plebiseitos no eran 
sino anexiones disimuladas.» 

<« Por último, el plebiscito que sancionó la separación de Noruega de Sue- 
cia se efectuó por voto del parlamento noruego, que exigió la separación, segui- 
do del voto del parlamento sueco, que consintió en ella; pero uno y otro vota 
quedaron sujetos a ratificación por el pueblo.» 

< En todos estos plebiscitos anteriores'a la guerra mundial de 1914 el prin- 
etpio activo o el hecho fundamental es el de que entre dos soberanos se ha eon- 
certado-una cesión de soberanía anterior a la consulta plebiscitaria; por lo tan- 
to estos tratados son completamente inútiles como precedentes para el tratado 
de Ancón. El hecho es que, con anterioridad a los plebiscitos negociados en los 
tratados de 1919, el tratado de Ancón es único. Pero aun en los plebiscitos an- 
teriores a la guerra mundial, el hecho importante surge de que el plebiscito se 
efectuó bajo la jurisdicción administrativa del Estado cedente y nunca bajo el 
control del presunto anexante; además, el derecho de voto se limitó a los naci: 
dos en el territorio y, en uno o dos casos, a los descendientes de nativos domici- 
liados en él.> 

« Los plebiscitos acordados en los tratados que pusieron fin a la guerra 
mundial y que son los que suministran la mejor interpretación moderna de la 
institución plebiscitaria, pueden dividirse en tres clases: primera, los plebis- 
citos propiamente dichos tales como los de Schleswing, Prusia Oriental, Alta 
Silesia, Klangenfurt y Burgenlend; segundo, los que pueden caracterizarse co- 
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mo ratificaciones, por ejemplo los de Eupen y Malmedy; y por último, un ti- 
po intermedio de carácter especial por virtud de su origen y efectos: el plebis- 
cito que ha de tener lugar en el valle del Saar en 1935. (Apéndice, comproban- 
te N* 158). No mencionaremos aquí los plebiscitos espontáneos o informales que 
se han efectuado en las islas Asland, en Verarlberg y Besarabia.» 

«El objeto del tratado de Versalles al reglamentar el plebiscito de Sehles- 
wing fué obligar a Alemania a cumplir la obligación contenida en el artículo 5? 
del tratado de Praga, 1866. Por lo tanto, en la parte Norte de Sehleswine se es- 
tipuló el voto en masse mientras que en el resto de Schleswing el tratado dispu- 
so que el voto se diera por comunidades. En ambas zonas se hizo obligatoria la 
evacuación de las tropas y las autoridades alemanas, y el territorio sometido al 
plebiscito se puso bajo la administración de una comisión internacional. El de- 
recho de voto se confirió a los individuos indígenas de la zona plebiscitaria, a 
los que habían residido en ella por lo menos desde el 12 de enero de 1900 y a los 
que habían sido expulsados por las autoridades alemanas. (Artículo 109% del 
tratado de Versalles, apéndice, comprobante 158) .» 

<« Una estipulación semejante se encuentra en los artículos 942, ISA 
979 del tratado de Versalles (Apéndice, comprobante N?* 158) en los cuales se 
dispone que se efectúen plebiscitos en Allenstein, Stuhm y Rosembere, Matien- 
herg y Marienwerder. El tratado dispone: 

«Se convocará a los habitantes para que por medio del voto manifiesten a 
qué Estado desean pertenecer.» 

« El derecho de voto se concede a los indígenas y a los domiciliados en los 
territorios en cuestión con anterioridad a una fecha determinada; en el caso de 
,Allestein, a 1? de enero de 1905; en el caso de Marienwerden, a 1* de enero de 
1914. La evacuación por las autoridades alemanas y la administración del plebis- 
eto por una comisión internacional precedieron a la votación, la cual, en su 
mayor parte, dió una mayoría favorable a Alemania.» 

Según el artículo 88% del tratado de Versalles, un plebiscito debía efectuar- 
se en la Alta Silesia, donde también los habitantes serían convocados para indi- 
car por medio del voto si deseaban unirse a Alemania o a Polonia.» 

< El voto se concedió a las personas nacidas en el territorio y residentes en 
él, o que de él hubiesen emierado, y a todos los que se hubiesen establecido allí por 
lo menos desde el 1? de enero de 1904. También se estipuló la evacuación mili- 
tar del territorio y se puso la zona del plebiscito bajo la administración de una 
comisión internacional.» 

«El artículo 49% del tratado de San Germán del 10 de setiembre de 1919 
estipuló con respecto a Klagenfurt :» 

«Los habitantes del área de Klagenfurt serán convocados en la forma que 
se indica más abajo para que decidan por medio del voto a qué Estado desean 
que pertenezca el territorio. (Apéndice; comprobante N* 158).» 

« El área de Klagenfurt se colocó bajo el control de una comisión mixta 

compuesta de siete miembros; cuatro de ellos pertenecían a las principales; 
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potencias aliadas, tres a unidades del antiguo Imperio Austro-Húngaro. El de- 
recho de voto se limitó aquí también a los nacidos en el territonio y a los que en 
él habían obtenido derechos domiciliarios anteriores al 1% de enero de 1912. 
Estipulaciones más o menos iguales caracterizaron el plebiscito de Burgenland.» 
< La “ratificación”? popular de Eupen y Malmedy de acuerdo con el ar- 
tículo 34* del tratado de Viersalles es de naturaleza enteramente distinta de la 
de los casos mencionados arriba. Por dicho artículo Alemania renunció en abso-. 
luto en favor de Bélgica todos sus derechos y títulos sobre los territorios corres- 
pondientes a los distritos de Eupen y Malmedy (Apéndice, comprobante N? 
158). Seis meses después de la vigencia del tratado las autoridades belgas abri- 
rían registros en Eupen y Malmedy, en los cuales los habitantes del territorio 
que lo desearan tendrían derecho a expresar por escrito su deseo de ver que 
todo o parte del territorio continuase bajo la soberanía alemana. Los resulta-' 
dos de esta expresión pública de opinión debía comunicarlo el Gobierno belea a la 
Sociedad de las Naciones y Bélgica se comprometió ““a aceptar la decisión de la 
Sociedad ””. En consecuencia, el Gobierno belga procedió el 26 de enero de 1920, añ 
tomar el voto limitándolo a aquellos cuya nacionalidad sería afectada por el. 
cambio de soberanía de los distritos. Los demás fueron excluídos del voto. Ser 
mayor de 21 años y tener domicilio anterior al 1? de agosto de 1904 erax re 
ON necesarios. De una población total de 63,940 habitantes entre los cua-. 
les la mitad aproximadamente tenía derecho a voto, solamente 271 se registra- 
ron como deseosos de volver a la soberanía alemana. La Sociedad de las Nacio 
nes, el 20 de setiembre de 1920, aprobó el resultado de la votación y declaró la 
anexión completa. El memorándum del Secretario General de la. Sociedad) 
adoptado por el Consejo, contiene el siguiente párrafo: | 
< El procedimiento de consulta popular en los distritos de Eupen y Mae 
medy, establecido en el artículo 34* del tratado de Versalles, difiere totalmente 
del de otros plebiscitos contemplados «en dicho tratado. En efecto, el voto popu- 
lar en este caso no tiene en sentido alguno el carácter plebiscitario en el cual j 
ambas partes se convocan para votar. De acuerdo con el tratado, el derecho del. 
voto se dió únicamente a aquellos que deseaban protestar contra la «cesión.» 
« El plebiscito del tratado de Versalles que más se asemeja al del tratado 
de Ancón, es el que ha de realizarse en el valle del Saar y en el cual Alemania, 
de acuerdo con el artículo 49% del tratado (Apéndice, comprobante 158), re-- 
nunció *“en favor de la Sociedad de las Naciones, como depositaria, el Gobierno 
Gel valle del Saar.”” Al fin de 15 años contados desde la vigencia del tratado d 
Versalles, los habitantes de dicho territorio serán convocados para que digan 
a cuál soberanía desean quedar colocados. Los artículos 34% a 39* del capítulo 
tercero del apéndice a la sección cuarta, parte tercera, del tratado contiene las | 
estipulaciones detalladas sobre la realización del plebiscito, y de éstas la más 
importante para el objeto presente, es la de que el plebiscito ha de efectuars 
bajo la administración de la Sociedad de las Naciones, y que el derecho de v 
to se limita a “todas las personas sin distinción de sexo, mayores de 20 años el 
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día de la votación y que residan en el territorio en la fecha en que se firme el 
presente tratado.?”* » 

<Se desprende claramente de la reseña anterior sobre los precedentes con- 
temporaneos en materia de plebiscitos, que hay una eran diferencia entre los 


que precedieron y los que siguieron a la guerra mundial. Los plebiscitos del 


primer período, excepto el que se estipuló para Tacna y Arica, están caracteri- 
zados (a) por haber sido precedidos por un tratado de ocasión, convocándose a 
los habitantes para confirmar el traspaso de soberanía; (b) por haber sido efee- 
tuados bajo la autoridad del Estado cedente; y (e) por considerarse el voto un 
acto político de los habitantes, tomándolo en las mismas condiciones establecidas 
para las elecciones parlamentarias. No se considera cierto que estos plebiscitos 
exhiben coerción alguna de parte del Estado victorioso. Los términos expresos 
de las estipulaciones del tratado que precedieron en la realización de estos ple- 
biscitos constituyen la diferencia vital y de más importancia entre ellos y el ar- 
tículo tercero del tratado de Ancón, y hace el precedente de tales plebiscitos de 
inútil consideración para interpretar o realizar el tratado de Ancón, excepto en 
cuanto ellos revelan la inexactitud de la descripción chilena y de las conclusio- 
nes que de ella deduce Chile.» 


“La tesis chilena en cuanto a los efectos históricos y prácticos de los pie- 


“biscitos, a los que supone como fórmulas sin significado para disfrazar una 


anexión previamente hecha, y que por lo tanto, no se hacen honradamente, ha 


recibido su golpe de gracia, a nuestro parecer, de los precedentes para los pie- 
biscitos contemplados en los tratados de Versalles y San Germán. Estos plebis- 


eltos exhiben las siguientes características :» 


« (a).—Estos plebiscitos no fueron precedidos por un tratado de cesión. 


Excepto en Eupen y Malmedy, la cesión del territorio se hizo depender expresa- 


mente del resultado del plebiscito, y donde éste fué contrario a la cesión, como 


en Allestein y Marienweder, la cesión no se hizo.» 


< (b) —Estos plebiscitos se realizaron después de eliminar completamen- 
te la influencia de los dos países interesados. Fueron organizados y ejecutados 
bajo una autoridad internacional que garantizó tanto la libre expresión de las 


- Opiniones como el orden.» 


« (e). —El derecho de voto se concedió a los indígenas del territorio tan- 
to residentes en él como emigrado de allí, y también a los domiciliados en el 
territorio que habían residido en él por largo tiempo (20 años en Sehleswing, 


-17 años en la Alta Silesia, 16 años en Allestein y Marienwerder, 15 años en el 
Saar, 10 años en Klagenfurt) entre los plebiscitos que implicaban un cambio de 
“soberanía, a fin de garantizar la existencia de un vínculo permanente con el país 


y para excluir la introducción de votantes nuevos o artificiales hecha por el Eis- 
tado victorioso. También debe recordarse que en el caso del Saar, en el cual el 
plebiscito se propuso para determinada fecha futura, cireunstancia que lo ha- 


ce semejarse al plebiscito de Tacna y Arica, el voto se limitó expresamente a 


E, PE 


los residentes en el territorio en la fecha en que se firmó el tratado y esto por 
las mismas obvias razones.» 

< Aparece, pues, que estos precedentes sobre los plebiscitos contemporáneos 
refutan de modo efectivo la pretensión chilena de que constituyen meros me- 
canismos fraudulentos para asegurar el vencedor una anexión de territorio.» 


El árbitro determina la capacidad de los votantes dentru de 
una calificación general, que comprende tres grupos específicos, 
que participando de los requisitos de aquella, diferéncianse entre 
sí por la condición de nacionalidad. Establece también excepcio- 
nes afirmativas y negativas para la condición general y para las 
especificaciones. 

Pasando de estas consideraciones generales a los detalles del 
plebiscito relacionados con los votantes, veremos que el árbitro es- 
tablece que pueden votar todos los varones de 21 años de edad, 
que sepan leer y escribir, y que reunan, además, los requisitos al- 
ternativos siguientes: nacidos en Tacna y Arica; o residentes pe- 
ruanos o chilenos que el 20 de julio de 1922 hubiesen tenido dos 
años de residencia continua en ese territorio, que continúen resi- 
diendo en la misma forma hasta la fecha de la inscripción, que re- 
sidan los tres meses que precedan inmediatamente a la fecha de la 
inscripción, en la subdelegación en que tengan su residencia es- 
tablecida al tiempo de inscribirse, y que suseriban una declara- 
ción jurada respecto a su residencia; o extranjeros que inclusos 
los anteriores requisitos de residencia, tengan los necesarios para 
nacionalizarse en el Perú o en Chile y que suscriban una declara- 
ción, en que conste su intención de solicitar nacionalización en el 
Estado que gane el plebiscito. 3 

Como excepciones se establece que los que no saben leer y es- 
cribir, sean peruanos, chilenos o extranjeros, pueden votar, si el 
20 de julio de 1922, y sin interrupción desde esa fecha hasta aque- 
lla en que soliciten su inseripción, fuesen propetarios de bienes 
raíces en dicho territorio. Se establece, así mismo, que los milita- 
res de cualquiera graduación y los empleados civiles de cualquie- 
ra categoría del Perú o de Chile, que hayan nacido en Tacna y 
Arica, pueden inscribirse y votar en el plebiscito. 

Respecto a incapacidad de voto, se dispone que no pueden vo- 
tar, fundándose en el hecho de la residencia en ese territorio, si, 
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durante una parte cualquiera del período de residencia, han per- 
_tenecido en cualquiera eondición al ejército,armada, carabineros 
policía gubernativa, policía seercta o gendarmería, en el Perú o 

en Chile, o si han recibido remuneración como tales; O s1 han si- 
do funcionarios o empleados civiles en la administración políti- 
ca, judicial o fiscal de uno u otro país, o si han recibido remune- 
ración como tales. | 


Finalmente, no será permitido votar ni inscribirse, a las per- 
sonas que estén cumpliendo pena de reclusión a mérito de senten- 
cla por delito no político y que envuelve la calificación de infa- 
mante, o que se hallen bajo tutela, o non compos mentis, o estén 
dementes. 


Para los plebiscitos contemplados ex el tratado de Versalles, 
se dispuso: | 

l'—La evacuación de los fuerzas y autoridades del país ocu- 
pante y la sustitución de éstas con la administración de una eo- 
misión internacional, durante el período del plebiscito; y 

2-—El derecho de voto se acordó a los nativos expulsados o 
no de la zona plebiscitaria y a los que habían residido en ella por 
lo menos diez años. 

En el plebiscito que debe realizarse en el valle del Saar, el 
derecho de voto se limitó a los residentes en el territorio al tiempo 
de firmarse el tratado. Según la defensa peruana y los internacio- 
nalistas, como el señor Scelle, de la Universidad de Dijon, y otros, 
las disposiciones del tratado de paz de Versalles, en lo relativo al 
territorio del Saar, establecen, en sus lineamientos generales, una 
situación análoga a la de Tacna y Arica, derivada del trata- 
«do de Ancón. El resultado del plebiscito de Tacna y Arica servi- 
rá acaso de precedente para el que debe realizarse en el Sarre, si 
aquel llega a verificarse, no obstante las disposiciones del laudo, 
con la corrección requerida. 

El árbitro dice haberse inspirado en los precedentes históri- 
eos, y olvida que en los precedentes plebiscitarios que quedan con- 
'“signados, se estableció preferentemente y como condición indis- 
pensable, el retiro de las autoridades y fuerzas ocupantes del área 
plebiscitaria. Mi 
| En el laudo de Mr. Coolidge, se restringe el tiempo de la re- 
sidencia a cinco años, y se coloca a los residentes chilenos en con- 
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dición ventajosa de voto, toda vez que los residentes peruanos que 
fueron expulsados de Tacna y Arica, no pueden ejercer el dere- 
cho de voto, pudiendo hacerlo los regnícolas que fueron igualmen- 
te expulsados, si no se hallan comprendidos en las tachas de inca- 
pacidad que, como legislador supremo, ha establecido el árbitro. 


Si las condiciones del plebiscito se establecen, en relación a 
los votantes, teniendo en cuenta la cireunstancia de tiempo ¿qué 
imposibilidad hubo para que el derecho de voto se reconociera 
sólo a los que en 1894 podían manifestar su opción nacional? 


En el artículo 4* del anexo de la sección VILI, del tratado de 
paz de Versalles, se detallan las condiciones del plebiscito de 
Silesia; en él quedan comprendidas todas las personas expulsa- 
das de las regiones detentadas, que habiendo nacido o habiendo re- 
sidido en esas regiones, no han podido conservar su domicilio, por- 
que la fuerza bruta los arrojó del territorio. 


Nada justifica ciertamente la exclusión a que nos referimos; 
pues, mientras a los extranjeros residentes en Tacna y Arica se les 
declara aptos para intervenir en el acto de la votación plebiscita- 
ria; a los peruanos no nacidos en ese territorio, con iguales con- 
diciones que aquellos, se les niega el voto, quedando así, los dere- 
chos de nacionalidad de éstos supeditados por los de aquellos, en 
un asunto de vital y exclusiva importancia para nuestra naciona- 
lidad. Tampoco hay razón para colocar a los chilenos residentes en 
Tacna y Arica, en condición ventajosa respecto a los peruanos re- 
sidentes en ese territorio, que han sido expulsados, porque, como 
dijo el doctor Seoane, en nota dirigida al Ministro de Relaciones 
Exteriores de Chile, doctor Puga Borne, en 8 de mayo de 1908. 


<Los ciudadanos chilenos en ellas residentes son en ambas tan extranje- 
ros como los demás.» 

> Sin derecho en la soberanía peruana, sin que afecte su estado personal el 
desenlace del plebiscito, la cireunstancia de importar su voto en pro de Chi- 
le, no ya quebrantamiento de neutralidad, sino concurso efectivo en acto de 
conquista, hace aún más evidente su inhabilitación.» 


No podemos prejuzgar el concepto del árbitro respecto a Tac-- 
na y Arica, pero el análisis del punto que tratamos nos induce a 
creer que aquel ha olvidado que Tacna y Arica son provincias pe- 
ruanas detentadas por Chile, y que el título expectaticio de éste 
sobre ellas, derivado de un tratado ineumplido por culpa de Chi- 
le, no le concede mayores y mejores derechos que los que debió 
reconocérsele al soberano legítimo. 
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Trascribimos a continuación el párrafo pertinente del recur- 


80 presentado al árbitro por la defensa peruana, a raíz de la expe- 
Mlición del laudo. | 


< Cuarta.—Que se declare que no han perdido la calidad de residentes los 
peruanos que hayan tenido residencia en Tacna y Arica por cinco años y que 
ayan sido expulsados por las autoridades chilenas. Período igual señala el lau- 
do al tratar de los residentes con derecho a voto, y el derecho que reclamo está 
reconocido en casos semejantes, espacialmente en el plebiscito de Sehleswig. 
(Artículo 109% del tratado de Versalles) y en el de la Silesia Superior (Anexo 
NY 4 del artículo 88* del tratado de Versalles) .» 


No puede ser más justa esta petición, fundada tanto en un 
principio de igualdad, ya que no de prelación de derechos, como 
en los precedentes históricos de la cuestión de Tacna y Arica y 
¿en los otros establecidos por el tratado de Versalles. Sin, embargo 
el arbitro la ha desestimado aduciendo las razones que siguen: 


* Como ya se ha manifestado, las condiciones bajo las cuales «1 plebiscito de- 
bería realizarse constituyeron uno de los puntos sometidos al arbitraje. Las par- 
bes convinieron en un procedimiento que tuvo la aprobación del árbitro y que 
daba a una y otra parte amplia oportunidad de ser oída.» 

<El Perú, bien informado, no hizo ninguna petición, ni aún en la alterna- 
tiva de las decisiones posibles sobre las condiciones del plebiscito, mientras es- 

tas condiciones estaban sub-judice; no hizo los pedidos que ahora formula ni 
otros para el orden del procedimiento, y el convenio bajo el cual este arbitraje 
fué acordado, prohibe que una de las partes en el arbitraje, hiciera después de 
«2 expedición del laudo demandas relacionadas con las disposiciones de éste. El 
árbitro, sin embargo, no dió lugar a que fuesen perjudicados los derechos del 
Perú por no haberse hecho pedidos de decisiones sobre las condiciones del ple- 
biscito y consideró toda la cuestión cuidadosamente, fijando las condiciones ba- 
Jo las cuales, el plebiscito debía efectuarse, a fin de disponer la más amplia pro- 
tección en los derechos de ambas partes.» 
¿Como ya se ha indicado, al fijar el árbitro los requisitos que deben satis. 
facer los votantes, no tuvo la ventaja de examinar las demandas que se hacen 
al respecto de parte del Perú. Sin embargo, el árbitro consideró con gran eul- 
dado las diversas cuestiones inherentes a este punto, a la luz de las pruebas y ar- 
—gumentos sometidos por ambas partes. Las varias conclusiones del laudo sobre 
este asunto están entrelazadas dentro de un plan general; por lo tanto, el cum- 
plimiento de esta petición no sólo es imposible en razón de la finalidad del lau- 
do, sino innecesaria o inadmisible, porque implicaría la revisión de un plan que 
“fué cuidadosamente estudiado y que en su integridad, a juicio del árbitro, ha- 
co justicia a las partes.» 


: 
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En manera alguna satisfacen las razones o excusas que ale- 
go el árbitro para denegar la petición peruana respecto al voto de 


los peruanos, no nacidos en Tacna y Arica y expulsados de ese 
territorio. Por lijera que sea la reflexión que se haga sobre es-. 


te punto, salta a la vista la falta de consistencia de su argumenta- 


ción y la flagrante contradicción en que incurre en su raciocinio, 
A tal punto es ostensible esto, que, si no tuviéramos a la mano la 
traducción oficial de los párrafos que anteceden y del laudo, du- 
daríamos de su autenticidad. 

El árbitro alega que no tuvo oportunidad, o «la ventaja », 
como él dice, «de examinar las demandas que se hacen al respec- 
to de parte del Perú.» Es claro, el punto de vista capital del caso 
peruano, es la improcedencia del plebiscito pactado en el tratado 
de Ancón, por trascurso del tiempo en que debió actuarse, omisión 
voluntaria y maliciosa de parte de Chile, que lleva inherente el 
derecho de rescisión de la cláusula III de dicho tratado; derecho 
que, según la legislación universal, corresponde a la parte que 
permaneció leal al convenio, y cuyo ejercicio, por el tenor mis- 
mo de esa cláusula, no podía desecharse sin faltar a las reglas más 
elementales de justicia. 


Pero, si es verdad que la defensa peruana situó la cuestión - 
fundamental, su punto de vista, en este aspecto jurídico; también - 


lo es que, no prescindió absolutamente de sugerir implícitamente, 
y aún expresamente, fórmulas para el caso, que juzgó 1Impro- 
bable, de declararse la procedencia del plebiscito, en las actuales 
circunstancias. Así, insinuó que el plebiscito sólo sería justo den- 
tro de condiciones que reflejasen las existentes en cuanto a po- 
blación de 1894. Dentro de esta insinuación, cabía, con criterio de 
justicia y equidad, la adopción de las modalidades de los plebis- 
citos establecidos por el tratado de Versalles, invocado con acopio 
de detalles por la defensa peruana. 

Por otra parte, el punto concreto de que tratamos—que es ma- 
teria de apreciación especial del árbitro, en la contestación a los 
reclamos formulados por la defensa peruana al laudo — involu- 
crado en el hecho de las expulsiones en masa o individual es, que 
no necesitaba pruebas especiales fuera de las que, oportunamen- 
te, fueron presentadas, y que sirvieron para que el árbitro las to- 
mara en cuenta en su laudo, que al respecto, dice: 


<El árbitro sostiene que las pruebas indican que las expulsiones ““extra- 
oficiales?” de diversos géneros han sobrepasado a las expulsiones oficiales que ad- 
miten y justifican los agentes chilenos. Cuántos de estos casos de expulsión, ofi- 


ciales o no, se basaron en causas justas, es imposible deducirlo en mérito de los - 


autos; pero es razonable suponer que a más de los casos que se refieren a la 
conseripción militar, hubo otros casos imposibles de justificar. Todo lo dicho, 
sin embargo, está lejos de dejar justificado el cuadro de expulsiones en masa 
y despoblación descrito en los documentos peruanos.» 


PN Podemos no insistir en el número exacto de expulsados de 
Tacna y Arica; admitir aún, por hipótesis, que ese número sea 
menor que el que reconoce el árbitro; pero, no se puede prescin- 
dir de la significación que tiene el hecho, de admitir, por una par- 
te, las expulsiones, dictar provisiones para el regreso de los reg- 
nicolas de ese territorio, para que tomen parte en el plebiscito, Y, 
por otra parte, omitir, y lo que es más clamoroso, denegar la pe- 
tición para reconocer derecho de voto a los peruanos residentes 
en Taena y Arica antes de que tuvieran lugar esas expulsiones, en 
que fueron comprendidos. Y no se diga, como llega a afirmar el 
árbitro, que la contemplación de este caso específico está entrela- 
zado dentro del plan general, en la estructura del laudo, toda vez 
Que, por su naturaleza específica y de análoga índole, no ha debi- 
do, no ha podido, excluir a los peruanos residentes, que se encuen- 
tran en igualdad de condiciones que los otros habitantes de bue- 
na fe de Tacna y Arica, de las provisiones dictadas para el electo- 
rado tacneño y ariqueño expulsado de su tierra natal. 
Por poco o mucho que se medite sobre este punto, llega uno 
a persuadirse de que no se ha atendido en el terreno práctico y 
efectivo el ofrecimiento de « formular condiciones razonables que 
tomen en consideración la situación de los peruanos de esas pro- 
vincias que hayan sido injustamente expulsados.» Y aunque esta 
declaración del árbitro se refiriera sólo a los nativos de Tacna y 
Arica, inmediatamente continúa aquel haciendo esta formal pro- 
mesa, de que «las condiciones deben de hacer justicia sustancial 
a las partes en las presentes circunstancias.» Pero, entre las con- 
diciones establecidas se ha rehusado el ejercicio de un derecho, 
algo más, el cumplimiento de un deber, a un grupo considerable 
de ciudadanos peruanos. Luego, pues, éstos no solamente han sido 
injustamente expulsados, sino, también, han sido injustamente 
excluídos del sufragio, no por obra de la fuerza, sino del laudo. 
Dígase lo que se quiera, con esta autorización: « En caso de 
que se declare que el plebiscito debe realizarse, el árbitro queda 
facultado para determinar sus condiciones », sin taxativa algu- 
na, amplia como fué la confianza de los peruanos en la alta e ilus- 
trada justificación del árbitro, es fuerza concluir decepcionados, 
que éste ha defraudado las esperanzas de la acción de la justicia 
Internacional y que la restricción voluntaria e inmotivada de la 


As Esto 


órbita de sus facultades, ha redundado en perjuicio de los vita- 
les sentimientos del Perú. | 


Kin lo que concierne al voto de los extranjeros residentes en 
Tacna y Arica, las negociaciones diplomáticas peruano-chilenas, 


no llegaron a ponerse de acuerdo sobre este particular, pues los 


Ministros peruanos sostuvieron invariablemente la tesis exclusi- 
vista: sólo correspondía a los peruanos de Tacna y Arica decidir 


de su nacionalidad. Por esto, en el tratado Billinghurst-Latorre, 


uno de los puntos sometidos a arbitraje, fué la determinación de 
la calidad de los votantes en el plebiscito. Posteriormente, el Ple- 
nipotenciario peruano en Santiago, doctor Seoane, en las negocia- 
ciones con el Ministro de Relaciones Exteriores de Chile, doctor 
Puga Borne, sostuvo brillantemente la tesis peruana, en los tér- 
minos que copiamos en seguida. 


« Permítame V.E. comprobar ahora que sólo incumbe a los reenícolas el 
derecho de sufragio.» 

< Mientras no se nacionalizan, los extranjeros conservan su condición ¿u- 
rídica de tales. Por no perder sus vínculos propios de soberanía, ni adquirir 
los de la ajena, carecen de derechos políticos en el lugar de su domicilio; y al 
producirse una transferencia de territorio, sin que se les obligue a declaración 
alguna, continúa inalterable su estatuto personal.» 

«El voto plebiscitario, en el caso actual, es de carácteer especialísimo: ha- 
ce efectiva, no sólo la participación del ciudadano en el manejo de la cosa públi- 
ca, sino particularmente en la elección de soberanía determinada para el terri- 


torio. Bastaría su calidad política para que excluyera a todos los extranjeros, ; 


sin excepción, puesto que la ciencia constitucional dogmáticamente les priva en 
todas partes de ese derecho.» 

<Si el sufragio es de naturaleza tal que su ejercicio no puede concederse a 
los demás nacionales de los países interesados, menos aún es dable pretender 


que se otorgue como privilegio a los extranjeros. Tacna y Arica son provincias - 
peruanas. Y sin embargo, de que a los del Perú, no nacidos en ellas, se les ne- 


saría el voto, éste correspondería a los ciudadanos o súbditos de otras naciones 


quedando así una situación política más ventajosa que la de los compatriotas, 


aquellos en quienes debe suponerse jurídicamente que ningún interés tienen en 


el resultado del acto. El ilustrado criterio de V.E. me revela de patentizar lo- 


absurdo de semejante conclusión.» 


«'S1 el plebiscito es un derecho exelusivo de soberanía, y no les afecta su 


desenlace, es obvio que nada justifica la intrusión de aquellos huéspedes en ese 
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acto, de tan trascendentales efectos únicamente para la agrupación política de 
la que no forma parte.» 

<« Concederles voto es atribuirles condominio, al igual de los dueños, sobre 
el territorio en que temporalmente habitan; señorío sobre quienes ofrecieron hos- 
-pedaje, al extremo de resolver acerca de su futuro, hiriendo el sentimiento sa- 
erosanto de la patria : es autorizarlos, influyendo así en el desposeimiento y des- 
nacionalización de los regnícolas, a quebrantar la neutralidad, que en toda 
contienda internacional, les imponen las reglas más triviales del derecho.» 

g« El doctor don Alejandro Alvarez, consultor técnico del Ministerio hoy a 
cargo de V.E., dice en una de sus publicaciones, refiriéndose a los extranjeros 
domiciliados en Tacna y Arica: ““Es un principio fundamental de derecho de 
entes y de derecho constitucional de todos los países, que en un país el extranje- 
ro no tiene ningún derecho político; y es la más alta manifestación de un. dere- 
cho político, desde el punto de vista internacional, el sufragar a cuál de los dos 
¿países contendientes debe pertenecer una porción de territorio que está ocupa- 
da militarmente por uno de ellos. Fuera de esta razón, que es fundamental, ca- 
—bría aún preguntar por qué motivo los extranjeros habrían de tener derecho a 
voto em materia de anexión de un territorio a otro. ¿Por qué ellos tienen bienes 
en esos territorios. Ese interés sólo les da derecho para pedir que sus bienes sean 
respetados, ningún derecho pueden pretender para concurrir con su sufragio 
a resolver una cuestión a la que ellos, como extranjeros, han debido y deben 
permanecer extraños.» 

“La calidad de chileno no es excepción que justifique el voto.» 

« En su memoria al Congreso de 1883, a raíz del pacto de Ancón, expuesta 
la influencia para el plebiscito de la administración transitoria de Chile, el cons- 
picuo estadista don Luis Aldunate agrega: ““si todas estas causas indujeran a 
los habitantes de la región de Tacna y Arica a decidirse por la nacionalidad 
chilena, en esta hipótesis, que debe estimarse quizá la más probable la asimila- 
ción de nuestros nuevos connacionales estaría operada de antemano sin violen- 
elas, ni sacudimientos, sin exigir más que una simple rectificación en el mapa 
de Chile.» | | | 


En las negociaciones Porras-Edwards, éste propuso el voto 
para todos los habitantes, sin distinción de nacionalidad, y aquel 
limitó este derecho a los peruanos y chilenos que reunieran deter- 
minados requisitos. 

El árbitro les reconoce el derecho de voto a los extranjeros, 
con los requisitos que hemos detallado anteriormente, que, en 
nuestro concepto, no son suficientemente eficaces para justificar 
la intervención del elemento extranjero en la solución del proble- 
ma de definir la nacionalidad de las provincias peruanas de 'Tae- 


na y Arica. 


a 


No terminaremos el presente capítulo sin traseribir la opi- 
nión del Catedrático de la Universidad de Dijon, señor Scelle, 
respecto al voto de los extranjeros, en un plebiscito que resuelva 
la suerte de un territorio cualquiera. 


<Si el principio nuevo que hemos definido (se refiere a la soberanía per- 
sonal, radicada en el pueblo) es exacto, va a ser preciso dar el deracho de pro- 
nunciarse a todos los ciudadanos que componen real y defintivamente esta Co- . 
lectividad, es decir, teniendo con ella vínculos durables, justificando intereses 
permanentes, que permiten considerarlos como definitivamente incorporados al 
erupo que se quiere consultar. Todos los que reunen estas condiciones tienen los 
mismos títulos para escoger sus gobernantes, puesto que éstos deben ser los go- 
bernantes de sus intereses comunes. Los que, por el contrario, no hacen sino 
pasar en el grupo social de que se trata, que no tienen en él sino intereses tran- 
«itorios, aquellos no podrían pretender participar en el voto.» | 

Conforme al laudo los extranjeros para votar en el plebiscito 
no necesitan ser propietarios de bienes raíces, basta que acredi- 
ten su residencia en la zona plebiscitaria durante el tiempo que - 
se establece, y que, además, suscriban una declaración, en que 
conste su intención de solicitar naturalización en el Estado que 
gane el plebiscito. 
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CAPITULO VIII 


LIBERTAD PLEBISCITARIA 


Las cuestiones jurídicas que vamos a abordar en el presente 
capítulo, se hallan íntimamente relacionadas con los dos que pre- 
ceden, formando tal ligazón entre ellas, que no se puede presein- 
dir en el desenvolvimiento del proceso plebiscitario, de los postu- 
lados establecidos por la ciencia del derecho público y de la tée- 
nica necesaria para su verificación. Unos y otros se complemen- 
¿tan de manera indudable; el nexo que los une da a cada asunto, 
tratado separadamente, el carácter de corolario del que le sigue 
y la observancia práctica de los principios, es la confirmación ple- 
na de éstos. 

Como se sabe, no se trata de resolver una cuestión de mera so- 
beranía territorial, hay en el problema que debe solucionarse, algo 
más fundamental, y es el ejercicio de la soberanía personal que 
corresponde a entidades sensibles y dotadas de inteligencia, que, 
para manifestar su sentir y pensar, necesitan de libertad, condi- 
ción esencial para la interpretación exacta del derecho y del he- 
cho; viniendo a ser la libertad, en el último término, el punto car- 
-dimal para la eficacia del plebiscito. 

SI la soberanía es potestad que, como dijimos, radica en to- 
da la colectividad y en cada una de las personas que forman pat- 
te de ella; por el común consentimiento se manifiesta la voluntad 
de practicar actos que la incumben, en correspondencia y conexión 
con el querer de la generalidad capacitada; y por la libertad se 
ejecutan esos actos, con pleno dominio de sí misma, sin los obs- 
táculos que se opongan a sus móviles propios. El acuerdo de las 
voluntades y la libertad son términos de estrecha correlación, 


e 
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Por razón de precedentes históricos y antecedentes chilenos, 
la presencia de autoridades y fuerzas chilenas en la zona del ple- 
biscito, desvirtúa el derecho de libre consentimiento de los votan- 
tes peruanos y rompe la armonía de los dos coeficientes funda- + 
mentales del plebiscito. 

En el orden político electoral interno, la condición del candi- 
dato que tiene que luchar con las hostilidades de las autoridades y 
de la fuerza, es desventajosa respecto del contendor que cuenta 
con el apoyo de aquellas. Si se transporta esta situación anómola, 
esa opresión y esa coacción contra determinado grupo del electo- 
rado al orden internacional, a la realización del plebiscito, el re- 
sultado del libre consentimiento, del derecho de soberanía, tiene 
que ser el mismo, porque las mismas causas producen idénticos 
efectos. 

Vale tanto que, positivamente, se practiquen actos emplean- 
do la fuerza para la realización del hecho, como que, negativamen- 
te, se impida la manifestación de la voluntad colectiva mediante 
la expulsión o la persecución. La nulidad ilitigable que entraña 
originariamente y en sus consecuencias los actos de violencia, es 
de carácter general, tratándose de actos humanos. | | 

La dolorosa historia de la injusta guerra del 79, no ha terml1- 
nado aún; subsiste todavía el predominio del más fuerte en la rea- 
lidad de las relaciones actuales peruano-chilenas, sin ese predo- 
minio, la solución del problema del Pacífico habría sido impuesta 
por la justicia. ¿Los principios del derecho internacional no ser-. 
virán en este caso más que para constiuir una ficción, con venta- 
jas para el más fuerte, a fin de legitimar y justificar toda 1nJus- 
ticia 2 A 

El desenlace del plebiscito nos lo dirá si esto es así, entonces 
nada se habrá conseguido con el arbitraje del Presidente de los. 
Estados Unidos, pues habría desaparecido la finalidad del arbi-" 
traje mismo y la lucha continuará, no en las condiciones actuales 
y anteriores al tratado de Washington, sino dentro de un ambien- 
te que es más eficaz que las luchas en los campos de batalla, en el 
campo jurídico, que crea a la postre una nueva situación en el 
porvenir. 

A la guerra que nos hizo Chile por el salitre, la lucha siguió. 
para consumar la conquista de Tacna y Arica, para definir su po= 
der en ese territorio. Los que son victoriosos, en estas condicio- 
nes, se sirven de los poderes constituídos y de las leyes para me- 
Jorar su posición política y conservar el mayor tiempo posible el. 
gobierno de los pueblos conquistados, pero, al fin, su situación es 
siempre transitoria, como fruto de la conquista y de la fuerza, 


| 
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porque es sabido, que de lo ilícito no nace derechos y porque una 
aación tiene derecho de reivindicar aunque sea por las armas, si 
fuere necesario, las partes del territorio separadas de él violen- 
tamente y los grupos pertenecientes a la misma nacionalidad. 


En el origen remoto de la institución plebiscitaria, en su es- 
tablecimiento después de las luchas ineruentas entre las clases 
opresoras y las oprimidas, y en sus derivaciones a través de los si- 
glos, encontramos que la realización del plebiscito está siempre 
rodeada de garantías que aseguran su autenticidad y sancionan su 
ejecución en cuanto es exponente de la libertad y libre consenti- 
miento de los llamados a tomar una decisión, ya de orden inter- 
no, ya de orden internacional. 


El principio democrático del plebiscito se inicia en la época 
de la república remona, no para decidir de su nacionalidad, si- 
no para dictar leyes por la plebe, que en un principio sólo obligan 
2 los de la clase plebeya, pero, después, se extiende su obligato- 
ridad a todo el pueblo. Con el traseurso de los años, se generaliza 
el concepto del plebiscito a las actividades jurídicas internas; así 
vemos que, a partir de la primera revolución de Francia, denomí- 
nase plebiscito a toda resolución votada por el pueblo. Posterior- 
mente se aplica esta institución al orden internacional, cuando los 
habitantes de un territorio son llamados a resolver sobre la nacio- 
nalidad a la que desean pertenecer, a mérito del tratado respee- 
tivo que así lo establece, y como medio de desligar a los súbditos 
a quienes les afecta, del juramento de sujeción y fidelidad a sus 
soberanos. La esencia de la resolución directa, solemne y auténti- 
ea, está en el reconocimiento de la libertad y capacidad de las per- 
sonas que deben intervenir, como dueños y responsables de sus ac- 
tos, en el plebiscito. 

Por los puntos de analogía que existe entre el tratado de An- 
cón y el de Turín de 24 de marzo de 1860, en que el rey de Cerde- 
ña consintió en la reunión de la Saboya y del distrito de Niza a 
- Francia, tomamos los datos concernientes a la pureza con que se 
efectuó el plebiscito pactado. 

El rey Víctor Manuel, en su proclama dirigida a los habitan- 
tes de esos pueblos, les decía : | 040 


o. 
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< Un tratado concluido el 24 de marzo establece que la reunión de la Sa- 
boya y Niza la la Francia tendrá lugar por adhesión de los pueblos y la sanción 
del Parlamento.» 

«No obstante, no puede imponérseos por la fuerza, este eran cambio en 
la suerte de esas provincias. El debe ser el resultado de vuestro libre consenti- 
miento. Tal es mi firme voluntad, tal es también la intención del emperador 
de los franceses.» 

< Para que nada pueda impedir la libre manifestación de vuestros votos, 
destituyo a los principales funcionarios del orden administrativo que no per- 
tenecen a vuestro país, y los reemplazo momentáneamente por varios de vues- 
tros conciudadanos, que gozan de la estima y consideración general.» 


En los plebiscitos previstos en el tratado de Versalles, a los 
que se refiere el caso peruano, y cuya detallada exposición queda 
trascrita en el capítulo anterior, la nota característica, es la rí- 
gida imparcialidad y probidad con que se estipularon sus condi- 
ciones. Los territorios europeos, materia de la consulta popular, 
se pusieron bajo el completo control de las comisiones que el tra- 
tado creó para presidirlos, o fueron nombradas por la Sociedad 
de las Naciones. A los Gobiernos interesados en ganar los terri- 
torios, como consecuencia del plebiscito, no se les permitió ejer- 
cer autoridad en ellos durante el período plebiscitario. 

En la historia de las negociaciones peruano-chilenas, no exis- 
te precedente alguno que acredite que el Perú haya aceptado en 
alguna forma que el plebiscito se realizara bajo el imperio de la 
ocupación militar de Chile. | 

La posesión contractual de Chile en Tacna y Arica terminó 
el 28 de marzo de 1894, Expirado este plazo debió realizarse el 
plebiscito convenido. De la disposición del artículo TIT del trata- 
do de Ancón, que contiene esa disposición, no puede deducirse 
que, durante el lapso plebiscitario, continuarían la sujeción y su- 
bordinación del territorio de esas provincias a las leyes y autori- 
dades chilenas. Todo hace presumir que el protocolo especial es- 
tatuido en el párrafo 3* de dicho artículo, habría consignado las 
bases relativas a la evacucación de los fuerzas y autoridades chi- 
lenas, a fin de asegurar la libertad de los electores. Desgraciada- 
mente se eludió el cumplimiento de la cláusula matriz plebiscita- 
ria, con subterfugios; y nuevas evasivas y pretextos dilataron la 
ocupación, prolongádose hasta el presente la usurpación. 
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- ¡Concurre a aclarar este punto de suyo importante, la tras- 
eripción que hacemos de las gestiones diplomáticas peruano-chi- 
lenas para la realización del plebiscito. 

En el Ministerio de Relaciones Exteriores del Perú, se re- 
unieron el 19 de junio de 1893, el Ministro del ramo, doctor José 
¡Mariano Jiménez y el Enviado Extraordinario y Ministro Pleni- 
'potenciario de Chile, don Javier Vial Solar, con el objeto de pro- 
seguir las conferencias iniciadas para la celebración del protoco- 
lo a que se sujetara el plebiscito, de que trata el artículo III del 

tratado de Ancón. En esta reunión, el Ministro peruano expuso 
lo siguiente: 


« El Ministro de Relaciones Exteriores manifestó, que el primer artículo del 
convenio debía determinar la autoridad bajo cuyo imperio ha de realizarse el 
plebiscito, y que, estando pactado que la ocupación actual de Chile durase diez 

años, proponía que, a la expiración de tal plazo, se devolvería al Perú la. pose- 
sión de las provincias temporalmente ocupadas, por corresponderle en razón 
de los derechos anexos a su condición de soberano directo.» 

| $ Replicó el Ministro de Relaciones Exteriores que la propuesta del Minis- 
tro de Chile no estaba arreglada a la letra del tratado, el cual limitaba el pla- 
'zo de la ocupación a diez años, trascurridos los cuales se realizaría el plebiscito, 
esto es, cuando no imperara en los territorios enunciados las autoridades chale- 
mas; que éstas en el tratado eran calificadas de simples poseedoras; que el Pe- 
“rú no ha dejado de ser el soberano, tanto por esa circunstancia como porque la 
“soberanía solamente se pierde por un tratado de cesión territorial, carácter que 
no tiene el de Ancón en esta parte.» 


En la reunión verificada el 30 del mismo mes y año, entre los 
mismos Ministros, 

<El Ministro de Relaciones Exteriores dijo que, habiendo manifestado el 
señor Ministro de Chile que el Gobierno de su país no entregaría al del Perú 
“los territorios de Tacna y Arica el día 28 de marzo del año 1894, en cuya fecha 
expiraba el plazo de la posesión provisoria concedida a aquel país por la cláusu- 
la tercera del tratado de Ancón, proponía, por vía de transacción, que los di- 
chos territorios fueran entregados, en la expresada fecha, a una tercera poten- 
“cia, designada de común acuerdo, bajo cuyos auspicios se verificaría el plebis- 
| cito, y la cual haría en seguida la devolución de ellos a Chile o al Perú, según 
fuere el resultado de la votación popular.» 

ll 
“proposiciones contrarias, basándose: 

2 1*—En que el territorio en cuestión no debe volver al Perú 


p se be 
por mero trascurso de los diez años; y 
E h 


En las conferencias anteriores, el Ministro chileno sostuvo 


A 


2:—En que el derecho de Chile para ocupar las provincias | 
disputadas antes y después del plebiscito, dependía de que el Pe- | 
rú diera cumplimiento a todas las obligaciones que la cláusula III | 
del tratado de Ancón le imponía. el 

En vista de la negativa del Ministro de Chile a ¿ontaiaN la. 
discusión sobre la base de la previa desocupación del territorio, | 
el Ministro de Relaciones Exteriores, animado de un espíritu de. 
transacción, en la reunión que tuvo lugar el 7 de diciembre del 
año precitado, hizo constar que su propuesta era consecuencia de 
la letra y espíritu del tratado de Ancón, pero, con el proposito 
de que progresasen los arreglos, formulaba la proposición de que 
se sometiese a la resolución inmediata de un Gobierno _AMIYO, en 
tre otra, la cuestión siguiente: «¿ a cuál de los dos países corres | 
ponde la posesión de los territorios después del 28 de marzo de | 
1894% | 

El Ministro de Chile no A el arbitraje propuesto, porque, | 
en su concepto, no había nada dudoso que fuese materia de aveni- 
miento por este medio. 


< El Ministro de Relaciones Exteriores contestó que las ideas expuestas, 
tanto por él como por sus antecesores en el Minsiterio, sobre este particular, 
se fundaban, a juicio del Gobierno peruano, en la letra del tratado de Ancón. 
y en la muy justa exigencia de que el plebiscito se realizara en las condiciones. 
necesartas para que su resultado fuera estimado como la expresión libre y es- 
pontánea de la voluntad de las poblaciones de Tacna y Arica.» | 

« El Ministro de Chile replicó que encontraba natural esta exigencia; pero 
que no pensaba que fuera el camino apropiado para satisfacerla el indicado por | 
el señor Ministro de Relaciones Exteriores; pues el Gobierno debía tener la fe 
más segura de la honradez y lealtad de Chile; honradez y lealtad de que no te=: | 
nía inconveniente en dar una nueva prueba, pactando aquellas garantías que, | 
de común acuerdo, se estimaran oportunas para la libre y espontánea emisión | 
del voto en el plebiscito.» | 


Estas negociaciones no dieron resultado alguno; de manera. 
que, si aleuna conclusión verdadera puede deducirse de ellas, 08 
que el Perú gestionó la desocupación chilena de Tacna y Arica | 
para la fecha del vencimiento del término pactado, o sea el 28 de | 
marzo de 1894. | 

El árbitro parte de un supuesto falso al creer que: 


e: 
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< Lia interpretación razonable es que Chile debía retener la posesión hasta 
que se verificara el plebiscito y que asi, reteniendo la posesión, su autoridad 
administrativa continuaba. Esto tendría que estar subordinado por su puesto, 
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a que continuaran en vigencia las disposiciones del tratado y con el compro- 
miso implícito, de parte de Chile, de que no impediría la celebración del ple- 
blscito y que negociaría de buena fe para concertar el proyectado protocolo es- 
pecial que estableciera las condiciones de éste. Tal parece haber sido la inter- 
pretación desde el principio, pues en el memorándum entregado por el Minis- 
tro de Relaciones Exteriores del Perú al representante de Chile, el 9 de marzo 
de 1894, parece que el Ministro chileno quería incluír entre las bases del proto- 
colo *“que los territorios permanecerían durante el plebiscito en el mismo esta- 
do en que se encuentran hoy””, y que el Ministro peruano de Relaciones Exte- 
riores respondió que “no era necesario decirlo, porque únicamente para cam- 
biar la persona del ocupante sería necesario hacer una expresa declaración ”?. 
S1 ésta era la situación inmediatamente después de expirar los diez años, (1) 
no hay razón para sostener que el no haberse puesto de acuerdo sobre el pro- 
tocolo especial para efectuar el plebiscito cambió la situación, a no ser que me- 
diara mala fe en la conducción de las negociaciones, y esta acusación, como 
ya se ha dicho, no puede sostenerse.» 

<« El árbitro estima imposible no llegar a la conclusión de que el territorio 
ecntinuaba “sujeto a las leyes y autoridad chilenas?” en tanto no se negociara 
el protocolo especial. Luego, la cuestión es si esta autoridad ha sido empleada 
en forma tal que haya frustrado el propósito del acuerdo para el plebiscito. 


Con una afirmación imprecisa y vaga, hecha en una época 
muy anterior a la iniciación de la chilenización, el árbitro, fun- 
dándose en ese precedente fútil, resuelve un punto gravísimo, 
que, como repetimos, es básico en el procedimiento plebiscitario. 
En materia de precedentes, pueden citarse mil, en contrapo- 
sición a lo afirmado por el árbitro, que destruyen por completo el 
sienificado sobre avenimiento que se atribuye a las frases del 
Ministro de Relaciones Exteriores del Perú. 
| El doctor Javier Prado y Ugarteche, cuyo sensible falleci- 
miento constituye una pérdida irreparable para el país, en marzo 
de 1901, decía lo siguiente: 


<« Hoy, por ejemplo (se refería a la conducta diplomática de Chile), quizá 
no sería difícil que Chile aparentara ir a un arreglo a fin de demorar y ganar 
tiempo para concluir su plan de chilenización de Tacna y Arica y a la vez en- 
torpecer con el mantenimiento de negociaciones diplomáticas con el Perú, la 
actitud que le inquieta pudieran asumir el Congreso de México o algunos Esta- 
dos americanos.» 

< El Perú, por ahora, no puede impedir ciertamente que Chile siga 0OCcu- 
pando por la fuerza los territorios de Tacna y Arica, pero está obligado, hoy 


(1) —Inexacto. El término de los diez años expiró el 28 de marzo de 1894, 
'> 
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más que nunca, a defender sus derechos con dignidad y excesiva prudencia, no 
dejándose sorprender por la astucia chilena.» 

< Por ningún motivo, debe ir tampoco al plebiscito de Tacna y Arica, en 
condiciones desfavorables.» 

< ¿Cómo podremos, por ejemplo, consentir que él se realice bajo la polí- 
tica que lactualmente sigue Chile en aquellas deseraciadas provincias? ¿Cómo 
podremos aceptar que voten en él todos los individuos que importa con tal ob- 
¿eto el conquistador? ¿Cómo podrá efectuarse el plebiscito bajo la autoridad 
militar chilena ?» 

< Sólo este último punto que cuidó Chile pasara inadvertido en el proto- 
colo Billinghurst-Latorre, hacía inaceptable para el Perú este arreglo. Además 
de la cuestión de dignidad nacional, el sentimiento peruano tendría necesaria- 
mente que hallarse deprimido y coactado ante la autoridad chilena; el criterio 
y la acción del dirimente, sugestionado objetivamente e inclinado en favor del 
que ocupa el territorio y dá el hospedaje; y sobre todo, bien sabemos, con cuan- 
tos recursos ocultos y manifiestos cuenta la fuerza de un Gobierno para triun- 
far en luchas electorales. Tratándose de una cuestión tan trascendental, y da- 
dos los antecedentes de Chile, no retrocedería éste, ante el abuso, el atropello 
y el fraude. Y ¿quién los reprimiría y condenaría? ¿El Tribunal arbitral? En 
primer lugar, la fuerza de las cosas llevaría a contemporizar y transigir con Chi- 
le; en segundo lugar, Chile negaría los hechos, sostendría en todo caso la fal- 
ta de intervención y la irresponsabilidad del Gobierno, al mismo tiempo que 
desconocería la jurisdicción arbitral en asunto que no le había sido sometido 
en el protocolo y que, diría, afectaba su dignidad nacional. El resultado siem- 
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pre sería que los atropellos quedarían consumados, el Perú desmembrado y 


humillado nuevamente, y Chile con títulos o expedientes legales.» 


En general, puede afirmarse que es atinada la opinión del 
doctor Prado y Ugarteche. Pero, dejemos aún al tiempo. Sólo el 
tiempo nos dirá, confundiendo el pasado, si después de haber si- 
do vencidos, hemos sido también engañados. 

El Ministro Plenipotenciario peruano en Santiago, doctor 
Guillermo A. Seoane, en nota memorable de 8 de mayo de 1908, 


dirigida al Ministro de Relaciones Exteriores de Chile, entre otrá8 
cosas, le decía así: 


< Natural es, en efecto, que se deje libre de la coacción que, en favor de 


su propia nacionalidad pretendieron ejercer autoridades llevadas de un celo 
mal entendido, al pueblo en cuyo seno, durante ese intervalo decenal, debie- 
ron esforzarse por hacer más grato el régimen administativo del país ocu- 
pante.» 


“La terminación del período produce la del derecho convencional para 


cuya vigencia fué estipulado.» 


« La posesión por tiempo catezóricamente perentorio, no se prolonga n: 
torna indefinida por sólo el albedrío de la p ¡ 


| arte que la disfruta, a pesar de 
las protestas de la otra contratante.»... 


<« He tenido la honra de comprobar que la permanencia de laz autoridades 
chilenas en los territorios de Taena y Arica, después del 28 de marzo de 1894, 
es evidentemente ilegal.» 
« De lo ilícito no emanan derechos. Luego no existe el de soberanía que ja- 
más tuvo Chile para presidir la actuación; mucho menos para dirieir sin eon- 


La previa neutralización de las provincias de Tacna y Ari- 
ca, es condición sine qua non para la verdad de los actos que se 
han de efectuar y es condición de igualdad equitativa entre los 
contendientes que va a disputarse en el terreno de las ánforas 
plebiscitarias, una situación internacional definitiva. 

El predominio de las autordades y fuerzas chilenas acanto- 
nadas en ese territorio, es una situación ventajosa para el ócu- 
“pante militar, haciendo aún abstracción de los métodos de fuerza 
y opresión que ha puesto en juego Chile desde tiempo atrás. 

La continuación de aquellas en Tacna y Arica es de innegable 
¡trascendencia para el resultado del plebiscito, por la repercusión 
de su influencia en los actos plebiscitarios, toda vez que no se ha 
tratado de hacer desaparecer la imposición del país ocupante, el 
absorcionismo chileno en territorio que es ajeno, y en el que, al 
realizarse el plebiscito, resultaría ejerciendo mando con sarcas- 
mo y verguenza del legítimo soberano. | 

Aunque se suponga que el Gobierno chileno hiciera todo es- 
'fuerzo para asegurar una votación correcta, suposición nO reas 

zable, no sería de esperar que los funcionarios subalternos de 
Tacna y Arica, acostumbrados a hostilizar al elemento nacional 
peruano, procedieran con absoluta imparcialidad en el cumpli- 
miento de sus deberes. 

| No se nos oculta que, por una labor asidua de propaganda de 

los diplomáticos, parlamentarios y periodistas chilenos, el Gobier- 

Mo y pueblo de Chile creen que Tacna y Arica les pertenece; por 
lo tanto, la máquina administrativa chilena pondrá en marcha, 
llegada la oportunidad, con rumbo directo a los intereses de Chi- 
le, a sus, autoridades civiles y militares, sus correos, telégrafos, 


DO) ARES 


sendarmería, carabineros y todos los elementos del servicio pú- 
blico, incluso sus capellanes castrenses. > 

Si este conjunto de factores favorables a Chile y que los pon- 
drá en juego en el período en que se realice el plebiscito, no cons- 
tituye evidente ventaja sobre el Perú, no sabemos qué pueda lla- 
marse desigualdad de condiciones, desventaja de posiciones en la 
lucha invitada a librarla en las ánforas electorales, con todos los 
procedimientos indispensables a su realización y favorables só- 
lo a uno de los contendientes. | 

Pero, se dirá el laudo provee la alta dirección del plebiscito 
por la Comisión plebiscitaria, compuesta de tres miembros, uno 
que ha sido nombrado por el Presidente de los Estados Unidos, 
que actúa como Presidente de la Comisión, otro por el Grobierno 
del Perú, y un tercer miembro nombrado por el Gobierno de Chi- 
le. Con todo, no creemos que esté suficientemente garantizada la 
libertad de los electores peruanos, dados los antecedentes y las ele- 
mentales reglas de la previsión, porque, si las leyes son injustas, 
la probidad y prestigio de los jueces no tienen poder para boni- 
ficarlas, ¿las bellas cualidades del general Pershing romperán 
el anillo de hierro del laudo? 

En el capítulo siguiente nos ocuparemos de las garantías ple- 
bliscitarias. 
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DEMANDA DE GARANTIAS 


El problema que se ha planteado al Perú con la expedición 
del laudo es de vital importancia. Entre las garantías amplias que 
el país reclama del árbitro, y las estrechas, imprecisas y vagas que 
nos ofrece su laudo, queda un camino intermedio, amplio y recto, 
y es el seguido por el Gobierno, en sus gestiones ante el árbitro pa- 
ra el retiro de las autoridades y fuerzas chilenas de las provin- 
elas de Tacna y Arica, como medio de garantizar la realización 
correcta del plebiscito. 

Lil derecho de los:pueblos a disponer de sí mismos es dogma 
“de derecho internacional, que tiene en la hora actual un interés 
teórico y práctico considerable, pues pone en juego principios 
sancionados por tratados que aseguran su ejercicio. Los ciudada- 
nos llamados a decidir de su suerte están investidos del poder de 
hacerlo, sin taxativas ni coacciones, porque el postulado esencial 
del plebiscito es la libertad de acción en los individuos y la su- 
presión de toda violencia y opresión. Esta es la opinión del país 
en general. El Gobierno, interpretando el sentimiento nacional, 
mo sólo ha ejercitado un derecho legítimo, sino también ha cum- 
-plido un deber ineludible, exponiendo sus razones y valiéndose de 
los medios a su alcance para reclamar garantías concretas, cla- 
Tas y perentorias. 

Nada hay ciertamente, que se oponga a la neutralización del 
área del plebiscito para sólo el efecto de asegurar la eficacia, Cir- 
cunspección y honradez con que debe llevarse a cabo dicho ac- 
to. Bien sabemos que la autoridad electoral para la dirección y 
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técnica del proceso plebiscitario es la Comisión Internacional 
ereada por el árbtiro; pero todo se opone a que las autoridades 
políticas y militares chilenas ejerzan funciones en el lapso plehis- 
citarlo. i 
La evacuación de las autoridades y fuerzas chilenas de los te- 
rritorio de Tacna y Arica se impone por la naturaleza misma de 
la actual situación internacional de dichas provincias. El domi=" 
nio de Chile en éstas es de hecho, sin título alguno que justifique: 
su posesión; hecho que entraña una situación anómala, una ocu= 
pación a plazo excesivamente vencido, indebida y arbitraria. Hs- 
te es el aspecto de la cuestión, que es distinto del reconocido por 
el tratado de Ancón. ( | 

Si la realización del plebiscito debía decidir, concluir o defi 
nir que el territorio de esas provincias quedara del dominio y so- 
beranía de Chile, o continuara siendo parte del territorio perua- 
no; y si el plebiscito no pudo llevarse a cabo por haberlo obstacu=" 
lizado siempre el ejecutivo y legislativo chilenos, como está en la: 
conciencia universal ; hoy, menos que antes del vencimiento del pla- 
zo plebiscitario, y mueho menos para los actos plebiscitarios, pue: 
de sostenerse racionalmente la subsistencia de una contradicción 
flagrante entre el hecho y el derecho, entre la verdad, pureza € 
imparcialidad que exigen esos actos y la presencia en el área del 
plebiscito de las autoridades y fuerzas chilenas, inclinadas por” 
hábito y conveniencia a hacer de las suyas, siguiendo la táctica: 
que han observado, a base de su política imperialista: «la victo- 
ria es la ley suprema de las naciones». Pero la tendencia moder= 
na a este respecto no se orienta felizmente en ese sentido. ; 

Para precisar y concretar las ideas respecto de la soberanía 
de Tacna y Arica, recordemos lo que don Carlos Walker Martí= 
nez dijo en la Cámara de Diputados de Chile, en 1901, que: «no 
debe olvidarse que en Taena y Arica la posesión es de Chile, pero 
el dominio es del Perú». Esta es la verdad, y fuera de ésta no. 
existe sino dialéctica habilidosa y desplantes vanidosos de la fuer-= 
za, y nada más que de la fuerza adquirida como consecuencia de 
una guerra de rapiña, explotación y exterminio. 3 

En el párrafo 2” de la cláusula 1IT del acta complementaria. 
de la conferencia de Washington, quedó establecido que, por in-| 
terés de la paz y el buen crden no se perturbará la orgameaación: 
admamistrativa de las provincias, si el árbitro decidiera la impro-= 
cedencia del plebiscito. Lo que, en puridad de verdad, expresa cla= 
ramente el concepto simple y precario de mera administración. 
Pues bien, en interés de esa misma paz, buen orden, justicia Y 
para evitar que se consuma la farsa plebiscitario, indigna y des- 
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honrosa para el principio del arbitraje, habiéndose optado por la 
antítesis, o sea por la procedencia del plebiscito, éste debe estar 
rodeado de las garantías necesarias, consistentes, principalmen- 
te, en la cesación de esa administración temporal, para que el pro- 
ceso plebiscitario se desenvuelva libremente, sin coacción moral 
ni material. 

A la altura en que se encuentra en la hora actual la cuestión 
del arbitraje de Washington, conviene tener en cuenta que el ple- 
biscito, en las circunstancias actudles, sigmífica la realización de 
la condición resolutoria respecto a la nacionalización de las pro- 
vincias de Tacna y Arica, sea para restituirlas al Perú, sea para 
el otro extremo doloroso para el patriotismo nacional. Quien- 
quiera que medite sobre esta cuestión tendrá que reconocer, im- 
parcialmente, que la más elemental regla de previsión aconseja 
tomar las precauciones imprescindibles en el sentido de la con- 
secución de las garantías verdaderas y eficaces; máxime si con 
escarnio de la justicia continúan las persecuciones y expulsio- 
nes de los peruanos de las provincias cautivas, aún después de la 
dación del fallo. 

La cuestión es, pues, de importancia extraordinaria, dema- 
slado trascendental para prescindir de ella, sin asumir grave 
responsabilidad ante la historia y ante la opinión mundial, cu- 
yo criterio moral jamás consagrará la iniquidad de la guerra de 
conquista del 79, ni aceptará la desviación impúdica que al cum- 
plimiento del tratado de Ancón se pretende dar con teorías ab- 
surdas y procedimientos bárbaros, que se sintetizan en las pala- 
bras del diplomático y periodista chileno, don Julio Pérez Can- 
to, que dice: «Cuando el territorio de una nación pasa a poder 
de otra, sus habitantes deciden acerca de la nacionalidad que 
desean adoptar: los que mamifiestam expresamente el deseo de 
conservar su nacionalidad quedan excluádos.» 


En buena cuenta, de lo que se trata es de extender la acción 
arbitral en orden a las garantías que deben acordarse a los elee- 
tores peruanos para que el plebiscito sea honradamente celebra- 
do. Esto cabe perfectamente dentro de los lineamientos genera- 
les trazados por el árbitro en su laudo respecto a garantías, y 
dentro de la órbita de las facultades que se señaló al designárse- 
le árbitro. Tan está capacitado jurisdiccionalmente, que él mis- 
mo lo reconoce cuando dice: «El árbitro estaba capacitado pa- 
ra decidir si debía o no realizarse el plebiscito, habiéndose deci- 
dido por la afirmativa, tiene capacidad para fijar las condicio- 
nes del plebiscito; pero sostiene que las condiciones que están 
dentro de su competencia son las que se refieren a la realización 
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del plebiscito y a las condiciones a establecerse por el protoco= 
lo especial contemplado en el tratado de Ancón.» Y no se diga: 
que el laudo es definitivo y sin lugar a recurso ulterior, porque 
generalmente se entiende por recurso la acción que queda a la. 
parte que ha perdido en juicio para poder acudir a otro juez 0 
tribunal en solicitud de que se enmiende el agravio que esti= 
ma se le ha hecho. La inhibición del árbitro para resolver la de- 
manda de garantías fundándose en esa condición, es la razón de 
las sinrazón, toda vez que no se trata de apelar a la decisión ar= 
bitral ante otra entidad superior jerárquica al árbitro, para que 
revise el laudo y lo depure de las injusticias que contiene; y sl, 
para que con la capacidad jurisdiccional que se le confirió llene 
los vacíos de que adolece su laudo. No se diga, tampoco, que el ár- 
bitro provee las garantías para la celebración del plebiscito, por= 
que las provisiones del laudo para facilitar el plebiscito son de 
tal naturaleza que quedarían subordinadas al interés de Chile, 
si se tratara de hacer efeetiva y real la aprehensión, juzgamiens 
to y castigo de las personas acusadas de intimidación, cohecho, 
fraude u otros delitos conexos con los actos plebiscitarios. i 

Por lo demás, el resultado del plebiscito, realizado dentro de 
las condiciones actuales, burlaría los altos ideales con que ful 
mos sinceramente a Washington y ahondaría más la profunda 
división existente entre el Perú y Chile, cuyas funestas conse= 
cuencias es deber del árbitro evitar. o 


El punto esencial que precisa poner de relieve, es el relatiz 
vo a la solicitud de seguridad para la vida, propiedad y tranqui 
lidad de los votantes peruanos y para que puedan llenar su de- 
ber libres de toda sorpresa de la fuerza bruta. ' 

El desenvolvimiento de la actividad plebiscitaria, no puede 
estar regulada, asegurada y controlada, sino mediante la interven= 
ción de la fuerza, pero fuerza subordinada a una noción clara y 
racional del servicio de la justicia; fuerza que se imponga legítis' 
mamente para garantizar los derechos de los habitantes peruanos 
en Tacna y Arica. Así, establecido el servicio de seguridad y ga= 
rantía del derecho y debiendo funcionar imparcial y exclusivas 
mente dentro de esta esfera de acción, se alejaría por completo la 
seguridad de que, por funcionamiento de la máquina administra- 
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tiva chilena, se ocasionara serios tropiezos al correcto proceso ple- 
biscitario que es menester se realice, y, lo que es más grave, un 
verdadero daño al principio del arbitraje. El árbitro está, por tal 
virtud, obligado a aclarar su laudo en el sentido de ordenar la pre- 
via neutralización de la zona plebiscitaria, con la que se consegui- 
ría el completo control de los actos que deben realizarse, la repre- 
sión de todos los actos contrarios a su pureza y la sanción del ple- 
biscito de verdad. | | ¡ 
El Gobierno del Perú cuenta con la decidida cooperación 
del Parlamento y con el beneplácito del país, en sus gestiones an- 
te el árbitro para la consecución de las garantías a que nos refe- 
rImos, y que, como dijimos, han sido impetradas del árbitro. 


« Las garantías que el Gobierno del Perú demanda del honorable árbitro, 

como condición para asegurar la verdad del sufragio, son las siguientes: 

« Primera.—La desocupación de los territorios de Tacna y Arica por las 
autoridades civiles y por las fuerzas del ejército, gendarmería y policía chile- 
nas, que deben ser reemplazadas por autoridades y fuerzas americanas, no só- 
lo durante el plebiscito, sino inmediatamente, para poner término a las hostili- 
dades que aún se ejercitan contra los pobladores peruanos que todavía quedan. 
en esos territorios y hacer posible que los nativos 'que se encuentran fuera 
puedan regresar libremente, sin el temor de ver repetidos los atropellos y erí- 
menes que siempre se han cometido y que continúan perpetrándose aún des- 
pués de expedido el laudo, pues es absolutamente necesario que los poblado- 
res de los mencionados territorios queden libres de toda presión moral y ma- 
ferial que tienda a coactar su libertad personal y la libre emisión del voto, co- 
mo lo establecen universalmente la doctrina y legislación sobre plebiseitos.» 
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« Las peticiones formuladas no envuelven ninguna modificación sustan- 

cial del laudo. Se refieren tan sólo a decisiones absolutamente necesarias para 
una leal ejecución del mismo, que es imprescindible determinar de manera ex- 
presa, como único medio de garantizar eficazmmente la libertad y fidelidad de 
la votación plebiscitaria, y que, en el presente caso, más que en ningún otro, 
son necesarias por tratarsz de Chile que durante más de cuarenta años ha hecho 
a nuestros compatriotas víctimas de las violencias más condenables. Al formu- 
lar estas peticiones, mi Gobierno se acoge a la disposición contenida en la se- 
vunda, parte del artículo segundo del protocolo de arbitraje, que faculta al ho. 
norable árbitro para determinar los procedimientos y plazos en la ejecución 
le su laudo.» 
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El Senado ante el Laudo Arbitral 


Senado 
Comisión Diplomática 


«Señor Presidente del Senado: Nil 

« En presencia de la honda conmoción que en esta hora experimenta la! 
República, la Comisión Diplomática, inspirándose en los deseos expresados 
por los miembros del Senado, no puede omitir la declaración de que la justicia 
indiscutible que asiste al Perú, en la controversia del Pacífico, ha sido elare! 
y ampliamente expresada en el alegato presentado al Exemo. señor Presidente 
de los Estados Unidos, designado como árbitro para dirimirla; y afirma que el 
Perú ha defendido y seguirá defendiendo el principio del A como el 
instrumento destinado a amparar los más altos intereses morales y materiales 
de los pueblos.» | 
<« Del extracto del laudo leído ante el Senado por «el señor Ministro de Re 
laciones Exteriores en la sesión del lunes último, no resulta una apreciación! 
del aspecto moral de la causa del Perú que corresponda «al veredicto ya ex! 
presado sobre ella por los más eminentes estadistas, jurisconsultos y publicis:' 
tas de los principales países del mundo, que en diversas ocasiones condenaron 
los atropellos y crímenes de lesa civilización cometidos por Chile en las pro: 
vincias detentadas, excluyendo hasta la posibilidad de que pudiera derivarse 
de ellos un resultado favorable a Chile.» | 
« Vuestra Comisión especialmente, llama la atención del Senado hacia el in- 

ciso 22 de la parte resolutiva del fallo, que concede el derecho de voto a chilenos 
y peruanos que desde el 20 de julio de 1922 tengan residencia continuada en 
Tacna y Arica; disposición que recompensa la violenta campaña de chileni: 
zación de esos territorios concediendo voto a los chilenos artificialmente impor- 
tados para los efectos del plebiscito, y que, a la vez, anula y niega el derecho! 
de votar a los peruanos no regnícolas que tenían normal residencia en esas 
provincias, de las que fueron arrancados en los últimos años por medios más 
crueles que los usados en la guerra.» 
«En homenaje a la armonía internacional en América y a la fe empeña: 

da en el tratado de arbitraje, el Perú hará un esfuerzo para concurrir al ple: 
biscito ordenado por el laudo arbitral, si, como es' de esperarse, el árbitro dicta 
oportunamente las medidas que impidan nuevas mistificaciones de los reg]s- 
tros que pudieran dar más seguridades a los chilenos que sin derecho a voto | 
pretendan tomar parte en la elección y dicta, a la vez, las disposiciones que ro- 
deen a los regnícolas peruanos de garantías contra la opresión y hostilidad de 
una población importada ad hoc a esos territorios, ocupados hoy además por una 
fuerte guarnición chilena; pues de otro modo sería infruetuoso el sacrificio de 
esos regnícolas, que NA a los dictados del patriotismo, se encuentren en el 
caso de abandonar las diversas comarcas del Perú o los países extranjeros, en 
los que se han radicado.» | 
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« Los conflictos internacionales y las guerras sólo se evitan dando la Jus- 
ticia a quien la tenga; condenando la conquista y sus fatales consecuencias. El 
arbitraje Maciónal no pusde ser eficaz sino cuando es expresión de severa 
justicia. Los fallos arbitrales que no tienen médula de justificación no cimen- 
tan la paz: todo lo contrario, levantan el espíritu público y alientan el senti- 
miento patriótico de los pueblos agredidos por la fuerza. Si la América ne-. 
cesita concordia y paz para realizar sus elevados destinos, debe inspirarse úni- 
camente en los dictados de la conciencia moral universal y en los principios 
eternos de la justicia y del derecho.» Ñ 

« El Presidente Harding mandando devolver a la China la provincia de 
Shan Tung, que étnica, histórica y geográficamente, perteneció siempre a su 
soberanía, hizo admirable y aplaudida justicia ante el concierto internacio- 
nal del mundo.» 

<« En esta solemne ocasión no puede el Senado prescindir de dejar cons- 
tancia del patriotismo y admirable firmeza con que el Presidente de la Re- 


| pública ha sabido interpretar las aspiraciones reivindicacionistas de la Na- 
¡ción y ha mantenido con verdad y con altura la defensa de la causa del Perú 


¡en el litigio del Sur, hasta entregarla al fallo de un juez cuyo prestigio imter- 
¡Macional y anhelada justificación merecieran la confianza de todo el país.» 

« El Presidente Leguía está a la altura del momento internacional que 
Matraviesa el país. Y es seguro que con ánimo resuelto, de que ha dado elo- 
cuentes pruebas, continuará defendiendo los derechos territoriales del Perú, 
sin omitir esfuerzo ni sacrificio alguno.» 

«Por estas breves consideraciones, vuestra Comisión Diplomática os so- 
mete la siguiente moción de orden del día: 


«< El Senado declara : 


« 19—Que los prolegómenos del fallo arbitral de que ha dado cuenta el se- 
or. Ministro de Relaciones Exteriores no han debilitado en lo menor los mé.- 
ritos moral y jurídico de la causa del Perú, claramente expresados en el ale- 
gato, ni han justificado en nineuna forma los atropellos cometidos en las pro- 

'vincias detentadas durante la campaña de chilenización; 
22 Que espera que el Gobierno obtendrá del. Arbitro las garantías indispen- 
sables para la libre emisión del voto de los peruanos; única situación que justi- 
| ficaría el esfuerzo de reponer en las provincias detentadas, siguiera una parte de 
la población electoral regnácola, hoy dispersa en distintos países del continente; 
<32—Que acuerda un voto de solidaridad y amplia confianza al señor 
Presidente de la República, quien, con la aprobación unámme del país, ha de- 
fendido la causa del Perú en la controversia del Pacífico hasta entregarla al 
Fallo del Presidente de los Estados Umdos.» 


Lima, 12 de marzo de 1925. 


E (Firmado).—IL:AURO A. CURLETTI.—J. SALVADOR CAVERO.—PEDRO JosÉ RA- 
DA Y G+AMIO, 
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El Senador por Ayacucho votó en favor de la moción que | 
precede, fundando su voto en los términos siguientes: | 


«Señor Presidente :» b | 
« El Senado del Perú al solidarizarse con el señor Presiden=| 
te de la República en su política internacional acerca del tras 
cendental problema del Sur, lo hace guiado por el sentimiento”| 
de justicia de nuestra causa, y por el respeto al derecho que 108% 
asiste, y que deben tenerse en cuenta en la solución de dicho pro= 
blema, mediante el cumplimiento del laudo expedido por el sesa 
nor Presidente de los Estados Unidos.» | on 
« Pero, antes de que la decisión arbitral comience a produ-=| 

cir sus efectos, es menester que la alta dirección de los asuntos 
internacionales, encomendada por la Constitución del Estado als' 
señor Presidente de la República, a quien expresamos nuestra! 
confianza, continúe haciendo las gestiones diplomáticas tendien=" 
tes a garantizar en forma más eficaz la libre emisión del votos 
de los que están, moral y políticamente, capacitados a decidir de 
la suerte futura de las provincias cautivas de Tacna y Arica, 
a fin de que el plebiscito sea la expresión directa, auténtica y so- 
lemne de la voluntad de los regnícolas de esas provincias, a quie= 
nes se les ha de consultar sobre la resolución de su nacionalidad» 
«La presencia de fuerzas y autoridades chilenas en las re= 
glones cautivas coactará fatalmente la libertad de los peruanos. 
para el acto decisivo del sufragio; resultando así, una burla san] 
erienta la esencia misma del plebiscito real y verdadero, e m1 
fruetuoso el sacrificio de los peruanos expulsados, a quienes se” 
les impone regresar al suelo natal para intervenir en el plebiscito.» | 
« Para evitar que los plebiscitos fueran irrisorios, se estipus 
ló en el tratado de Versalles—invocado por el Ministro de Relas 
clones líxteriores de Chile, en nota telegráfica dirigida al del Perú, | 
el 12 de diciembre de 1921 — el retiro de las fuerzas del país que 
detenta el territorio en disputa, y, a la vez, la entrega del área 
sometida al plebiscito, a una comisión internacional encargada 
de llevarlo a cabo, y de vigilar su verdad y pureza; como puede 
verse en los plebiscitos celebrados a su amparo, de Schelswing 
Prusia y la Alta Silesia.» | 0 
_ «He sido francamente partidario del arbitraje sometido al 
señor Presidente de los Estados Unidos, como medio jurídico y 
decoroso de poner término a la testarronería chilena. El fallo de 
Mr. Coolidge, favorable a Chile, nos conduciría a desempeñar ur 
papel ingenuo si fuéramos a buscar la nacionalidad de las pro 
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vincias desperuanizadas por medio de la violencia impúdica, de 
la fuerza y de la farsa ostensibles que continúan, con escarnio de 
la justicia y del derecho, en posesión de las provincias detenta- 
das, y posiblemente continuarán en ellas, si no se consiguen las 
seguridades necesarias y absolutas para los irredentos, nuestros 
compatriotas, que están llamados a decidir de la suerte, acaso, 
definitiva de esos territorios.» 

«Bien está que se alejen las causas de futuras perturbacio- 
nes del orden internacional; bien está que impere en América 
libre e independiente, la paz, que es la base de las relaciones eo- 
merciales; pero, a condición de que se respeten los principios de 
la justicia y del derecho, sin cuya observancia es estéril todo 
proceso acomodaticio.» 

«Como la moción propuesta por la Comisión Diplomática 
del Senado tiende a esta finalidad, voto por el sí.—Lima, 12 de 
marzo de 1925.—P. Max MEDINA.» 


La moción aprobada en la Cámara de Diputados dice asi: 


«La Cámara de Diputados, en vista del laudo expedido por el Presiden- 
te de los Estados Unidos de América; 


« Acuerda : 


« Solidarizarse con el Poder Ejecutivo, para trabajar infatigablemente has- 
ta conseguir que se restablezca la justicia en América, con la reintegración al 
Perú, de las provincias de Tacna y Arica.» | 

< Lima, 12 de marzó de 1925.—Foción A. MARIÁTEGUI.» 
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<« De acuerdo con las condiciones del arbitraje convenidas por ambas par- 
tes, asi como también de acuerdo con los principios generales del Derecho In- 
ternacional, estas cuestiones han sido decididas por el laudo de manera final 
y sin apelación.» | 


« El acta complementaria del protocolo de Washington estipula que aún 
en el caso de que el árbitro decida que no hay lugar a plebiscito, mientras esté 
pendiente un acuerdo acerca de la disposición del territorio, no se perturbará 
la organización administrativa de las provinicias. Por lo tanto, aún en el caso 
de que el árbitro hubiese hallado que la posesión actual por Chile es ilegal, no 
habría tenido poderes para ordenar la evacuación pendiente el acuerdo sobre 
disposición del territorio. Pero el laudo sostiene, al contrario, que la correcta 
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interpretación del tratado de Ancón es la de que Chile debía retener posesión 
mientras se realizaba el plebiscito, y que reteniendo tal posesión su autoridad 
administrativa continuaba. (Laudo, página 20). Las observaciones precedentes, 
sin embargo, no tienen por objeto limitar el ejercicio de los poderes de la eoml- 
sión plebiscitaria, como se establecen en el laudo, los ewales son suficientemente 
amplios para garantizar a todos y cada uno de los votantes calificados, comple- 
ta seguridad de protección a sus personas, así como la garantía de que su voto 
puede ser depositado libremente y de que será computado con absoluta honra- 
dez. El laudo prevee que la comisión plebiscitaria tendrá, en goneral, el comple- 
to control sobre el plebiscito y el árbitro ha nombrado como presidente de la co- 
misión al general Pershing, distinguido ciudadano norteamericano que encar- 
na en sí mismo toda garantía por su carácter y personalidad.» 


Como se ve, el árbitro para denegar la petición muy justa 
de garantías, se funda erróneamente en dos razones: 


Primera.—Que el protocolo de Washington, que instituyó 
arbitro en la cuestión peruano-chilena al Presidente de los Esta- 
dos Unidos, confirió al laudo carácter inapelable; y 


Segunda.—Que dicho protocolo no facultó al árbitro el pro- 
veer sobre la evacuación de las autoridades y fuerzas chilenas del 
área plebiscitaria. 


día cuestión sustantiva del protocolo arbitral de Washine- 
ton, fué resolver definitivamente sobre la vigencia o no de la 
cláusula III del tratado de Ancón, y en consecuencia, si proce- 
día o no, en las cireunstancias actuales, la realización del ple- 
biscito estipulado en dicho tratado, quedando el árbitro amplia- 
mente autorizado para determinar las condiciones y el procedi- 


miento respectivos, en caso de que optara, como lo hizo, por la 
afirmativa. | 


lia aclaración o ampliación solicitada por el Gobierno del 
Perú respecto a la omisión que entraña el laudo en el punto esen- 
cial de las condiciones indispensables para la realización del ple- 
biscito, como es el retiro de las autoridades y las fuerzas chile- > 
nas de Tacna y Arica, no envuelve en manera alguna ni revisión 
del laudo, 11 menos apelación de él. Al contrario, la medida cu-. 
ya adopción se reclama contribuirá a la mejor interpretación de 
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los propósitos que tuvo el árbitro al expedir su laudo y al eum- 
plimiento leal de éste. 

Es indudable que el árbitro estuvo capacitado para fijar las 
condiciones conducentes a garantizar la celebración del plebis- 
cito, y es en virtud de esa capacidad que señaló las otras condi- 
clones o normas para la actuación de dicho acto. Luego, si esta- 
ba capacitado para esto, no es razonable negar facultad tendien- 
te a alejar las causas eficaces de perturbación y los factores que 
Influirán seguramente de modo arbitrario en el resultado del ple- 
biscito. y ) | 

Si el árbitro hubiese resuelto este punto en su laudo, a na- 
die se le hubiera ocurrido decir que aquel se había extralimita- 
do en la esfera de sus atribuciones. Por consiguiente, si el árbi- 
tro ha prescindido de resolver un asunto de vital importancia, 
comprendido sustantivamente entre sus facultades jurisdiecio- 
nales, no hay razón para negarse a subsanar una omisión, en vía 
de aclaración o ampliación, alegando de que no tuvo facultad pa- 
ra decidir sobre dicho asunto. Sin embargo, el Presidente de los 
Estados Unidos, parece que no ha entendido así las cosas y dan- 
do siempre a su laudo el carácter de inapelable, cuestión com- 
pletamente distinta, ha contestado denegando la solicitud del 
Perú. | 
| Pero, queda aún la última esperanza en el general Pershing, 
Presidente de la Comisión Plebiscitaria, que, en el terreno de los 
acontecimientos patentizará la necesidad de acordar dicha soli- 
citud, en vista de los hechos que habrán de realizarse. 


En cuanto a la interpretación que da el árbitro al término de 
la detentación de Tacna y Arica por Chile, nos hemos ocupado 
extensamente de este aspecto de la cuestión en los capítulos III, 
IV y V, que, por ahora, nos limtiamos a trascribir los conceptos 
pertinentes del doctor Juan de D. García Kohley: 


<« Cierto que en el tratado de 1883 se estableció, en su cláusula tercera, 
que un plebiscito decidiría er votación popular, si el territorio de esas provin- 
elas pasaría a ser de Chile, o si continuaría siendo del Perú; pero esa especifi- 
cación no puede entenderse ni aplicarse así aisladamente, destacándose del con- 
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junto de las otras estipulaciones, ni menos independizarla del tiempo en que 


ese plebiscito hubiera de tener lugar.» 

« El plebiscito estaba fundamentalmente subordinado al factor tiempo, 
que en ningún precepto se autorizaba que fuera prorrogable, porque dentro 
del que conscientemente se había señalado, las condiciones históricas de esas 


provincias en todos los órdenes de su población habían de ser las mismas de 


cuando el tratado le acordaba.» 

<« El disfrute de la posesión de esas provincias se limitó a diez años por 
motivos muy estudiados de orden económico y de orden político.» 

< En el primero, por cuanto «sa posesión. representaba la apropiación de 
las ventajas que las rentas e impuestos de la explotación de sus riquezas le pro- 
porcionaría y se calculó que lo que esas rentas o impuestos produjeran duran- 
te diez años serían la cantidad justa que como compensación de los gastos de 
guerra se habían de cargar a ese capítulo de la cuenta del Perú.» 

« Todo lo que fuera extralimitar esa posesión más allá de los diez años 
convenidos, representaba una super-aproplación ilegal, contraria a lo pactado, 
mediante la cual se despojaba al Perú de lo que no había cedido ni tenido in- 
tención de ceder y eso necesariamente ha hecho nacer la obligación de rein- 
tesrárselos.» 

<« En el segundo, porque el status de la población de esas regiones al cabo 
de los consabidos diez años había de ser, si no idéntica, al menos fundamental- 
mente lgual al que mantenía cuando el tratado se concretó y por tanto los 
factores del problema al resolverse serían los mismos que cuando se planteó.» 

« El plazo de diez años en la vida de un pueblo, no determina modifica- 
ciones ni cambios apreciables en las distintas esferas de su composición étnica 
ni política. En cambio, en un lapso de tiempo dos, tres o cuatro veces mayor 
y sobre todo si en ese intervalo se han mantenido sobre el pueblo influencias 
extranjeras evidentemente se operan transformaciones y crean intereses que 
varían en gran manera las condiciones que ostentaba en el momento de otor- 
carse el convenio.» 

« Y por eso, no se concedió prórroga a ese término de diez años.» 


La argumentación dilemática del señor José Santos Choca- 


no, no deja salida a las proposiciones que plantea a este respecto 
en un interesante artículo publicado en “El Comercio” de esta 


capital, el 23 de julio del presente año (1925), que ro | 


mos a continuación. 
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«Neutralización previa del territorio » 


«A).—Sin la neutralización previa del territorio, el laudo adolecería de 
parcialidad manifiesta en su primera base ejecutiva que—como se está viendo 
REFOS la de la organización de la Comisión Plebiscitaria.» 

« En la referida base está contenida la disposición siguiente :» 

< En el caso de que una de las partes de este proceso arbitral nombrase 
« miembro de la Comisión Plebiscitaria y la otra parte dejase de nombrarlo 
€ por el término de treinta días después de la fecha señalada en este laudo, es 
«obligación del Presidente de la Comisión el nombrar el miembro que deberá 
« llenar la vacante existente.» | 

< Claro está que si una de las partes no nombraba Delegado en la Comisión 
Plebiscitaria, tenía que ser porque no gustaba de la realización del Plebiscito 
en las condiciones señaladas, ni aceptaba el laudo.» 

“51 el Perú, en tal virtud, no hubiese nombrado Delegado, el Presidente 
de la Comisión Plebiscitaria estaba obligado a cubrir la vacante y seguir los 
procedimientos hasta el final del Plebiscito, sin que para ello hubiera habido 
ninguna dificultad, puesto que dicha Comisión Plebiscitaria ha de funcionar 
en territorio no controlado por el Perú.» 

« Sl se supone que Chile no hubiese querido nombrar Delegado, menos 
- hubiese permitido que se le sustituyera en la organización de la Comisión Ple- 
E iditaria. y todavía menos hubiese permitido el funcionamiento de ésta en 

| territorio ocupado por él. Repárase bien en que no es legal ni prácticamente 
posible suponer que se llegara a constituir una Comisión Plebiscitaria, a ha- 
Ccsrla entrar en funciones y realizar un Plebiscito en un determinado territo- 
rio, contra la voluntad resuelta o el diseusto del ocupante de éste, a menos 
que se procediese antes a desalojarlo.» 

« La ocupación del territorio pcr Chile hace que la disposición anotada 
no le hubiese podido ser aplicada cortra su voluntad, entre tanto que al Perú 
sí. Sin la neutralización previa del territorio en disputa, la disposición coae- 

tiva que he citado no hubiera podido ser aplicable a Chile y sí al Perú.» 

| « Obsérvese, pues, que por virtud de la primera base ejecutiva del laudo— 
descartada la neutralización previa del territorio—Chile estuvo, desde la Te- 

¡cha en que el laudo se expidió, en condiciones de poder realizar o impedir el 

- Plebiscito con prescindencia del Perú, mientras que el Perú no hubiera podi- 

3 do, en ningún caso, realizar ni impedir el plebiscito sin contar con Chile.» 

al -S Esta desigualdad patente sería bastante para que cualquier criterio neu- 

A tral (y nunca sería tarde, aún después de todo consumado, para hacer la. con- 

Ñ sulta a las más altas autoridades en Derecho en Europa y América) deelarase 

p nulo por parcialidad man:fiesta en su primera base ejecutiva, que, como queda 
demostrado, sólo puede sostenerse legalmente apoyada en la neutralización 
previa del territorio.» 
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< La neutralización previa del territorio está urgida por la imparcialidad 
del árbitro, al concebir y dictar la primera base ejecutiva del laudo.» 

«B).—No cabe invocar “precedentes”? sobre arreglos de tolerancia 1n- 
tentados por el Perú, antes de su ruptura de relaciones con Chile. La causa 


de esta ruptura de relaciones deja sin valor todos los **precedentes”” sentados a 


base de la fe puesta por el Perú en la otra parte, la que, al motivar la ruptu- 
ra de relaciones, motivó también la desconfianza natural del Perú para lo su- 
cesivo y quitó todo valor moral a esos *“precedentes””, que quedaron apare- 
ciendo sólo como productos del error o del engaño.» 

« Los “precedentes?” que sí cabe invocar con respecto a la neutralización 
previa o no del territorio en disputa plebiseitaria, son los que tanto el Perú 
como Chile dejaron sentados al concurrir el primero a la firma del tratado de 
Versalles y al adherirse el segundo a dicho tratado después. El Delegado del 
Arbitro sabe bien el alto papel de los Estados Unidos al respecto.» 

<Si tanto el Perú y Chile como los Estados Unidos han aceptado los prin- 
cipios del tratado de Versalles, no resulta moral oponerse a su aplicación en 
este caso, a menos que se expongan “razones”? más atendibles que las que orl- 
vinaron la aceptación de lcs Principios en referencia por las dos partes con- 
currentes y por el país del árbitro.» 

<« No es el caso de pretender “derechos”? — seguro como está el Perú de 
haber mantenido expresamente los suyos en todos sus tratados internaciona- 
les. El caso es de exponer ““razones?”, contrarias a los principios plebiscitarios 
del tratado de Versalles. No hay “derechos”? en discusión que se puedan opo- 
ner a “razones”? indiscutibles.» 

<C).—Debe Chile exponer las *““razones*? que tiene para oponerse a la 
neutralización previa del territorio. Si Chile alega tener **derechos”” al res- 
pecto, ¿no vienen a ser tales ““derechos?” discutidos, por su condición misma, 
ventajas previas, que no pueden sostenerse con equidad, ni siquiera con hon- 


El 


radez, ni menos aún con sincero propósito de consolidar una situación ulterior 


de recíprocas seguridades. ?» 
«Si el control político y militar no es una ventaja ¿por qué no renunciar 


a ello? Si lo. es ¿puede haber título, cualquiera que sea, de moralidad bastan- 


te para imponerla sobre la necesidad de las garantías en el sufragio? Conser- 
var el control en el primer caso, sería inexpicable; conservarlo en el segundo, 
sería injustificable, porque no hay — mi el Delegado del Arbitro puede apare- 
cer amparándolos — “derechos inmorales.?? » 

«Sl se trata de conservar el control sin sacar de ello ventaja, —¿por qué 
empeñarse en conservarlo contra el deseo de la otra parte? Si se trata de con- 
servarlo para sacar de ello ventaja, —¿cabe pensar siquiera en la corrección 
del acto plebiscitario, ni en la eficacia de sus resultados, ni en las seguridades 
recíprocas que el árbitro desea para ambas partes, ni en las “condiciones ade- 
cuadas”” expresamente supuestas por el laudo, que sin el establecimiento de 
ellas en forma satisfactoria perdería todo su valor legal ?» 
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«No cabe buscar fórmula de procedimiento que, aún a juicio del Dele- 
gado del Arbitro, equilibre la situación “ventajosa?” del control; porque de en- 
contrar esa fórmula, no siendo ya para Chile *““ventajosa”” la situación del 
control, menos explicación tendría su empeño en conservarla.» 

Mientras que Chile no demuestre las “desventajas levales”” que le puede 
producir la neutralización previa del territorio, cuanto arguya por conservar 
el control militar y civil sólo ha de servir para demostrar o, a lo menos, dar 
derecho a sospechar fundadamente que lo que trata es de asegurarsa “ventajas 
ilegales.?” > 


El Gobierno del Perú comprendiendo la necesidad Impres- 
cindible de contar con garantías para la celebración del plebis- 
cito, en nota que nuestro Embajador en Washington, doctor Her- 
nán Velarde, dirigió al Secretario de Estado de los Estados Uni- 
dos. Mr. Franck H. Kellog, comunicándole el nombramiento del 

- señor Manuel de Freire Santander como delegado del Perú ante 
la Comisión plebiscitaria, insiste en la demanda anterior de ga- 
- Tantías. 
Entresacamos de dicha nota los puntos principales. 
La nota se refiere a la petición de garantías solicitadas en 
nombre del Gobierno peruano y que fueron denegadas por el árbi- 
tro Mr. Coolidge, manifestándole disconformidad de eriterio que 
existe en el fondo del pedido y la afirmación del árbitro, pues las 
peticiones no envuelven modificación alguna del texto del laudo 
expedido y ni siquiera la ampliación de términos, como equivoca- 
damente se pensó, sino el enunciado claro y preciso del alcance 
que dentro de la equidad y de la justicia tiene la sentencia pronun- 
clada sobre materia tan grave, que afecta a la integridad territo- 
rial del Perú y al sentimiento de nacionalidad de su pueblo, que 
no puede juzgarse como parte libre de acción para ejercitar sus 
derechos legales en la defensa de sus fueros. 

Dice el Embajador Velarde, que el árbitro tuvo la facultad - 
de determinar las condiciones en que debería realizarse el plebis- 
cito, siendo la principal de ellas la de asegurar la protección y li- 
bertad de que deben disfrutar los electores calificados para la vo- 

tación; pero debiendo efectuarse el acto en presencia y bajo el do- 
minio de las autoridades chilenas, las garantías pedidas están su- 
Jetas a enormes dificultades y limitaciones insalvables, pues será 
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imposible que la comisión designada por el árbitro, pueda man- 
tener el control suficiente para evitar fraudes y suplantaciones. 

La nota se refiere también al tenor del acta complementaria, 
que contempló la cuestión del dominio y administración del terri- 
torio ocupado, en caso de la improcedencia del acto plebiscitario, 
pero habiéndose accedido a la realización de éste, es difícil conse- 
guir la abstención de las autoridades de Chile, siendo por lo tan-- 
to la demanda de garantías solicitadas por el Gobierno peruano 
una derivación de la desigualdad de las posiciones que ocupan los 
ciudadanos que deben actuar en aquel acto, que decidirá de la 
suerte de las cautivas. 

Dice también el Diplomático peruano, que a los chilenos na- 
die les ha interrumpido la residencia, mientras que a los regníco- 
las de Tacna y Arica, se les ha expulsado por la fuerza y sostle- 
ne la tesis de que el Perú mantendrá la demanda de garantías 
para la realización del plebiscito, para que éste se lleve a cabo con 
la legalidad que debe hacerse, ya que ha sido imposible conseguir 
otra solución más adecuada a las aspiraciones nacionales. 

Termina el doctor Velarde, manifestando al Gobierno de los 


Estados Unidos que su país sostiene el procedimiento plebiscita- 


rio, siempre que se informe en los extrictos principios de justi- 
cla internacional. | 

El árbitro, en contestación, dice que reitera, en todos sus as- 
pectos, sus disposiciones de 9 de abril de 1925, y que es de opl- 
nión que dichas reglas no dejan, por su parte, nada que decir en. 
respuesta. 
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CAPITULO X 


POLITICA ARBITRAL DEL PERU 


Desde los albores de la magna epopeya de la libertad, el Pe- 
rú, aún antes de que la sangre americana manchara el suelo de 
nuestros mayores, con glóbulos calnescos, se destacó como el pala- 
dín gallardo de la forma nacional y cuita de zanjar las diferen- 
clas de los estados formados al conjuro de unos mismos ideales, 
de unos mismos sentimientos y de comunes esfuerzos y sacrificios. 

La historia diplomática del Perú desde que nació a la vida in- 
dependiente hasta la hora actual, está llena de sugerencias que 
dicen relación con este medio eneomiástico de resolver diferen- 
dos internacionales, de arribar al fin que asegura la armonía en- 
tre las naciones y salvaguarda sus recíprocos intereses. El Perú 
ha preconizado perennemente el arbitraje como norma del dere- 
cho público americano. Ahí están las gestiones de sus hábiles di- 
plomáticos, las sabias doctrinas de sus internacionalistas y la ac- 
tuación de sus delegados ante los congresos internacionales, com-. 
probando a este respecto, su tradicional política exterior. Soste- 
ner lo contrario es ponerse en pugna con la verdad, la historia y 
la ciencia. 

Cuando a raíz de la emancipación política sudamericana, el 
Perú, que no era inferior a ningún país de Sud América, y esta- 
ba más bien en condiciones de prestar apoyo a los países débiles 
que fueran ultrajados, había prestado ya su concurso a la idea gie- 
nial de Bolívar de unir con víneulos duraderos los nuevos pueblos 
de América, desde México hasta el estrecho de Magallanes: «no 
en el vago sentido de una amistosa concordia—eomo dice el maes- 


tro Rodó — de una alianza dirigida a sostener el hecho de la eman- 


¿ 
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cipación, sino en el concreto y positivo de una organización que 
levantase a común conciencia política las autonomías que deter- 
minaban la estructura de los disueltos virreinatos. En el Istmo de 
Panamá, donde las dos mitades de América se enlazan y los dos 
océanos se acercan, ereía ver la situación predestinada de la asam- 
blea federal en que la nueva anfictionía erigiese su tribuna, como 
la anfictionía de Atenas en el Istmo de Corinto. Desde que, ocu- 
pando en Caracas después de la campaña de 1813, gobierna por 
primera vez en nombre de América, asoma ya en su política esta 
idea de la unidad continental, que ha de constituir el supremo 
ealardón a que aspire cuando vencedor y árbitro del mundo. La 
realidad negóse a acoger su sueño; mil fuerzas de separación que 
obraban en el roto imperio colonial, desde la inmensidad de las dis- 
tancias físicas, sin medios regulares de comunicación hasta las 
rivalidades y las desconfianzas de pueblo a pueblo ya fundadas 
en una relativa oposición de intereses, ya en el mantenimiento de 
prepotencias personales, volvían prematuro y utópico el grande 
pensamiento, que aún hoy se dilata más allá del horizonte visi- 
e Sl » 


Pero, en homenaje a la verdad y la justicia, debemos recordar 
que la idea de reunir un Congreso de Americanos fué del eminen- 
te ¡urisconsulto y orador don Juan Kgaña, que nació en Lima en 
1769, y después de una labor eficaz en pro de la emancipación pe- 
ruana, se trasladó a Chile, donde establecióse definitivamente. 
Fué miembro prominente del Congreso chileno de 1811. Eficientes. 
y numerosos fueron los servicios que Egaña prestó a la indepen- 
dencia del Perú y Chile y a la causa americana. 

Pues bien, invitados los estados americanos al Congreso de 
Panamá, en 1825, el Perú envió como a sus representantes a los 
doctores Manuel Lorenzo Vidaurre y Manuel Pérez de Tudela, 
éste natural de Arica y aquel de Lima. Ambos de descollante ac- 
tuación en el foro, la tribuna y la prensa, diputados al primer 
Congreso Constituyente, próceres de la independencia nacional, 
quienes, cumpliendo la misión que se les había dado, proclamaron 
con entusiasmo la política de unión americana y de alianza para 
la común defensa, cual lo exigían las cireunstancias del momento 
y las expectativas del futuro. Nada importa que el Congreso de 
Panamá haya fracasado. Basta notar que allí se echó por primera 
vez la simiente del principio del arbitraje, para comprender el al- 
to significado moral que animó a los estados concurrentes a esa 
Asamblea, cuyos ideales estamos aún lejos de ver realizados. 


He aquí los documentos comprobatorios de las primeras labo- 
res del Perú en el sentido a que nos referimos, del apartamiento 
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de Chile—cuyo sino era arrastrar a América a los más horrendos 
desastres—de la política de solidaridad americana, y la concu- 
rrencia de los otros estados que, sinceramente, anhelaban dar vi-' 
da real y efectiva al pensamiento de paz y unión internacional. 
Todo esto, y lo que el lector deducirá de su lectura, aparece allí. 


«En los momentos actuales en que el Gobierno de Colombia de acuerdo con 
el del Perú hace los mayores esfuerzos por que se reuna la gran asamblea de los 
estados americanos en el Itsmo de Panamá — dice “Gaceta del Gobierno?” de 
Lima, de 3 de julio de 1825 — confesamos haber leído con un placer indecible 
ENPIOYeCto........ > 


E Con las notas que publicamos en seguida se excusó Chile de 
concurrir a dicha Asamblea. 


« Palacio Directorial de Santiago de Chile, a 4 de julio de 1825.—Al Exemo. 
Consejo de Gobierno de la República del Perú.» 
Ms Grande y buen amigo.—El Director de la República de Chile ha tenido 
1 particular satisfacción de recibir la honorable nota de 16 de mayo último, 
en que el Consejo de Gobierno de la República del Perú, se sirve invitarlo a la 
remisión de Plenipotenciarios al Istmo de Panamá, para que reunidos a los que 
deben mandar los demás estados de América formen una asamblea general de 
ellos para los grandes objetos que se indican. El Director puede asegurar al 
Consejo, en contestación, que hace mucho tiempo que este sublime proyecto 
ocupa su atención; pues está intimamente persuadido que después de haber 
conseguido la América su libertad a costa de tantos sacrificios, su realización 
es el único medio que se le presenta de asegurarla para siempre, de consolidar 
sus instituciones, y de dar un paso inmenso de opinión, de majestad y de fuer- 
Za a estas nuevas naciones, que aisladas son pequeñas a los ojos de las poten- 
elas europeas, y reunidas forman un todo respetable, tan capaz de contener 
pretensiones ambiciosas, como de intimidar a nuestra antigua metrópoli. Así 
es que las sabias reflexiones que el Consejo se sirve hacer en su citada nota so- 
bre este laudable objeto solo han servido para aumentar su convicción y persua- 
dirlo en la urgente necesidad de que cuanto anies se efectúe. Aún cuando este 
Gobierno no se haliara animado de estos sentimientos, el solemns tratado de amis- 
tad y alianza celebrado el 23 de diciembre de 1822 entre Chile y el Perú, lo po- 
nía en el imprescindible deber de verificarla; pero desgraciadamente se le pre- 
senta en el día un obstáculo que no está en su mano superar. Tal es la falta de 
una autoridad legislativa, que examine las bases acordadas por el Gobierno de 
Jolombia, que deben servir de Norte a las funciones de los Plenipotenciarios. 
No obstante el Director se lisonjea con le consideración, de que reunido muy lue- 
20 un Congreso general de la Nación, suz primeras sesiones se contraerán a la 
iscusión. del erande objeto propuesto. Para ello, el Director desde ahora pro- 
Sta, que en el momento de su apertura, (que será a más tardar dentro de dos 


LO AS 


meses) tendrá especial cuidado de elevarlo a su consideración, y de cooperar 
a su consideración, y de cooperar activamente con todos los esfuerzos que estén : 


en su poder, a que se realice la pronta remisión de los plenipotenciarios, como 
lo exigen imperiosamente los altos intereses de Uhile y de toda América. Al Di- 


rector le es muy grata la presente oportunidad, para ofrecer al Consejo de Gobier-: 
no del Perú las más distinguidas consideraciones.—Grande y buen amigo.—. 


Ramón FreYreE.—El Ministro de Relaciones Exteriores.—JUAN DE Dios VIAL 
DEL Ri0.» 0d 


El Ministro de Relaciones Exteriores de Chile, al contestar 
las notas del Ministro del mismo Despacho del Perú, de 16 y:257 


de mayo de 1825, «ambas relativas al grande e interesante. obje- 


to de la reunión de una asamblea general de plenipotenciarios de +; 
los estados americanos, que sea el baluarte de su libertad e inde- 
pendencia, y el poderoso instrumento de su presente y futura fe-. 


licidad >», se excusa también alegando los mismos pretextos que el 
Director F reyre. 


La asamblea de plenipotenciarios de Panamá se instaló el 
22 de ¡unio de 1826. La suerte decidió el orden de la presidencia, 


correspondiendo la primera a Colombia, la segunda a Centro Amé-- 
rica, la tercera al Perú y la cuarta a Méjico. Nuestro Plenipo-*! 


tenciario doctor Vidaurre pronunció un brillante discurso que, 
por ser extenso, sólo copiamos los párrafos más saltantes por la 


solidez de sus doctrinas, sus sabias previsiones y el acopio de da- 2 


tos importantes. 


« Los habitantes de las Américas que fueron españolas se cubrirán de infa- 


mia para con todas las naciones conocidas, si no promulean leyes tan sabias, tan 
equitativas y tan justas que aseguren su felicidad presente y la de sus descen- 
dientes por muchas generaciones.... El trastorno de mil imperios, el flujo y re- 


flujo de las riquezas en las partes del mundo conocido, la destrucción de unas 


ciudades, la elevación de otras, la grandeza y decadencia de los estados; todas 


son lecciones de que puede aprovecharse, todas son reglas que le ofrecen para su 


presente conducta.» 


« Hoy el gran Congreso Americano que debe ser un consejo en los grandes 
conflictos, un fiel intérprete de los tratados, un mediador de las disputas domés- 
ticas, un encargado de la formación de nuestro derecho nuevo entre naciones; 
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se halla investido de todos los poderes que son necesarios para cumplir con el 

“noble, grande y singular objeto a que es convocado. Todos los materiales precio- 
sos están acopiados de antemano. Un mundo entero va a ver nuestros trabajos 
y a examinarlos con detención. Desde el primer soberano hasta el último habi- 
tante de las tierras australes, no hay persona indiferente a nuestras tareas. 
Este tal vez será el último ensayo que se haga para indagar si el hombre puede 
ser feliz. Compañeros míos, el campo de la eloria allanado por Bolívar, San Mar- 
tío, O "Higgins, Guadalupe y otros héroes, superiores a Hércules y Teseo, se 
NOS franquea. Nuestros nombres han de ser escritos o con loor inmortal, o con 
- oprobio eterno. Elevémonos mil millones dde habitantes y un noble orgullo nos 
-espiritualice, asemejándonos a Dios mismo en aquel día en que daba las primeras 
leyes del Universo.» 


A 


Después de esbozar un programa de política interna y exter- 
ha, netamente americano, continúa el doctor Vidaurre : 


<« Con respecto a nosotros mismos, dos son los terribles escollos. Es el uno 
el deseo de engrandecimiento de unos Estados a costa y en detrimiento de los 
otros. Es el segundo, el peligro de que un ambicioso quiera aspirar a la tiranía 
y esclavizar a sus hermanos.» 


«Sully y Enrique IV proyectaron un tribunal que impidiese en Europa 
lo primero. En nuestros días Gondon escribió un tratado sobre la materia. Esta 
dieta realiza los designios loables del rey y de los filósofos. Evitemos SUerras 
reduciéndolo todo a mediaciones. El efecto de la guerra es la conquista. Un Es- 
tado crece reduciendo al vencido. Montesquieu dijo lo que era, Debonaire lo que 
debía ser. Con cada victoria Napoleón adquirió nuevos territorios a la Francia. 
Una flecha tirada en nuestros campos o montañas será un horrendo trueno que 
se haga sentir en todo el continente y en las islas. ¿Y sobre qué disputaremos? 
Nuestros frutos por todas partes se producen: nuestros terrenos son inmensos: 
nuestros puertos hermosos y seguros. Nada tiene que envidiar una República a 
la otra. ¿Irá el pastor de mil ovejas a robar el corto rebaño del vecino? ¡Qué in- 
Justicia! La Dieta no lo consentirá.» 


Y termina formulando votos por la paz de América con estas 
palabras: 


« Démonos de continuo pruebas de confianza, desinterés y verdadera amis- 
tad; formemos un cuerpo de derecho que admire a los pueblos cultos; en él, la in- 
juria a un Estado se entienda causada a todos, como en una sociedad bien arre- 
elada la que se comete contra un ciudadano interesa al resto de la República... 
Repita el griego sus hazañas dejando a Troya en cenizas, el representante de las 
Repúblicas de América gloríese de haber promulgado leyes que proporcionen la 


A Sd 


paz general con todas las naciones, y la felicidad interior de los Estados que 
hoy se confederan y ponen por plazo la finalización de los siglos.» 


Fiel a esta política de conciliación, en las controversias inter- 
nacionales, manifestada en más de una ocasión, el Perú al cele- 
brar el tratado de alianza defensiva con Bolivia, de 1873, estipu- 
1Ó una previsión contra todo pretexto de guerra. El inciso 1* del 
artículo 8* de dicho tratado estatuye, como obligación para las 
partes: 


<A emplear con frecuencia, siempre que sea posible, todos los medios con- 
ciliatorios para evitar un rompimiento, o para terminar la guerra, aunque el 
rompimiento haya tenido lugar; reputando entre ellos, como más efectivo, el ar- 
bitraje de una tercera potencia.» 


ll Ministro Plenipotenciario del Perú en la Argentina, en 
nota dirigida al Gobierno argentino, de 24 de setimbere de 1873, 
explicaba el alcance y finalidad del tratado peruano-boliviano, 
y se expresaba en los términos siguientes: 


« Bajo este punto de vista el tratado importa la fijación de un gran prin- 
cipio en el derecho público americano, y puede, por tanto, ser considerado como 
la prenda más segura de paz y de unión, no sólo entre el Perú y Bolivia, sino 
también entre los demás estados americanos que lleguen a adherirse a él; y esto 
es tanto en la actualidad cuanto que muchos de esos estados tienen pendiente la 
designación de sus límites, pues aunque con fortuna las cuestiones que hasta aho- 
ra han surgido, no han llegado a tener un resultado funesto, no dejan, sin embar- 
eo, de ofrecer dificultades, que más tarde pueden, tal vez, producir complica- 
ciones y peligros serios, que a todo trance conviene evitar.» 


Producida la ruptura de relaciones entre Bolivia y Chile por 


la ocupación militar de Antofagasta, por fuerzas chilenas, el punto 


esencial para la diplomacia peruana fué contribuir a que ambos 
beligerantes arribaran a un arreglo amistoso, tal como se hallaba 
previsto en el tratado de 1874, celebrado entre esos países, ofre- 
ciendo para este efecto su mediación desinteresada. Y a este fin 
obedeció el viaje a Santiago del Enviado Especial don José An- 
tonio de Lavalle, con misión de cordialidad americana, llevando 
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el olivo de paz; pero hubo de chocar ante el bloque formado por los 
Intereses creados en torno del salitre y cohonestado con fútiles pre- 
textos o torpes exigencias que hicieron fracasar la noble finalidad 
que el Perú se había impuesto espontáneamente en homenaje a 
un elevado concepto de confraternidad entre estados de común 
crigen, Indéntico rol en el concierto de las naciones formadas por 
la mutua cooperación emancipadora y llamadas al desenvolvi- 
miento de sus naturales riquezas mediante el recíproco apoyo en 
la labor beneficiosa de cimentar en América la paz, el progreso y 
la civilización. Pero, todo esfuerzo fué estéril ante el malsano pro- 
pósito de alterar el orden internacional en América, ante la ma- 
nifestación de una voluntad de agresión perfectamente conscien- 
te y claramente determinada hacia un fin utilitario, ante los des- 
manes de uno de los beligerantes y la vigencia de un pacto de 


alianza defensiva con el otro. Por esto, al final de cuentas, el país 


mediador, el amigable componedor fué sacrificado, envolviéndose- 
le en la contienda armada y obligándosele a soportar sólo el enor- 


me peso de las calamidades de una guerra, que la historia ealifi- 


cará siempre de injusta, como los escritores imparciales la til- 
dan de inicua, y no temamos insistir en estos calificativos, puesto 
que existen las pruebas que establecen así la verdad. 


El curso de la guerra dió ocasión a nuevas tentativas de ar- 
-bitraje, por los crímenes de lesa civilización y humanidad per- 
petrados por las famélicas hordas chilenas azuzadas por sus diri- 
gentes de Santiago, que motivaron las justas quejas de las víeti- 
mas, entre éstas, los ciudadanos norteamericanos que, en 30 de 
marzo de 1880, en memorial dirigido a su Ministro Plenipoten- 


ciario en el Perú, protestaban de las atrocidades cometidas por los 


chilenos con motivo de la guerra. El inolvidable tratadista fran- 
cés señor Pradier Foderé, en esas horas de mortal angustia y 


desolación, en el periódico “Canal de Panamá”, decía: 


« Los hombres que aprecian el valor de la civilización, que aman la huma- 


nidad, presencian en este momento un doloroso espectáculo. Un pueblo inofen- 


. . . . . . » . . 1 
sivo, inteligente, bueno, hospitalario, gime bajo la planta de un vencedor impla- 
cable. Ese pueblo ha representado un papel decisivo en la gloriosa guerra de la 


independencia, y las repúblicas americanas, que consideraba como hermanas 
suyas, le dejan agonizar, sin resolverse a protestar en nombre de la solidaridad 


humana. Ese pueblo ha abierto con liberalidad sus puertos, sus ciudades, todas 


las riquezas de su fértil territorio a la industria europea, y la Europa, que se 
y vanagloría de su progreso moral, deja que lo desgarren, que lo degúellen, que lo 
despedacen, sin recordar siquiera la clemencia, a las hordas que pretenden con- 
—quistarlo para destruirlo.» 


$ 


O 


El clamor de los oprimidos y la voz airada y condenatoria de - 
los neutrales, escandalizados por los actos de barbarie de los inva- - 
sores y la indiferencia de las potencias de Europa y América, re- 
querían, en nombre de los sentimientos de humanidad, la inter- — 
vención de los países cultos para poner término decoroso a la con- 
tienda sangrienta y vergonzosa que presenciaba la América. Cla- - 
mó la civilización contra la barbarie, y la humanidad que, al co- 
rrer de los siglos, había llegado a la adopción de fórmulas y prin- - 
cipios fundados en la necesaria convivencia de los pueblos cultos — 
y en las mutuas relaciones creadas al impulso del progreso ince- 
sante, dejó al fin escuchar su voz. Y fué la inmortal Francia, la 
que habló primero por boca de su presidente M. Julio Grevy, quien - 
tomó la iniciativa para ofrecer la mediación conjunta de Francia 
e Inglaterra, en 1880, mediación que hubo de detenerse por la ac-- 
titud de Alemania, que, por órgano de su canciller Bismarck, la 
hizo escollar, según asevera M. Georges Scelle, profesor de Dere- * 
cho Internacional de la Universidad de Dijon, aseveración con- 
firmada, entre otros, por don Arturo Alessandri, actual Presiden-" 
te de Chile, que en un artículo publicado en ““La Nación”? de San-" 
tiago, el 26 de febrero de 1917, dice: 


« Nosotros no debernos olvidar jamás que, cuando se liquidaba las cuestio- E 
nes promovidas por la guerra del Pacífico, M. Blaine, en calidad de Ministro de” 
los Estados Unidos de América del Norte seguía una política agresiva respecto a 
a Chile, política que su mismo país condenó en seguida, y se esforzó en provo-:' 
car una acción combinada de los países del antiguo continente a fin de impedir” 
por este medio la anexión de Tarapacá a nuestro territorio, proposición que fué A 
aceptada por diferentes países, y fué entonces que Alemania, por órgano de Bis- 
marck, el grande canciller de su imperio, declaró solemnemente: “Dejad a este 
pueblo (Chile) recojer sólo el fruto de sus sacrificios, de sus esfuerzos y de sus Y 
victorias.» A » 

Por otra parte, los Estados Unidos, considerando la cuestión l 
desde el punto de vista exclusivamente americano, en virtud de la 
doctrina Monroe, alejaron la intervención de los estados europeos 
y ofrecieron sus buenos oficios en tres ocasiones diferentes, cuyo 
resultado definitivo, si se analiza imparcialmente, poniendo a 
salvo la buena fe que sin duda los inspiró al principio, fué débil, 
contradictorio y contraproducente para el Perú, toda vez que la 
no aceptación del vencido y del mediador a la indemnización de 
guerra con cesión de territorio, que exigía el vencedor, alentó la re- 
sistencia hasta el último sacrificio y dió tiempo al invasor para 
consumar su obra de destrucción, aniquilamiento y ruina. Por es- 
to, el Plenipotenciario M. Stephen Hurbult justamente indigna= 
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do decía: «Si los Estados Unidos después de negarle a este pueblo 
(al Perú) el derecho de acudir a estados europeos, en demanda 
de auxilio, rehbusan a su vez y en la situación desesperante en que 
se encuentra, el prestarle su ayuda, esto, en mi concepto, valdría 
tanto como traicionar nuestra fe nacional.» 


En la liquidación de los valores morales, como medio de apre- 
clación de los sentimientos que ensanchan y ennoblecen el alma 
humana, predominantes en los pueblos, en una época determina- 
da de la historia, y con relación a los acontecimientos que motiva- 
ron la exteriorización de esos sentimientos, fuerza es no olvidar, 
tampoco, la intentona loablea del Gobierno de Colombia, de reunir 
un Congreso americano que restableciera en Sud América la ar- 
monía y la vida jurídica alteradas profundamente con motivo de 
la guerra del Pacífico, y la mediación conjunta ofrecida por los 
del Brasil y la Argentina, a fin de arribar a una conclusión hon- 
rada del conflicto bélico. 

Estos propósitos patentizan los nobles deseos que animaban 
a sus iniciadores y colaboradores a efecto de evitar la prolonga- 
ción de una guerra injusta y de llegar a un arreglo decoroso para 
los beligerantes. Si ese espíritu de cordialidad y justicia no tuvo 
éxito feliz, por haberlo obstruído Chile con su labor malsana y sis- 
temática, el propósito fué ostensible y esto basta para comprender 
que los países cultos del continente no simpatizaban, algo mas. 
condenaban la actitud insólita de Chile. 

Bien sabemos que ni los buenos oficios ni la mediación son 
propiamente el arbitraje, pues existen diferencias fundamenta- 
les en su origen y finalidad, pero, generalmente, son los medios 
de llegar al arbitraje, y en la guerra del Pacífico hubo probabili- 
dades de arribar a este fin, que habría salvado el principio civili- 
zador y se hubiese evitado el bochorno de hablar en América del 
llamado derecho de conquista, después de las verificadas por Cor- 
tez y Pizarro, si Chile con su obstinada y utilitaria resistencia no 
lo hubiera hecho fracasar. Así, durante la guerra se presentaron 
diferentes oportunidades para celebrar la paz mediante el arbi- 
traje: ATA 
1*—Cuando a mérito del ofrecimiento de mediación que hl- 
-ciera el Presidente de los Estados Unidos, Mr. Ruther Burchard 
Hayes, se reunieron los plenipotenciarios del Perú, Bolivia y Chi- 
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le y los Ministros norteamericanos acreditados ante estos países, 
a bordo de la corbeta norteamericana ““Lackawanna”, en la bahía 
de Arica, el 22 de octubre de 1880, y el señor Aurelio García y Grar- 
cía, uno de los representantes del Perú, propuso el arbitraje del 


Gobierno de los Estados Unidos, que no fué aceptado por los repre= 


representantes de Chile. 

2—Cuando el Secretario de Estado de los Estados Unidos, Mr. 
James A. Blaine, después de la misión mediadora del Ministro 
Mr. Hurbult, dió instrucciones a su sucesor Mr. Trescolt de reunir 
en Washington un Congreso en que estuvieran representados to- 
dos los países de América y en el que se ventilaran los asuntos de 
trascendencia para el continente, Congreso que no llegó a reunir- 
se por la muerte trágica del Presidente Mr. Garfield, que deter- 


minó el cambio de orientación en la política internacional de los. 


Estados Unidos, en relación a la guerra del Pacífico. 


3'—Cuando el Ministro norteamericano en Chile, Mr. Logan, 


puesto de lado de las aspiraciones chilenas, y el Presidente del 
Perú, doctor Francisco García Calderón, prisionero en Chile, 
convinieron en someter a arbitraje la pretensión chilena de com: 
prar las provincias de Tacna y Arica, por haber sido rechazada 
la propuesta contraria de que éstas quedaran en calidad de pren- 


da para el pago de 20.000,000 de pesos que, como indemnización 


de guerra, exigía Chile. 


No necesita comentario alguno el ultimátum de Mr. Logan, 


dirigido al doctor García Calderón: 


< Chile acepta la cesión de Tarapacá y del guano con la obligación de ha- 


cer arreglos con los acreedores que tengan hipoteca sobre el guano y el salitre. 


Consiente en que se someta a arbitraje la cuestión de Tacna y Arica, siempre' 


que el árbitro no sea el mandatario de aleuna nación; y para el caso en que le 
sea desfavorable el laudo arbitral, pide la ocupación militar de esas provincias 
por quince años. Concede 48 horas para la respuesta, siendo ésta la última opor- 
tunidad para tratar de la paz; y si Ud. no acepta, está dispuesto a llevar a tal 


extremo las medidas de rigor contra la ciudad de Lima, que de ellas resultará 


poco menos que la destrucción de la capital.» 


Aceptado el ultimátum y redactado el protocolo respectivo, 


se hizo constar lo siguiente: 


« 4*—Ambas partes se pondrán de acuerdo para escoger un árbitro, el que 
no deberá ser ningún jefe de nación; al que se someterá la siguiente cuestión. 


y cuya decisión será obligatoria para ambas partes.» 


« Tendrá Chile como una medida nacida de las. necesidades de la guerra y 
como modo de arreglarla, el derecho de comprar al Perú el territorio que com- 
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prende las poblaciones de Tacna y Arica por la suma de diez millones de pesos; 
o tendrá .simplemente la ocupación militar de esos territorios por quince años 
para evacuarlos después.» 


Este arreglo, que entrañaba la devolución de Tacna y Arica, 
porque ningún árbitro hubiese apoyado la pretensión extrema de . 
Chile de comprar provincias, fracasó por el mantenimiento de las 
anteriores pretensiones de Chile, pues ellas importaban descono- 
cer la eficacia del fallo arbitral, en caso de que él fuese adverso a 
Chile, cuya política era desde entonces adquirir Tacna y Arica pa- 


ra cedérselas a Bolivia en cambio de su litoral de Antofagasta. Y, 


finalmente. 

4:—Cuando el Ministro de los Estados Unidos en el Perú Mr. 
Partridge, en enero de 1883, reunió en su casa a los Ministros eu- 
ropeos residentes en Lima (de la Gran Bretaña, Francia, Ttalia, el 
de Alemania declinó la invitación), con quienes suscribió en secre- 
to una acta, en la que se expresaba que Chile debiera ser compeli- 
do por la intervención de las grandes naciones a contentarse con 
Tarapacá y a reservar sus pretensiones sobre Tacna y Arica para 
una discusión posterior o para que fuesen resueltas por un arbi- 
traje. 

Esta gestión oficiosa de Mr. Partridge fué desaprobada por 


la cancillería norteamericana, y no obstante, el 2 de enero del mis- 


mo año, aconsejaba al Ministro chileno don Joaquín Godoy el so- 
metimiento a arbitraje de las pretensiones chilenas sobre Tacna y 


Árica. 


En resumen: todas las gestiones diplomáticas tendientes a 
soluciones lícitas, de aceptación general, fueron frustradas por las 
intrigas y la presión que ejerció la maquiavélica diplomacia chi- 


lena hasta conducirnos al calvario de Ancón. 


En el tratado de Ancón, suscrito el 20 de octubre de 1883 no 


se consignó cláusula alguna relativa al sometimiento a arbitraje 
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de alguno de los puntos substanciales estipulados, adecuados a la 
solución por este medio. No podía ser de otra manera. Un trata- 
do impuesto por el vencedor que había rehusado reiteradamente 
la intervención mediadora de terceros que no fueran de su amaño, 
y que había contribuído eficazmente al fracaso de toda noble ini- 
clativa o tentativa de arreglo decoroso; lógicamente con su proce- 
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der inmoral tenía que excluir de dicho tratado la posibilidad si-: 
quiera de que en el cumplimiento de las cláusulas pactadas inter- 
viniera el juicio imparcial del árbitro, que, dada la naturaleza 
de la cuestión, habríala analizado integralmente, y sacado en ela- 
ro la monstruosidad de las causas y efectos de la guerra del 79. La 
moral chilena en la cuestión del Pacífico, es incompatible con la 
Justicia internacional, como la acción punible de los delincuentes 
está siempre en pugna con la acción de la justicia nacional. 

No desvirtúa lo expuesto, el hecho de que en el artículo 12 
del tratado de Ancón se hubiera pactado que las indemnizaciones 
que debiese el Perú a los chilenos perjudicados, con motivo de la 
guerra, se juzgara por un tribunal arbitral o comisión mixta in- 
ternacional, nombrada en el tiempo y forma que dicho artículo de- 
termina. Como se ve, se deja a la justicia internacional un asunto 
de menor cuantía, hipotético y de jurisdicción nacional. 


Los arbitrajes que se intentaron o pactaron en los congresos 
internacionales de América, después de la guerra del Pacífico, 
proporcionaron ocasión propicia a Chile para bonificar su obsti- 
nada conducta antiarbitrajista, y para cambiar los rumbos de su 
diplomacia, aferrada a una política de disociación y marcadamen- 
te perturbadora de la armonía que debió existir, como razón su- 
prema de mutua conveniencia, entre las repúblicas del continente” 
sudamericano. | 

Después de la guerra de conquista emprendida por Chile, y 
con la que satisfizo sus apetitos de expansión territorial y sus 
ansias de grandeza, hubo de buscar en Alemania el apoyo que ne- 
cesitaba para digerir tranquilamente lo que había engullido des- 
pués de un largo lapso de inanición. En perfecta armonía con 
Alemania, por la igualdad de sentimientos, similitud de ideas e 
identidad de actos, “Chile, antes de la guerra europea, quitándose 
la careta de su faláz e hipócrita política internacional, adoptó el 
uniforme prusiano, creyendo sin duda que así infundirían miedo 
las declaraciones que hacía por boca de su Ministro Koning, de 
que Chile ocupó el litoral boliviano y se apoderó de él con el mis- 
mo título con que Alemania anexó al imperio la Alsacia y la Lo-" 
rena. “Nuestro derecho nace de la victoria, ley suprema de las 
naciones.”” La victoria militar preconizada por los germanochile- 
nos, no es sino la resultante de la fuerza. | 
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Ls Interesante la lectura de los párrafos consignados en el li- 
bro “Proyectos de Chile contra la Independencia de América””, 
del eseritor mexicano don Jorge Augusto Morelos, párrafos trans- 
critos en el folleto “El Imperialismo Pan-germánico y la Demo- 
cracia Pan-americana”, de don Alejandro Garland, en los que se 
dá a conocer las revelaciones del diplomático e historiador chile- 
no don Marcial Martínez, en la entrevista muy cordial que tuvo 
con el canciller Bismarck, y en la que se fijaron ideas para poste- 
riores planes imperialistas. 4 , ó 

El escritor español don Vicente Blasco Ibáñez, ridiculizando 
la superstición prusiana que padecen algunos pueblos, se expre- 
sa así: « Consideran el casco puntiagudo como una especie de 
amuleto que comunica a los que llevan un valor sin límites y un 
profundo conocimiento de los misterios estratégicos. Por esto, sin 
duda, los pueblos jóvenes que buscan su adelanto siguiendo las 
modas, sustituyeron el kepís de origen francés con el casco en pun- 
ta. Por esto se encuentran en América soldados mestizos que lle- 
van sobre la tez cobriza y los ojos oblicuos el capacete de Roon y 
Manteuffel, y levantan a compás la pierna a la altura del ombli- 
go, imitando la grotesca '“marcha del ganso?” inventada por el 
Tey sargento.» 
i En perfecta inteligencia con su ídolo, Chile hubo de encua- 
 drar sus actos a las tendencias de aquel, rehusando toda decisión 
que entrañara facultad concedida a entidad jurídica para revisar 
la cuestión pendiente sobre Tacna y Arica y descorrer el velo que 
encubría su pasado; quitarle la careta con que se presentaba en 
los Congresos internacionales, alternando con los representantes 
de los países amantes de la justicia y del derecho; y hacerle com- 
prender que, a la altura a que ha llegado la c1vilización, no se pue- 
den sancionar actos de latrocinio, ni menos permitir, sin asumir 
responsabilidades ante la historia, el vuelo libre del ave de rapiña, 
en sus desmedidas ambiciones de nuevas conquistas. 


| El primer Congreso pan-americano celebrado en Washing- 
ton en 1890, con la concurrencia de los representantes de todos los 
Estados de América, consagró el principio de arbitraje obligato- 
rio. Sólo Chile, como única excepción, estuvo en contra de la apro- 
—bación de esta norma jurídica en la solución de las cuestiones de- 


LS 


rivadas de las relaciones de los pueblos americanos. Chile opo- 
niéndose, por medio de su delegación ante ese Congreso, a la adop- 
ción de este principio, decía : | 


< El principio de arbitraje absoluto, muy hermoso y simpático ciertamen: 
te, entendido y aplicado de este modo, entra a nuestro juicio en el terreno E | 
las ilusiones y adolece del grave inconveniente de ser incompatible con la natura- 
leza de las cosas.» | 

< ¿Sería posible constituir una autoridad superior a las naciones que acep- 
tan el principio de un modo absoluto, con la misión de hacerlo efectivo? ¿Sien= 
do eso posible, sería conveniente y aceptable? He aquí una nueva «Jificultad | 
no menos insuperable que las precedentes.» | 


<« lia delegación de Chile contesta negativamente a estas preguntas. Desde 
Inego es permitido dudar que semejante autoridad pudiera aleuna vez consti- 
tuirse, ya sea en la forma de un tribunal permanente o en otra forma.» 1 

« La razón de esta imposibilidad es obvia, desde que la constitución de. 
aquella autoridad significaría un peligro para la soberanía de las naciones que | 
la aceptasen, y sería a la vez una amenaza levantada contra esa misma sobezl 
ranía.» a | 


Claramente se comprende el propósito que perseguía child 


al rehusar la forma de arbitramento planteada en ese Congreso: 
mhibir a las potencias americanas reunidas allí, el conocimiento. 
de las violaciones graves del derecho internacional perpetradas 
por él, y cerrar las puertas a la intervención de la justicia en los 
acontecimientos que preparaba para el futuro y para los que ne- 
cesitaba tener manos libres, da | 


AR 


En el curso de las gestiones de la cancillería peruana para 
dar cumplimiento leal y honesto a la cláusula TI del tratado de 
Ancón, y no habiendo aceptado el Ministro Plenipotenciario chi- 
leno don Javier Vial Solar las propuestas que se le hicieran para | 
arribar al resultado que exigía la buena fe y el respeto a los tra= | 
tados, el Ministro de Relaciones Exteriores doctor J osé Mariano 
Jiménez, propuso a aquel, en 7 de diciembre de 1893, el arbitraje 
para resolver las cuestiones siguientes: . $ 

1'—¿A cuál de los dos países corresponde la posesión de los 
territorios de Tacna y Arica después del 28 de marzo de 1894, fe 
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Cha de la expiración del plazo fijado para la ocupación chilena por 
el tratado de Ancón; y | E 
2:—¿ El derecho de votar en el plebiscito corresponde sólo a 
los individuos cuya nacionalidad resulta afectada por la definiti- 
va Incorporación a Chile, o también a otros habitantes, chilenos y 
extranjeros ? | 
Esta forma concreta de avenimiento tampoco fué aceptada 
por el Plenipotenciario chileno. 


Las dificultades que se suscitaron por la falta de cumplimien- 
to del pacto argentino-chileno de 1881, y que en más de una oca- 
sión habían llegado a punto de romper hostilidades entre estos dos 
países, determinaron a Chile, apremiado por la fuerza de las cir- 
cunstancias, a aceptar las negociaciones diplomáticas propuestas 
por el Perú, sobre la cuestión de Tacna y Arica, que culminaron 
con el tratado Billinghurst-Latorre, de 16 de abril de 1898, en vir- 
tud del cual se sometía al fallo del Gobierno de la reina regente de 
España, que las partes contratantes designaron con el carácter 
de árbitro, la determinación de las condiciones de los votantes en 
el plebiscito pactado en el tratado de Ancón y la forma de emisión 
del voto (pública según opinaba el Perú y secreta según Chile). 

Este protocolo aprobado por el Congreso del Perú y por el 
Senado de Chile, fué rechazado por la Cámara de Diputados de es- 
te país, siguiendo el paralelismo de las fluctuaciones de los acon- 
tecimientos en el curso de las negociaciones argentino-chilenas. 
(Jue el tratado Billinghurst-Latorre sirvió a Chile de medio para 
arreglar sus cuestiones con la Argentina, es cosa que no puede po- 
nerse en duda. Por esto, fracasó ese tratado con la fórmula pro- 
puesta por la comisión diplomática de dicha Cámara, que dice: 


= < Teniendo presente las diversas observaciones formuladas en el debate, y 
en especial la conveniencia de que sean resueltos directamente por los Gobier- 
nos de Chile y el Perú los puntos que el protocolo de 16 de abril de 1898 entre- 
ga a la resolución de un árbitro, la Cámara acuerda que se envíen los antece- 
dentes al Ejecutivo, a fin de que inicie nusvas gestiones diplomáticas para dar 
cumplimiento a la cláusula III del tratado de Ancón.» 

«Santiago, enero 14 de abril de 1901.—MtcuEL CrUCHAGA.—FRANCISCO A. 
PINTO.—MANUEL ¡SALINAS.—GUILLERMO PINTO AGUERO.» 
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En nuestro artículo ““La mala fe chilena””, **Hl tratado Bi- 


llinghurst-Latorre””, publicado en “La Prensa”, de 16 de abril úl- 
timo, dimos a conocer a nuestros lectores las ideas expuestas por 


don Miguel Cruchaga y don Eliodoro Yánez, sobre arbitraje, pla- - 


adas de subterfugios y evasivas, que no se armonizan con el re- 
sultado de las conferencias de Washington. 

El doctor Cesáreo Chacaltana, Ministro del Perú en Santia- 
go, dirigió al Ministro de Relaciones Exteriores de Chile una no- 


ta enérgica, con motivo del rechazo del protocolo de 1898, de la 


que entresacamos los párrafos pertinentes: 


« Este acuerdo implica tl rechazo del indicado pacto en su parte sustan- 
cial, constituída por el arbitraje en él estipuiado. Reviste, a la vez, la forma de 
un procedimiento dilatorio, destinado a eludir, por algún tiempo más, la reali- 
zación del plebiscito. 'S1 los gobiernos del Perú y Chile apelaron al último y su- 
premo recurso del arbitraje, para resolver sus diferencias en este orden, fué 


por la imposibilidad de llegar directamente a un advenimiento y por el fraca- 


so de las combinaciones ideadas para producirlo. ¿Cómo puede suponerse enton- 


ces que con la eliminación del arbitraje, sea tarea fácil para los referidos go- 


biernos, resolver directamente la dificultad, haciendo revivir las soluciones an- 
tes desechadas ?» | 


La fuerza del raciocinio del doctor Chacaltana ha tenido com- 


pleta confirmación con el transcurso del tiempo, haciendo Chile. 


al fin lo que debió hacer al principio, sometiéndose a la postre, a 


dirigir su soberbia y sádica voluptuosidad al cauce de las corrien- 


tes de las ideas y sentimientos dominantes. 

Muchos y muy distinguidos jurisconsultos, políticos, publi- 
cistas y profesores de España y de las repúblicas americanas in- 
tervinieron en las discusiones habidas en el Congreso Social y 
Económico Hispano-Americano reunido en Madrid en 1900, a ini- 
clativa de la Unión Ibero-americana de Madrid. Se adoptaron va- 
rias e importantes conclusiones. Nos limitaremos sólo a la cues- 
tión que tratamos. Se condenó toda política y tendencia a resol- 
ver los conflictos internacionales por medio de la fuerza; procla- 


mando la urgencia de constituir por la acción de los gobiernos un 


Tribunal de arbitraje hispano-americano, al cual hayan de some- 
terse las cuestiones que surjan entre los estados representados y 
la recta interpretación de los tratados vigentes; que el referido 
Tribunal debe revestir el carácter de permanente, obligatorio y 
sin excepciones; que interín se establece aquel Tribunal, se re- 
suelvan los conflictos por tribunales arbitrales constituídos es- 


pecialmente para cada caso; que deben garantizarse los fallos del 
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tribunal arbitral por medio de una sanción punitiva; que no ha- 
brá de manifestar en sus decisiones el referido tribunal la supre- 
macía política de ninguna de las naciones; que se promueva la for- 
mación de sociedades libres propagandistas de la paz; que se es- 
tudie en el orden científico las cuestiones internacionales; que se 
organice la sociedad de cultura general y educación, recomenda- 
da por el Congreso Pedagógico de 1892; que se excite a los parla- 
mentos para que consignen en sus leyes el establecimiento de ar- 
bitraje en la forma que se propone; y que, cuanto antes, se cele- 
bre un nuevo Congreso que tenga por fin el examen de lo hecho 
y la solución de los problemas que nuevamente se planteen. 


Dados los precedentes de la conducta de la diplomacia de 
Chile, natural es deducir que no aceptara el arbitraje obligatorio 
estipulado en el Congreso de Madrid, pues, su delegación hizo 
constar su voto adverso al arbitraje obligatorio, por ser la políti- 
ca de su país opuesta a dicho principio. 'lampoco prestó su adhe- 
sión al acuerdo de arbitraje pactado en el Congreso de Montevi- 
deo, en 1901, en el que, reunidos los delegados de la América lati- 
ha sancionaron este principio, como homenaje a la paz y frater- 
nidad sudamericana, con el voto adverso de Chile, que había. le- 
vantado el negro pendón de la conquista y proclamando que “la 
“victoria es la ley suprema de las naciones”, siguiendo la política 
preconizada por Alemania, que, a su vez, había hecho fracasar, 
en la segunda conferencia de la Haya, reunida en 1899, el pro- 
yecto de un tratado de arbitraje obligatorio. 


En la Conferencia internacional reunida en México (1901- 
1902), los delegados de todos los Estados americanos, firmaron el 
tratado de arbitraje, obligándose a someter a la decisión de árbi- 
tros todas las cuestiones que existen o lleguen a existir entre ellos 
y que no puedan resolverse por la vía diplomática, siempre que, 
a Juicio exclusivo de una de las naciones interesadas, dicha con- 
troversia no afecte ni a la independencia ni al honor nacionales. 

En esta ocasión, como en otras anteriores, Chile sostuvo que 
no sólo debía excluirse del arbitraje obligatorio los asuntos men- 
clonados, sino también los que comprometen los intereses primor- 
diales de su pueblo, con estas palabras: «que cada Estado en ca- 
da caso particular era único juez para decidirló ».... «La polí- 
tica bien entendida aconseja, por consiguiente, no obligarse de an- 
temano a resolver todos los conflictos que puedan ocurrir, por me- 


dio determinado. Deben, por el contrario, los Estados, reservarse 
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siempre entera libertad de criterio para la mejor solución de cada 
caso particular. Kn otros términos: los beneficios del arbitraje 
serán reales y practicables solamente cuando sea facultativo; es 


DES 


decir, cuando los Gobiernos contendientes lo hayan elegido en ca- 


da cireunstancia determinada, como el medio más apto para la so- 


lución del conflicto. Sólo de este modo sus resultados no dejarán 
encono entre las naciones.» Lo que, «n buena cuenta, es hacer ilu- 
sorio e ineficaz el arbitramento, como norma jurídica en las rela- 
ciones de los pueblos. 

Para juzgar el resultado de la Conferencia de México, es con- 
veniente reproducir los párrafos pertinentes del libro “*El Conflie- 
to después de la Victoria”, escrito por el diplomático chileno se- 
ñor Julio Pérez Canto, en los que, apreciando el triunfo de la di- 
plomacia de Chile, manifiesta el fracaso de las gestiones perua- 
nas para sacar triunfantes el arbitraje obligatorio en dicha Con- 
ferencia. Pero antes, debemos dejar constancia de que el Perú 
manteniendo enhiesta la bandera del arbitraje obligatorio, en la 
Conferencia de México, emplazaba a Chile a comparecer ante el 
tribunal de justicia internacional, consecuente con su política, 
con su antiguo ideal, y deseaba vivamente la solución por este 
medio de la cuestión vigente derivada de la guerra del Pacífico, 
como dijera en ocasión memorable el canciller doctor Felipe de 
Osma: 


« Que, a pesar de la firmeza del derecho del Perú, ha estado siempre dis- 
puesto a someter a arbitraje toda la cuestión del plebiscito.» 


Con este breve preámbulo, vaya en seguida, la trascripción 
de los párrafos del señor Pérez Canto. 


<« Nada puede ser más instructivo en la historia de este período, que lo que 
le ocurrió al Perú en esta asamblea. Voy a referirlo copiando aleunos párra- 
fos del informe que pasaron a su Gobierno los delegados señores, Manuel Al- 
varez Calderón, Isaac Alzamora y Alberto Elmore.> 


< En el capítulo que dedican estos señores al arbitraje internacional, re- 


fieren que la comisión mexicana había preparado un programa favorable a sus 
ideas pero que no fué sostenido por el Gobierno de México.» 

«Según informes que obtuvimos, el nuevo proyecto mexicano seguía un 
métode contrario al primitivo..... El proyecto parecía caleulado para ex- 
cluír de este medio pacífico de solución las diferencias existentes entre el Pe- 
rú y Bolivia por una parte y Chile por otra..... "Teniendo seguridad de que 
tales eran las bases fundamentales del preyecto mexicano, dándose en él al ar- 
bitraje un alcance tan restringido que lo hacía ineficaz (para los fines del Pe- 
rú), (estas últimas palabras están intercaladas por Pérez Canto), ereíamos de- 
ber esforzarnos para obtener su modificación..... El señor Raigosa (Presi- 
dente de la comisión mexicana) manifestó que el arbitraje tenía en el proyecto 
mayor extensión que la expresada por nosotros; pero cuando éste fué presen- 


tado, resultaron confirmados los datos que habíamos tenido y que motivaron 


 yuestra reclamación.» 


<« Primer descalabro de la comisión peruana.» 

« Desde las primeras votaciones realizadas en la conferencia a que antes 
se ha aludido, observamos que era muy dudosa la mayoría con que podíamos 
contar respecto del asunto de arbitraje, y que para asegurarla era indispen- 
sable hacer. toda clase de esfuerzos. Por tal causa mos permitimos insinuar a US. 
la conveniencia de acreditar un agentie diplomático en las Repúblicas de 
Centro América.» 

< Segundo descalabro de la comisión. Continúa el informe.» 

« La decepción más seria la sufrieron los representantes del Peru y los otros 
países que sostienen la misma causa, cuando supieron la resolución que el Go- 


bierno de los Estados Unidos de América había tomado de abandonar el prin- 
cipio de arbitraje obligatorio; es decir, la base fundamental de la convocatoria 


de esta y de las anteriores conferencias pan-americanas, conforme a las leyes 
aprobadas por el Congreso de esa Nación ; adoptando, en cambio, la regla del ar- 


bitraje facultativo, de acuerdo con la respectiva Convención úe la Haya.» 


« Tercero y definitivo fracaso de la respectiva comisión.» 

« El Perú no pudo lograr que el fin perseguido saliera de esa asamblea, 
porque sus resultados habrían sido contraproducentes: en vez de la unión de las 
naciones de este Continente, se habrían echado las raíces de profundas disiden- 

“clas. Ese habría sido el resultado del principio obligatorio, con efecto retroar- 


tivo, que pretendía imponer el Perú para aplicarlo a la cuestión de Tacna y 
Arica.» 


«Se desvaneció con esto la última esperanza de lo: estadistas peruanos en 
suspenso hasta 1905, época en que el señor Prado y Ugarteche vino a promo 
verlo nuevamente como Ministro de Relaciones Exteriores.» 


Efectivamente, una vez más se intentó el arbitraje sobre la 
cuestión peruano-chilena, y fué cuando el señor Manuel Alvarez 
Calderón, Plenipotenciario acreditado en Santiago, propuso el 
arbitraje al canciller señor Antonio Huneus, para la cuestión pen- 

diente. Pero, comprendiendo el Plemipoteneiario peruano que era 
tiempo perdido toda negociación directa con Chile, hubo de salir 


0 de Santiago. 


Chile no sólo ha repudiado siempre someter a arbitraje su 


"cuestión con el Perú, sino que, ha contribuido de manera solapa- 


da a crearle dificultades a nuestro país, en sus arreglos amisto- 


O 


sos con los otros países vecinos, como Bolivia y Ecuador, con mo- 
tivo de los arbitrajes. voluntarios sometidos, respectivamente, al 
fallo del Presidente de la República Argentina y del Rey de Espa- 
ña, sobre nuestros límites con esas naciones. 

No es nuestro propósito ocuparnos de los otros pactos que ha 
celebrado el Perú para arreglar por arbitraje sus dificultades in- 
ternacionales de carácter público o privado, y que dan buena prue- 
ba de su espíritu de conciliación y de sus sentimientos de cordia- 
lidad que uniformemente han inspirado sus actos. 

Los métodos de desperuanización puestos en práctica por 
Chile, consistentes en la supresión de las escuelas peruanas, clau- 
suras de periódicos, expulsión de párrocos y de población perua- 
na, y en otros hechos violentos prepararon el incidente de la co- 
rona, que, a su vez, determinó la suspensión de las relaciones di- 
plomáticas entre ambos gobiernos; dejando latente la reivindi- 
cación de las provincias de Tacna y Arica, con perjuicio grave pa- 

ra la paz y progreso del continente. 
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CAPITULO XI 


CONFERENCIAS DE WASHINGTON 


Procede a la nueva y quizá final etapa de las negociaciones 
diplomáticas relacionadas con la cuestión de Tacna y Arica, la ac- 
titud del Perú ante la Sociedad de las Naciones. 

El Perú — que no había perdido ocasión propicia para hacer 
valer sus derechos sobre esas provincias detentadas por Chile, ejer- 
ertando las acciones respectivas derivadas de la plena comprensión 
de aquellos y de las prescripciones internacionales que le propor- 
cionaban franquicias eficaces para la finalidad reivindicacionis- 
ta que incesantemente ha perseguido — no podía prescindir de ha- 
cer conocer el punto de vista de su defensa ante esa alta institu- 
ción internacional. 

La Delegación del Perú a la Liga de las Naciones, dirigió una 
carta al Secretario general, Sir Eric Drummoni, firmada por los 
sehores Anselmo V. Barreto, Eleodoro Romero y Francisco Gar- 
cía Calderón, sobre la cuestión del Pacífico. En ella queda demos- 
trado que Chile declaró la guerra a Bolivia y en seguida al Pe- 
Tú con el objeto de apoderarse de los ricos yacimientos salitreros 
del departamento peruano de Tarapacá. 

La carta mencionada contiene, además, los párrafos que tras- 
eribimos. 


< El tratado de Ancón dice la carta, fué firmado por el Perú cuando su ejér- 
cito y armada habían sido destruídos y sus riquezas del guano y salitre habían 
pasado a poder de Chile. Tuvo el Perú que ceder el departamento de Tarapacá. 
Dos provincias peruanas las de Tacna y Arica debían quedar sometidas a Chile 


E 
durante diez años. Expirado este plazo, un plebiscito decidiría si “continuaban 
formando parte del territorio peruano o se tornaba la propiedad de Chile.» 

« Este plebiscito debía celebrarse en 1894. A partir de este año todos los 
esfuerzos del Perú para determinar las condiciones de aquel, han sido estériles 
ante la tenaz resistencia de Chile. Entabladas once veces las negociaciones, Chi- 
le opuso siempre condiciones ajenas al tratado, como son la compra del territo- 
rio, que siempre rechazara el Perú; la división del territorio en varias Zonas 
que fueran atribuídas a ambos países mediante nuevos tratados, sin consultar 
ia opinión popular. La delegación peruana ha sostenido que Chile mantiene su 
autoridad en las provincias de Tacna y Arica, imponiendo su voluntad por la 
violencia. Basta recordar que las escuelas peruanas han sido suprimidas, los pé- 
riódicos clausurados, las sociedades de beneficencia disueltas y el clero expul: 
sado. El país conquistador se ha vanagloriado de esta campaña de chilenización.» 

« Desde 1918, después de firmado el armisticio, se intensificó esta política 
de violencia, Chile no sólo arroja de sus hogares a los peruanos que habitaban 
en las provincias ocupadas por él, sino también a los de Iquique, Antofagasta 
y aún de Valparaíso. Ataca a los peruanos y destruye sus bienes. 0. > 

« El tratado de paz no había fijado las condiciones de plebiscito. Pero se- 
eún los precedentes de esta materia solo los nacidos en estas provincias, deben 
de ser los llamados a fijar su futura nacionalidad. Chile pretende, por el contra: 
rio, que todos los habitantes, peruanos, chilenos y extranjeros tienen el derecho 
de votar. Pero Chile noues soberano del territorio, sino un administrador provi- 
sional. Esta situación debiera haber concluido en 1894, como lo había reconocido 
el señor Sánchez Fontecilla, Ministro de Relaciones Exteriores de Chile; pri 
mero, declarando que, en lo sucesivo la ocupación por Chile creaba una situa- 
ción irregular; segundo, abriendo negociaciones para obtener un nuevo plazo 
que diera a su país un título que legitimara la ocupación.» 

« Pero Chile olvidando su condición de administrador provisional preten- 
de que el acto plebiscitario sea presidido por una autoridad chilena. El Perú 
que continúa siendo el soberano de estas provincias, consiente en abandonar sus 
derechos a la presidenecia de esta consulta popular, admitiendo que la presida 
una potencia imparcial. Cree que esta condición es indispensable para que el 
plebiscito pueda ser la libre expresión de la voluntad de las provincias consul- 
tadas y ha solicitado de Chile en diversas ocasiones, el someter a un árbitro las 
condiciones del voto.» 

<« En una ocasión, en 1897, y bajo la presión de ciertas circunstancias, Chi- 
le aceptó tal solución. El protocolo Billinghurst-Latorre registró este efímero 
acuerdo entre ambos países. Aprobado por el Congreso peruano y por el Sena- 
do de Chile, quedó al fin en receso por haberse negado a aprobarlo la Cámara 
de Diputados chilena, después de siete años de dilación.» 

< Según este protocolo la reina de España debía fijar las modalidades del 
voto poo > 
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« En resumen, la delegación del Perú afirma y hará la demostración en 
tiempo oportuno :» 

« Que Chile se ha negado siempre a ejecutar el tratado de Ancón; que des- 
de 1894, Chile ocupa las provincias peruanas de Tacna y Arica, sin ningún tí- 
tulo jurídico; que las medidas de violencia que ha ejercido en estas provincias 
han hecho imposible llevar a cabo el plebiscito; que esta política es el origen 
de los disturbios constantes que amenazan la paz del continente americano. El 
Perú cree inútil recordar que la condición resolutoria queda sobreentendido en 
an tratado entre dos países, cuando uno de ellos impide la ejecución de lo pae- 
tado.» 

« El Perú se complace en manifestar de nuevo la expresión de sus senti- 
mientos de profunda confianza en los principios de justicia en que se inspira- 
Tá la Sociedad de las Naciones, cuando tenga que examinar y arreglar este di- 
ferendo con Chile. 


Cuando la primera reunión de la Asamblea de Ginebra, el 
Perú por medio de su Delegación acreditada ante aquella, planteó 
su demanda de revisión total del tratado de Ancón, fundándose 
en las disposiciones de los artículo 15* y 19* del pacto de Versalles, 
Según los términos del artículo 15”, si surge entre los miembros 
de la Liga una diferencia susceptible de producir una ruptura y 
si esa diferencia no ha sido sometida al arbitraje, el miembro de 
la Liga conviene en llevarla ante el Consejo, bastando al efecto 
que uno o dos comuniquen la diferencia al secretario general, 
quien debe tomar todas las disposiciones requeridas para un exa- 
men completo del asunto. 
Según los términos del artículo 19, la Asamblea puede de vez 
en cuando invitar a los miembros de la Liga a que procedan a un 
previo examen de los tratados hechos inaplicables, así como de- 
nunciar las situaciones internacionales cuyo mantenimiento pue- 
de poner en peligro la paz del mundo. | 
| Es, pues, pertinente la aplicación de esas disposiciones a los 
hechos concretos derivados del incumplimiento del tratado de An- 
cón, por culpa exclusiva de Chile, y es inobjetable que ei sentido 
de aquellos hechos y su resolución incumbían a la Asamblea, por 
estar dentro de la esfera de sus atribuciones. Desgraciadamente, 
las preferentes labores de la Asamblea y la necesidad de aten- 
der inmediatamente a la solución de los complejos problemas in- 
ternacionales originados por la guerra europea, por una parte, 
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y por otra, la oposición de la Delegación chilena a que se intenta- 
ra siquiera la revisión del tratado de Ancón, o el chileno-bolivia- 
no de 1904, contribuyeron a que el antiguo problema del Pacífie 
no fuese contemplado y resuelto por dicha Asamblea. 4 

El secretario general de la Asamblea de Ginebra hizo saber: 
a la Delegación peruana que su demanda había sido presentada 
tardíamente para ser inscrita en la orden del día provisional de 
la Asamblea, pero, ofreció que sería comunicada inmediatamente 
a los Delegados. En vista de esto, la Delegación peruana tuvo a 
bien retirar su demanda, reservándose el derecho de volver a pre- 
sentarla posteriormente. j 


-  Enese estado de cosas y de manera inusitada, el Ministro de. 
Relaciones Exteriores de Chile, señor Ernesto Barros Jarpa, se 
dirigió telegráficamente al canciller peruano doctor Alberto Salo- 
món, con fecha 12 de diciembre de 1921, invitándole a reanudar 
las negociaciones interrumpidas, sobre las bases de la negociación 
Valera-Huneus, de 10 de noviembre de 1912, destinadas a fijar las 
bases a que debiera sujetarse el plebiscito que determinara la so- 
hranía definitiva de los territorios de Tacna y Arica, como dice 
dicha nota. 
Ei canciller peruano — contestando cuatro días después y 
previo rechazo de la validez de la negociación mencionada, en la 
que se fundaba la nota anterior —— invitó a su vez, al canciller chi: 
leno a someter conjuntamente la cuestión íntegra del Sur Pací- 
fico a un arhitraje ajustado a iniciativa del Gobierno de los Esta= 
dos Unidos de América, de acuerdo con las nuevas orientaciones 
de paz y de justicia que imperan en el mundo. $ 
Podemos decir que aquí se inicia la nueva etapa de las nego- 
claciones tendientes a la solución del problema de las cautivas, 
que culminaron con el arbitraje último, después del cambio de 
comunicaciones telegráficas y de las conferencias habidas en Was-. 
hington. | 
Kl señor Barros JJ arpa, en nota de 20 de diciembre, ofrecien= 
do al Gobierno del Perú todo género de seguridades para el regre- 
so de los peruanos que fueron expulsados de Tacna y Arica, ma-. 
nifiesta la conveniencia de que, antes de convenir el arbitraje 
propuesto, se fijen los puntos precisos y se conozca exactamen= 
te la disconformidad en las formalidades plebiscitarias que obli. 
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gue a recurrir al juicio de otro país para aleanzar un acuerdo 
perfecto, 

Es de advertir que en esta nota el canciller chileno insiste 
en continuar las negociaciones directas, prefiriéndolas así al ar- 
bitraje. 

El señor Salomón estrecha al canciller chileno, en nota del 
23 de diciembre, para que formalice su declaración en pro del ar- 
bitraje amplio, bajo los auspicios del Gobierno de los Estados 
- Unidos, y para que se proceda a la designación de los represen- 
tantes de ambos países, que reunidos en Washington, discutan y 
acuerden las bases y objeto del arbitraje. 

En contestación, el Ministro de Relaciones Exteriores de 
Chile manifiesta, en nota del 26, que su Gobierno constituirá en 
esa ciudad una misión debidamente instruída, haciendo antes la 
salvedad de que su Gobierno «no permitirá que se altere en nin- 
gún momento sus mandatos y sus disposiciones », se refiere al 
tratado de 1883. | 

El Ministro de Relaciones Exteriores del Perú observa la 
nota anterior, en la del 28, declarando que el propósito de su G'o- 
bierno no ha sido someter al fallo arbitral sólo las diferencias ple- 
biscitarias, sino la cuestión íntegra proveniente del tratado de 
Ancón, insinuando, además, dirigirse al Gobierno de los Estados 
Unidos, por acción conjunta y simultánea, a fin de solicitar su 
consentimiento para que las negociaciones se radiquen en Was- 
hington y para que acepte la designación de árbitro. 

El señor Barros Jarpa insiste en cireunseribir el objeto del 
arbitraje sólo a la consulta plebiscitaria, y pone fin al cambio 
de ideas sostenido telegráficamente, haciendo constar que el Go- 
bierno del Perú se inclina a aceptar los resultados a que su po- 
sición ¡actual pudiera naturalmente conducirlo. El señor Salo- 
món cerró el año diplomático y las comunicaciones habidas, con 
la enérgica nota de 31 de diciembre, en la que, en guarda de los 
fueros del derecho y de la historia, replica las infundadas aseve- 
raciones contenidas en la nota del canciller chileno, y coneluye 1n- 
sistiendo, una vez más, para que se resuelva arbitralmente las 1n- 
fracciones cometidas por Chile en el tratado impuesto por él. ; 

Parecía que con esta nota del canciller peruano todo había 
terminado. Pero, el Presidente de los Estados Unidos Mr. Har- 
ding, invitó telegráfica y simultáneamente a los Gobiernos del 
Perú y Chile, expresando que «se complacería en dar la bienve- 
nida en Washington a los representantes que los Gobiernos del 
Perú y Chile tuvieran a bien nombrar, con el objeto de que aque- 
llos representantes pudieran arreglar, si fuera felizmente posi- 
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ble, las dificultades existentes, o convenir en el arreglo de ellas 
por arbitraje.» Tanto el Ministro de Relaciones Exteriores del 
Perú, como el de Chile aceptaron agradecidos la Invitación, ofre- 
ciendo constituir representantes de sus Gobiernos respectivos en 
Washington; pero con esta diferencia, que salta a la vista: el del 
Perú hace constar expresamente su voluntad de someterse al ar- 
bitraje, que decida, en último término, todas las dificultades pen- 
dientes del tratado de Ancón; en cambio el de Chile se cuida de 
aceptar el arbitraje, en forma precisa y concreta. 


Reunidos, en efecto, el 30 de junio de 1922, en Washington, 
los señores Melitón F. Porras y Hernán Velarde, Delegados Ple- 
nipotenciarios del Perú, y los señores Carlos Aldunate S. y Luis 
Izquierdo, de Chile, con los consejeros respectivos, señores So- 
lón Polo y Alejandro Alvarez y los secretarios de ambas Dele- 
gaciones, cambiaron ideas nada cordiales respecto a los antece- 
dentes y a los puntos pendientes, materia de la reunión. 

El señor Porras planteó la devolución lisa y llana de las 


provincias de Tacna y Arica, como medio de avenimiento y si- 


guiendo los dictados de la justicia. 

El señor Aldunate manifiesta que la justicia está ligada a la 
fe de los tratados, fuente de derechos y de obligaciones entre los 
paises que los suscriben; recuerda que: « El: Perú, que en otras 
ocasiones había solicitado el arbitraje, hace ahora una petición 
extrema, y que puede ser violatoria de la voluntad actual de los 
habitantes de Tacna y Arica.» 

El señor Izquierdo dijo que el señor Porras, por las razo- 
nes que expuso, de que el artículo 3* del tratado de Ancón, debe 
cumplirse interpretando la voluntad que hubieran manifestado 
los habitantes de Tacna y Arica en 1894, propusiera las bases ple- 
biscitarias, y que nada sería más sencillo que señalar los puntos 
de divergencia para entregarlos al fallo del árbitro. 

El señor Aldunate se permitió invitar a la Delegación v”- 
ruana a proseguir la discusión sobre la base del acuerdo plebis- 
eltario de 1912, creyendo él que este fué el paso más avanzado de 
las negociaciones entre el Perú y Chile. | 

El señor Porras, después de dejar constancia de los hechos 
innegables de la diplomacia chilena en la cuestión del Pacífico, 
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no aceptó la discusión propuesta sobre esa base, y terminó invitan- 
do, a su vez, a someter a arbitraje los puntos siguientes: 


« Con el objeto de determinar la manera en que debe darse eumplimiento 
al artículo 3? del tratado de Ancón, se somete a arbitraje si procede o no, 
en las circunstancias actuales, la realización del plebiscito.» 

«Si no procede, a qué país corresponde el dominio definitivo de Tacna y 
Arica y bajo qué condiciones.» 

«'S1 procede, bajo qué condiciones debe realizarse el plebiscito.» 


El señor Izquierdo no aceptó la fórmula que precede. Tam- 
poco la aceptó el señor Aldunate, pero ofreció ponerla en conoci- 
miento de su Grobierno y presentó otra fórmula sustitutoria, acep- 
tando de aquella sólo el sometimiento al Gobierno de los Estados 
Unidos para que éste fije la forma en que debe hacerse la consul- 
ta plebiscitaria. 

El señor Porras expuso que el proyecto que había presen- 
tado el 27 de mayo, se componía de partes inseparables, siendo 
la. primera de ellas la esencial; consideraba de tal manera ina- 
ceptable la contraposición chilena, que no creía conducente tras- 
mitirla al Gobierno del Perú; y que, lo único que encontraba 
aceptable en ella era la designación del Gobierno de los Estados 
Unidos como árbitro de la cuestión. 

El señor Velarde, adhiriéndose a las declaraciones del señor 
Porras, sostuvo brillantemente la tesis peruana, alegando razo- 
nes en su apoyo, y concluyó manifestando que veía con profundo 
sentimiento que la proposición de la Delegación peruana era re- 
chazada y sustituída por otra inaceptable. 

Después de las declaraciones hechas, se acordó suspender las 
reuniones y comunicar a las respectivas Embajadas para que és- 
tas, si lo tuvieran a bien, informaran al Gobierno de los Estados 
Unidos. E 
Producido, pues, el ¿mpasse en las negociaciones, el Secreta- 
rio de Estado Mr. Hughes, que había tomado conocimiento del es- 
tado de aquellas, presentó al Embajador chileno señor Matheu, la 
fórmula siguiente: 


« Con el propósito de considerar el arreglo de la larga controversia entre 
los dos países relativa a las disposiciones no cumplidas del tratado de Ancón. 
“acuerdan someter al arbitraje de...... las cuestiones provenientes de las dis- 
posiciones no cumplidas del artículo tercero.» 


El Embajador y Delegados chilenos trasmitieron a su Gobier- 
no la proposición anterior, aconsejándole que sin pérdida de tiem- 
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po y sin modificación alguna la aceptara, y así fué, pues dió el. 
“Cconforme””; sugeriendo, además, la idea de un cambio de notas. 
en el sentido de que las partes entendían que la declaratoria de im- 
procedencia del plebiscito, caso de ser esta la decisión del árbitro, 

no modificaría la condición de los territorios en disputa, la que. 
se determinaría libremente por las partes en negociaciones que 
ellas considerasen conveniente abrir posteriormente. 

La Delegación peruana intentó modificar la fórmula Hu-- 
ehes, en el sentido de concertar para más tarde un arbitraje obli- 
eatorio, que resolviese los puntos que pudieran quedar pendien- 
tes después de la declaración de improcedencia del plebiscito. Pe- 
ro Mr. Hughes, que se había negado a modificar la fórmula pro- 
puesta por él, y aún a trasmitirla a la Embajada chilena, insinuó 
a ésta que declarase que aceptaría los buenos oficios de los Esta- 
dos Unidos, si a ellos había lugar, en las negociaciones poste= 
rloTes. | 

Habiendo aceptado la Delegación del Perú la fórmula Hu- 
ghes, la Delegación chilena hizo surgir un incidente respecto a la 
condición de las provincias de Tacna y Arica, si se declaraba por 
el árbitro la improcedencia del plebiscito. Mr. Hughes zanjó la 
cuestión con esta fórmula: «Es entendido, en el interés de la paz 
y del buen orden que, en este caso, y mientras esté pendiente un 
acuerdo acerca de la disposición del territorio, no se perturbará la 
organización administrativa de las provincias.» Aceptada por am- 
bos Gobiernos, se redactó y firmó el protocolo de arbitraje y ae- 
ta complementaria, con la solemnidad debida, el 20 de julio de 
1920: LEE 

Tales son los antecedentes diplomáticos de la política arbi- 
tral del Perú, que sirvieron de base, en lo que se refiere a la cues- 
tión del Pacífico, al laudo expedido por Mr. Calvin Coolidge y 
refrendado por Mr. Charles E. Hughes, Secretario de Estado, en 
la ciudad de Washington, el cuarto día de marzo del año 1995 y 
el 194 de la independencia de los Estados Unidos; y tal el epílo- 
go doloroso de los anhelos de justicia internacional. | 


CAPITULO XII 


RESEÑA HISTORICA DE LOS ARBITRAJES DEL PERU 


Con verdadera complacencia hemos recibido y leído las pági- 
nas amenas del libro, que el conocido diplomático y eseritor, doe- 
lor Federico Elguera, ha publicado. 

La obra está inconclusa, en la tercera parte relativa a la cues- 
tión de Tacna y Arica, en lo concerniente a la realización del ple- 
 biscito. Al llegar a la página final se siente la sensación de lo des- 
conocido, incierto y azaroso que nos reserva el futuro, en el hecho 
trascendental próximo a realizarse, y que dará, sin duda, a su atl- 
tor, material necesario para la conclusión de su libro. 

Con todo, y no obstante la parte trunca, la labor emprendi- 
da por el doctor Elguera es muy digna de aplauso por la impor- 
tancia y utilidad que entraña, no sólo desde el punto de vista de 
su actualidad y de su alto objetivo, que por esto, exclusivamente, 
es ya título bastante al general aprecio, sino, también, por la si- 
nópsis atinada de todos los casos de arbitramento pactados por el 
Perú en el curso de su vida independiente, cuyo conocimiento ser- 
virá tanto a los alumnos de Derecho Internacional y Derecho Di- 
'plomático, como a los que quieran patentizar nuestra historia di- 
plomática, en la comprobación de cómo el Perú ha rendido home- 
naje de manera constante al medio jurídico de solucionar las ditfe- 
rencias internacionales de carácter público o privado, fases que 
comprende las dos primeras partes de dicho libro, y cómo en el 
curso de los años, el Perú, fiel a su política de amistad y cordiali- 
dad, ha realizado espontáneamente su propósito de siempre de 
arribar a las soluciones tranquilas, sin necesidad de previos com- 
promisos de acudir al arbitraje de manera coercitiva. 
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Por esto, el doctor Elguera dice: 


« Norma invariable de la política internacional del Perú, ha sido someter 
a arbitraje, la solución de sus desacuerdos y controversias con otros Estados.» 


Y después de recordar los pactos de arbitraje celebrados por 
el Perú, concluye la “Introducción”? de la obra, con estas pa- 
labras: 


« Terminada ésta (la guerra con Chile), con el tratado de paz de 1884, ha 
celebrado, en el curso de cuarenta años, convenciones arbitrales, unas sobre lí- 
mites y otras ¡para solucionar diversas reclamaciones pecuniarias, de todas las 
cuales paso a consignar breves reseñas.» 


Poco a poco, venciendo el egoísmo de los estados y las múlti- 
ples dificultades que se oponen al progreso del Derecho Internacio- 
nal, éste avanza por la fuerza de la opinión general y el sentimien- 
to de la conciencia colectiva manifestada por los internacionalis- 
tas, hombres de Estado, profesores y comentadores, que contri- 
buyen así, por derivación necesaria, al ennoblecimiento de la hu- 
manidad. Al grupo selecto de ideologistas pertenece el doctor El- 
guera, pues buena prueba da aportando al aservo común de la 
ciencia el valioso contingente de su talento y voluntad. 

Los que fueron apologistas de la fuerza y adoradores del éxi- 
to militar antes de la gran hecatombe mundial; los creadores de 
doctrinas extremas para cohonestar la brutalidad de la guerra y 
orientar el sentimiento público hacia la hegemonía militar para 
ultrajar a la civilización y menospreciar los derechos inalienables 
de los pueblos débiles; los que después de la guerra europea persis- 
ten aún en sustentar, como apóstoles imperialistas, el reinado de 
la fuerza, como necesidad fatal de la vida de las naciones; los que 
así piensan y sienten bien pueden proporcionarse el placer de dar 
a conocer sus ideas al respecto. de reducir siempre sus visuales a 
lo que se ha dado en llamar “el sentido de la realidad”, pero que 
de hecho es el sentido de lo pedestre y el materialismo político. 

Y es verdaderamente sensible que hombres de cultura supe- 
rior, que, precisamente, por el ascendiente que ejercen en el mun- 
do intelectual, tienen el deber ineludible de asumir papel de pro- 
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guerra, como consecuencia de una predestinación necesaria y COn- 
comitante con otros hechos análogos, sin remontarse a alturas 
más serenas y fecundas, fulminar con el verbo candente de la 
condenación ese fatalismo musulmán, y encauzar la vida racional 
hacia la consecución de un destino superior para la humanidad, 
disipando el concepto asaz desconsolador de que el hombre es fie- 
ra para el hombre y que está condenado a soportar las calamida.- 
des de la guerra por los siglos de los siglos. 


« En todos los tiempos han sido los poetas tornavoces de esa ansia de Jus- 
ticia que, al cabo, encierra la bellaza suma; en todos los tiempos han debido y han 
sabido identificarse con los clamores de la conciencia y los dictados de la ra- 
zón; en todo tiempo fueron cantores de la eterna vida, la intensa vida, la legí- 
tima vida, y censores de la corrupción, la desigualdad, el abuso de la fuerza, 
(Sebastián Gomilla).» 


En los diferentes momentos históricos de la vida de los pue- 
blos, se presentan hechos semejantes, de índole análoga, obede- 
ciendo a causas comunes, cuyas derivaciones las manifiestan los 
hombres de condiciones anormales, viniendo a ser a un tiempo mis- 
mo, causa y efecto de esos hechos. El cesarismo de Calígula lo ve- 
mos reproducido en Napoleón I y Guillermo de Hohenzollern. El 
_acontecmiento histórico, efecto del temperamento belicoso, el es- 
píritu de conquista y la ambición de mando, viene, en resumen, a 
ser efecto de una causa única, el factor psicológico, que produce 
el hecho, que lo concibe, lo organiza y dirige, ocasionando pro- 
fundas perturbaciones en el orden internacional. Los médicos alie- 
nistas analizan a estos anormales y los encastillan en grupos dis- 
tintos. 

Pero ¿el hombre dotado de razón, trasunto débil de la divini- 
dad, que ha dominado los elementos de la naturaleza, por la misma 
superioridad de sus facultades intelectuales, -está, por ventura, 
condenado a ser juguete de las pasiones mezquinas en el objeto de 
la vida? ¿Es fuerza irresistible que los vencedores de ayer sean 
las vencidos de mañana? ¡, Es posible que el odio y la ambición, so- 
bre los que nada bueno puede edificarse, nos hagan los adorado- 
res de la fuerza bruta, en la dirimencia de la contienda internacio- 
nal? ¿Por qué? Ya lo dijeron los apóstoles de la fuerza, Treints- 
chke, von Bernahrdi, Lasson y otros. | 
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El periodista argentino, señor Leopoldo Lugones, en un ar- 
tículo publicado recientemente en “La Nación”? de Buenos Al- 
res, que ha sido glosado en ““La Nación”” de Santiago, no se apar- 
ta de esa doctrina, sino por su timidez en la manera de presentar, 
lo que para aquellos son verdades evidentes. Le falta cinismo al 
señor Lugones, pero voluntad la tiene y la responsabilidad por la 
manera de presentar sus opiniones al respecto le corresponde to- 
da entera. « Observando el asunto — dice — con criterio positivo 
resulta claro que el Perú ha perdido jurídicamente su pleito, por- 
que perdió la guerra », y en párrato seguido continúa: « Y la con- 
secuencia, útil para los demás, a título de dura lección, es ésta: 
¡no hay que perder la guerra! Todo hecho trae consecuencias 1ne- 
vitables y la victoria es uno de los más fecundos en ellas. Todo 
pueblo debe hallarse preparado para vencer. Sólo la fuerza repe- 
le y anula los atentados de la fuerza. El derecho de conquista 
existe y existirá mientras haya ejércitos y necesidades que sólo 
se pueden satisfacer conquistando...» Por consiguiente, la gue- 
rra y la conquista, hechos inevitables, según el periodista men- 
cionado, tienen como postulados: la existencia de ejércitos y las 
necesidades e intereses de los pueblos. 

Empero, ni los ejércitos sirven sólo para hacer la guerra, 
ni los diplomáticos para sólo firmar pactos, arrebatando o ee- 
diendo territorios. No! El ejército, institución indispensable en 
los pueblos modernos, es poderoso instrumento de seguridad, de 
orden, de civilización, de justicia y de derecho, cuando se orga- 
niza conforme a los severos principios de la ciencia militar; se 
convierte en verdadera calamidad cuando se le da diversa apli- 
cación. Ya pasaron los tiempos en que las masas se movían al ca- 


pricho de un hombre, de un interés dinástico, o de conveniencias 


de los pueblos, y en cuyo resultado intervenía la diplomacia pa- 
ra confeccionar tratados impuestos por el vencedor y que eran 
el germen de guerras futuras. Hoy por hoy, la aspiración gene- 


ral es que los ejércitos actúen como guardianes del orden y del 


derecho, y que los diplomáticos intervengan sólo en la celebra- 
ción de tratados de amistad y comercio, a base de mutuas consi- 
deraciones, respetuosas y recíprocas conveniencias nacionales. 
En la vida individual o colectiva, la necesidad no es funda- 
mento moral de derecho. Pretender justificar la conquista, o ate- 


nuar siquiera la condenación de ella, con el criterio de la necesi-. 


dad, es admitir las mayores aberraciones, fundadas en hechos ne- 
cesarios. 


Es viejo aforismo que la necesidad no justifica, en ningún 
caso, el mal que se hace a otro. El argumento inmoral de «la ne- : 
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cesidad » no puede ser título para apropiaciones ilícitas, y mucho 
menos, cuando, como en el presente caso, hay motivos especiales 
que impiden su aceptación. | 

La fase genética de las guerras y sus consecuencias, es dec1r, 
la que explica el origen de éstas, es el despertar del instinto del sa- 
queo y del ansia de dominio. En las aglomeraciones del gens, clanes 
o tribus, formas primitivas de convivencia social, la necesidad de 
vivir impulsaba a aquellos a los actos de depredación contra otras 
agrupaciones humanas. 

Por algo han evolucionado las condiciones de vida de los in- 
dividuos y de los pueblos. Si el hombre actual sale de la compara- 
ción con sus remotos antecesores, no es, ciertamente, por el cam- 
bio de términos, llamando por ejemplo, indemnización por gastos 
de guerra, al rescate antiguo, o en los elementos eficaces de des- 
trucción de la vida y de la propiedad, sino por el grado de cultu- 
ra y por las condiciones morales a que hemos llegado, lo que nos 
diferencia esencialmente de aquellos. 

A las luchas por la existencia, como necesidad imperiosa, en 
los tiempos de barbarie, sustituyó, sin duda, las guerras por la 
extensión y por las riquezas materiales, en los tiempos modernos. 
La guerra del Pacífico, la inicua guerra del 79, fué obra de 
aquel espíritu aventurero premiado a peso de oro; pues, la moti- 
vó la necesidad de expansión, el agobio imperioso de la escasez de 
medios para la satisfacción de las necesidades individuales y na- 
cionales chilenas y las imposiciones de los intereses de su deuda 
pública. | 

Las necesidades que sólo se pueden satisfacer conquistando, 
tuvieron su confirmación en la conducta de Chile al hacernos la 
guerra del 79. 

Pero, la aceptación de los hechos consumados, con el confor- 
mismo de la necesidad, entraña una burla sangrienta a la civili- 
zación y proporciona un amargo desaliento. 

- El atractivo de los consecuencias felices de la guerra, es la 
expansión territorial, la hegemonía militar e industrial y la supre- 
macía de la fuerza. Claro es que esta primacía supone la cautelo- 
sa vigilancia de los países conquistados o conquistables, el mante- 
nimiento de un ejército en pie de guerra para la conservación de 
lo conquistado y para la adquisición de medios destinados a satis- 
facer necesidades crecientes. Puede ser que todo esto sea 'bello pa- 
ra los espíritus utilitarios; pero, conviene no olvidar que aquel 
total de bellezas no eclipsa el total de iniquidades que lleva con- 
sigo la conquista, cuando está inspirada en los instintos salvajes de 
Yapiña. 
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Y en busca de la satisfacción de necesidades materiales, caen 
las naciones conquistadoras en un círculo vicioso. in las guerras 
por el aliciente de las riquezas ajenas se cometen violaciones y ex- 


poliaciones por aumentar o asegurar esas riquezas. Como la his- 


toria se repite, el expoliador de ayer es el expoliado de hoy y aca= 


so puede ser el expoliado de mañana y ante el temor de la posi- 
bilidad de esta contingencia se establece el ruinoso sistema de la 


paz armada, que desvía la aplicación de los recursos nacionales a 


las verdaderas necesidades sociales, de orden no belicoso. 
Por otra parte, las necesidades son por su propia naturaleza 
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transitorias e incesantes y para cubrir éstas, las naciones fuer-" 


tes que no cuentan con recursos naturales y propios, no tendrían 
más camino que la conquista de los bienes de sus vecinos. El bien=" 
estar de éstos serviría de tentación para la apropiación de lo aje-" 
no y de acicate para las guerras. El atractivo de la posesión de ri-* 
quezas sería el incentivo para tales acciones. Afortunadamente, 


las conquistas de la fuerza nunca fueron estables, y digan lo que” 


quieran los positivistas, la civilización ha relegado el derecho de 
la fuerza al dominio de la historia antigua. 


La subordinación de la satisfacción de las necesidades nacio- 
nales a expensas de terceros, a los dictados de la moral, de la ra- 
zón y de la justicia, no es, hoy por hoy, un vago anhelo de los pue-" 
_blos; está eristalizada en formas aceptadas generalmente y apo-' 
yadas en el común sentir de los hombres que no tienen interés en. 
que se repitan los bochornosos acontecimientos del pasado, con 
mengua de la moral y de la civilización. 


A este respecto, son interesantes los párrafos de los eserito- 
res chilenos que se hacen eco de ese común anhelo de justicia in-. 
ternacional; por esto, los copiamos en seguida. dl | 
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« En estos solemnes momentos de la existencia humana — dice el señor 
Juan Enrique Lagarrigue — el destino de cada país es inseparable del rumbo 


que lleva la civilización en el planeta entero. Ya se avanza sin duda con paso 
irresistible hacia la sublime concordia entre todas las naciones: No es posible subs- 


traerse a esa gloriosa corriente que ha de hacer triunfar, por fin la eterna paz del. 
. y ' k . . o . . . , 

mundo. ¡(Jué luego logre Chile incorporarse en ella, con lwminosa conciencia, 

para cooperar esforzadamente al servicio supremo de la. Humanidad! Esa bella 


actitud libraría a nuestra patria del funesto peso que arrastra a su penoso pro- 


e 
greso, por culpa del conflicto del Norte, que parece se tratara aún de reagravar 
en hora infausta. ¡Cómo puede olvidarse que Bismarck, por desoir a su compa- 


triota Bebel cuando aconsejaba no se anexara la Alsacia y la Lorena, llegó a ¿ca- e 


sionar el inmenso desastre alemán.» 


|] 
| 
| 
| 
/ 
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El escritor chileno citado aboga por que el Gobierno de Chile, 
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inspirándose en la evolución mortal, social y económica, dé una so- 
lución honrosa a la cuestión de Tacna y Arica, opinión que no es 
otra que la devolución lisa y llana de esas provincias al Perú. 

| Pero, aún mirando la cuestión desde el punto de vista de la 
conveniencia, veremos que la detentación de Tacna y Arica por 
Chile, no es beneficiosa para esa nación. No decimos esto sólo nos- 
otros, lo dice también, entre otros chilenos, el profesor señor Vi-- 
cuña Fuentes. 


4 Todos sabemos que Tacna y Arica no son históricamente chilenas, que no 
están pobladas por chilenos, que las tenemos en nuestro poder irregularmente 
en virtud del tratado de Ancón, que no hemos querido cumplir, y que hemos 
impuesto allí un régimen oprobioso de tiranía con el candoroso anhelo de chi- 
lenizar esas provincias por la fuerza. Analicemos si la conservación de esta pre- 
sa guerrera vale la pena de los sacrificios que nos cuesta.» 

«La pretendida chilenización de Tacna y Arica cuesta sumas fabulosas, 
talvez más de quinientos millones de pesos salidos de todos los Ministerios y 
más que nada por los conductos secretos del Ministerio de Relaciones Exteriores. 
Y todos esos millones se han gastado en hacernos odiar; en persecuciones erimi- 
Nales, en el veneno de la mentira y de la injusticia y en orgías indienas. La ad- 
ministración chilena ha sido allí el emblema de todas las tiranías, desde el amor- 
dazamiento de la opinión y la persecución a los curas peruanos hasta el atro. 
pello-del comercio. En la bahía de Arica no podían hombres libres hacer el tra- 
bajo de los estibadores y fleteros: el carguío y la descarga se hacía con tropa de 
los regimientos acantonados allí, tropa que tenía la consigna infame de echar al 
mar de cada dos bultos uno de los que venían del Perú. En esta inaudita políti- 
ca de odio gastaron los millones de la Nación nuestros sabios y nobles estadistas.» 

<« El entredicho con el Perú, debido a la subsistencia del envenenado pro- 
blema de Tacna y Arica, nos cuesta además muchos millones de pérdida neta 
por el aniquilamiento de nuestro comercio con ese país. Hasta hace poco este 
comercio era de más de treinta millones de pesos anuales y está hoy reducido 
a Cero.» 

<« Por último, la cuestión del Norte es el único problema militar que ¡(Chile 
tiene, lo único que justifica los gastos incalculables de nuestro ejército y de nues- 
tra marina, los cuales pasan de ciento treinta millones de pesos al año, sin con- 
tar los gastos extraordinarios de los empréstitos para la compra de armas y per- 
trechos de guerra. Si no fuera por este problema no habría justificativo alguno 
para la compra del drednought **Almirante Latorre””, que costó él sólo cin- 
cuenta millones....... > 

« Pero este problema tiene también un aspecto moral. Lo que más vale de 
la patria es su honra, sus tradiciones de lealtad y de justicia. Chile para vivir 
no necesita de Tacna y Arica y su posesión injusta, violenta y despótica nos des- 


honra ante la opinión universal. No comprendo cómo los que tanto alardean de 
su amor a la patria la pueden ver ultrajada y menospreciada por la opinión 
honrada del mundo entero. Porque es preciso que no nos hagamos ilusión : los 
chilenos son los únicos homibres del mundo que hallan justa y conveniente nues- 
tra política respecto de Taena y Arica. La opinión de la Argentina, del Uruguay, 
del Brasil, de los Estados Unidos, de Francia, de Inglaterra, unánimemente nos 
condena...... pr > 3 
« El problema de Tacna y Arica tiene también para Chile un pavoroso as- 
pecto educativo: envenena nuestro corazón y nuestra inteligencia de tal modo, 
que nos impide todo progreso moral. Los hombres que han cometido un crimen, 
cuando no perecen por el remordimiento, por el viro despiadado de su propia 
conciencia, se adaptan moralmente «a la noción de su crimen y su inteligencia 
sólo trabaja para hallarle justificación, Si un padre de familia vive en un fun- 
do usurpado, y las necesidades de la vida lo obligan a subsistir del delito y del 
despojo, fatalmente su corazón se envenenará y su inteligencia se perturbará, 
y se empeñará en justificar ante sus propios hijos, amigos y servidores, que ha 


hecho muy bien usurpando y despojando, y necesariamente enseñará conceptos 


morales inferiores que cohonesten su conducta, y así sus hijos y allegados se des- 


moralizarán en vez de elevarse. Esto es lo que le pasa a Chile con Tacna y - 


Arica: vivimos empeñados en justificar nuestra política, mo trepidamos para 
ello en mentir, en falsear la historia, en propagar teorías inmorales y hasta en 
perseguir a las voces rebeldes que se atreven a hablar y a restablecer la verdad 
y la moral. El envenenamiento de nuestra alma es profundo, y no podremos 
desintoxicarnos ni elevarnos moralmente mientras no hayamos resuelto digna- '] 
mente el viejo y enojoso problema.» $ 

4 Se ve pues que la única solución que resguarda los intereses de Chile, su: 
honra y su salvación moral és la digna devolución de esos territorios al Perú, * 
a quien pertenecen históricamente y moralmente. En este acto no hay deshon- ñ 
ra alguna si se hace voluntariamente, porque jamás deshonró a nadie la noble 
reparación de los errores. Nada hay en el mundo verdaderamente irreparable. — 
Lo único irreparable es la muerte, pero los pueblos no mueren, y precisamente A 
porque viven, porque no pueden hallar una solución a sus errores en el suici- 
dio, necesitan vivir noble y dignamente.» 


Hablando de los intereses verdaderos de Chile, el eseritor ci- 
tado se expresa en los términos siguientes: 


« No consideraré pues entre los intereses nacionales el de los capitalistas — 
hipócritas que han propulsado el regadío de Tacna para inflar con el crédito 
fiscal las acciones de sus sociedades azucareras, traspasarla después a los incau- 
tos y meditar en seguida una nueva jugada; ni el de los especuladores que se: | 
han ido a Tacna con puestos del Gobierno a comprar con precio vil las tierras. 
de los peruanos perseguidos, que van a ser artificialmente valorizadas con las 


obras del regadío, construcciones y caminos, las que, vendidas nuevamente vol- 


verán a su antiguo e irrisorio precio de tierra subyugada; ni el de los nego- 
clantes de armas y pertrechos bélicos, que improvisan cada año una nueva for- 
tuna fantástica con sus comisiones secretas; ni el de los honrados proveedores 
del ejército; que se hacen pagar a precios honorables sus frejoles empedernidos 
y sus pastos azumagados.» ER RS A 

« Todos esos intereses y otros análogos, gritan mucho, pueden más y están 
radicados en hombres eminentemente patriotas; pero por encima de ellos están 
los que yo llamo intereses permanentes y generales de la Nación.» 

« Para apreciarlos bien hay que situar convenientemente el problema, el 
cual consiste en que la incertidumbre de la nacionalidad de Tacna y Arica y 
elausura internacional de Bolivia perturban profundamente la armonía y amena- 


—zam eternamente la paz en esta parte del continente americano.» 


<« En consecuencia la solución del problema debe ser tal que desaparezca 
de modo profundo y definitivo el fenómeno perturbador, lo que sólo parará 
cuando, se reconozca como nacionalidad de Tacna y Arica la que verdadera y 
realmente es y cuando por otra parte cese la clausura terrestre de Bolivia.» 


Con motivo de la recepción oficial del Embajador chileno en 
Washington, don Beltrán Mathieu, el inmortal Wilson le decía : 


« Cada país debe participar en la organización de la justicia, y la impor- 
tancia de su cooperación será juzgada por lo que haya que agregar al bien 
general.» 


¡Cuánto ganaría moralmente Chile si modificara su conducta 
internacional, orientando sus actos en los sanos y sabios consejos 
de sus nativos y en las exigencias de la justicia dominante! 


Error funesto, y por lo mismo trascendental en daños in- 
mediatos para los pueblos, es que, so pretexto de la existencia de 
una ley falta de la naturaleza humana, se pretenda entronizar 
ideas bárbaras y caducas, avivando susceptibilidades, rebuscan- 
do obstáculos para arrojarlos al camino que penosamente sigue 


la humanidad, hasta el punto de dificultar, cuando no de anu- 


lar en lo absoluto, su tan ansiada rehabilitación moral. 
Es de confiar que aleccionados por una dura experiencia, 
los propagandistas del arbitraje, busquen en el seno de genero- 
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sos propósitos la concordia y el acierto a que están obli; sados er 
la dirección de los intereses de los pueblos, para que el mundo, 
sus grandezas y sus glorias, pertenezcan, en no lejano día, a los 
apóstoles de la paz, a los optimistas del progreso moral y a los 
ideologistas en la presente hora sombría que atraviesa la huma- 
nidad (1). , "O 


v) 

(1) —Federico Elguera, saluda atentamente a su distinguido amigo el señor P Max 
Medina y después de agradecerle los favorables conceptos que le ha dedicado, en su magní- 
fico estudio sobre el arbitraje, lo felicita por el fondo y la forma en que trata un asunt 
de tanta importancia, para el mundo entero. : > 


Junio 16 de 1925. 
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CAPITULO XIII 


HACIA EL PLEBISCITO 


De las ideas expuestas, impuenadoras de los fundamentos 
del laudo, parece que la consecuencia lógica que debiera deducitr- 
se, es la abstención del Perú a concurrir a la celebración del ple- 
biscito. 

Asi, creyó entrever la cancillería chilena, cuando a raíz de 
la presentación al árbitro de la demanda de garantías solicita- 
das por nuestra Embajada en Washington y fundada en los he- 
chos de violencia perpetrados por las autoridades chilenas, an- 
tes y después de la expedición del laudo, comunicó a sus legacio- 
nes, que el Perú rehuía concurrir al plebiscito con pretextos frí- 
bolos, como las expulsiones y persecuciones a los peruanos de 
Tacna y Arica, y que Chile estaba dispuesto a repatriarlos, a su 
costo, para el efecto de que aquellos tomaran parte en los actos 
electorales. Así, podía haberse creído en los primeros instantes 
de dolorosa impresión que produjo en el alma peruana los tér- 
minos decepcionadores del laudo, que se creyó por un momento 
que al ocurrir a Washington habíamos desviado la orientación 
conveniente a nuestros derechos sobre esas provincias, y en me- 
dio del desconcierto que produjo el conocimiento del laudo, tor- 
nó la comprensión, siempre olvidada, de que el respeto al dere- 
cho ajeno está en proporción a la posesión de fuerza material 
que aquel tiene. : 

Tal fué el ímpetu del golpe, comparable sólo con la magn!- 
tud de la reacción siempre saludable cuando la línea de conduc- 
ta seguida ha sido concordante con la realización del ideal supre- 


A 


mo, constantemente aspirado y perennemente invocado en Con-. 
egreso, conferencias y negociaciones diplomáticas; con los dicta-- 
dos de la sana razón y la justicia acrisolada; y con la necesaria 
consecuencia de los actos anteriores relacionados con ese ideal” 
supremo. El honor de la patria y el respeto a las tradiciones no. 
podían ponerse de lado en la hora dolorosa de prueba. 

Tornó, pues, como no podía menos de suceder, la serenidad 
en los espíritus desapasionados y la reflexión se abrió paso, co- 
mo la luz ante las sombras. El alma colectiva comprendió que. 
el Perú no podía estar vencido, sino abandonando su fe en sí mis- 
mo, renunciando a sus derechos, cesando de luchar por la justi-" 
cia de su causa santa, entregando, en fin, al usurpador sus títu- 
los soberanos sobre Tacna y Arica, y esto, no lo hará jamás el Pe-- 
rú, ni por temor, ni por la paz y la confraternidad de las Améri-2 
cas, ni menos por combinaciones comerciales, porque está de por 
medio su dignidad. Bien lo saben esto, los estadistas y diplomá-" 
ticos chilenos. — 


Los grandes problemas humanos, las hondas cuestiones so=- 
ciales buscan a veces soluciones imprevistas. La concurrencia de 
factores desconocidos modifican las previsiones humanas mejor 
concebidas. La intervención de elementos impensados cambian 
las soluciones prejuzgadas. Y es que los problemas políticos y. 
sociales son por su naturaleza misma complejos; no se resuelven 
con la exactitud de los problemas geométricos. 

Con profunda verdad, dice el Presidente de la República en 
el Manifiesto que dirije a la Nación peruana: < Los resultados de 
las cosas humanas se constatan, pero no se anticipan.» Conere- 
ción brillante de nuestro pensamiento a este respecto. 3 
: La sordidez chilena creyó, sin duda, que la administración 
de Tacna y Arica por su cuenta y en beneficio suyo, ha de pro=. 
longarse a la época plebiscitaria; que la Delegación peruana per=. 
manecera impasible ante los desmanes de las autoridades chile=" 
has; y que, dentro de un ambiente de farsa ha de desenvolvers 
y resolverse el plebiscito, porque sí y porque así le conviene 
Chile. | 

Bajo este supuesto inaceptable, claro es que el Perú nada 
tendría que esperar de la solución, porque ésta podía ya descar- 
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tarse, como favorable a Chile. Pero, en el plebiscito al que debe 
concurrir el Perú, hay varias incógnitas por despejar, siendo una 
de las prineipales—la más importante, de la que no se puede 
prescindir y en la que habrá de insistir necesariamente, una vez 
más, la delegación peruana ante la Comisión plebiscitaria — la 
neutralización de la zona plebiscitaria, condición sine qua non 
de libertad y respeto a loz votantes peruanos. 

Como se presentan aparentemente hoy las cosas, los términos 
del problema plebiscitario quedan reducidos a dos soluciones: 

Primera.—A legalizar los actos de violencia y presión ejerci- 
dos por Chile en Tacna y Arica para reconocer su dominio y so- 
beranía en esas provincias, aceptando como razón jurídica el de- 
recho de la fuerza; aceptando como necesidad indispensable para 
la paz y cordialidad continental el repudiado régimen de conquis- 
ta; y aceptando como procedimiento honesto la comedia plebisei- 
taria. 

Segunda.—La otra solución que es verdaderamente de desear 
por el honor del Perú, por la lealtad a sus tradiciones, por el res- 
peto a sí mismo, por el prestigio del árbitro y del principio del 
arbitraje y por la paz de Sud América, es que, colocándose Chile 
a la altura que señala la hora en que vivimos, se sustraiga de la 
—maléfica influencia que ejerce en su alma la fascinación de las ri- 
.quezas materiales adquiridas ilícitamente, y acepte los dictados 
de la moral, de la justicia y de la verdad, y de su verdadera conve- 
niencia nacional, manifestada o expuesta por sus propios hijos sen- 
satos, ofreciendo así, la prenda más pura del espíritu recto con 
que diz que concurrió a las conferencias de Washington, haciendo 
declaraciones para cohonestar su conducta internacional, acerca 
del problema de Tacna y Arica, que los hechos se encargan de con- 
tradecir esas falaces declamaciones de su diplomacia maquiavé- 
lica. 


La primera solución, si así puede llamarse, será slempre so- 
lución manu militari, de hecho, que hará ineficaz y eontraprodu- 
cente el arbitraje y la soberanía de Chile sobre Tacna y Arica. Se- 
rá una solución nula, inexistente e insanable jurídicamente, por- 
que la justicia está antes que la fuerza y la farsa y la verdad re- 
-Chazan la mentira. 
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Para arribar a este resultado será necesario que continúe el 
predominio de la fuerza civil y militar chilenas, la cínica impos- 
tura y el atropello de todas las garantías que los mismos actos ple- 
biscitarios exigen. 

Pero, como el Perú no acepta el maridaje de la justicia con la 
fuerza bruta, y de la verdad con la farsa, declarará, en vista de las 
hostilidades al electorado peruano, durante el proceso plebiscita- 
rio, que no es actor en esa comedia, que no concurre a dar solem- 
nidad con su presencia a la pantomima grotesca con que termina- 
ría el espectáculo preparado por la empresa chilena en el escena- 
.rio de Tacna y Arica. Esto en la hipótesis de que la Comisión ple- 
biscitaria no adoptara medidas eficaces tendientes a la cesación 
del orden de cosas existente en esas provincias. 

El Perú ha sido invitado por el Presidente de los Estados Uni- 
dos a un plebiscito decente. Al aceptar el laudo y concurrir a di- 
cho acto, lo hace apoyándose en la responsabilidad del árbitro, 
emanada de la expedición de su laudo. Bien entendido que no se 
presta ni se prestará a autorizar, con su intervención en el desa- 
rrollo de la controversia plebiscitaria, los hechos inmorales y en. 
abierta pugna con los derechos de los pueblos, cuya nacionalidad 
va a determinarse por la decisión arbitral. 

Invitado, pues, el Perú a librar la lucha por el derecho, esta- 
mos seguros, no aceptará que el campo donde deba librarse la gran 
acción — primera en la historia internacional de América — se 
convierta en la burda escaramuza chilena que gasta las guasas que 
quiere en la cuestión de nuestras provincias irredentas; pero has- 
tiada ya la conciencia pública de esas genialidades. ha colocado a 
Chile en su verdadero papel odioso y réprobo. | 
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Dentro del cumplimiento, del laudo, caben, sin duda, las im- 
puúgnaciones que hemos hecho y que fluyen de su texto; pero, ca- 
be, también, la exclusión de la posibilidad que, dicho laudo, pu- 
liera apañar los métodos de chilenización de las provincias de 
Tacna y Arica. 

En el Senado y en la prensa de Chile, cuando se discutía en 
ese pais el tratado y acta complementaria de Washington, se hi- 
cieron suposiciones antojadizas, dudando de la imparcialidad del 
arbitro y de su alta justificación. Muerto Mr. Harding, y expedi- 
do el laudo por Mr, Coolidge, esas suspicacias se han acallado. Los 
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acontecimientos próximos a realizarse despejarán la última in- 
cógnita de la conducta chilena. 

Mientras tanto, es deber nuestro acudir a la cita, alta la fren- 
te y con el alma pletórica de energías, de entusiasmo y de plena 
fe en la justicia de nuestra causa, que el pueblo peruano sabrá .. 
siempre defenderla dondequiera que sea necesario. 


Manifiesto del Presidente de la República, señor Augusto B. 
Leguía, a la Nación. 


<« Cumplo un imperioso deber al dirigirme a mis conciudadanos, en las Ge- 
licadas circunstancias que preceden al cumplimiento del fallo arbitral de Was- 
hington.» 

« lil problema del Pacífico no lo han considerado todos los políticos perua- 
nos de la misma manera. Para unos fué apenas un recurso para influir en las 
cuestiones de la política interna; para otros fué un expediente para retardar su 
solución. De un modo y de otro se rebajó la significación patriótica de tan era- 
ve cuestión. 

«Yo jamás hice del problema de Tacna y Arica plataforma política. Hon- 
radamente trabajé por la devolución de nuestras provincias cautivas. Las había 
visto perderse, en el fragor de las batallas, y cuando la suerte me deparó el ho- 
nor de ocupar la primera magistratura de la República, no escatimé ningún es- 
fuerzo para rescatarlas.» 

< Esa ha sido mi política de ayer y hoy; lo será siempre porque erco que el 
principal deber de un hombre público consiste en evitar a su patria de una humi- 
lación. Por eso rechazé el sarcástico homenaje con que nuestros adversarios de 
1879 quisieron profanar la memoria de nuestros héroes. Yo no entiendo la con- 
¡fraternidad de los pueblos cuando reposa sobre la base del erimen.» 

< En 1918 yo vivía tranquilo en Londres cuando llegó hasta mí el clamor de 
mis conciudadanos que me exigían de nuevo el honor y el sacrificio de presidir 
por segunda vez sus destinos. Digo honor porque lo es dirigir a una Nación co- 
mo el Perú, cuyo pasado de glorias es sólo comparable a su espléndido porvenir; 
pero digo también sacrificio porque lo es gobernar una inquieta democracia ceo- 
mo la nuestra en donde las pasiones oponen su furia a todo esfuerzo encamina- 
do al bien público. 

<« Al volver al seno de la patria se ofreció a mi vista el espectáculo de una 
lucha que anarquizaba la Nación. Mi nombre fué entonces la bandera que con- 
dujo al orden. Y al investir de nuevo, el 4 de ¿julio de 1919, el símbolo de la 
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soberanía nacional hice el irrevocable propósito de consagrar a mi patria to- 
dos mis desvelos para engrandecerla y todo mi amor de patriota para redi- 
mirla.>» 


<« El Perú fué la nación más opulenta del coloniaje, pero durante la Ke- 
pública se diezmó lastimosamente su patrimonio, y su importancia internacio- 
nal. Y cuando, confiados en el porvenir, debimos rehacernos de nuestras de- 
rrotas, iniciamos, al contrario una política quejumbrosa, femenil, que ha fo- 
mentado ese espíritu pusilámine y abatido de que hemos dado pruebas durante 
cuarenta años, revelando al parecer, una ineptitud crónica para rehabilitarnos. 
Esto no podía subsistir sin peligro para la Nación y por eso vuelto, al Gobierno, 
no sólo inicié una política constructiva en el sentido material sino una más am- 
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plia política de fé y de confianza en los destinos de la patria.» j 
« Los resultados de esa política son tan palpables que mis conciudadanos 
me concedieron recientemente el honor de reelesirme por tercera vez Presi- 
dente de la República. Ñ 
« Al fomentar la riqueza nacional, por todos los medios a mi alcance, no h 
. , ., : » > + 
descuidé obtener la solución del problema del Pacífico, al cual se vinculan tan- 
tas esperanzas.» 
« Pero transigir con Chile me lo impedía el honor de la República.» 


< ¿Cómo entonces obtener una solución eliminatoria de esa política de 
errores lamentables en que habíamos vivido ?» - 8 


< No hay que engañarse. Solo habían dos soluciones: el arbitraje o la gue- * 
rra.» a 


x< De haberse ejecutado el plan de defensa nacional que propuse en el cur- 
so de mi primera administración, la guerra habría podido hacerse con proba-* 
ihlidades de triunfar. Pero mi plan se echó al olvido.» ; 


« Desarmado e indefenso como yo encontré al Perú en mi segunda adm'- 
nistración, habría sido ur crimen lanzarlo en una aventura, más aún cuando 
nuestro adversario de 1879, enriquecido por los fabulosos rendimientos de Ta-- 
rapacá y la larga ocupación de Tacna y Arica, habría aprovechado otra vez de + 
nuestra debilidad.» | | 
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<« Era necesario, pues, aplicar el arbitraje de cuya doctrina fué el Perú 
elocuente partidario en todos los certámenes internacionales, mientras que Chi: 
le, una y otra vez, en todas sus actitudes diplomáticas, se reveló su más re- 
suelto adversario. Dadas esas condiciones, pactar en 1922 el arbitraje para de-. 
finir la situación de Tacna y Arica fué no sólo un triunfo de mi Gobierno, sino 
un triunfo de la diplomacia americana.» | | 


Sd tal 


a 


<A cuál árbitro debimos acudir en demanda de justicia? No a otro que 
al Presidente de los Estados Unidos de Norte. América, es decir al más alto 
funcionario de la más grande democracia cuya tradición de justicia, de a 
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a la libertad, de respeto al derecho, realzadas por las doctrinas del Presidente 
Wilson, que predicó un nuevo Evangelio de Justicia para los pueblos, consti- 
tuían una garantía.» 


Otros árbitros habrían quizás dictado sus fallos para agravar la injusticiz 
con la desobediencia como no era nuevo entre nosotros. El árbitro americano 
personificaba, en cambio, un prestigio único y una autoridad incapaz de ser 
burlada. Es por eso que, siguiendo la opinión del país y la de los más ilustres 
tratadistas de derecho, nacionales y extranjeros, mi Gobierno pidió al Presiden- 
te de los Estados Unidos de Norte América resolver como árbitro la grave 
cuestión que por tanto tiempo había envenenado la atmósfera moral del Con- 
tinente.» ; 


Nuestros alegatos, copiosos en documentos irrefutables para demostrar la 
mala fe de Chile, intentaron probar la expontaneidad del plebiscito en las pro- 
vincias de Tacna y Arica, como consecuencia de esa política llamada de chile- 
nización, en mérito de «la cual los pobladores peruanos «dle ellas, dispersos y 
errantes, fueran sustituídos por chilenos llevados con la ayuda del tesoro fiscal 
de Chile. 


« Por desvracia el fallo del Presidente americano al pronunciarse a favor del 
plebiscito, destruyó las expectativas de mi Gobierno que traducían legítimas 
esperanzas del Perú.» 

Así lo hice constar primero en un cablegrama personal que dirigí al Presi- 
dente de la Unión Americana, Mr. Calvin Coolidge, en el que dije que la de- 
cisión arbitral había mejorado inmerecidamente la situación de Chile y después, 
en documentos enviados por nuestra cancillería al árbitro he solicitado garan- 
tías para concurrir al plebiscito sin desventajas manifiestas. Entre otras, la 
desocupación de Taena y Arica por las tropas chilenas, por dos razones funda- 
mentales: porque el tratado de paz establece para la ocupación de Tacna y 
Arica por Chile el plazo improrrcgable de diez años y porque no es razonable 
que quien es parte en la controversia sometida al árbitro, mantenga su ejérel- 
to en las regiones disputadas.» 

«El árbitro, si bien se abstuvo de ordenar la desocupación de Tacna y 
Arica, nos ha dicho, en cambio, que las otras garantías solicitadas las encontra- 
remos en la Comisión del Plebiscito que presidirá el General Pershing quien 
““fiene plenos poderes para conocer de todas las cuestiones relativas a la califi- 
cación de los votantes y para impedir los fraudes a fin de asegurar a cada uno 
de los electores calificados su derecho a votar.?”» | 


<« Cuando se acude a un arbitraje hay la obligación moral de acatar el fa: 
llo del árbitro. Hacer lo contrario es tan indecoroso para los pueblos como pa- 
ra los individuos. Los fallos no pueden ser susceptibles de cumplirse sólo cuan- 
do satisfacen determinados ¡intereses porque eso no es compatible con el honor 
de las naciones.» 
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« El compromiso arbitral de Washington contempla la posibilidad del ple- 
biscito en los artículos primero y segundo del acta complementaria. Si bien el 
Perú ha objetado el plebiscito, el árbitro funda su determinación en contrario, 
principalmente, en lo acordado en las negociaciones Valera-Huneus de noviem- 
bre de 1912. Podrá pues discutirse la justificación de la sentencia, pero no su 
cumplimiento.» 


<« El Perú ha dado innumerables pruebas del respeto que le inspiran sus 
compromisos internacionales y no seré yo, quien aconseje a mis conciudadanos 
la rebelión contra el fallo de Washington que concluiría para siempre con el 
prestigio exterior de la República.» 


< ¿Además, por qué dudar? Dudar es declararse de antemano vencido.» 


<« Los resultados de las cosas humanas se constatan, pero no se anticipan. 
Creen lo contrario solo aquellos que intentan subordinar el mecanismo impe- 
netrable de los hechos a la pasión política que todo lo prostituye en el Perú.» 


«No hay un solo dato que nos permita desconfiar de los resultados del 
plebiscito, mientras nuestra concurrencia esté amparada por las garantías que 
se nos ha ofrecido.» 


«Las batallas no se ganan cuando el miedo se apodera de los espíritus. 
La victoria es el premio debido a la fé que se tiene en la justicia de los hombres 
y en la providencia de Dios.» 


< Los que ahora dudan o aconsejan dudar, calumnian el patriotismo de los 
peruanos de Tacna y Arica que decidirán con sus votos el resultado del plebis- 
cito, suponiéndolos capaces de rehuír una responsabilidad de la cual depen- 
de la rehabilitación nacional.» 


<« En esta hora solemne yo hago un llamamiento a mis compatriotas para 
desechar el consejo de deserción que reciben de todos los que, invocando el nom- 
bre de la patria para justificarlo, después de haberla llevado a la derrota, imi- 
tan a esos moribundos que evocan el nombre de Jesús, en la hora de la muerte, 
para purificar una vida de crímenes.» | 


< Conciente de la responsabilidad que asumo, yo aconsejo al Perú, acudir 
al plebiscito sin vacilaciones ni temores.» 


«Si el plebiscito nos favorece se habrá reparado el gran ultraje inferido 
a la Justicia hace más de cuarenta años y se cimentarán las bases de una pe--. 
renne confraternidad entre los pueblos de América, retardada por la enemis- 
tad que separa a dos países del mismo origen y de la misma historia: el uno 
la víctima y el otro el victimario en una guerra de conquista.» 


«Si el plebiscito nos fuera adverso, habrá justificado una de las guerras 


mas sangrientas y rapaces que registra la Historia, y la serie de crímenes co- 
metidos por Chile para apropiarse de las prvoincias de Tacna y Arica y, a la 
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vez, habrá también demostrado cuán distante está todavía la hora de realizar 
las ideas de justicia y de paz por las cuales lucharon, haciéndose apóstoles, 
Lincoln, el modesto leñador, que defendió a los esclavos y Wilson el apóstol de 
“uma confraternidad jamás soñada entre todos los pueblos de la Tierra.» 


¿ Cuncludadanos : 


« Tened confianza en la Justicia de nuestra causa. Ella triunfará hoy o 
mañana, pero triunfará al fin. Los eclipses de la Justicia son pasajeros.» 

«No perdáis ni la confianza ni la ilusión: la eonfianza en vuestro dere- 
cho que es indestructible y la ilusión en el porvenir de la patria que es esplén- 


dido y que solo se comprometería seriamente con nuestra deserción del ple: 
biscito.» 


A. B. LrEquía. 
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CAPITULO I 


NEGOCIACIONES SALOMON-BARROS JARPA 


Santiago de Chile, diciembre 12 de 1921. 
Al Excelentísimo señor Ministro de Relaciones Exterioxves del Perú. 


Lima. 


Señor Ministro : 


Las negociaciones llevadas a cabo entre nuestros gobiernos en el mes de no- 
viembre de 1912, destinadas a fijar las bases a que debiera sujetarse el Plebis- 
cito que determinará la soberanía definitiva de los territorios de Tacna y Arica, 
fueron interrumpidas en los últimos detalles de su proceso, por razones sufi- 
cientemente conocidas y en absoluto extrañas a nuestra intervención. 

Como quiera que en aquella fecha llegaron nuestros gobiernos, por primera 
vez, después de largas y estériles discusiones anteriores, a fijar de común acuwer- 
do los términos del protocolo adicional indicado en la cláusula tercera del tra- 
tado de Ancón, nada pudo ser más lamentable que causas, como las ya aludi- 
das, perturbaran aquél convenio llamado a pomsr término definitivo a las di- 
ferencias que separan todavía a nuestras dos naciones. 

- Su Excelencia el Presidente de la República de Chile, que tiene la firme 
resolución de buscar rápidamente la manera de resolver el problema de Tacna 
y Arica, me ha dado instrucciones para dirigirme al Gobierno de Vuestra Ex- 
celencia con el fin de llegar, cuanto antes sea posible, a la solución de las difi- 
cultades pendientes. 

Ninguna norma de equidad más recta para alcanzar el cumplimiento leal 
y honrado del Tratado de 1883, que la negociación del año 1912 a que he alu- 
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dido al conmenzar, pues, como sin duda Vuestra Excelencia lo sabe, ella satis- 
facía tan cumplidamente las aspiraciones del Gobierno del Perú, que se cuidó. 
de buscar una fórmula que evitara atribuír al de Chile la iniciativa de aquel! 
arreglo. Y así fué como, el mismo día y a la misma hora del mes de noviembre 
de 1912, los Ministros de Relaciones Exteriores de ambos países se cambiaban: 
comunicaciones telegráficas idénticas invitándose recíprocamente a reanudar: 
relaciones cordiales y estables, con propósitos de prosperidad nacional y de sa-- 
tisfacer altos intereses americanos. 

En esos despachos telegráficos, ratificados en seguida por la misma vía, se: 
estableció que el Plebiscito de que trata el pacto de Ancón para determinar la. 
soberanía definitiva de Tacna y Arica, debería celebrarse sobre las siguientes 
bases : | 4 

12—El plebiscito se celebrará bajo la dirección de mesas formadas por una. 
comisión que procederá en mayoría y que estará compuesta de cinco delegados, 

a saber: de dos chilenos nombrados por Chile, de dos peruanos nombrados por. 
el Perú y el Presidente de la Corte Suprema de Justicia de Chile, quien la pres 
sidirá. 
22—Votarán los nacidos en Tacna y Arica y los chilenos y los peruanos que 
hayan residido tres años en el territorio. | | 

32— Todos los votantes deberán saber leer y escribir. 3 

Con estas fórmulas simples, ratificadas como hemos dicho, inmediatamen- 
te, por cable según expreso convenio, se allanaron las únicas dificultades que 
se habían presentado para dar definitivo cumplimiento al artículo 3? del tras 
tado dle Ancón. Producido este acuerdo en términos tan prefectos y cordiales, 
uada aconseja abandonarlo ni preterir su realización. + 

Es verdad que por aquel convenio se postergaba la celebración del plebisci= 
to para el año 1933; pero semejante postergación equivaldría a mantener laten= 
te en América una causa de posibles conflictos internacionales, obligando al 
Perú y a Chile, y tal vez otros países, a soportar gastos excesivos de preparación 
militar, en estos momentos en que las grandes tranformaciones de la guerra in- 
vitan a las naciones de este Continente a dedicar sus mejores esfuerzos al des-. 
arrollo e incremento de sus riquezas naturales. 

La circunstancia de que nuestro país ejerza su soberanía sobre Tacna 
Arica, según expresa disposición del tratado de Ancón, hace muy ventajosa pa-- 
ra él la postergación del plebiscito por el natural incremiznto de sus intere 
con el curso de los años; pero está llano a aceptar para la celebración del ple- 
biscito una fecha más próxima que la determinada en el acuerdo de 1912 a que ¡ 
me vengo refiriendo, en obsequio a un elevado espíritu de cordialidad conti E 
nental. : . 3 

Inspirado en estos propósitos, mi Gobierno invita al de Vuestra Excelencia 
a llevar a la práctica sin pérdida de tiempo los acuerdos celebrados en el mes de | 
noviembre de 1912, para verificar en Tacna y Arica la consulta plebiscitaria 
estipulada en la cláusula tercera del tratado de Ancón. 
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Abrigo la confianza de que el Gobierno de Vuestra Excelencia no querrá 
negar su acogida a esta invitación ya que ella está fundada sobre las bases pro- 
puestas por el Gobierno del Perú e inspiradas en los mismos principios,— si 
bien menos favorables para el país que ejerce la soberanía, — que los estableci- 
dos para los actos plebiscitarios contemplados en el tratado de Versalles, al cual 
el Gobierno de Vuestra Excelencia concurrió con su firma. 

Al formular esta invitación que responde a un, alto espíritu de armonía 
internacional, puedo asegurar a Vuestra Excelencia que mi Gobierno acogerá 
gustoso toda insinuación del de Vuestra Execelencia que tienda a dar a este 
acto la mayor solemnidad, garantizando en la forma más absoluta el libre ejer- 
elcio de esos territorios. 

Aprovecho la oportunidad para ofrecer a Vuestra Excelencia las segurida- 
des de mi más alta y distinguida consideración. 


ERNESTO BARROS JARPA, 
Ministro de Relaciones Exteriores da Chile. 


Lima, diciembre 17 de 1921. 
Excelentísimo señor Ministro de Relaciones Exteriores de Chile. 
Santiago. 
Señor Ministro: 


Tengo a honra contestar la comunicación cablegráfica de Vuestra Excrelen- 
ela que, con sorpresa, recibí el doce del presente y que tiene por objeto invitar 
a mi Gobierno a ejecutar lo que se llama acuerdos telegráficos habidos entre 
este Ministerio y el que Vuestra Excelencia tiene a su cargo, en el mes de no- 
.viembre de 1912. 

Mi sorpresa se debe a que, estando interrumpidas las relaciones diplomáti- 
eas entre el Perú y Chile desde 1910, y habiéndose intensificado esa interrup- 
ción con el retiro de los agentes consulares en 1918, a consecuencia de la perse- 
eúción violenta y de la expulsión en masa de los peruanos residentes en los te- 
rritorios de Tacna, Arica y Tarapacá, — lo quíe por sí solo bastaría para hacer 
imposible el plebiscito, —había sobrado motivo para esperar que, dentro de las 
prácticas diplomáticas a que se sujetan todos los países, se buscara, antes que 

nada, el medio de reanudar las relaciones interrumpidas, a fin de poder entrar 
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en seguida a la discusión tranquila de una cuestión política que, cualquiera que 
sea la solución que alcance, no puede ser resuelta con prode-dimientos irregulares. 

Es sorprendente que Vuestra Excelencia atribuya fuerza ejecutiva a sim- 
ples cambios de ideas por telégrafo, que para revestir el carácter de pacto inter- 
nacional, habrían exigido requisitos imprescindibles y, sobre todo, recibir la 
sanción legislativa en los dos países. Vuestra Excelencia sabe bien que su -pro- 
pio Gobierno abandonó esas negociaciones preliminares, como consta de los do- 
cumentos publicados en la Memoria de Relaciones Exteriores de Chile corres- 
pondiente al período comprendido de octubre de 1911 a julio dia 1914, páginas 
288 a 293; y así lo acredita el hecho de que ni aún se llegara a hacer el respec- 
tivo nombramiento de Ministro en Lima y Santiago, de que se trató en esos te- 
legramas. Por todo esto, llama profundamente la atención que Vuestra Excelen- 
cia invoque las ideas emitidas en el curso de una negociación fracasada, para 
considerarlas como el primer acuerdo de nuestros gobiernos, y pretenda utili- 
zarlas ahora como base razonable para la ejecución del plebiscito; siendo tam- 
bién extraño que se olvide que éste fué reglamentado catorce años antes en el 
protocolo de 16 de abril de 1898, que aprobaron el Congreso del Perú y el Se- 
nado de Chile, aunque este mismo protocolo resultaría inejecutable para mi Go- 
bierno, porque el de Vuestra Excelencia ha violado la mayor parte de los ar- 
tículos del tratado de paz y amistad del 20 die octubre de 1883, del que dicho 
protocolo se derivaba. 

Juzgo también insostenible la afirmación de Vuestra Excelencia de que las 
pretendidas bases de 1912, están inspiradas en iguales principios que las esta- 
blecidas para los actos plebiscitarios contemplados en el tratado de Versalles, 
que el Perú ha suscrito. Basta para ello hacer notar quís, en esos actos plebisci- 
tarios, lo primero que se ha procurado asegurar es la libertad del voto en su tri- 
ple manifestación de la autoridad que lo garantice, de su emisión y de su eseru- 
tinio; mientras tanto, y aún después de realizada la expulsión en masa de la 
población peruana y de que se pretenda que el plebiscito se verifique bajo la 
jurisdicción del ocupante, directamente interesado en el resultado, las autori- 
dades chilenas de Tacna, Arica y Tarata se dedican desde hace más de un mes, 
por orden superior, a hacer firmar a los habitantes de toda nacionalidad de esas 
provincias peruanas, formularios impresos que contienen el compromiso de vo- 
tar a favor de Chile para la anexión definitiva de dichos territorios. 

A pesar de todo, y no obstante los injustificables agravios inferidos por 
Chile al Perú en los últimos 27 años, mi Gobierno, en interés de la cordialidad 
americana, domina el ímpetu de sus naturales resentimientos, y serenamente 
estima que un plebiscito 'bajo auspicios chilenos, después del tiempo traseu- 
rrido, en vez de cortar las diferencias existentes, sólo serviría para agravarlas. 
El deseo del Perú es y ha sido alejar nuevos motivos de distanciamiento y ene- 
mistad con Chile, y con ese fin ha procurado y seguirá procurando encontrar 
una solución justa a la cuestión del Sur Pacífico, por medio de un arbitraje serio 
e imparcial, Hace poco que, en Ginebra, el Gobierno ehileno, por medio de sus 
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representantes se negó a reconocer jurisdicción a la Liga de las Naciones para 
tratar de las divergencias existentes entre Chile y Bolivia, fundándose en que 
constituían un problema político americano. En armonía con ese criterio que en- 
vuelve como consecuencia buscar la correspondiente solución dentro de nuestro 
Continente, mi Gobierno, siguiendo las tradiciones de su invariable política in- 
ternacional en favor del arbitraje, invita al de Vuestra Excelencia a someter 
juntos la cuestión integra del Sur Pacífico que los divide, a un arbitraje ajus- 
tado a iniciativa del Gobierno de los Estados Unidos de América, procedimien- 
to que, estoy seguro, traería el arreglo satisfactorio de esa cuestión tan llena de 
peligros para la paz del Continente, poniendo así término a toda controversia, 
de acuerdo con las nuevas orientaciones de paz y de justicia que imperan en el 
mundo. 


Al someter esta propuesta al elevado criterio de Vuestra Excelencia, ofrezco 
a Vuestra Excelencia mi más alta y distinguida consideración. 


ALBERTO SALOMÓN, 
Ministro de Relaciones Exteriores del Perú. 


Santiago de Chile, diciembre 20 de 1921. 


Excelentísimo señor Ministro de Relaciones Exteriores del Perú. 


Lima. 


Señor Ministro: 


Cúmp'eme dar respuesta a la nota telegráfica de fecha 17 del presente mes, 
con que Vuestra Excelencia ha querido contestar la invitación que tuve la hon- 
ra de dirigirle a objeto de llevar a efecto el plebiscito pactado solemnemente en 
la cláusula tercera del tratado de Ancón de la cual depende la eventualidad que 
tiene el Perú para recuperar la soberanía de Tacna y Arica; y acá mi primera 

palabra destinada a justificar el procedimiento escogido para dirigirme direc- 
tamente a Vuestra Excelencia no obstante estar interrumpidas las relaciones 
diplomáticas entre los dos países, 
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Mi Gobierno, señor Ministro, considera útiles y adecuados todos los medios 
dignos para buscar la solución de las dificultades que existen con el Perú; y por 
eso es que jamás pude imaginar que el procedimiento empleado causara sor- 
presa a Vuestra Excelencia toda vez que era mi deber atribuír al Gobierno del 
Perú el mismo ánimo generoso y abierto para solucionar las dificultades pen- 
dientes, que inspira al de Chile; ánimo ante el cual nada valdría por cierto una 
simple formalidad protocolaria que no tiene ni siquiera el mérito de la novedad, 
ya que puede encontrarse reproducida muchas veces en comunicaciones que el 
Gobierno de Vuestra Excelencia ha creído prudente dirigir al de Chile directa- 
mente y a pesar de la interrupción de las relaciones diplomáticas. 

Afirma Vuestra Excelencia que lo propio habría sido buscar antes que na- 
da el medio de reanudar las relaciones interrumpidas; pero sin duda Vuestra 
Excelencia olvida que en tal esperanza envió a Lima el Gobierno de Chile el 
año de 1920 a un ex-Ministro de Relaciones Exteriores, sin que tuviera la fortu- 
na de ser siquiera recibido por el Excmo. señor Leguía. 

Se sirve Vuestra Excelencia expresar que la negociación que el Gobierno de 
Chile ha tomado por base al formular al de Vuestra Excelencia una invitación 
para verificar el plebiscito que impone la cláusula tercera del tratado de 1883, 
fué un simple cambio de ideas telegráficas que nunca tuvo el carácter de acuerdo 
que me permití atribuírle. 


Sin embargo, el último “Libro Blanco”” publicado sobre la cuestión de Tae- 
na y Arica por el Ministerio de Relaciones Exteriores de Lima, servido por 


Vuestra Excelencia, denomina esta negociación, lo mismo que yo, llamándola - 


repetidas veces en la página XLVI convenio o acuerdo celebrado, concepto con- 
cordante con lo afirmado en la Memoria de Relaciones Exteriores de Chile que 
Vuestra Excelencia equivocadamente cita. 


Pero, en todo caso, invitado como está Vuestra Excelencia por el infraseri- 
to a sugerir las modificaciones que creyera propias a las bases propuestas, mi 


Gobierno ha debido deplorar que la comunicación de Vuestra Excelencia no hu- 


biera aprovechado la oportunidad para fijar los puntos de vista del Perú sobre 
el plebiscito, puntos de vista que dentro de lo justo, habríamos tenido especial 
complacencia en considerar. 

Alude, sí, Vuestra Excelencia a la expulsión de peruanos en masa de Tae- 
na y Arica, y a la imposibilidad de que este hecho ofrece para la verificación 
del plebiscito. 

Si no se trata de las expulsiones decretadas por el Gobierno de Chile a pe- 
tición del de Vuestra Excelencia por temor a agitaciones revolucionarias, no sé 
a cuales puede Vuestra Excelencia, referirse en su comunicación; pero, en todo 
caso, me es muy grato ofrecer en este momento al Gobierno de Vuestra Exce- 
lencia las seguridades que sean precisas para el regreso de los ciudadanos del 


Perú que reunan los requisitos convenidos para el voto y que comprueben haber 
salido de Tacna y Arica por la violencia, ) 
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Vuestra Excelencia ha creído del caso consienar una extraña aseveración 
que no comprueba ni podría comprobar, en orden a que Chile ha violado casl 
todas las cláusulas del tratado de paz y amistad de 1888. 
| No me esforzaré en hacer notar a Vuestra Excelencia que ni siquiera sería 
posible que Chile hubiera realizado tal violación, ya que dichas cláusulas esta- 
blecen obligaciones no impuestas a Chile en favor del Perú sino precisamente 
a la inversa. ! 

Con todo, me permito hacer constar en esta oportunidad que las únicas dis- 
posiciones del tratado de Ancón que no han tenido todavía completo cumpli- 
miento, son el artículo tercero tantas veces citado y el artículo doce que estable- 
ce el pago de ciertas indemnizaciones por el Gobierno de Vuestra Excelencia a 
damnificados chilenos. Bien sabe Vuestra Excelencia que del incumplimiento de 
ambas disposiciones no se considera en absoluto responsable el Gobierno de 
Chile. : 
Aparte de otras afirmaciones, cuyo examen y justificada refutación de mi 
parte nos alejaría del fin útil y amistoso que mi Gobierno persigue, Vuestra Ex- 
celencia tiene a bien formular una invitación para «someter juntos la cuestión 
integra del Sur Pacífico que nos divide a un arbitraje ajustado a iniciativa del 
Gobierno de los Estados Unidos de América.» 

La única cuestión que nos divide y a la cual sin duda, Vuestra Excelencia 
ha querido referirse, es la diferencia de apreciación que existe respecto de la 
forma de dar cumplimiento a la cláusula tercera del tratado de 1883. 

Vuestra Excelencia en la comunicación que contesto no se digna puntuall- 
zar el eriterio con que el Gobierno de Vuestra Excelencia juzga los derechos que 
a su favor emanan de ese tratado, y se hace así indispensable que antes de con- 
venir un arbitraje, que Chile no rehuye, se fijen los puntos precisos de la cues- 
tión — en que me halaga la idea de encontrar fórmulas de acuerdo con Vues- 
tra Excelencia — y se conozca exactamente cual es la discrepancia en las forma- 
lidades plebiscitarias que obligue a recurrir al juicio de otro país para alcan- 
zar el acuerdo perfecto. : 

En esta inteligencia invito en nombre del Gobierno de Chile al de Vuestra 
"Excelencia a continuar negociaciones directas en la forma que Vuestra Exce- 
lencia juzgue más adecuada, con el fin de procurar dentro de un amplio espí- 
vitu de concordia las soluciones de armonía que sean compatibles con el tratado 
de Ancón, tratado de cuyos términos no les es lícito apartarse a los Gobiernos 
que lo suscriben, tanto por el respeto que se debe a los compromisos entre naclo- 
nes, como porque ño es posible alterar los hechos históricos constitutivos y fun- 
—damentales de la personalidad internacional, 

Me halago con la esperanza de que Vuestra Excelencia viendo en esta co- 
—municación el noble espíritu de cordialidad del Gobierno de Chile, querrá aco- 
ger con benevolencia la invitación que contiene, y facilitará, para recíproco bien 
de nuestras dos naciones y de la América toda, el advenimiento de una era de 
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paz, de armonía y de cooperación que las circunstancias hacen cada vez más 
premiosa. 
Reitero a Vuestra Excelencia las seguridades de mi más alta y distinguida 
consideración. 
ERNESTO BARROS JARPA, 
Ministro de Relaciones Exteriores de Chile. 


Lima, diciembre 23 de 1921. 


Exemo. señor Ministro de Relaciones Exteriores de Chile. 


ss 


Santiago. 


Señor Ministro: 


Si la grave trascendencia del asunto cuya solución absorve los esfuerzos y 
aspiraciones de mi Gobierno, permitiera subordinarlo a la controversia de cues- 
tiones secundarias, sería fácil demostrar que las comunicaciones que honorables 
antecesores míos dirigieron a otros de Vuestra Excelencia en 1904 y 1905, estan- 
do interrumpidas las relaciones diplomáticas entre el Perú y Chile, pero sin el ca- 
rácter violento que determinó el retiro de los agentes consulares peruanos, tu; 
vieron significación distinta a la de Vuestra Excelencia del 12 de este mes. Con 
ellas no se intentaba, olvidando las prácticas internacionales, iniciar negocia- 
ción alguna, sino eumplir, en un caso, con el deber de poner a salvo los derechos 
del Perú por la arbitraria delimitación de las provincias de Arica y Pisagua y, 
en otro, con el no menos ineludible de protestar contra las estipulaciones del tra- 
tado boliviano-chileno para la construcción del ferrocarril de Arica a La Paz. 
Podría, igualmente, demostrar que, cualquiera que fuese el nombre con que se 
designara las ideas infructuosamente cambiadas por rable en noviembre de 1912, 
para fijar bases plebiscitarias y reanudar las relaciones interrumpidas entre los 
dos países, nunca tuvieron, ni podían tener, el carácter de convenio con virtud 
de revivir nueve años después. También me sería dable comprobar la expulsión 
de más de dieciocho mil peruanos de Tacna, Arica y Tarapacá, solamente con re- 
petir el texto de las circulares que este Ministerio dirigió a las Legaciones del 
Perú en el extranjero, eon fecha 12 de enero y 14 de febrero de 1919 en respues- 
ta a las del señor Barros Borgoño del 6 de diciembre de 1918 y 10 de enero. 
de 1919; y podría entrar, asimismo, en la enumeración de las violencias que el 
Gobierno de Chile ha hecho del tratado de paz de 1883, y que se han traducido 


== 230 — 


en maltratos personales, saqueos e incendios de las propiedades de mis compa- 
triotas en Pisagua, el 2 de noviembre de 1918 y en Iquique, el 31 de octubre, 
el 2 y el 24 de noviembre del mismo año, con la consiguiente deportación de pe- 
ruanos llevada a efecto sin otro delito que el de su nacionalidad; actos todos 
incompatibles en el artículo 1? de ese tratado, que declaró restablecidas las re- 
laciones de paz y amistad entre nuestras respectivas Repúblicas, con la consi- 
guiente garantía para los nacionales de la una en el territorio de la otra. Po- 
dría también recordar la incorporación de la región boratera de Chilcaya a los 
territorios que habían sido cedidos perpetuamente a Chile, no obstante de ha- 
ber reconocido peritos, jueces y tribunales chilenos, que pertenecían a Arica y 
estar, por tanto, comprendida en los territorios cuya reincorporación al Perú 
- éste consideraba segura, lo que falseaba lo estipulado en el artículo 22; la usur- 
pación de una extensa parte de la provincia de Tarata que no figura siquiera 
en el artículo 3%; y las dificultades opuestas por Chile para la celebración del 
plebiscito faltando a lo prescrito en el mismo artículo. Con tales antecedentes, 
que han herido en lo más hondo el alma nacional, toda inteligencia directa en- 
tre el Perú y Chile se había hecho imposible. Cabe, sin embargo, decir aquí que 
el ex-Ministro de Relaciones Exteriores de Chile, a quien Vuestra Excelencia 
alude, no pudo ser recibido el año último por el señor Presidente Leguía, a pe- 
sar de haber hecho modificar la carta que pareció acreditarlo como agente de 
Chile, porque la modificación se mantuvo en términos inaceptables. También 

se. podría, por último, recordar la retención de parte del producto del guano 
de las islas de Lobos, cedido al Perú conforme al artículo 102 y aún otras in- 
fracciones más. Pero, como antes lo he expresado, no es mi ánimo, ni lo cree opor- 
tuno mi Gobierno, entrar, en este momento, a rememorar incidentes que, no obs- 
tante el valor probatorio que tienen, quedan eclipsados por la cuestión funda- 
mental que hoy divide al Perú de Chile y para cuya justa solución estamos obli- 
gados a eliminar los inconvenientes que suscitaría la refutación in extenso de 
los puntos que toca la comunicación telegráfica de Vuestra Excelencia, fecha 
20 del presente mes, a que tengo la hora de referirme. 

Concretándome, pues, a lo que puede conducirnos a eliminar de América 
el malestar general que nuestros prolongados conflictos provocan, me compla- 
ce declarar a Vuestra Excelencia que tomo nota, con el mayor agrado, de la 
disposición en que Vuestra Excelencia asegura encontrarse Chile de no rehuír 
el arbitraje para el arreglo de la cuestión política que mantiene con el Perú. 
En ese terreno, único admisible dentro de la justicia y de la verdadera conve- 
niencia de ambos pueblos no caben diferencias que no puedan ser resueltas; y, 
por consiguiente, para aceptar la invitación que Vuestra Excelencia se sirve 
hacerme con el fin de continuar las negociaciones, espero que Vuestra Excelen- 
cla formalice su declaración en pro del arbitraje amplio que debe resolver todas 
las cuestiones que ha originado la violación del tratado de paz de 1883. 

El Perú no está, pues, de acuerdo con Chile en que el único asunto por de- 
batirse entre ambos sea la ejecución de la cláusula tercera de dicho tratado: es 
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precisamente, por ese desacuerdo, que se hace indispensable el arbitraje para 
zanjar todas las diferencias y por lo que ha propuesto un arbitraje imparcial 
americano bajo los auspicios del Gobierno de los Estados Unidos, el cual nos 
traería como inmediata y apreciable ventaja la de ahorrarnos enojosa y -con- 
traproducente discusión directa sobre esas diferencias. 

Me halaga la esperanza de que el ilustrado criterio de Vuestra Excelencia 
co neidirá con el mío en esta apreciación y que ha de aportar su valioso con- 
curso a la causa salvadora del arbitraje, por lo que me anticipo a manifestarle 
que, en tal evento, mi Gobierno designaría gustoso un representante para que, 
a la brevedad posible, se reuniera en Washington con el que Vuestra Excelen- 
cia tuviera a bien desienar, a fin de discutir y acordar en detalle las bases y 0b- 
jeto del arb'traje, que serían luego sometidas a la aprobación definitiva de los 
dos Gobiernos para su correspondiente ejecución. 

Al dejar así bien definida la política del Perú en sus relaciones con Chile, 
ereo corresponder, en la forma más eficaz, al espíritu de cordialidad que invo- 
ca el Gobierno de Vuestra Excelencia, seguro como estoy de que por ese Único 
medio conseguiremos restablecer en nuestro Continente la paz y la armonía por 
tanto tiempo alejadas y que sólo pueden volver al amparo de procedimientos de 
justicia y honradez internacionales. 

Renuévole, señor Ministro, los sentimientos de mi más alta y distinguida 
consideración. 


ALBERTO SALOMÓN, 
Ministro de Relaciones Exteriores del Perú. 


Santiago de Chile, 26 de diciembre de 1921. 
Exemo. señor Ministro de Relaciones Exteriores del Perú. 


Lima. 
Señor Ministro: 


La respuesta que Vuestra Excelencia ha tenido a bien dar a mi nota te- 
legráfica de fecha 20 del mes en curso, permite coneratularse vivamente por la 
posibilidad de un arreglo satisfactorio de la cuestión que mantiene distanciados 
a nuestros dos países. 

Siempre pensé que al contacto de conversaciones directas, noblemente ins- 
piradas, podían desaparecer muchos de los escollos que ahora se oponen a una 
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reanudación perfecta de nuestras relaciones comerciales y políticas; y es por 
eso que con verdadera satisfacción tomo nota de que Vuestra Excelencia acoge 
con buena voluntad la idea de negociar directamente en Washington, con el fin 
de Llegar a un acuerdo sobre las dificultades plebiscitarias que han retardado 
hasta hoy la ejecución del tratado de 1883 y someter al juicio de un árbitro aque- 
llas diferencias que el buen espíritu de los negociadores y las nobles disposicio- 
nes de sus Gobiernos no sean suficientes para remover y solucionar. 

Atribuyo solo al largo entredicho diplomático que ha existido entre Chile 
y el Perú y a los recelos y desconfianzas sin fundamento alguno, que él ha pro- 
votado, la circunstancia de que Vuestra Excelencia renueve a mi Gobierno la 
imputación de haber violado en diversas partes el tratado de 1888. 

Bastará, sin duda, el contacto de nuestros Plenipotenciarios en Washing- 
ton para que se desvanezcan tales suposiciones, ya que será muy fácil exhibir 
antecedentes, en cada caso particular, que comprueben que ellas no son sino 
ereaciones de este ambiente de animosidad en que, con tanto perjuicio recípro- 
eo, han vivido el Perú y Chile en estos últimos tiempos. 

El tratado de 1883, al que en frase exacta y oportuna atribuía en 1908 el 
Ministro del Perú en Chile, Excmo. señor Seoane, la fuerza de ley internacional, 
será cumplido por mi Gobierno en todas sus partes y así como no permitirá que 
se alteren en ningún momento sus mandatos y sus disposiciones, puedo asegu- 
rar a Vuestra Excelencia que estará llano a considerar y resolver en forma amis- 
tosa todas las dificultades que se hayan presentado para darle debido cumpli- 
miento. 

En esta virtud, mi Gobierno constituirá en Washington una misión debida- 
mente instruída, para que, de acuerdo con la que acredite el de Vuestra Exce- 
lencia, procure obtener un arreglo de las dificultades pendientes y fijar, en con- 
venciones que serían sometidas a la aprobación de los dos Gobiernos las bases y 
objeto de un arbitraje para resolver todas aquellas diferencias que resistan al 
acuerdo directo y que sean indispensables para la ejecución exacta y leal del 
tratado de 1883. | 

Coincido con Vuestra Excelencia en que ya no estaría justificado conti- 
nuar en esta conversación telegráfica, dentro de cuyos términos no parece pos!- 
ble avanzar nuevos elementos de inteligencia y de acuerdo, y me halago con ly 
idea de que nuestros Plenipotenciarios completarán en Washington la obra que 
el Gobierno de Chile inició con tan elevadas inspiraciones de cordialidad y de 
paz. : 
Reitero a Vuestra Excelencia las seguridades de mi más alta y distinguida 
consideración | | 

ERNESTO BARROS JARPA. 
Ministro do Relaciones Exteriores de Chile. 
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Lima, diciembre 28 ¡de 1921. 


Excmo. señor Ministro de Relaciones Exteriores de Chile. 


Santiago. 


Señor Ministro: 


Las favorables disposiciones de que se muestra animado el Gobierno chi- 
leno, según la comunicación telegráfica de Vuestra Excelencia, fecha 26 del 
presente, que me ha sido grato recibir, para llegar al arreglo de todas las di- 
ferencias existentes entre el Perú y Chile mediante el arbitraje, permiten con- 
fiar en que, en esta vez, se podrá alcanzar la solución pronta, definitiva y satis- 
factoria de dichas diferencias. 


Al amparo de este ambiente de conciliación, juzgo de recíproca convenien- 
cia no detener el saludable movimiento de aproximación que se ha iniciado; y 
nada más eficaz para mantenerlo que evitar la posibilidad de que surjan malas 
inteligencias que, en lo futuro, podrían esterilizar nuestros esfuerzos. Con este 
fin, hago notar que mi Gobierno nunca ha abrigado ni manifestado el propósito 
de negociar directamente en Washington para llegar a un acuerdo sobre las di- 
ficultades plebiscitarias, y sólo someter al juicio de un árbitro las diferencias 
que fuere imposible remover y solucionar directamente. No; la renovación de 
discusiones directas sobre un asunto que, por tanto tiempo, fué tratado en esa 
forma sin el menor éxito, no conduciría ahora, tampoco, a ningún resultado, Rel- 
tero, pues, la propuesta que, con toda claridad, hice a Vuestra Excelencia de 
que formalizada la declaración de Vuestra Excelencia en pro del arbitraje am- 
plio, mi Gobierno designaría gustoso a un representante para que, reunido en 
Washington con el de Chile, sometiera conjunta y solemnemente nuestras dife- 
rencias a la decisión del árbitro. : 


Creo también conveniente, como manifestación inexcusable de cortesía al 
Gobierno de los Estados Unidos — y así lo propongo a Vuestra Excelencia — 
que, antes de proceder a la designación de la persona que, en fiel representa- 
ción de cada Gobierno, lleve adelante en Washington esa negociación, dirijamos 
mensajes telegráficos simultáneos al Gobierno americano, por intermedio del 
Honorable Secretario de Estado, en el día y hora que Vuestra Excelencia tenga 
a bien señalar, con el fin de solicitar, no sólo el consentimiento necesario para 
que se radique la negociación en esa capital federal, sino con el primordial de que 
obtenga del señor Presidente de los Estados Unidos de América la aceptación 
de las funciones de árbitro para decidir inapelablemente sobre todas las diferen- 
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cias entre el Perú. y Chile, provenientes del tratado de paz del 20 de octubre 
de 1883. 


Renuévole, señor Ministro, los sentimientos de mi más alta y distinguida 
consideración. 


ALBERTO SALOMÓN, 
Ministro de Relaciones Exteriores del Perú. 


Santiago de Chile, diciembre 30 de 1921. 
Excmo. señor Ministro de Relaciones Exteriores del Perú. 


Lima. 
Señor Ministro: 


Con el ánimo de deslindar las responsabilidades históricas derivadas de la 
invitación que tuve la honra de dirigir al Gobierno de Vuestra Excelencia con 
fecha 12 del presente mes a fin de verificar la consulta plebiscitaria , que ha de 
determinar la nacionalidad definitiva de los territorios de Tacna y Arica, parece 
oportuno insistir sobre la actitud de mi Gobierno en este asunto que perturba 
con sus periódicas agitaciones la tranquilidad de la América. 

No ignora Vuestra Excelencia que después de una guerra larga y sangrien- 
ta de cuatro años, que mi país soportó con indecibles sacrificios, se convino con 
el Perú en la celebración de un pacto que restableció definitivamente las rela- 
ciones de paz y amistad entre ambos pueblos. Un artículo de ese tratado asigna 
a Chile, como Vuestra Excelencia ha tenido a bien recordarlo, la propiedad per- 
petua e incondicional de la provincia de Tarapacá, y otra disposición del mis- 
mo le asignó el dominio y soberanía de las provincias de Tacna y Arica some- 
tiéndolas a la condición de que un plebiscito, que expresara la voluntad de sus 
habitantes, decidiría, más tarde, de su suerte definitiva. 

Razones que no es mi ánimo recordar en este momento, cuya exhibición con- 
firmaría el empeño y la sinceridad con que mi país siempre ha buscado el acuer- 
do con el de Vuestra Excelencia para concertar las bases a que el plebiscito de- 
be ajustarse, han impedido hasta ahora realizar esa consulta prescrita por el 
tratado de Ancón. 

- Y cabe recordar que el plebiscito no ha podido verificarse, a pesar de haber- 
se aleanzado en más de una ocasión un acuerdo perfecto entre los dos Gobiernos 
sobre sus bases y sus características esenciales; acuerdos cuya existencia, si bien 


MR rat 


ha sido reconocida en recientes notas de Vuestra Excelencia han merecido, sin 
embargo, en el curso de la conversación cablegráfica a que ha dado lugar la úl- 
tima iniciativa de mi Gobierno, ser repudiados sin distinción por el de Vuestra 
Excelencia. 

Ejerciendo actual y libremente el Gobierno de Chile su soberanía sobre los 
territorios mencionados, bien pudo excusarse de provocar, como con generosa y 


sud 


abierta disposición ha querido hacerlo, el advenimiento de la única condición: 


en que descansan las espectativas peruanas de recuperar el dominio de Tacna 
y Arica; pero anheloso de disipar, de una vez por todas, las inquietudes inter- 


nacionales que este problema origina, ha invitado al Gobierno de Vuestra Exce- 


lencia a buscar una solución sobre las bases plebiscitarias propuestas por el Pe- 
rú el año 1912 y considerar las justas y equitativas modificaciones de aquéllas, 
que Vuestra Excelencia hubiera querido sugerir. 


Dentro de estos términos y aceptada por mi Gobierno la solución arbitral 


para resolver los desacuerdos que surgieran en la negociación directa, todo ha- 


cía imaginar que Chile y el Perú se acercaban fraternalmente a una solución 


amistosa de sus antiguas dificultades. 

Por desgracia, Vuestra Excelencia ha querido indicar como único medio 
de aleanzar el acuerdo que mi Gobierno busca, la concertación de arbitraje am- 
plio que no comprenda sólo las divergencias pendientes, como lo ha propuesto 
mi Gobierno, sino otras cuestiones que Vuestra Excelencia no ha cuidado siquie- 
ra de puntualizar, aún cuando sólo fuera para justificar ante el mundo el nue- 
vo punto de vista que, apartándose de todos los términos en que el debate de- 
plomático se había mantenido hasta hoy, surge repentinamente, para obstacu- 
lizar una solución que parecía inevitable. 

Vuestra Excelencia pretende que sometamos al arbitraje los resultados de 
la guerra del Pacífico, 38 años después de su desenlace; que entreguemos las 
consecuencias que ella tuvo a la revisión ajena; y que torzamos violentamente 
el curso de los acontecimientos históricos poniendo en tela de juicio los derechos 
que ellos establecieron con todo el vigor de situaciones definitivas. 

Nuestro anhelo de conciliación y de armonía ha ido con oportunidad de esta 
iniciativa de solución, tan lejos como era posible. Deseraciadamente el Gobier- 
no de Vuestra Excelencia ha querido alejarse del acuerdo, tanto como nosotros 
lo hemos perseguido. 

Rechazada perentoriamente la invitación al plebiscito; rechazado el arbi- 
traje para fijar equitativamente sus formalidades externas; rechazada después 
la solución amistosa que el Gobierno de Chile ofreció para todas las otras recla- 
maciones indicadas por Vuestra Excelencia a que la ejecución exacta del tra- 


tado de 1883 diera o hubiera dado lugar; y propuesto en cambio un arbitraje. 


amplio sin contornos definidos e imposible, por su vaguedad misma, de ser lle- 
vado a efecto conforme a los principios invariables del Derecho Internacional, 
Vuestra Excelencia tendrá que convenir en que no procede otra conclusión que 
la de poner fin a este cambio de ideas telegráficas, deplorando por mi parte la 
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esterilidad de los esfuerzos que mi Gobierno ha querido gastar en beneficio de 
la paz y de la concordia americana. 

A la alta penetración de Vuestra Excelencia no escaparán sin duda las 
consecuencias jurídicas que se derivan del hecho de obstaculizar la celebración 
de un plebiscito, en el que reside la única expectativa del Perú para re:neorpo- 
rar las antiguas Provincias de Tacna y Arica a su dominio; ni se ocultará tam- 
poco la circunstancia de que — al no mediar un cambio de rumbo en la polí- 
tica peruana — deberemos entender que el Gobierno de Vuestra Excelencia se 
inclina a aceptar los resultados a que su posición actual pudiera naturalmente 
conducir. 

Reitero a Vuestra Excelencia las protestas de mi más alta y distinguida 
eonsideración. 


ERNESTO BARROS JARPA, 
Ministro de Relaciones Exteriores de Chile. 


Lima, diciembre 31 de 1921. 


- Hiyemo. señor Ministro de Relaciones Exteriores de Chile. 


Santiago. 
Señor Ministro: 


La actitud que Vuestra Excelencia ha creído conveniente asumir al ver 
precisadas por mi Gobierno las únicas bases sobre la scuales era posible llegar 
a la liquidación completa y definitiva de todas las dificuitades existentes entre 
el Perú y Chile, me obliga a rectificar, en guarda de los fueros del derecho y 
de la historia, las infundadas aseveraciones contenidas en el despacho telegrá- 

“fico de Vuestra Excelencia que tuve a honra recibir ayer. 

| Al contestar las tres primeras comunicaciones de Vuestra Excelencia, no 
era lícito olvidar los antecedentes del tratado de paz de 1883, que puso fin a la 

guerra del Pacífico, comenzada, más de cuatro años antes, el 5 de abril de 1879. 
Las huellas de esa horrorosa lucha no se han borrado: se conservan intactas en 
el corazón de todos los peruanos y señaladamente en el de las madres, esposas € 
hijos de los veinte mil compatriotas que se sacrificaron en los campos de bata- 
lla donde los heridos sufrieron el martirio del repase; en las ruinas, todavía en- 
negrecidas, que señalan el paso del ejército invasor, que saqueó e incendió eju- 
dades, aldeas, haciendas; en las porciones del territorio nacional que gimen ba- 
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jo la opresión de la conquista; y en el sufrimiento de esos miles de peruanos que 
periódicamente expulsa Chile del suelo y del hogar que les pertenecen, como si 
quisiera hacerles el encargo de notificar a sus compatriotas que aún se extreman 
en ellos las hostilidades de una guerra que terminó legalmente hace 37 años. To- 
do esto contribuye a mantener vivo en la memoria del Perú cuanto se relacio- 
na con el tratado de paz y con cada una de sus estipulaciones, en ninguna de 
las cuales aparecen asienados a Chile el domimo y la soberanéa sobre las provin- 
cias de Tacna y Arica, pues el artículo tercero del tratado sólo dice que el te- 
rritorio de esas provincias continuará poseído por Chile y sujeto a la legislación 
y autoridades chilenas durante el término de diez años, lo que es contrario a la 
idea de dominio y soberanía, que son por su naturaleza permanentes, y no li- 
mitados a tiempo y a la condición que Vuestra Excelencia mismo señala, 


No me es posible pasar por alto la afirmación de Vuestra Excelencia sobre 
el empeño y la sinceridad con que asegura que su país ha buscado el acuerdo del 
mío para concertar las bases del plebiscito. No fueron, sin duda, esos recomen- 
dables móviles los que hicieron desestimar a los siete meses la inicitiva de mi Go- 
bierno, en 1892, para solucionar la cuestión de Tacna y Arica; ni los que inspi- 
raron la intransigencia del negociador chileno en Lima, en 1893; ni el repudio 
de las bases generales para el protocolo definitivo sobre el plebiscito, después de 
haber sido formalmente aceptadas. por el representante de Chile, a prineipios 
de 1894; ni la transferencia condicional de Tacna y Arica a Bolivia, pactada sin 
derecho por Chile en 1895; ni las temerarias exigencias monetarias del Ministro 
Lira en las negociaciones que terminaron el 6 de febrero de 1896; ni la táctica di- 
latoria del Ministro chileno que le sucedió en Lima, cuando se le invitó en 1897 
a continuar las negociaciones; ni los procedimientos seguidos con el protocolo 
suscrito el 16 de abril de 1898 para la realización del plebiscito, que aprobado el 
mismo año por el Congreso del Perú y por el Senado de Chile, fué rechazado en 
forma ambigua por la Cámara de Diputados chilena en 1901; ni las propuestas 
que uno de los antecesores de Vuestra Excelencia hiciera al Ministro del Perú 
en Santiago, en 1908 para solucionar el problema de nuestras provincias cauti- 
vas fuera del tratado de paz; ni las que se hicieron en' 1910 para la realización 
de un plebiscito acomodaticio; ni el fracaso provocado por el mimo Gobierno de 
Chile de la negociación iniciada simultáneamente por los dos gobiernos interesa- 
dos, en 1912; siendo por todo esto de extrañar que Vuestra Excelencia recuerde 
que, no obstante reconocer mi Gobierno la existencia de acuerdos perfectos so- 
bre el particular, los haya repudiado sin distinción. Acuerdo perfecto solo fué 
el de las bases convenidas el 26 de enero de 1894, rechazadas pocos meses des- 
pués por Chile; porque aún el protocolo del 16 de abril de 1898, que estuvo a 
punto de perfeccionarse, no llegó a serio a causa del voto de la Cámara de Di- 
putados chilena. 


El criterio con que el Gobierno de Vuestra Excelencia contempla las cues- 
tiones que mantiene con el Perú, es la causa única de que la actitud de mi Go- 
bierno no haya sido debidamente apreciada. La circunstancia de que Chile 


ejerza autoridad transitoria sobre los territorios disputados no confiere a esé 
país el dominio y soberanía que el Perú conserva sobre ellos, ni puede, por lo 
MISMO, dar carácter de generosidad a la iniciativa que tomó Vuestra Excelen- 
. cla hace diecinueve días. Hay de por medio un tratado solemne que ha puesto 
a Chile en posesión de enormes riquezas y que por ser, sin duda, causa de su 
fuerza le ha permitido no cumplirlo en lo que podía favorecer al Perú; así es 
que nuestra conducta de hoy no podía ser otra, precisamente, porque busca- 
mos el arreglo definitivo de todas las dificultades pendientes y una recon- 
ciliación sincera. Pretender reducir todas esas dificultades a la nego- 
clación de un plebiscito, ya irrealizable, sobre bases abandonadas por el propio 
Gobierno a quien benefician, es cerrar voluntariamente los ojos a la luz de la 
razón y de la justicia, para no ver sino lo que conviene, y aún eso a través de un 
prisma acomodaticio. Para el Perú no sólo es el plebiscito lo que Chile ha deja- 
do de cumplir en el tratado de paz de 1883; y si el Gobierno de Vuestra Exce- 
lencia no participa de esa creencia, está expedito el camino que conduce. a una 
solución honrosa y satisfactoria: apelar a un árbitro para que éste decida si el 
“tratado ha sido violado y cómo deben repararse sus violaciones, según lo mani- 
festé en mi comunicación del 23 de este mes. Mi Gobierno no pretende, por con- 
siguiente, que ahora se sometan a arbitraje los resultados de la guerra del Pa- 
cífico, que terminó hace más de 37 años; lo que reclamamos es justo y sencillo: 
que se resuelvan arbitralmente las infracciones cometidas por Chile del trata- 
do que impuso por medio de la fuerza y que resulta ejecutado sólo por el Perú. 
¡Esto no es, por cierto, cerrar la puerta a ningún avenimiento; es, al contrario, 
buscarlo con la amplitud de miras que corresponde a una nación soberana, con- ' 
vencida de su derecho. 

Por lo demás, dentro del elevado espíritu de conciliación con que ha actua- 
do y volverá a actuar mi Gobierno, si el de Vuestra Excelencia, sensible a las su- 
“gestiones bienhechoras de la paz y de la justicia, no reconsidera su ¡lógica actl- 
tud, aceptamos, como hasta ahora, las consecuencias que pudieran derivarse de 
defender la causa sagrada del Perú frente a los propósitos conquistadores de 
Chile. El rumbo de los políticos de mi país no puede estar sujeto a cambio al- 
guno porque tiene su arraigo en el alma nacional y se orienta en el sentido del 
derecho y de la justicia. 

Exprésole, señor Ministro, mi más alta y distinguida consideración. 


ALBERTO SALOMÓN, 


Ministro de Relaciones Exteriores del Perú. 


E 


E 
Nota de la Embajada Americana: 


(Traducción) 
luima, Perú, 18 de enero de 1922. 


Señor Ministro: 


Por instrucciones telegráficas de mi Gobierno, tengo a honra trasmitir a 
Vuestra Excelencia el siguiente mensaje : 

Debido a la cortesía de los Embajadores del Perú y Chile en Washington, 
el Gobierno de los Estados Unidos ha sido bien informado del curso de la recien- 
te negociación llevada a cabo directamente, por telégrafos, entre los dos (Grobier- 
nos del Perú y Chile, con el objeto de arreglar la controversia largo tiempo pen- 
diente, sobre las disposiciones no cumplidas del tratado de Ancón. Se ha nota- 
do, con gran placer y satisfacción, el elevado espíritu de conciliación de que es- 
tán animados los dos Gobiernos; y que, en este cambio de miras, la idea del ar- 


bitramento de las dificultades existentes es aceptable en principio para ambos. 


Se ha tomado también nota de las sugestión para que se nombraran representan- 
tes de los dos Gobiernos que se reunierán en Washington con el propósito de ha- 
llar los medios de arreglar las dificultades que dividen a los dos países. 
Deseando, en servicio de la paz y de la concordia en América, ayudar de 
manera grata a ambos Gobiernos interesados, en el propósito de poner término 
a esa prolongada controversia, el Presidente de los Estados Unidos se complace- 


ría en dar la bienvenida en Washington a los representantes que los Gobiernos 


del Perú y de Chile tuvieran a bien nombrar con el objeto de que aquellos re- 


presentantes pudieran arreglar, si fuera felizmente posible, las dificultades ex1s- 


tentes, o convenir en el arreglo de ellas por arbitraje. 


Aprovecho esta oportunidad para reiterar a Vuestra Exce/encia las seguri- 


dades de mi alta estima y distinguida consideración, 


F, A, STERLING, 
Encargado de Negocios ad interim. 


A su Excelencia el doctor Alberto Salomón, Ministro de Relaciones Ex- 
teriores.—Lima. 


CAPITULO Il 


PROTOCOLO DE WASHINGTON 


Texto del protocolo firmado en Washington el 20 de julio de 1922, 
por los plenipotenciarios del Perú y Chile 


| Reunidos en Washington, de conformidad con la invitación del Gobierno de 
los Estados Unidos de América, para procurar la solución de la larga controver- 
sia relacionada con las disposiciones no cumplidas del tratado de paz de 20 de 
octubre de 1883, los infrascritos, en representación del Perú y de Chile, a saber: 
doctor don Melitón F. Porras y don Hernán Velarde, Enviados extraordinarios 
y Ministros Plenipotenciarios del Perú en misión especial, y don Carlos Aldu- 
mate y don Luis Izquierdo, Enviados Extraordinarios y Ministros Plenipoten- 
“elarios de Chile en misión especial, después de canjear sus- respectivos plenos 
poderes, han acordado lo siguiente : 

Artículo primero. —Queda constancia de que las únicas dificultades deri- 
vadas del tratado de paz, sobre las cuales los dos países no se han puesto de 
“acuerdo, son las cuestiones que emanan de las estipulaciones no cumplidas del 
artículo tercero de dicho tratado. 

2 Artículo segundo.—Las dificultades a que se refiere el artículo anterior, 
Serán sometidas al arbitraje del Presidente de los Estados Unidos de América, 
3 quien las resolverá sin ulterior recurso, en audiencia de las partes y en vista de 
las alegaciones y probanzas que éstas presenten. 

Los plazos y procedimientos serán dsterminados por el árbitro. 

0 Artículo tercero.—El presente protocolo será sometido a la aprobación de 
los respectivos gobiernos y las ratificaciones serán canjeadas en Washington, por 
intermedio de los representantes diplomáticos del Perú y Chile, dentro del pla- 
a máximo de tres meses, 


E 


Firmado y sellado en doble ejemplar en Washington, el 21 de julio de mil 
novecientos veintidós. 

(L. S.) Firmado: M. F. Porras. (L. S. Firmado: HerNÁN VELARDE. (A 
S.) Firmado: CarLos ALDUNATE. (L. S.) Firmado: L. 1zqUIERDO, ] 


ACTA COMPLEMENTARIA 


A fin de precisar el alcance del arbitraje estipulado en el artículo segundo 
del protocolo suscrito en esta fecha, los infrascritos acuerdan dejar establecidos 
los siguientes puntos: 

Primero.—Está comprendida en el arbitraje, la siguiente cuestión promo- 
vida por el Perú el 27 de mayo último: Con el objeto de determinar la manera 
cómo debe darse cumplimiento a lo estipulado en el artículo tercero del trata- 
do de Ancón, se somete al arbitraje si procede o nó, en las circunstancias actua- 
les, la realización del plebiscito. El Gobierno de Chile puede oponer, por su par- 
te, ante el árbitro, todas las alegaciones que erea convenientes a su defensa. 

Segunda.—Em caso de que se declare que el plebiscito debe realizarse, el 
árbitro queda facultado para determinar sus condiciones. 

Tercero.—Si el árbitro decidiera la improcedencia del plebiscito, ambas 
partes, a requerimiento de cualquiera de ellas, discutirán acerca de la situación 
creada por este fallo. 

Es entendido, en el interés de la paz y del buen orden, que en este caso, 
y mientras esté pendiente un acuerdo acerca de la disposición del territorio, no 
se perturbará la organización administrativa de las provincias. 

Cuarto.—En caso de que no se pusieran de acuerdo los dos gobiernos, soli- 
citarán, para este efecto, los buenos oficios del Gobierno de los Estados Unidos 
de América. 

(Qiumto—Están igualmente comprendidas en el arbitraje las reclamaciones 
pendientes sobre Tarata y Chilcaya, según lo determine la suerte definitiva del 
territorio, a que se refiere el artículo tercero de dicho tratado. 

Esta acta forma parte integrante del protocolo de su referencia, 

Firmada y sellada en doble ejemplar, en Washington, el 21 de julio de uN 
novecientos veintidós. 

(L. S.) Firmado: M. Porras. (L. S.) Firmado: HerNÁN VELARDE. (L. $. 
Firmado: CARLOS ALDUNATE. (L. S.) Firmado: L. IzqUIERDO. 


CAPITULO III 


RELACION DEL DEBATE EN EL CONGRESO PERUANO 
SOBRE EL PROTOCOLO DE WASHINGTON 


(De **La Crónica?”, de 15 de setiembre de 1922). 


Creemos oportuno ofrecer a nuestros lectores un extracto o resumen de la 
"sesión permanente celebrada por el Congreso del Perú para discutir el Protoco- 
lo y Acta Complementaria, firmadas por los Delegados peruanos y chilenos en 
la Conferencia de Washington, clausurada el 21 de julio, y el dictamen de la 
Comisión Diplomática del Conereso, recaído sobre esos importantes acuerdos. 
Abierta la sesión con asistencia de veinticuatro Senadores y setentalun Diputa- 
dos, presidida por el Presidente del Senado, y leídos los respectivos oficios de 
convocatoria a la sesión secreta 12 invitación al Ministro de Relaciones Exterio- 
res a concurrir al debate, se dió cuenta del dictamen de la Comisión Diplomáti- 
ea, suscrita por los señores, doctor José Salvador Cavero, Senador por Ayacucho 
y Presidente de la Comisión; General César Canevaro, Senador por Huancave- 
lica; doctor Pío Max Medina, Senador por Ayagucho; doctor Pedro J. Rada, Di- 
putado por Arequipa; Javier Luna lelesias, Diputado por Cajamarca; Roberto 
Mec. Lean, por Tacna; doctor Clemente Palma, por Lima; doetor Augusto Pe- 
ñaloza, por Huancayo. El dictamen hace un detenido estudio de las negoclacio- 
nes principales que antegedieron al acuerdo de Washington y que mejor ponen 
de manifiesto el espíritu faláz que Chile puso siempre en las gestiones para di- 
latar el cumplimiento de la obligación contraída respecto a las provincias de 
Tacna y Arica, y después de un examen del alcance y sentido de las cláusulas 
del Protocolo y del Acta Complementaria, se pronuncia en sentido aprobatorio. 

El Diputado por Pisco, doctor Pérez Figuerola, remite a la Mesa un memo- 
rial extenso de los ciudadanos tarapequeños, ¡zn el que estos exponen al Congreso 
sus esfuerzos para que la Conferencia se ocupara de la revisión integral del tra- 
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tado de paz de 7883, por el que se cedió a Tarapacá a Chile; declara la legiti- 

midad del anhelo de los tarapaqueños de regresar al seno de la patria, fundado: 
en la insubsistencia del tratado por la violación de él por parte de Chile y otras 
razones; manifiesta la inutilidad de esos esfuerzos, y concluye pidiendo al Con-. 
ereso que no ratifique el acuerdo arbitral de Washington restringido a solo la. 
cuestión de Tacna y Arica porque ello sería una revalidación del tratado cadu-= 
co y consagraría la cesión de Tarapacá en plena paz, cuando aquella solo pudo 
producirse bajo la presión de las armas chilenas y Chile mismo se ha , "ncargadof 
de invalidar ese tratado. 

El Diputado por Ica, señor Ricardo Caso, presenta un memorial de un gru- 
po de jóvenes que diaen representar a los estudiantes del Perú, en el mismo. 
sentido de pedir la desaprobación del Protocolo arbitral. 

El señor Franco Echeandía pide que se lean las firmas para ver si es cier- 
to que se trata de una agrupación respetable por su número, como para signifi-" 
car efectivamente la voz de los estudiantes. Son veinticinco o treinta firmas. h 

Puesto en discusión el dictamen, pide la palabra el señor Pérez Figuerola, 
quien lo impugna extensamente, porque en su concepto el Convenio Arbitral 
Porras-Aldunate consagra efectivamente una victoria platónica de la diploma- 
cia peruana cual es la de haber traído a Chile al arbitraje. pero en cambio en el 
orden práctico solo conduce al desastre. Se ha renunciado a la demanda inte- 
eral consaerándose definitivamente la cesión de Tarapacá y renunciándose- al 
título que podíamos temer en el futuro cuando la oportunidad fuera propicia pa-- 
“a exigir la revisión del tratado de Ancón, todo ante la espectativa de conseguir la: 
reintegración de Tacna y Arica, que ni siquiera se ha logrado asegurar en el con=* 
venio arbitral, que no es de derecho sino político. Analiza detenidamente las 
emergencias que pueden producirse. Cree que los buenos oficios constituyen un. 
necurso insuficiente puesto que ellos según la Convención de la Haya y según 
todos los tratadistas no obligan, y la resistencia de una o las dos partes no cons- 
tituyen agravio del que interpuso su mediación oficiosa, y concluye pronun- 
ciándose en contra de la aprobación del dictamen. 

El señor Caso, Diputado por Ica, se declara adverso al Protocolo porque lo 
encuentra contradictorio con las actitudes de la Cancillería en la negociación 
cablegráfica, y porque él vé que solo va a conducir a la división de las provincias 
entre las partes litigantes, porquis el árbitro encontrará en esta solución el me- 
dio de quedar bien con ellas. Dice que también vé el peligro de la internaciona- 
lización de los territorios disputados o que el árbitro dé a Bolivia Arica. Juzga. 
que los buenos oficios carecen de valor desde que Chile con no solicitarlos inha- 
bilitará la cláusula que los propone. Y termina pidiendo que el Congreso re- 
chace el Convenio de Washington. 

El señor Rada, defiende extensamiente el dictamen. Prueba cómo el Con- 
venio de ion ha significado una claudicación de Chile de tenaz resis- 
tencia al arbitraje y como por la fuerza de las cireunstancias ha tenido que admi-. 
tirlo para la procedencia del plebiscito, reconociendo así que la chilenización jus- 
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tifica el concepto del Perú, de su impracticabilidad. Se extiende sobre la natu- 
-raleza del arbitraje pactado, demostrando que él no puede ser sino de derecho, 
y que en estis sentido como todo el derecho y toda la justicia asisten al Perú, 
no debemos temer un fallo en el que pudiéramos quedar sacrificados. Que con- 
viene en que los buenos oficios doctrinariamentte no imponen soluciones obliga- 
torias; pero cuando se trata de buenos oficios de una potencia como los Esta- 
dos Unidos, cuya acción en los destinos del mundo es tan eficaz, y de dos pueblos 
como el Perú y Chile, esos buenos oficios son de una eficiencia tal que tienen 
toda la fuerza die un arbitraje. Estudia las cláusulas del Convenio precisando 
su sentido de acuerdo con el propósito perseguido por los Estados Unidos, y de- 
muestra cómo el convenio garantiza la efectividad de una terminación del con- 
— flicto, satisfactoria para el Perú y de acuerdo con sus espectativas. Termina pi- 
diendo que el dictamen sea aprobado. | 


! El doctor Olivares, pide la palabra y expone que en su concepto el Conve- 
nio no es todo lo satisfactorio que se sostiene, porque en él no ha conseguido el 
Perú sacar a flote, ni su anhelo de integral reivindicación de sus territorios ni 
la seguridad de un éxito final, el que está envuelto entna las obscuridades de pro- 
¡ cedimientos ulteriores, imprecisos y de eficacia dudosa. Pero que juzga que, ape- 
sar de los peligros que corre el Perú de ver defraudados sus anhelos sobre Tac- 
na y Arica, el Convenio debe aprobarse porque la situación que se crearía al Pe- 
rú con la desaprobación sería más peligrosa y desgraciada aún. 

El doctor Palma dice que en el orden teórico, cabe suponer mil soluciones 
más satisfactorias que la aleanzada en Washington; pero que en el orden de la 
realidad, considerándose que la Conferencia ventilara intereses peruanos y chi- 
- lenos, el resultado conseguido es muy valioso porque se resguardan nuestros in- 
tereses y espectativas en todas las emergencias. Que un eriterio imparcial ve- 
ría no solo que se ha llevado a Chile al arbitraje de la cláusula tercera con 
más extensión de la que Chile pretendía, y que hasta se le sitúa en condición 
de tener que defenderse. Examina a la luz de las actas y documentos reservados, 
las cláusulas del Protocolo y Acta Complementaria señalando el valor jurídico 
de la declaración de improcedencia del plebiscito, de los arreglos directos, con- 
secuencias de ella, y de los buenos oficios cuyo carácter obligatorio hace resal- 
tar. Sostiene que la cuestión Tacna y Arica, única que fué dado tratar, tendrá 
que salir resuelta de la ejecución del Convenio, porque Chile al haber aceptado 
ee arbitraje, no podrá esquibarse de ir a soluciones de justicia. Que los Estados 
Unidos no habrían intervenido en el asunto sin la seguridad de salir alrosos y 
“que no sería prudente ni justo, el condenar un Convenio Arbitral que por su 
texto y espíritu resguarda nuestros intereses y espectativas, en nombre de au- 
eurios pesimistas y de presunciones tristes que no pueden emanar del texto del 
acuerdo a que se ha llegado. Añade que en la estación oportuna la Cancillería 
velará por excluír la posibilidad de división de las provincias, y termina pidien 
do la aprobación del Convenio de Washington que es la única promesa de jus- 
“ticia real y positiva que se ha ofrecido al Perú en el curso de treinta años. 


El Senador doctor Cavero, Presidente de la Comisión diectaminadora, hace 
una brillante y extensa exposición dis los fundamentos que ha tenido la Comi- 
sión para sostener con calor y fé la conveniencia nacional de aprobar el Proto- 
colo de Washington. Estudia la situación de los dos países en el momento de pro- 
ducirse la conversación cablegráfica de las Cancillerías, y deduce de lag decla- 
raciones posteriores cual fué el plan que esta tuvo al ir a las conferencias de 
Washington, fundado en la espectativa de que el Perú mantuviera con soberbia. 
su postulación de revisión del tratado de paz y de reintegración de Tarapacá. 
Pero por fortuna, la Cancillería, no obstante las instrucciones dadas efectiva- 
mente en ese sentido a los Delegados, se vió precisada a reconocer que, según los 
términos de la incitación americana, sólo debía tratarse de la cuestión Tacna y 
Arica, y aceptada como no podía ser de otro modo, esta limitación quedaron fra- 
casadas las esperanzas de Chile. Dentro de ese plano las Conferencias han teni-> 
-do el resultado que vemos, que contemplando como tenía que ser las espectati- 
vas Chilenas, ha cristalizado en un convenio arbitral tan satisfactorio para nos- 
otros que ha provocado la más viva resistencia en Chile. En seguida diserta so= 
bre las cláusulas y termina solicitando el voto del Congreso favorable al die- 
tamen. 

El Senador por Puno, señor doctor Molina, se extiende en una disertación 
sobre los atropellos sufridos por el Perú, en el curso dee cuarenta años, por Chile 
y sobre las estratagemas y recursos empleados para dilatar indefinidamente la 
posesión de Tacna y Arica. Juzga que después de tantos años de ultraje, el Con- 
venio a que se ha llegado sólo conducirá a que se nos dé el último golpe y consu- 
me de un modo definitivo el latrocinio territorial comenzado en Tarapacá y co- 


ronado con Tacna y Arica. Y después de algunas interrogaciones al Ministro, 


concluye rechazando el Protocolo de Washington. 

El doctor Medina en un bien meditado discurso, expone con claridad los di- 
versos puntos de vista en que ha estudiado el Protocolo, demostrando cómo él es 
el máximum de lo que se pudo alcanzar, frente a la contraposición de intereses 
que se ventilaban en la Conferencia, y cómo el espíritu ponderado del Secretario 
de Estado americano, había conducido la negociación para llegarse al resultado 
obtenido en que el Perú lograba todas las garantías necesarias para producir 
la convicción de que sus intereses serían contemplados con el criterio de la más 
elevada justicia. Con esta convicción, declara, ha firmado el dictamen y lo reco- 
mienda a la aprobación del Congreso Nacional. 

El señor doctor León Vega, Diputado por Tarata, hace una reconstrucción 
histórica de las diversas gestiones realizadas desde 1892 hasta 1912 entre los 
dos gobiernos, sin que en ninguna de ellas se hubiera observado por Chile otro 
espíritu que el de obstaculizar el regreso de las provincias detentadas al seno 
de la patria peruana, estudia el protocolo que encuentra ventajoso para el Perú; 
y añade que, aunque, como Diputado por Tarata, deploraba que no se hubiera 
podido obtener la devolución inmediata de esta provincia arrebatada por Chile 
al margen del tratado de paz, que no la comprendió, y que ese latrocinio se reali- 
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zó a pretexto de rectificaciones geográficas de fronteras de la provincia de Tae- 
na, se consideraba satisfecho del Protocolo porque éste no había olvidado tomar 
providencias respecto de Tarata, como se veía en la cláusula quinta del Acta 
Complementaria. Y en conclusión opinaba por la aprobación del Convenio Po- 
rras-Aldunate. 


En este estado del debate, el señor Ministro de Relaciones Exteriores, doe- 
tor Alberto Salomón solicitó la palabra para desvanecer las objeciones y temores 
aducidos por los impugnadores del Protocolo y Acta Complementaria de Was- 
hington. Analiza una a una las objeciones y reparos producidos en el curso del 
debate y en su extensa exposición documentada, demuestra la falta de base razo- 
nab!e en que reposan los temores abrigados por los impuenadores del Convenio 
Arbitral, de que éste tenga desagradables consecuencias para el Perú. Hace la 
historia sucinta de la forma como se desarrolló la Conferencia de Washington, 
exhibe los diversos momentos en que la Delegación chilena se encontró en la ma- 
yor perplejidad y cómo procuró en repetidas ocasiones hacerla fracasar, procu- 
rando, con contrafórmulas, verdaderamente inaceptables para el Perú, que áapa- 
reciera éste como el causante del fracaso; y como la firmeza unas veces, y en 
otras la sagacidad para dar formas distintas al pensamiento peruano, conservan- 
do su orientación fundamental, consiguió traer a Chile a los acuerdos adoptados, 
y como la serena y atinada intervención amistosa del Secretario de Estado de 
los Estados Unidos, en los momentos de crisis de la Conferencia, controlando el 
interés de resguardar los principios de justicia, influyó decisivamente a la acep- 
tación, por parte de los dos Gobiernos, de los términos de solución del diferendo 

en la forma en que ha eristalizado, y que garantiza len todos los eventos los de- 
rechos del Perú, por que en todos ellos se conduce a la reintegración de las dos 
provincias que el tratado de 1883 desprendió pasajeramente del amparo de la 
soberanía nacional. Dice que el arbitraje pactado tiene carácter jurídico y no 
político, tanto porque en ninguna parte de la Convención de Washington se le 
dá el calificativo de político, cuanto por la naturaleza de las cuestiones que de- 
ben ser resueltas, que son de estricto derecho, así en el orden civil como en 
el internacional, porque implican resolver sobre la caducidad de un con- 
trato y sobre la manera de dar cumplimiento a una cláusula del mismo, que la 


hecho necesaria — por no haberse precisado la forma en que debía ser cumpli- 
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da — la intervención de persona investida de jurisdicción. 


Respecto a los buenos oficios pactados, expresa que, a diferencia de los que 
se consideran en la Convención de la Haya, tienen carácter obligatorio y no vo- 
luntario, demostrándolo así y declarando que se ha actuado fuera de dicha Con- 
vención. Declara que el temor de división de dichas provincias, que es el que 
más acongoja a los impuenadores del Convenio Arbitral de Washington, no tie- 
ne razón, puesto que ni el Perú ni Chile desean esta clase de solución, ni ella 
se desprende del único arbitraje que se establece, que es el de la improcedencia 
del plebiscito. Si llegara la estación de los buenos oficios, no hay el derecho de 
dudar de que los gestores de los negocios externos consultarán los intereses de 
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la nación. En seguida absolvió preguntas que varios miembros del Congreso le. 
hicieran, en especial el Senador doctor Molina. 


El Diputado Pérez Figuerola replicó, reafirmándose en sus objeciones y 
sosteniendo su impugnación. 


El Senador por Puno, señor Costa, en extenso discurso desarrolló sus te- 
mores de que la Convención firmada no satisfaciera los anhelos de reincorpora- 
ción de las provincias, y termina pronunciándose en contra del Protocolo 
Acta Complementaria. 


El doctor Encinas, Diputado por Puno, hace un interesante estudio de los 
procesos de integración y desintegración que constituyen un fenómeno socioló- 
gico en la historia de las nacionalidades y juzga que, en el momento actual, Chile 
y el Perú están sometidos a esta ley inflexible, que unas veces ss desarrollan en. 
forma sangrienta y otras pacíficamente, como es el caso actual, en que diversos 
factores han determinado la modalidad del fenómeno. Cree que la integración te- 
rritorial del Perú tendrá fatalmente que producirse y que debemos felicitarnos 
de que por lo menos una parte del proceso se realice sin derramamiento de san- 
ere ni sacrificios y esfuerzos pecuniarios. Estudia el carácter de las intervencio- * 
nes que ha tenido la República del Norte en los últimos tiempos y su formida- 


ble inflnencia en los destinos del mundo, así como la naturaleza de las relacio- 


nes económicas y comerciales y las espectativas de este orden que le ofrecen los 
pueblos del continente meridional y deduce de allí, el estímulo que han te- 
nido los Estados Unidos para procurar la serenación del ambiente internacio- 
nal entre los pueblos sud-americanos y propiciar así el desenvolvimiento de su 
expansión comercial. Termina declarando que el Convenio Arbitral es en su con- 

cepto altamente satisfactorio. | 


El señor Foción Mariáteeni, expuso en breve discurso las ventajas del arre- 
elo firmado y se extendió en consideraciones sobre las calidades del árbitro, con- 
siderando como un verdadero triunfo el que hayamos logrado traer a Chile al 
arbitraje, ante el único árbitro imparcial y justo que podíamos admitir sin rree- 
los. El único Gobierno que ha seguido de cerca y con interés la querella peruano- 
chileno, informándose directamente de las incidencias, es el de los Estados Uni- 
dos elegido como árbitro, y que a la condición de su imparcialidad y justicia une 
la capacidad de hacer respetar sus laudos, con su doble fuerza moral y matprial, 
hoy la más grande del mundo. 

En este estado de agotamiento del debate el Diputado por Otuzco expuso 
en un discurso su concepto sobre el Convenio Arbitral el_ que consideraba que, si. 
no contemplaba la totalidad de la aspiración peruana, había que aprobarla por 
que cobijaba las esperanzas del Perú de ren de una parte de sus te- 
rritorios. | 

El Senador por Tumbes, doctor Antonio Flores, hizo un análisis de las ne- 
gociaciones efectuadas en Washington, conviniendo en que ellas sienificaban, 
con sus deficiencias y puntos obseuros, el máximum de lo que se había podido 
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obtener. Expresó que dentro de las fórmulas del Protocolo y Acta Complemen- 
taria había campo para que el árbitro o mediador si estaba animado del espí- 
ritu de justicia, que teníamos el deber de suponerle, dejara satisfechos a los an- 
helos del Perú, en orden a la cuestión contemplada en las Conferencias; pero que 
juzgaba que la solución final que ha de satisfacernos, dejará abiertas las puertas 


“a nuevas complicaciones y peligros, por lo que llamó la atención de la Cancille- 


ría con saludables advertencias sobre la naturaleza y gravedad de esas deriva- 
ciones, para que con tiempo se trazara la línea de conducta que tocaba seguir al 
Perú. 

Finalmente, el Diputado por el Cuzco, señor doctor Frisancho, expuso con 
amplitud sus opiniones sobre el Protocolo Arbitral juzgándolo prudente y satis- 
factorio como solución jurídica. | 

No produciéndose nueva intervención de los Representantes, se declaró por 
unanimidad de votos terminada la discusión del dictamen de la Comisión Di- 
plomática del Congreso y por consiguiente del Convenio Arbitral de Washing- 
ton, debate desarrollado en cinco prolongadas reuniones. Se retiró el Ministro 
de Relaciones Exteriores rycibiendo en el acto de abandonar la sala de sesiones 
una calurosa y larga ovación. En seguida en votación nominal fué votada la con- 
elusión aprobatoria del dictamen. Votaron por la aprobación los veinte Sena- 
dores siguientes : 

Arana, Basadre, Bedoya, Canevaro, Castro, Cavero, Flores, (Grarcía, lua 
Torre, Luján Ripoll, Medina, Piedra, Piérola, Pizarro (don José R.), del Prado, 
Revoredo, Rey, Espinoza y Franco Echisandía. 

Votaron a favor los setentitres Diputados siguientes : 

Salazar, Mariátegui, Manchego Muñoz, Urbina, Frisancho, Leguía, Pró y 
Mariátegui, Abad, Alva, Alvarez, Añaños, Arangoitia, Arévalo (S.), Arévalo 
(V.) Barrios, Basadre, Cabrera, Casas, Castro, Cobián, Corbacho, Chávez, Che- 
ca Eguiguren, Delgado Vivanco, Devéscovi, Encinas, Gamboa Rivas, García, 
González Zúñiga, Guevara, Gutiérrez, Huamán de los Heros, Lanatta, Leigh, 
Luna (E.), Luna (L. F.), Luna Iglesias, Mae Cord, Mac Lean, Macedo Pastor, 
Málaga Santolalla, Mármol, Martinelli, Martínez, Morán, Nadal, Noriega del 


Aguila, Olivares, Palma, Pancorbo, Patiño Zamudio, Peñaloza, Pérez Velásquez, 


Porturas, Rada y Gamio, Raygada, Rodríguez (J. M.), Rodríguez Larraín, Ru- 
bio (A.), Rubio (M.), Salcedo, Solar (J. M.), Solar (M.), Sousa, Tello, Ugarte, 
Urquizo, Vega, Vidalón, Villacorta, Villanueva, Yáñez León. 

En contra los Diputados Caso, Maúrtua, Nosiglia, Osores, Pérez Figuerola 
y Serrano. 

A pedido del Senador Basadre, se resolvió dispensar de trámite de redac- 


ción el dictamen aprobado y comunicar éste al Ejecutivo inmediatamente. 
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CAPITULO IV 


EL ARBITRAJE 


Texto del laudo dictado por el árbitro en la cuestión de 
Tacna y Arica. 


En el proceso de arbitraje entre la República de Chile y la República del 
Perú con respecto a las provisiones no cumplidas del tratado de paz firmado el 
20 de octubre de 1883, de conformidad con el protocolo y el acta complementa- 
ria firmados. en Washington el 20 de julio de 1922. 


OPINION Y LAUDO DEL ARBITRO 


En respuesta a la invitación del Gobierno de los Estados Unidos de Améri- 
ca, los representantes de la República de Chile y de la República del Perú se 
reunieron en Washington en mayo de 1922, con el propósito de arribar a un 
arreglo con respecto a las provisiones no eumplidas del tratado de paz del 20 
de octubre de 1883. Como resultado de sus deliberaciones, se firmó un protocolo 
de arbitraje, que contiene los siguientes acuerdos: 

Artículo primero.—Queda constancia de que las únicas diferencias deriva- 
das del tratado de paz sobre las cuales los dos países no se han podido poner de 
acuerdo, son las cuestiones que emanan de las estipulaciones no cumplidas del 
artículo tercero de dicho tratado. 

Artículo segundo.—Las dificultades a que se refiere el artículo preceden- 
te serán sometidas al arbitraje del Presidente de los Estados Unidos de Amé- 
rica, quien las resolverá definitivamente y sin ulterior recurso, con audiencia de 
ambas partes y en vista de las alegaciones y probanzas que éstas presenten. Los 
plazos y procedimientos serán determinados por el árbitro. 
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Al mismo tiempo se firmó la siguiente acta complementaria : 

« A fin de precisar el alcance del arbitraje estipulado en el artículo segun- Y 
do del protocolo suscrito en esta fecha, los infraseritos acuerdan dejar constan- 
cia de los siguientes puntos :» | 

« Primero.—Está comprendida en el arbitraje, la siguiente cuestión promo- 
vida por el Perú, en la reunión celebrada por la conferencia el 27 de mayo Úl- 
Limo.» 

« Con el objeto úe determinar la manera cómo debe darse cumplimiento a 
lo estipulado, conviene en someter a arbitraje si procede o no, en las ecireunstan- 
cias actuales, la realización del plebiscito.» 

« El Gobierno de Chile puede presentar ante el árbitro todas las alegacio- 
nes que crea convenientes a su defensa.» | 

« Segundo.—En caso de que se declare la procedencia del plebiscito, el ár- 
bitro queda facultado para determinar sus condiciones.» 

Tercero. —Si el árbitro decidiera la improcedencia del plebiscito, ambas 
partes, a requerimiento de cualquiera de ellas, discutirán acerca de la situación 
creada por este fallo.» 

« Es entendido, en el interés de da paz y del buen orden, que, en este caso, 
y mientras esté pendiente un acuerdo acerca de la disposición del territorio, no 
se perturbará la organización administrativa de las provincias.» 

<« Cuarto.—En caso de que no se pusieran de acuerdo, los dos sobiernos sol1- 
citarán para ese efecto los buenos oficios del Gobierno de los Estados Unidos de 
América.» 

« Quinto.—Están igualmente comprendidas en el arbitraje las reclama 
nes pendientes sobre Tarata y Chilcaya, según lo determine la suerte definitiva 
del territorio a que se refiera el artículo tercero de dicho tratado.» 

< Esta acta forma parte integrante del protocolo de su referencia.» 

Habiéndose verificado el canje de las ratificaciones del protocolo y del acta 
complementaria, el Presidente de los Estados Unidos aceptó el cargo de árbitro, 
y las partes interesadas, de acuerdo con el procedimiento arbitral propuesto por 
aquéllas y a por el árbitro, han presentado sus alegatos y cs res- 
pectivas. | 

La documentación de este proceso, que comprende cerea de 6,000 páginas, 
ha sido cuidadosamente examinada por el O el cual emite ahora la siguien- 
te Opimón y Laudo: 


TRATADO DE ANCON 


El artículo tercero del tratado de paz de 20 de octubre de 1883, conocido. 
con el nombre de tratado de Ancón, dice textualmente : 

Artículo 53*—El territorio de las provincias de Tacna y Arica, que limita 
por el Norte con el río Sama, desde su nacimiento en las cordilleras limítrofes 


con Boliwia hasta su desembocadura en el mar; por. el Sur, con la quebrada y 


des 


río de Camarones 5 por.el Oriente, con la República de Bolivia, y por el Ponien- 


te, con el már Pacífico, continuará poseído por Chile y sujeto a la legislación 
y automdades chilenas durante el término de diez años, contados desde que se 
ratifique el presente tratado de paz. Expirado ese plazo, un plebiscito decidirá, 
en votación popular, si el territorio de las provincias referidas queda definita- 
vamente del domino y soberanía de Chile o si continúa siendo parte del Perú, 
Aquel de los dos países a cuyo favor queden anexadas las provincias de Tacna 
y Árica, pagará al otro diez millones de pesos moneda chalena de plata o soles 
peruanos de igual ley y peso que aquella. 

Un protocolo especial, que se considerará como parte integrante del presen- 
te tratado, establecerá la forma en que el plebiscito deberá tener lugar y los tér- 
minos y plazos en que hayan de pagarse los diez millones por el país que quede 


dueño de las provincias de Tacna y Arica. (1). 


DEBERES DEL ARBITRO 


El protocolo y acta complementaria, que deben considerarse conjuntamente, 
proveen no sólo el arbitraje, sino también, en cierta eventualidad especificada, 
los buenos oficios del Gobierno de los Estados Unidos. Pero, estos buenos oficios 
eventuales nada tienen que ver con los deberes que los términos del convenio 


“imponen al árbitro. Estos deberes son: 


- Primero.—Decidir si, en las actuales circunstancias, debe, o nó, celebrarse 


el plebiscito para determinar la soberanía definitiva del territorio en disputa 


entre el Perú y Chile. 
Segundo.—Si el árbitro falla en favor del plebiscito, fijar las condiciones 


en que éste deba realizarse, incluyendo los términos y plazos para el pago que 


deberá hacer la nación que resulte triunfante en el plebiscito, de conformidad 
con lo previsto en el artículo 3? del tratado de Ancón. 

Tercero.—5S1 el árbitro falla que no debe haber O no continuará ae- 
tuando como árbitro, excepto en 

Cuarto.—En lo relativo a las cuestiones pendientes sobre los territorios de 
Tarata y Chilcaya, suscitadas respectivamente en los linderos Norte y Sur del 


territorio, cuestiones sobre las cuales deberá decidir sea que falle en' favor o en 
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contra del plebiscito. 


Primero: La cuestión del plebiscito. 


La primera cuestión es determinar si en las presentes cireunstancias debe 
o no realizarse el plebiscito. 


¡ 


(1).—N. B— Este texto es la traducción dada en el Apéndice del Alegato Peruano. la 
traducción chilena, que es tomada de los archivos de la Secretaría de Estado de los Estados 
Unidos correspondientes a 1583, no difiere sustancialmente. 


El territorio de las provincias de Tacna y Arica, se tiene entendido, cons- 
ta de cerca de 9,000 millas cuadradas de superficie y contiene una población 
de 30,000 a 40,000 almas. Forma parte este territorio de la zona de desiertos de 
la costa del Pacífico; hay, en el territorio en cuestión, algunos recursos mineros, 
pero éstos no parecen ser de consideración. Los valles que se extienden desde 
los cerros de la cordillera oriental, dan facilidad para la agricultura; en uno de 
estos valles está la ciudad de Tacna, que fué capital de la provincia peruana de 
ese nombre. La ciudad de Arica, capital de la otra provincia mencionada en el 
artículo tercero del tratado de Ancón, es un puerto en el océano Pacífico, a eer- 
ca de 40 millas de Tacna, con la cual está unida por ferrocarril, Arica es lol tér- 
mino del ferrocarril de La Paz, Bolivia, y tiene importancia comercial. 

Cuando se firmó y ratificó el tratado de Ancón, Chile estaba ya en posesión 
del territorio de las provincias de Tacna y Arica, de que aquí se trata, como re- 
sultado de la guerra del Pacífico. Por las condiciones del artículo (3%) se convi- 
no en que ese país (Chile) debía continuar en posesión de estos territorios por 
un período de diez años, quedando durante ese período sujetos a las leyes y 
autoridades chilenas. Se convino también en que, « después de la expiración de 
este plazo », se efectuaría un plebiscito para decidir si el territorio debía quedar 
definitivamente « bajo el dominio y soberanía de Chile » o si debía « continuar 
constituyendo parte del Perú », esto es, s1 sería permanentemente chileno o pe- 


ruano. Dispone en seguida el párrafo que « aquel de los dos países » al cual 


« quedan anexadas » las provincias de Tacna y Arica, pagará al otro diez millo- 
nes de pesos chilenos o soles peruanos. Finalmente, el artículo provee que las dos 
naciones deberían negociar un « protocolo especial » que preseribiría: primero, 


« la manera como ha de realizarse el plebiscito », seeundo. < las condiciones 
? (e) > 


plazo para el pago de los diez millones.» 


La cuestión de si el plebiscito debe o no realizarse, dependa de la cuestión 
de si los párrafos segundo y tercero del artículo 3* del tratado de Ancón, están 
aún en vigancia. Si estas disposiciones ho han expirado por el traseurso del tiem- 
po, o si no han sido abrogadas o canceladas por acción de las partes, de suerte 
que su realización no pueda ya exigirse, el plebiscito debe realizarse, porque 
eso es lo pactado. S1 este pacto, por cualquier razón, ya no obliga, entonees el 
plebiscito no debe realizarse, a menos que se efectúe un nuevo arreglo al res- 
pecto. 

Como el asunto así expuesto se relaciona con la interpretación, operatividad 
y carácter obligatorio de esta parte del tratado, la facultad del árbitro resulta 
mucho más limitada que el alcance de los argumentos que han sido presenta- 
dos. No es obligación ni privilegio del árbitro juzgar las causas de la guerra del 
Pacífico, ni cómo se condujo ésta, ni la justicia de las condiciones de paz, ni las 
relaciones de una y otra parte con la República de Bolivia, ni el acierto de las 
disposiciones del artículo 3* del tratado de Ancón, ni los efectos económicos del 
tratado, ni en general los elementos de justicia o injusticia que dén fisonomía 


a la actual situación y que han sido alegados; ni sobre cuestión alguna, cualquie- 
ra que ella sea, aparte del sentido y eficacia del pacto mismo. 

La correcta interpretación del artículo 3* del tratado de Ancón, en su inte- 
eridad, y, puede decirse, de cada una de sus palabras, ha sido sutilmente deba- 
tida“entre las partes por espacio de muchos años y es nuevamente hábil e inge- 
niosamente discutida ahora en sus alegatos y en sus réplicas. No es necesario pe- 
netrar en las sutilezas de este debate, tanto más cuanto que, en opinión del ár- 
—bitro, ellas no afectan las consideraciones decisivas para determinar los puntos 
en discusión. 


TRASCURSO DEL TIEMPO 


Dabe tenerse presente, desde luego, que los párrafos segundo y tercero del 
artículo 3% no proveen la terminación de sus obligaciones por el trascurso del 
tiempo; el citado artículo no contiene disposición aleuna respecto a la caduci- 
dad, ni fijó el período dentro del cual debía realizarse el plebiscito; éste debía 
realizarse « después de la expiración de ese plazo », es decir, después de los diez 
años, paro no se fijó plazo. Debía efectuarse mediante un convenio especial que 
concertarían las partes; pero no se fijó plazo dentro del cual debiera haberse ne- 
gociado el protocolo especial para el plebiscito. Cualesquiera que hayan sido las 
“razones para haber dejado el asunto así, sin precisar, subsiste el hecho de que 
se dejó sin límite prescrito de tiempo, y las obligaciones de las partes, confor- 
me al tratado, deben ser determinadas en consecuencia. 

Si se suglrizse que tal convenio — que era un convenio para ponerse de 
acuerdo, pero sin estipular plazo ni casos de caducidad — no es satisfactorio ni 
tiene sentido, se presenta una triple respuesta: Primera, que el árbitro no está 
facultado para alterar el tratado o insertar en él disposiciones, por saludables que 
a su juicio pudieran ser — contemplado la materia retrospectivamente — que 
Jas altas partes contratantes no estimaron conveniente incluir en él; Segunda. 
que el tratado de Ancón fué un tratado de paz — las partes se hallaban envuel- 
tas en una cuerra desvastadora. Aparentemente las partes en 1883 y 1884 con- 
sideraron que sería mejor convenir en que se pondrían de acuerdo en algún tiem- 
po futuro no especificado, en vez de convenir en estar en desacuerdo en el pre- 
sente. Quizá, tuvieron también en cuenta el hecho de que, si no lograban po- 
nerse de acuerdo respecto de los términos del plebiscito, cuando llegase la nueva 
oportunidad de tratar sobre él, quedaría pendiente uno de los grandes proble- 
mas emanados de la guerra del Pacífico, y debieron de creer que como la reaper- 
tura de las hostilidades por esta causa, después de un lapso de tiempo cuando 
menos de diez años, era improbable, y en cambio un arreglo amistoso redunda- 
ría en provecho de ambas partes, resultaba tan innecesario como inconveniente 
preseribir tiempo fijo para las negociaciones. Finalmente, el actual arbitraje es 
la mejor prueba de que el arreglo, elástico como era, no carecía de fuerza, des- 
de que esos grandes Estados, en cumplimiento de sus estipulaciones, habiendo 


fracasado una y otra vez en el curso de los años en acordar el protocolo contem- 
plado, han sometido ahora a arbitraje la cuestión del plebiscito y sus condiciones. 
Debe también observarse que las partes, en la época de la firma del trata- 


do, deben de haberse dado cuenta de que no podían tener ninguna seguridad so- 


bre los resultados de un plebiscito, que no debía realizarse sino después de la 
expiración de diez años; ese resultado era materia de conjeturas y esperanzas, 
Podía suceder que una sabia y benéfica administración dispusiese a los votan- 


tes en favor de la continuación de la autoridad existente, mientras que una ad-- 


MES 


ministración opresora y medidas hostiles al bienestar y tradiciones del pueblo - 


tendrían efectos contrarios. El carácter de la futura administración y sus efee- 
tos, cualesquiera que fuesen en el ánimo de los votantes, no podían predecirse 
con seguridad. Las partes, sin embargo, convinieron en posponer el plebiscito el 
tiempo suficiente para que el resultado fuese ineierto; y el objeto del acuerdo 
fué que ni para Chile ni para el Perú debía asegurarse un control definitivo y 
que la decisión se dejaría al voto popular. 

Es evidente que hoy no existen obstáculos materiales para la realización 
del plebiscito; en lo que toca a los arreglos necesarios para ello, no puede decir- 
se que deba abonarse por que su realización se ha hecho, por la naturaleza de 
las cosas, impracticable. Tampoco ha habido acuerdo entre las partes para dar 
por terminadas las prescripciones del artículo tercero. 

Alega el Perú, y lo ha sostenido con fervor y elocuencia, que Chile delibe- 
radamente ha frustrado la celebración oportuna del plebiscito y que sus actos, 
en el curso de su administración del territorio ocupado, han constituído una per- 


> 


versión de las condiciones esenciales para el plebiscito, según se contempla en 


el tratado. En pocas palabras, que Chile, con impedir el cumplimiento del ar-- 


tículo 3, ha desligado al Perú de las obligaciones que éste le imponía y que por 
lo tanto el plebiscito no debe tener lugar en la actualidad y que a Chile se le 
debe considerar como usurpador de territorio en cuestión desde el año 1894. 

Esta alegación da lugar a dos cuestiones principales: primera, con respecto 
a la conducta de Chile en relación a los esfuerzos para llegar a un acuerdo para 
el plebiscito; y, segunda, con respecto a su administración del territorio de las 
provincias de Tacna y Arica. 


FALTA DE ACUERDO.—DEMORAS EN LAS NEGOCIACIONES 


No se ha alegado que el plebiscito debería haberse realizado antes de la ex- 
piración del período de diez años. La naturaleza de la obligación impuesta por 
el artículo tercero, debe deducirse de sus términos. Mientras no se hubiese acor- 
dado el protocolo especial, no podía haber plebiscito. Como las partes convinie- 
ron en formular un protocolo especial, pero sin fijar sus términos, su compromi- 
so, en sustancia, era el de negociar de buena fe para llegar a ese fin, y de allí 
se seguiría que la voluntaria negaitva de una de las partes para hacerlo así, ha- 
bría justificado que la otra parte se considerase exonerada de la obligación co- 


rrespondiente. Pero, como las partes no prescribieron en el tratado las condició- 
nes del plebiscito, dejándolas que fuesen materia de un acuerdo posterior, es ma- 
nifiesto que, con respecto a las negociaciones tendientes a tal acuerdo, retuvie- 
ron los derechos de estados soberanos que actúan de buena fe. Ninguna de las 
partes renunció al derecho de proponer condiciones que le parecieran razona- 
bles y adecuadas para la celebración del plebiscito, o a oponerse a condiciones 
propuestas por la otra parte que a su juicio fuesen inconvenientes. 

El acuerdo de negociar un protocolo, sin previa estipulación de sus tér- 


minos, no significaba que una u otra parte estuviera obligada a llegar a un acuer- 


do que le fuera inconveniente, siempre que no procediese de mala fe. 

Aun más, puesto que el protocolo debía ser concertado entre países so- 
beranos, debe considerarse también implícito en el acuerdo mencionado en el ar- 
tículo tercero, que estos dos estados debían actuar, respectivamente, de acuerdo 
con sus métodos constitucionales, y no deben estimarse como prueba de mala fe 
las negativas para ratificar cualquier proyectado protocolo, que fuera conside- 
rado como conveniente por la entidad ratificante. Para que pueda quedar jus- 
tificada por cualquiera de las partes su pedido para que se la exonere de cum- 
plir el compromiso, debe producirse algo más que el fracaso de ésta o aquella 
negociación, o la falta de ratificación de determinado protocolo. Debe compro- 
barse la intención de frustrar el cumplimiento de las disposiciones del artículo 
tercero con respecto al plebiscito, es decir no simplemente el rechazo de un 


acuerdo particular propuesto de conformidad con sus condiciones, sino el pro- 
pósito de impedir cualquier conv.2nio razonable para la realización del plebiscito. 


Aunque «el árbitro no vacilaría en poner de manifiesto tal intención o 
prueba de mala fe, si se consiguiese establecerla, y en declarar a la parte culpa- 
ble responsable de las consecuencias de sus actos, es evidente que tal propósito 
no debe ser imputado de modo ligero. Indudablemente, la prueba requerida pue- 
de constituirse por vehementes indicios (eireumstantial evidence); pero, el onus 
probandi de tal acusación no debe ser menor cuando afecta el honor de una na- 
ción, que cuando está en juego la reputación de un individuo particular, La com- 
probación de la existencia de mala fe debe ser apoyada no por suposiciones dis- 
cutibles sino por prueba clara y convincente que obligue a llegar a tal conclusión. 


¡Es innecesario revisar detalladamente la historia de las negociaciones entre las 


partes. Para. pronunciarse sobre si el Perú ha sostenido las pruebas que tenía 


obligación de presentar respecto al curso de las negociaciones, se hace necesario 


un examen prolijo del canje de comunicaciones diplomáticas habido entre los 
dos países y que llenan cientos de páginas de los autos. Este examen ha sido 
llevado a cabo y sus resultados pueden ser expresados brevemente. 


RESUMEN DE LAS NEGOCIACIONES 


Las negociaciones formales para llegar a los términos de un protocolo espe- 
cial para la celebración del plebiscito, comenzaron en 1892 y fueron diligente- 
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mente proseguidas, durante varios meses, en conferencias oficiales cuyos deba- 
ies abarcaron las cuestiones principales surgidas entre los dos gobiernos, inelu- 
sive los asuntos fronterizos que han sido sometidos al presente arbitraje, y die- 
ron por resultado las notas cambiadas entre los señores Jiménez y Solar, el 26 
de enero de 1894, las que, sin embargo, dejaron pendientes las más importantes 
condiciones del plebiscito. 

Las negociaciones continuaron; pero, expiró el plazo de diez años sin que 
se hiciera mayores progresos y fueron entonces interrumpidas, y los adelantos — 
ya hechos se perdieron en gran parte a causa de una crisis ministerial en Chile 
y de la muerte del Presidente del Perú. AS 

A principios de 1895, perturbaciones civiles en el Perú dieron motivo al es- * 
tablecimiento de una junta provisional de gobierno, con la cual el Ministro de 
Chile inició negociaciones en agosto de 1895, las que se realizaron por medio de 
numerosas conferencias y terminaron con el cambio de notas de febrero de 1896, 
en que se presentaron los respectivos puntos de vista que a la postre resultaron * 
inconciliables. Luego siguió un interregno durante el cual el asunto no fué agi- 
tado por ninguno de los dos gobiernos, y la razón para ello fué expuesta en el 
memorándum mencionado del 14 de agosto de 1897, en el que cada uno de los 
dos vobiernos expresó el deseo de llegar a una solución definitiva. 

Más tarde el señor Billinehurst, Vicepresidente del Perú, fué enviado a San- 
tiago en Misión Especial para negociar el protocolo, y el resultado de esto fué 
el llamado protocolo Biliineburst-Latorre, que fué firmado el 16 de abril de 
1898. Los poderes ejecutivos de ambos países llegaron así a un acuerdo sobre. 
todos los puntos, exceptuando dos, a saber: los requisitos que debían reunir los. 
sufragantes en el plebiscito y si la votación debía ser pública o secreta, y se acor= 
dó que esos puntos quedaran para ser resueltos por el arbitraje de la reima de 
España. En el Perú, el protocolo fué aprobado. En Chile, la Comisión de Rela- 
ciones Exteriores informó desfavorablemente sobre el documento por mayoría 
de votos, pero el Senado, sin embargo, lo aprobó el 1? de agosto de 1888. La ma- 
yoría de la Comisión de Relaciones Exteriores de la Cámara de Diputados de 
Chile votó primero en favor del protocolo; pero más tarde dió informe adverso 
a él y la Cámara no lo aprobó. La razón alegada especificamente para ésto, fué 
que los puntos propuestos para ser sometidos al arbitraje debían ser resueltos 
directamente entre los dos gobiernos, y la documentación fué devuelta al Eje- 
cutivo para que celebrara nuevas negociaciones « con el objeto de dar eumpli- 
miento al artículo 3% del tratado de Ancón.» 

Aunque este resultado desagradó mucho al Perú, ni allí ni en Chile se. 
consideró el rechazo del protocoio Billinehurst-Latorre como justificación para 
abandonar las negociaciones dispuestas en el tratado. 

Mientras tanto, surgió una serie de disputas sobre los métodos observados 
por Chile para administrar Tacna y Arica. Las vigorosas quejas del Perú con- 
dujeron a un debate diplomático sin salida y el señor Chacaltana, Ministro del 
Perú en Chile, fué retirado en 1901. La representación no se restableció sino en 
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1905. En febrero de ese año, el Ministro de Relaciones Exteriores del Perú diri- 
gió una comunicación diplomática, directamente, al Ministro chileno de Rela- 
— ciones Exteriores, protestando contra el tratado de 1904, firmado entre Chiie 
y Bolivia, que dispone, entre otras cosas, la construcción del ferrocarril de Ari- 

a La Paz, a expensas de Chile, y concede privilegios comerciales a Bolivia. 
El Perú protestó contra ese tratado, estimándolo como una infracción de sus 
derechos soberanos. Chile respondió exponiendo la teoría chilena para justifi- 
car su acción y concluyó invitando al Gobierno del Perú a reanudar las negocia- 
ciones. En su respuesta de 25 de abril de 1905, el Ministro peruano de Rela- 
ciones Exteriores decía que su Gobierno se sentía « altamente complacido al 
aceptar la invitación de Vuestra Excelencia a negociar el cumplimiento del tra- 
tado de Ancón en lo que se refiere a las provincias de Taena y Arica.» Se acre- 
ditaron ministros; pero, los autos no revelan nada acerca de las negociaciones 
habidas. 

El 25 de marzo de 1908, el Ministro de Relaciones Exteriores de Chile, senor 
"Puga Borne, en una detallada nota dirieda al Ministro del Perú en Santiago, 
propuso una serie de cinco (5) convenciones relativas, respectivamente, al co- 
mercio, a la marina mercante, a la construcción de un ferrocarril internacional, 
al plebiscito y a la indemnización, y expuso su punto de vista sobre la forma 
en que debía celebrarse el plebiscito. El Ministro peruano, señor Seoane, deelinó 
la proposición de combinar el protocolo plebiseitario con otros asuntos. Refutó 
la sugestión hecha de que «de acuerdo con el precedente moderno, el plebis- 
cito incorporado en la historia de la legislación interncional constituye la fór- 
mula de una cesión disimulada » y presentó extensamente la posesión del Perú 
en cuanto a las condiciones del plebiscito. Más tarde se convino que las negocia- 
ciones se continuarían en Lima. A poco sobrevino el incidente llamado de la co- 
rona. Expresó el deseo, el Ministro chileno en Lima, de colocar una corona de 
bronce en el mausoleo erigido a la memoria de los soldados peruanos muertos 
en la guerra con Chile. La propuesta fué aceptada primero, pero más tarde 
la aceptación fué retirada y el Ministro chileno regresó inmediatamente a su 
país. 

En ausencia de la representación diplomática de uno y otro país en la ca- 
pital del otro, sobrevino un período de negociaciones directas entre los minis- 
tros de relaciones de los países. Esas negociaciones comenzaron en agosto de 1909 
con una nota del Canciller chileno, en que se quejaba del lenguaje empleado 
por el Presidente del Perú en su mensaje al Congreso al referirse a la cuestión 
de Tacna y Arica. El Ministro peruano replicó justificándose y en otra nota se 
ocupó en los asuntos relacionados con la administración chilena, de que se trata- 
rá más adelante. En octubre de 1909, Chile presentó ciertas proposiciones de- 
-finidas acerca de las condiciones del plebiscito, fundándolas en el protocolo Bi- 
ilinehurst-Latorre y que comprendían los puntos que en virtud de ese protoco- 
lo debían ser sometidos a arbitraje. El Perú replicó en noviembre de 1909 en 
un memorándum que contenía una contrapropuesta que modificaba en ciertos 
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aspectos importantes el plan chileno. Continuó la correspondencia en la cual 
se expuso la respuesta de Chile a las quejas del Perú acerca de la administra- 
ción chilena en el territorio de Tacna y Arica, y el Perú replicó. En la nota de 
3 de marzo de 1910 el Ministro de Relaciones Exteriores de Chile volvió a plan- 
tear la idea de que los plebiscitos, en derecho internacional, no eran sino fór- 
mulas disfrazadas de anexión, y aplicó esto al caso de Tacna y Arica diciendo 
que las disposiciones pertinentes del tratado de Ancón habían sido formula- 
das « como la única forma que la historia señalaba de satisfacer las exigencias 
territoriales de Chile sin herir profundamente el sentimiento nacional peruano.» 
< Sin embargo, agregaba el Ministro chileno, mi Gobierno busca en el plebiscito 
la satisfacción de sus legítimas exigencias y sólo pide que sea un acto eseneial- 
mente popular y que se verifique sin violar, y ni por un instante interrumpir, 
sus derechos de soberano en los territorios de Tacna y Arica.» En seguida el 
Ministro de Relaciones de Chile exponía con muchos detalles las proyectadas con- 
diciones para el plebiscito, el que debía efectuarse en el plazo de seis meses des- 
pués del canje de las ratificaciones del protocolo, y detallaba la forma en que 
la Junta Directiva y las de inseripción y de recepción de votos debían ser nom- 
bradas y el modo como debían proceder, la calificación de los votantes y el cóm- 
puto de los votos. 

El Perú no respondió a estas propuestas. Una vez más, el 19 de marzo de 
1910, como en 1901, las relaciones diplomáticas quedaron interrumpidas, como 
protesta contra los métodos seguidos por Chile-en la administración de Tacna 
y Arica. El Ministro de Relaciones Exteriores de Chile respondió a la notifica- 


ción del retiro del representante del Perá, llamando la atención hacia el hecho 


de que éste se producía casi inmediatamente después de que él había hecho de- 
talladas proposiciones para el plebiscito. 

Las relaciones diplomáticas no se reanudaron. En setiembre de 1912, el 
señor Billinghurst subió a la presidencia del Perú. Evidentemente, como resul- 
tado de negociaciones extraoficiales, se produjo el 10 de noviembre de 1912 un 
cambio de telegramas entre los Ministros de Relaciones de las os países, lla- 
mado los telegramas Hunneus-Valera: estos eran idénticos y disponían: 

1*—El aplazamiento del plebiscito hasta 1933. 

22—La supervigilancia del plebiscito por un comité de cinco delegados; dos 
chilenos y dos peruanos presididos por el Presidente de la Corte Suprema de 
Justicia de Chile. 


3*—Tendrían derecho a votar las personas nacidas en Tacna y Arica y los 


chilenos y peruanos que hubieran residido en el territorio tres años y que su- 
pieran leer y escribir. 
Había además otras condiciones menos importantes. 
El Presidente Billinghurst explicó las razones que tuvo para este acuerdo 
en un mensaje leído en una sesión secreta del Congreso peruano. Cuando se pu- 
blicaron las comunicaciones Hunneus-Valera se produjo un violento estallido de 
la opinión pública en el Perú contra el Presidente Billinghurst, y el resenti- 
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miento creado entonces contribuyó, a lo que parece, a la caída de su gobierno 
en 1914. En mayo de ese año, el nuevo Gobierno del Perú comunicó su ascensión 
al poder y fué inmediatamente reconocido por Chile. En diciembre de 1914, el 
Perú pidió a Chile la expulsión del expresidente Billinehurst de Tacna y Arica 
y esta solicitud fué concedida. 

En 1920 el Presidente de Chile autorizó al señor Puga Borne para que ne- 
gociara extraoficialmente con el Presidente del Perú, instruyéndolo para que 
s3 mantuviese en cuanto fuese posible dentro de los límites de las negociaciones 
enteriores y que sometiera a su Gobierno las nuevas proposiciones que tuviese a 
bien. Al parecer nada resultó de ésto. 

El 12 de diciembre de 1921, el Ministro de Relaciones Exteriores de Chile 
hizo una nueva tentativa para reanudar las negociaciones respecto al protocolo 
plebiscitario, proponiendo directamente al Ministro peruano de Relaciones Ex- 
teriores que el plan Hunneus-Valera fuese tomado como base para perfeccionar 
tal protocolo. El Perú respondió invitando a Chile <a someter conjuntamente 
toda la cuestión del Pacífico que nos divide, a un arbitraje ajustado a iniciativa 
del Gobierno de los Estados Unidos de Norte América.» Las negociaciones sl- 
guientes dieron por resultado el presente arbitraje. 


CONCLUSIONES RELATIVAS A LAS NEGOCIACIONES 


El curso de las negociaciones debe contemplarse a la luz de los derechos y 
obligaciones de las partes conforme al tratado, como ya se ha expuesto. No es 
necesario discutir el mérito de los puntos de vista expuestos de tiempo en tiem- 
po por las partes. La cuestión que ahora se presenta no es sl las opiniones par- 
tieulares, proposiciones, argumentos y objeciones de cada parte durante el cur- 
so de las negociaciones, deben ser aprobados; sino en cuanto a la buena fe con 
que esas proposiciones, argumentos y objeciones fueron formulados. El no haber 
podido ponerse de acuerdo acerca de un protocolo especial que fijara las condi- 
ciones del plebiscito, no puede, por lo tanto, considerarse por sí solo como viola- 
ción del tratado. Habiendo las partes contratantes, por el artículo 3% del trata- 
do de Ancón, dejado para un acuerdo futuro las condiciones del plebiscito, se 
debe estimar que convinieron en que cada parte tendría derecho de hacer propo- 
siciones y de objetar las proposiciones de la otra siempre que procediese de 

buena fe. 
| Del examen de la historia de las negociaciones. el árbitro no puede dedu- 
cir una base positiva para llegar a la conclusión de que Chile ha procedido de 

mala fe. Los autos no llegan a probar que Chile se haya negado arbitrariamen- 
| to a negociar con el Perú las condiciones del protocolo plebiscitario. Por lo eon- 
trario, los documentos demuestran afirmativamente que Chile no sólo aceptó las 
“invitaciones del Perú a continuar las negociaciones sino que él mismo inició al- 
“gunas. Causas de demora, tales como crisis ministeriales, revolución, enferme- 
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dad de algún Ministro, muerte de un Presidente — contingencias políticas que 
no estaban dentro de la previsión de las partes — no pueden atribuirse a alguna 
de ellas como negativa voluntaria para continuar las negociaciones. El argumen- 
to fundado en el hecho de que Chile no hubiese ratificado el protocolo Billin- 
ehurst-Latorre de 1898, tendría que fundarse en el supuesto de que Chile esta- 
ba obligado a ratificar tal documento o en que laconducta de Chile en relación 
con él, establece la falta de buena fe en la continuación de las negociaciones que 
a ese tratado condujeron, pero ninguno de estos supuestos puede sostenerse. El 
protocolo Billinghurst-Latorre establecía que dos importantes condiciones del 
plebiscito, a saber, la calificación de los votantes y el secreto del voto, deberían 
ser sometidas al arbitraje de la reina de España. Chile no había prometido con- 
venir en tal arbitraje y procedió dentro de sus derechos al tratar de llegar a un 
arreglo directo sobre esos puntos. Tampoco la conducta de Chile, respecto al pro- 
tocolo, da razón para decir que procedió de mala fe. El Ejecutivo chileno nego- 
ció el protocolo y el Senado chileno lo aprobó tal como ya se manifestó, la Co- 
misión de la Cámara de Diputados aprobó primero el protocolo; luego cambió 
su recomendación, y la Cámara de Diputados procedió de acuerdo con el infor- 
me adverso de la comisión. La legislatura chilena, según el sistema constitucio- 
nal chileno, tuvo tanto derecho para negar su aprobación al protocolo como el 
Ejecutivo para negociarlo, y no puede sacarse una consecuencia desfavorable 
del ejercicio por la legislatura de su prerrogativa constitucional, en las circuns- 
tancias descritas. La suerte del prototeolo Billinghurst-Latorre no puede consi- 
derarse sino como debida al procedimiento normal de un Gobierno Constitucio- 
nal, en relación con un asunto de trascendental interés público. El Perú, tampo- 
co, ni siquiera bajo la impresión de un desagrado, hizo del rechazo del protoco- 
lo un argumento para negarse a continuar las negociaciones para el eumpli- 
miento del tratado de Ancón. Al considerarse las obligaciones de ese tratado, de- 
ben tenerse en cuenta tanto la libertad de que gozaban las partes de acuerdo 
con el tratado, en virtud del hecho de que las condiciones del plebiscito debían 
ser determinadas por un acuerdo futuro, cuanto los deberes impuestos por el tra- 
tado. Se llega, pues, a la conclusión de que Chile no tenía mayor obligación de 
ratificar el protocolo Billinghurst-Latorre, que el Perú la tenía de aceptar las 
proposiciones que más tarde le hiciera Chile. 

El árbitro es de opinión que, en cuanto a las negociaciones para un proto- 
colo especial, ninguna de las partes puede ser acusada de mala fe y no hay razón 
para llegar a la conclusión de que la acción de Chile respecto a esas negoclacio- 
nes haya abrogado los párrafos segundo y tercero del artículo 32 del tratado de 
Ancón o absuelto al Perú de la obligación de cumplirlo. 


ADMINISTRACION CHILENA EN TACNA Y ARICA 


Resulta de lo que se ha dicho que las disposiciones del tratado de Amcón 
deben ser consideradas todavía en vigencia, salvo en el caso de que la conducta. 
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de Chile en la administración de Tacna y Arica haya sido de tal carácter que 
frustrara el objeto de estas disposiciones, y por consiguiente les restara su fuerza. 

El artículo tercero dispone que el territorio descrito como provincias de Tac- 
na y Arica * continuará poszído por Chile, sujeto a la legislación y autoridades 
chilenas durante el término de diez años » y que, « expirado este plazo » (se da 
el texto de la traducción peruana en el original inglés), un plebiscito decidirá 
si el territorio < queda definitivamente bajo el dominio y soberanía de Chile o si 
continúa siendo parte del territorio peruano.» Ha habido entre las partes una 
larga y seria controversia: 1% sobre la naturaleza de la autoridad concedida así 
a Chile; 2? sobre el estado legal del territorio después de la expiración del pla- 
zo de diez años. Chile ha sostenido que tenía dominio y soberanía completos, su- 
jetos a terminación por un plebiscito adverso celebrado de acuerdo con el tra- 
tado y que, mientras no se realizara tal plebiscito, esta soberanía continuaba. El 
Perú ha insistido en que el territorio quedaba bajo la soberanía del Perú; que 
Chile era solamente un posesor con autoridad administrativa por diez años y que, 
al fin de ese plazo, la autoridad de Chil cesaba. 

Primer punto.—Es innecesario discutir los argumentos relativos a la sobera- 
nía. Es suficiente para los propósitos del árbitro tomar las palabras expresas del 
tratado Según el párrafo primero del artículo tercsro, el territorio debía que- 
dar en posesión de Chile y < sujeto a las leyes y autoridad chilenas ». Esta dis- 
posición no tiene atenuaciones expresas; no hay condición especial sobra leyes 
o autoridad, o sea sobre el carácter de las leyes y la extensión de la autoridad. 
- «Legislación y autoridad » comprende claramente el Poder Legislativo, Hje- 
cutivo y Judicial completo. El árbitro no tiene el privilegio de limitar la facul- 
tad así conferida por el tratado. Si ha de hallarse limitación alguna, debe ser 
en los términos del tratado mismo, o sea en la disposición referente al plebisei- 
to. Puede implicarse que el ejercicio de los Poderes Legislativo, Ejecutivo y Ju- 
dicial, por parte de Chile, no deb» llegar al extremo de frustrar lo dispuesto 
sobre el plebiscito; pero, no es dado ir más allá sin derogar la autoridad que am- 
bas partes convinieron que tuviera Chile. La cuestión de si la administración 
del territorio era acertada o nó, benéfica o perjudicial, no ha sido sometida a 
examen por el tratado y no corresponde al árbitro examinarla, La administra- 
ción pública en todos los países presenta, en diverso grado, las flaquezas del ca- 
rácter humano y proporciona ancho campo de controversia acórca de la saibl- 
duría y la justicia de las medidas que se dictan, pero las partes en su tratado, 
no intentaron erear limitaciones, ni siquiera de carácter general, 

Segundo punto.—El artículo 3% nada dispuso acerca de lo qw2 debía suce- 
der desde la expiración del plazo de diez años hasta que se efectuara el plebisci- 
to. Como el plebiscito no había de realizarse sino después de expirado el plazo, 
sa debe suponer que las partes previeron que habría un intervalo antes de que 
el resultado del plebiscito se conociese, pero no acordaron nada para esta con- 
tingencia. No parece razonable suponer que las partes contemplaran la posibi- 
lidad de que, al expirar el plazo de diez años, Chile cediera la posesión al Perú; 
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que entonces se verificaría el plebiscito y que si éste resultaba en favor de Chi- 
le, la posesión debía entonces devolverse a Chile. Tal quebrantamiento y recons- 
titución de la autoridad administrativa encerraría tales dificultades prácticas, 
que es difícil creer que las partes interesadas pretendieran crear semejante si- 
tuación. Chile estaba en posesión del territorio cuando se hizo el tratado, debía 
continuar en posesión de él por diez años,' y, después de ese período, se celebra- 
ría el plebiscito que determinaría si el territorio < permanecería definitivamen- 
te » bajo su dominio y soberanía. La interpretación razonable es que Chile de- 
bía retener la posesión hasta que se verificara el plebsicito y que así, reteniendo 
la posesión, su autoridad administrativa continuaba. Esto tendría que estar su- 
bordinado por su puesto, a que continuaran en vigencia las disposiciones del 
tratado y con el compromiso implícito, de parte de Chile, de que no impediría 


la celebración del plebiscito y que negociaría de buena fe para concertar el 


proyectado protocolo especia] que estableciera las condiciones de éste. Tal parece 
haber sido la interpretación desde el principio, pues en el memorándum entrega- 
do por el Ministro de Relaciones del Perú al representante de Chile, el 9 de mar- 
zo de 1594, parece que el Ministro chileno quería incluír entre las bases del pro- 
tocolo « que los territorios permanecerían durante el plebiscito en el mismo es- 
tado en que se encuentran hoy », y que el Ministro peruano de Relaciones Ex- 
teriores respondió «que no era necesario decirlo, porque únicamente para 
cambiar la persona del ocupante sería necesario hacer una expresa declaración.» 
Si ésta era la situación inmediatamente después de expirados los diez años (1), 
no hay razón para sostener que el no haberse puesto de acuerdo sobre el proto- 
colo especia: para efectuar el plebiscito cambió la situación, a no ser que media- 
va mala fe en la conducción de las negociaciones, y esta acusación, como ya se ha 
dicho, no puede sostenerse. 

El árbitro estima imposible no llegar a la conelusión de que el territorio 
continuaba « sujeto a las"leyes y autoridad chilenas » en tanto no se negoclara 
el protocolo especial. Luego, la cuestión es si esta autoridad ha sido empleada en 
forma tal que haya frustrado el propósito del acuerdo para el plebiscito. 

La conducta de que el Perú se queja y que ha sido objeto de numerosas 
y detaliadas protestas, que provocaron seria controversia, consiste en la aplica- 
ción de la política llamada de « chilenización » del territorio y que comprende, 
según se alega: a) la introducción subvencionada de ciudadanos chilenos, y b) 
la dispersión de la población peruana desde 1900 en adelante. 

A).—Los actos calificados como introducción de ciudadanos chilenos sub- 
vencionados pueden ser resumidos como sigue: 


1:*—Creación del departamento de Tarata. 


2*—Traslación de la Corte de Apelaciones de Iquique a Tacna. 
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(1).—Inexacto. El término de los diez años expiró el 28 de marzo de 1894, 
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3—Traslación de la Jefatura Militar de Iquique a Tacna y concentra- 
ción de fuerzas militares chilenas en las provincias. 

4*—Fundación de periódicos de propaganda en favor de Chile. 

5*—Subvención de fábricas. 

6'—Concesiones ferroviarias, de irrigación y otras. 

7*—Colonización. 

8%—Arreglos relativos a la Aduana de Arica. 

Respecto a estas acusaciones puede decirse : 

La creación del departamento de Tarata comprende la cuestión de la exten- 
sión del territorio «omprendido en el artículo 3%, cuestión que se estudiará al tra- 
tar de ia disputa de fronteras. 

Sin embargo, en tanto cuanto la ecración de este departamento haya sido 
sólo asunto de organización administrativa de parte del territorio colocado por 
el tratado « bajo las leyes y autoridad chilenas », no hay razón para quejarse, 
puesto que no hubo restricción alguna sobre la autoridad de Chile para proveer 
a la organización administrativa en el territorio. Esto mismo es aplicable tra- 
tándose de la traslación de la Corte de Justicia y de la Jefatura Militar de Iqui- 
que a Tacna así como de la concentración de fuerzas militares en las provincias, 
si es que tal concentración tuvo lugar. Todos estos actos estaban claramente den- 
tro de la autoridad conferida a Chile por el tratado. Chile niega la fundación de 
periódicos y revistas con fines de propaganda prochilena, pero, aparte de la 


cuestión de hecho, el árbitro estima imposible, desde el punto de vista legal, 
negarle a Chile el derecho de establecer o subvencionar periódicos en el territo- 


rio «sometido a las leyes y autoridad chilenas.» Chile admite la subvención de 
nuevas industrias en Tacna y Arica, pero agrega que « desgraciadamente esas 
fábricas se vieron obligadas a suspender sus labores.» Fracasaron o nó tales esta- 
blecimientos, no puede haber cuestión sobre el derecho de Chile, en general, a sub- 
vencionar industrias. Es innecesario ocuparse en una situación extrema, dentro 
de la cual grandes sumas de dinero fiscal, invertidas en subvencionar las indus- 
trias de Tacna y Arica, pueden haber estimulado una considerable inmigración 
artificial a las provincias, porque nada de eso ha sido demostrado. 

El otorgamiento de concesiones ferroviarias, de irrigación y de otras, se 
hallaba claramente dentro de la autoridad de Chile. La vigencia de concesiones 
pudo ser limitada al plazc en que aquel ejercia poder ejecutivo y legislativo, 


“pero ésta es una cuestión que el árbitro no necesita resolver en este caso. Tal limi- 


tación no afectaría la validez de las concesiones durante la posesión y autoridad 
del otorgante. El único aspecto bajo el cual es necesario estudiar las concesiones 
ferroviarias y de otro género como factores de la chilemzaación, es en relación 
con la tendencia de tales empresas a traer chilenos, especialmente obreros chi- 
lenos, a Tacna y Arica. La principal empresa de este carácter llevada a cabo 
por Chile, según lo revelan los autos, fue la construcción del ferrocarril de 
Arica a La Paz, emprendida de acuerdo con las disposiciones del tratado chile- 
no-boliviano de 1904. Los autos indican que este ferrocarril dió por resultado la 
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introducción de cierto número de obreros chilenos a Tacna y Arica. El tiempo 
que hayan permanecido esos obreros en las provincias, después de la: termina- 
ción de la línea en 1913, no consta de modo explícito, pero había razones tan ob- 
vias, de carácter económico, para el ferrocarril de Arica a La Paz, que no podría 
inferir razonablemente que la importación de trabajadores chilenos, en relación 
con este proyecto no fuera más que un incidente en una empresa que Chile podía 
rca'izar con todo derecho. Indudablemente, concesiones coronadas por el éxito 
significaban población, y el aumento de la población en las provincias en estas 
aircunstancias debía representar, lógicamente, la existencia de una proporción 
mayor de personas de nacionalidad chilena; pero, el Perú no puede objetar el 
legítimo y normal desarrollo de las provincias durante el período en que queden 
bajo las leyes y autoridades chilenas. Nada hay en el tratado que imponga el 
estancamiento. 

La cuestión de la colonización se halla íntimamente relacionada eon la de 
las concesiones. En efecto, hasta donde alcanzan a demostrarlo los autos, Chile 
ha conseguido cierto grado de éxito como colonizador, principal, si no exclusi- 
vamente, por la ejecución de obras públicas, tales como el ferrocarril de Arica 
a La Paz. El asunto de colonización fué discutido entre los dos países en 1900, 
principalmente sobre la base del derecho de Chile para enajenar tierras fiscales 
en relación con los proyectos de colonización y de las pruebas se desprende que, 
de tiempo en tiempo, se discutieron proyectos de colonización más o menos im- 
portantes y que las leyes chilenas pertinentes fueron extendidas en sus efectos a 
Tacna y Arica en 1909. Sin embargo, no hay pruebas suficientes de que tales 
proyectos de colonización hayan sido llevados a la práctica y Chile ha negado 
que la ley de colonización haya sido puesta en práctica alguna vez o que se hu- 
biese comprado terrenos, como aquella lo disponía, o que en virtud de esas le- 
yes se hayan sustituido agricultores peruanos por chilenos. A este desmentido 
no se ha opuesto ninguna prueba afirmativa adecuada. En vista de este estado 
de los autos, se hace innecesario considerar hasta qué punto Chile pudo haber 
ap'icado un sistema de expropiación y colonización de las tierras de Tacna y 
Arica que hubiese determinado la despoblación de las provincias y la susttu- 
ción de los habitantes peruanos por chilenos, en grado suficiente para frustrar la 
finalidad del artículo tercero del tratado de Ancón. Es suficiente decir que las 
pruebas no demuestran que la colonización de parte de Chile alcanzase tales pro- 
porciones que permitan deducir que el Perú ha quedado desligado de sus obli- 
gaciones plebiscitarias. | 

Mediante varios arreglos con Bolivia, Chile ha concedido a ésta privilegios 
comerciales y aduaneros en los puertos de (sic) Tacna y Arica, que han dado 
lugar a protestas diplomáticas de parte del Perú. Chile admite expresamente 
que «si Tacna y Arica, como consecuencia del plebiscito, son devueltas a la so- 
beranía tomaría este territorio libre de todo eravamen resultante de tal tratado 
comercial.» En estas cireunstancias no se percibe que el Perú tenga alguna jus- 
ta reclamación por concepto de cualesquiera arreglos comerciales y aduaneros 
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que Chile haya podido efectuar para el régimen del territorio sujeto a su autori- 
dad. Si tales arreglos beneficiaron al territorio y, por tanto, fomentaron la inmi- 
eración, ésto ha sido un mero incidente legítimo de la administración del terri- 
torio contemplada por el tratado. 

El árbitro, por lo tanto, sostiene que, con respecto a los actos específicos, 
aducidos por el Perú como tendientes a demostrar una introducción subvencio- 
nda de ciudadanos chilenos, o estos actos, como cuestión legal, estuvieron den- 
tro del derecho de Chile según el tratado, durante el período en el cual el terri- 
torio «está sujeto a las leyes y autoridad chilenas », o, como cuestión de hecho, 
no existen pruebas suficientes para demostrar que en efecto fueron cometidos. 

B.—Los actos de los cuales se ha quejado el Perú, alegando que constituyen 


.la dispersión de la población peruana de 1900 en adelante, son: 


10—La clausura de escuelas peruanas. 

22—La expulsión de los párrocos peruanos. 

o“—La supiesión de periódicos peruanos. 

4%—La privación a los peruanos del derecho de reunión y del uso de la 
bandera peruana. 

32—El boicoteo de los obreros peruanos. 

62—La conseripeión de jóvenes peruanos en el ejército chileno. 

“*—La expulsión de ciudadanos peruanos. | 

S8%—La persecución general del pueblo peruano por medio de violencias, 
de pobladas toleradas o alentadas por las autoridades, y persecusiones varias, 
oficiales, de toda clase. 


Escuelas peruanas. —El 14 de mayo de 1900, el Gobernador de Tacna expi- 
dió un decreto clausurando las escuelas peruanas y el Gob'erno del Perú pre- 
sentó una enérgica protesta. Se declaró por el Ministro peruano de Relaciones 


Exteriores que esta medida era « contraria a las leyes de Chile y, en consecuen- 


ela, contraria al tratado de Ancón, que impone la fuerza y efecto de ellas en es- 
Los territorios.» El Ministro chileno de Relaciones Exteriores contestó neeando 
que se hubiese seguido un procedimiento excepcional y afirmó que la medida 
estaba justificada por las ley»s chilenas. Se dijo que había negado los permisos 
para las escuelas en cuestión por haber violado la ley los profesores peruanos, 


pues no se enseñaba ni la historia ni la geografía de Chile como lo requería la 


ley general, y que, de otro lado, se inculeaba a los alumnos sentimientos de hos- 
tilidad hacia Chile y se llevaba a cabo una campaña de propaganda; en vista 


de lo cual aquella medida se había tomado en cumplimiento de la ley. Se repli- 


có, a nombre del Perú, que las escuelas mantenidas por individuos particulares 
o por las pensiones que pagaban los alumnos, estaban sujetas a la inspección es- 
tablecida por la ley respecto a la moralidad y orden del establecimiento, pero no 
a la inspección de la enseñanza que en ellas se diese o de los métodos que sx» pu- 
diesen emplear. El Ministro chileno contestó reafirmando su posición y dicien- 
do: «si en aquellas escuelas se ha hecho propaganda contra Chile, si se ha in- 
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eculeado a sus alumnos sentimientos de odio hacia este país, si de este modo se 
ha negado la autoridad y derecho que Chile ejercita », estas consideraciones eran 
suficientes para justificar la medida como de orden público. El Ministro perua- 
no insistió en que no hay maestro de visión honorable y elevada que no trate de 
ineulear a sus alumnos, sentimientos de amor y abnegación para su patria, que 
éste era de los más elementales y sagrados deberes y que sí, en su cumplimiento. 
los profesores habían sido culpables de exageraciones impropias, debieron ser 
corregidos de acuerdo con la ley, pero no en otra forma. El asunto terminó con 
este desacuerdo. No hay adecuada refutación de los fundamentos con que Chi- 
le actuó y no aparece que ésta interpretara mal sus leyes, las cuales no se pue- 
de estimar tampoco que excediesen su autoridad. Debe agregarse que los autos 
indican que Chile no ha dejado de suministrar apropiadas facilidades educati- 
vas al pueblo del territorio. Hay algunas quejas en los autos en el sentido de que 
los superiores de los colegios chilenos han demostrado parcialidad contra los p2- 
ruanos, o tratado de forzar a los peruanos a elegir la nacionalidad chilena; pe- 
ro estas quejas no son suficientemente numerosas o bien fundadas para que se 
acepte que constituyen una política deliberada. 


Expulsión de los párrccos peruanos.—Tanto Chile como el Perú son países 
católicos y romanos y no se ha sugerido que se intentara introducir una fe 
extraña. La cuestión es esencialmente de patronato eclesiástico. Como dijo el 
Ministro peruano en su nota del 14 de noviembre de 1900, « en el Perú, como en 
Chile, la iglesia católica vive y prospera bajo la protección del antieuo sistema 
de patronato. De acuerdo con éste, el gobierno civil, en las divisiones territoria- 
les que están permanentemente bajo su control, interviene en la creación de las 
vicarías apostólicas o de otro orden, en la provisión de beneficios eclesiásticos 
y en toda otra función estrechamente relacionada con los atributos temporales 
de los Estados. El patronato, además, aparte de la fuente de donde deriva, es 
una prerrogativa íntimamente asociada con el ejercicio de la soberanía nacio- 
nal. Su acción sobre ciertas iglesias continúa hasta que cesa la soberanía sobre 
los territorios en que están situadas, y no se trasfiere sino cuando la soberanía 
misma es definitiva y permanentemente trasferida. Con respecto a Tacna y 
Nrica, ni el Perú ha cedido control y soberanía definitivos sobre ellas, ni Chile 
las ha adquirido; no ha llegado, por lo tanto, el momento de considerar que las 
atribuciones del Perú con respecto al patronato de esas iglesias, hayan cesado.» 


El Ministro chileno de Relaciones Exteriores en su respuesta del 19 de ene- 
ro de 1901, objetó esas conclusiones, diciendo: 

« Vuestra Excelencia reconoce que en el Perú, como en Chile, la Iglesia 
Católica vive y se desarrolla bajo los auspicios del régimen secular del patrona- 
to. Sentado este principio, sólo queda por establecer a cuál de los dos Gobier- 
nos pertenece el ejercicio del patronato para la provisión de las funciones y be- 
neticios eclesiásticos en el territorio que Chile ocupa conforme a las estipulacio- 
nes del tratado de Ancón. Si el tratado de Ancón colocó los territorios de Tae- 
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na y Arica bajo el dominio de la constitución y leyes chilenas, parece incuestio- 
nable que el Presidente de la República debe usar allí la facultad especial que 
lv otorgan la Constitución del Estado en el artículo LXXXII, inciso 13, que di- 
ce: «ejercitar las facultades de patronatos respecto a iglesias y beneficios y 
personas eclesiásticos, de conformidad con la ley.» 

En su respuesta, el Ministro del Perú insistió en que los derechos afirmados 
so relacionaban con la soberanía permanente y definitiva, e incumbían al Perú. 
De acuerdo con la posición de Chile, fundada en la disposición de que el terri- 
torio estaría sujeto a sus «leyes y autoridad », el Gobierno chileno exigló que 
los sacerdotes peruanos obtuvieran permisos de las autoridades chilenas. Los sa- 
cerdotes se negaron a pedir esos permisos, y el Gobierno chileno cerró las 19 le- 
sias. Se dice que los sacerdotes peruanos, entonces « abrieron oratorios a los cua- 
les llamaban privados, pero que fueron de hecho públicos », y el Gobierno chi- 
leno puso término a la controversia expulsando a los sacerdotes, de conformidad 
con un decreto fechado el 17 de febrero de 1910. Resulta que, más tarde, en ese 
mismo año, la Santa Sede, sin pronunciarse, aparentemente, en uno u otro sen- 
tido, en la presente controversia, creó una Vicaría Castrense, de la cual encargó 
a un capellán chileno a quien más tarde la Santa Sede elevó a la dignidad epis- 
copal. No es de la incumbencia del árbitro el ocuparse en asunto aleuno de la 
política eclesiástica pero, puesto que la cuestión fundamental parece haber si- 
do de patronato eclesiástico, tal como ya se ha dicho, no hay razón suficien- 
te para deducir que este patronato no se trasfirió con la autoridad territorial. 
No se le ha pedido al árbitro que juzgue del acierto o conveniencia de esta me- 
dida. 

Periódicos peruanos.—El alegato peruano acusa a Ohile de haber suspendi- 
do y suprimido periódicos peruanos, pero no prueba este cargo en forma satis- 
factoria. En su correspondencia con el Ministerio de Relaciones Exteriores de 

'hile, en 1900 y 1901, el Ministro peruano expresó su aprehensión de que el Go- 
bireno chileno cediese a los deseos de empleados subalternos, que deseaban su- 
primir la voz de la prensa, pero no formuló acusaciones de que dicho Gobierno 
hubiese efectivamente intervenido contra la prensa, y el Gobierno chileno negó 
haberlo hecho. Aquí parece que quedó el asunto, por lo menos en lo que a la 


correspondencia diplomática se refiere, hasta 1918, cuando la clausura de los 


periódicos peruanos fué señalada como uno de los rasgos característicos de la 
ilamada campaña de chilenización, en una circular del Ministro peruano de Ke- 
laciones Exteriores, fechada en diciembre de dicho año. No se adujo prueba en 
apoyo de esta mención incidental. 

De igual manera, el Ministro chileno de Relaciones Exteriores, en su res- 
puesta fechada el 6 de diciembre de 1918, se contentó con afirmar de modo inci- 
dental la existencia de la « libertad de la prensa ». En el memorándum del Mi- 
nistro de Relaciones Exteriores peruano, del 14 de febrero de 1919, figuraban 
extractos de un memorial, que, según se dice, « ciertos ciudadanos peruanos aca- 
baban de presentar al Presidente de la República y cuya exactitud absoluta cons- 
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ta de una investigación practicada por el Gobierno.» En el texto de este memo- 
rial se declara: « Esta persecución se manifestó con el asalto y destrucción del 
edificio del Club de la Unión en 1911 y por la de los talleres de ““La Voz del 
Sur”, “El Tacora'”” y “El Morro de Arica”, en ese mismo año. | 
Aunque no hay en los autos prueba suficiente de que Chile hubiese supri- 
mido o censurado la prensa peruana de Tacna y Arica, aplicando la ley o por 
acto del Gobierno chileno, hay pruebas suficientes para demostrar que los pe- 
riódicos peruanos fueron destruídos por violencias populares en 1911, y si bien 
no es posible, según las pruebas, imputar esta acción al Gobierno de Chile, sí 
aparece que los diarios peruanos no volvieron a salir, y la situación así creada 
exige que se la tenga en cuenta al fijar las condiciones de un posible plebiscito. 


Desconocimiento del. derecho de los peruanos a reumirse e ar la bandera 
peruana.—Los principales incidentes aducidos en apoyo de esta acusación son 
antiguos y triviales. La acusación falla por doble razón: porque no está suficien- 
temente documentada y por no haber sido demostrado que las medidas que a 
este respecto hubiese dictado el Gobierno chileno no hubieran estado dentro de 
sus poderes discrecionales en las cireunstancias que prevalecen en Tacna y Arica. 


Boicoteo de los trabajadores peruanos. —Este es un cargo que fácilmente 
se hace,. que es difícil probar, e igualmente difícil de refutar. Lo hace el Perú 
repetidas veces en sus documentos oficiales y en declaraciones de ciudadanos 
particulares. Lo niega Chile, excepto en lo relacionado con la preferencia dada 
en obras públicas, tales como el ferrocarril de Tacna y Arica a La Paz. En estas 
cireunstancia ha sido necesario examinar detalladamente los easos individuales 
con que el Perú ha tratado de probar el boicoteo de sus trabajadores. Entre vein-- 
tisiete casos concretos de expulsión, persecuclón, ete., que aparecen en el alega- 
to peruano, que fueron impuenados en la réplica chilena, y que, por consiguien- 
te, proporcionan la mejor base para juzgar de las argumentaciones de las partes, 
hay dos casos en los cuales el Perú ha tratado de probar el boicoteo de trabaja- 
dores: los de Roberto Nalvarte y Alberto Forero Márquez. En uno y otro caso 
no se llega a probar lo que el Perú alega. 

Entre los trescientos cuarenta casos de expulsión presentados en la réplica 
peruana hay algunos en que se alega que el declarante fué privado de su empleo 
porque era peruano. Teniendo presente que estas declaraciones son hechas ex 
parte y que Chile no ha tenido oportunidad de replicar a ellas, quedan muy po- 
cas que, a juicio del árbitro, puedan constituir prueba suficiente, prima facie, 
mientras que sí hay indicios en otras partes de los autos que dan motivo a alen- 
tar dudas sobre algunas de ellas. En otras palabras, hay una insignificante exhi- 
bición de casos específicos de boicoteo a los obreros peruanos, y estos descansan 
en declaraciones ex parte. Es esta base demasiado insustancial para fundar tal 
acusación, y aunque las pruebas dejan, en la mente del árbitro, la duda de que 
quizás ha habido más parcialidad en contra del obrero peruano que la que esta- 
blecen los autos, nada hay que indique que esta parcialidad haya alcanzado pro- 
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porciones tales que hagan posible considerarla como factor para pronunciarse 
en contra del plebiscito. 


Conscripción.—El Perú acusa a Chile de aplicar sus leyes de conseripción 

a los ciudadanos peruanos de Tacna y Arica como medio de arrancarlos de las 

provincias, eliminando así sus votos en caso de realizarse el plebiscito. A esta 

acusación Chile opone tres argumentos: primero: que la conscripción no es un 

medio efectivo de chilenizar a los reclutas peruanos; segundo: que a los hijos 

de padres peruanos, no se les aplica la conscripción; y tercero: que el Perú ne 

: ha exhibido disposiciones de la ley chilena sobre el servicio militar de los pe: 
ruanos. 


El primer argumento de la defensa es impertinente, porque el Perú no ha 

dicho que las leyes de conscripción sirvan para ganarle a Chile votos por medio, 
de la chilenización de conscriptos, sino para eliminar votos peruanos, porque los 
Jóvenes de esta nacionalidad, al verse llamados al servicio, prefieren emigrar al 
Perú. El segundo argumento si se refiere al fondo del asunto y se basa en gran 
“parte en la circular del Ministerio chileno de Relaciones Exteriores, fechada el 
12 de febrero de 1920, en la cual, después de declarar que de acuerdo con la 
Constitución de Chile, las leyes de conscripción se aplican con derecho a todas 
las personas en Tacna y Arica, incluyendo a los peruanos, dicha circular agre- 
ga: «Sin embargo, por especial disposición administrativa, todos los jóvenes na- 
“cidos en Tacna y Arica que, por descender de peruanos puedan haber indicado 
su preferencia por el Perú, han sido eliminados del servicio militar en esas pro- 
vincias.» Como este argumento afirma la aplicabilidad de las leyes de conserip- 
ción chilena y descansa en la lenidad con que son puestas en práctica por las au- 
toridades, se hace innecesario considerar el tercer argumento. La alegación de le- 
nidad para obligar al cumplimiento de estas leyes, hace surgir la cuestión de 
hecho y requiere el examen de más o menos doscientas declaraciones presentadas 
por el Perú, en las que los declarantes pretenden haber sido obligados a salir de 
Tacna y Arica para eludir el servicio militar, o no haber eumplido sus deberes 
militares, o por haberse negado a eumplirlos de acuerdo con las leyes chilenas de 
¡conseripción. La gran mayoría de estas declaraciones aparece en la réplica, sin 
que Chile haya tenido, por lo tanto, oportunidad de replicar a ellas. Tomando 
ésto debidamente en consideración, así como otras pruebas que aparecen en au- 
tos, el árbitro no puede llegar a la conclusión de que la política de lenidad admi- 
nistrativa, de que se precia el Gobierno chileno con respecto a los conscriptos di 
| s de padres peruanos, cuya descendencia invoca esa nacio- 


Tacna y Arica nácido 
los funcionarios administratl- 


? nalidad, haya sido consistentemente seguida por 
vos en ese territorio. Si bien las declaraciones indican que la aplicación de la ley, 
ha sido intermitente, en cuanto a tiempo, y esporádica, en cuanto a los lugares 
: “y personas, y que muchos jóvenes peruanos no han sido molestados aún en lu 
“gares y en momentos en que la ley se estaba aplicando a otros peruanos, también 
“indican que, en considerable número de casos, particularmente en el año 1925, 
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las leyes chilenas de conseripción fueron aplicados no tanto para los fines de ' 
reclutamiento, pues la, política de lenidad parece hasta allí haber sido razona- | 
blemente observada, por lo menos con el resultado, si no con el propósito, de Ñ 
arrancar a los jóvenes peruanos de las provincias. Y en cuanto éste sea el caso, 
bitro estima que ello constituye un abuso de las autoridades chilenas. i 
Sin embargo, como el expediente no precisa el alcance de tal abuso, es ob- 
vio que no hay suficientes pruebas, con respecto al tiempo, a las personas o al | 
sitio, para establecer la existencia de una situación tan seria que justificara el. 
descargo de las obligaciones plebiscitarias previstas en el tratado. Las interml- 4 


infracciones que han ocurrido, tienen, sin embargo, impor- 
4 


el ár 


tentes y esporádicas 
tancia, en relación con el examen de las condiciones del plebiscito. 
Expulsión de ciudadanos peruanos. — El alegato y la réplica peruanos y 
correspondencia diplomática presentados al árbitro, acusan repetidamente a. 
Chile de haber expulsado y estar expulsando a la población peruana de Tacna 
y Arica, tanto en masa como individualmente. La réplica chilena y los documen- 
tos diplomáticos chilenos niegan esta acusación, excepto en el caso de cincuenti- | 
dos personas, cuya expulsión se reconoce y explica como determinada por « re 
petidas violaciones de la ley e intentos de conspiración contra wl Estado.» | 
El Perú ha sometido, en apoyo de sus argumentaciones, varios cientos de 
casos individuales y en los que, según sostiene, se ha realizado la expulsión. Co- 3 
mo antes se ha dicho, en el alegato peruano se presenta y en la réplica chilena 
sc niega veintisiete casos específicos de expulsiones directa o indirectas. lin la 
réplica peruana se registran también trescientos cuarenta casos adicionales ba- 
sados en otras tantas declaraciones, y algunos otros casos diseminados en los 
autos. Cada uno de esos casos abarca uno o más individuos. La mayor parte de 
las pruebas presentadas por ambas partes, consistentes en declaraciones ex parte. 
y de personas residentes en Tacna y Arica, o que últimamente residieron alí, 
y que actualmente residen en el Perú, y, que estaban por lo tanto, sujetas, en | 
mayor o menor grado, o reparo por su relación con el caso y por el ambiente. 
en que se producen. | 
En el caso de las declaraciones presentadas en la réplica peruana, Chile 
no ha tenido oportunidad de presentar contrapruebas y por supuesto tampoco 
la ha habido para carear o preguntar a los testigos. En estas circunstancias, 
las dificultades naturales con que se tropieza para conocer la verdad en un asun- | 
to contencioso de esta clase aumentan gradualmente. Sin embargo, en vista del 
número de estos casos que han sido presentados y del número en que Chile ha 
tenido oportunidad de producir prueba en contrario, conjuntamente con otros | 
areumentos que aparecen en los autos, el árbitro cree que se puede llegar a una | 
conclusión segura de carácter general. Se ha examinado, en consecuencia, cada. 
caso individual de expulsión mencionado en los autos. Si se fuese a discutir | 
aquí cada uno de estos casos, se alargaría este dictamen mueho más de lo debi- 
do, y, todo lo que no sea expresar las conclusiones del árbitro, sería poco satis- 


factorio 0 enteramente inútil. El árbitro es de opinión que, como sucede a menu- 


do en casos de esta naturaleza, la verdad se encuentra entre las Opiniones extre- 
mas de las partes. El árbitro acepta lo expuesto por Chile, de que sólo se ha 
expulsado formalmente (oficialmente) a cincuentidós personas, en forma que: 
se hiciera necesario dejar constancia de ello en los archivos del Ministerio de Re- 
laciones Exteriores; pero, el árbitro no puede dejar de reconocer que no es ne- 
cesario que las ipcidades locales chilenas registren en sus libros un caso de 
expulsión para poder realizarlo, y que esas expulsiones puedan realizarse en 
forma no oficial, por medio de amenazas e intimidaciones sin siquiera llevarlas 
a conocimiento del Gobierno chileno ni dejar constancia de ello en el Ministe- 
rio de Relaciones Exteriores. En efecto, es evidente, por lo indicado en los au- 


tos, que la mayoría de los llamados casos de AN se realizaron por la apli- 
- cación o por la amenaza de aplicar la ley de conscripción, y que en muchos de 


estos casos, no ha habido expulsión en el sentido técnico de la palabra. El de- 
clarante se fué < voluntariamente » para evitar la aplicación de la ley. 


El árbitro sostiene que las pruebas indican que las expulsiones « extraofi- 
ciales » de diversos géneros han sobrepasado a las expulsiones ofciales que admi- 


ten y justifican los agentes chilenos. Cuántos de estos casos de expulsión, oficias 


les o no, se basaron en causas justas, es imposible deducirlo en mérito de los au- 


tos; pero es razonable suponer que a más de los casos que se refieren a la cons- 
-eripción militar, hubo otros casos imposibles de justificar. Todo lo dicho, sin 
embargo está muy lejos de dejar ¡justificado el cuadro de expulsiones en masa 
y despoblación descrito en los documentos peruanos. 


El árbitro llega a la conclusión de que los autos presentados no sustancian 


los cargos formulados por el Perú acerca de las expulsiones en masa y despobla- 


ción. Cree, por otra parte, que Chile ha estimado el número de expulsiones por 


debajo de la verdad y que el Perú lo ha exagerado. 


Tomando en consideración toda la prueba y la naturaleza de la cuestión 


“final sometida al fallo del árbitro, y los principios que deben aplicarse en su de- 


terminación, según ya se ha dicho, el árbitro no halla en las expulsiones que se 
han realizado, violación tan seria y deliberada de los derechos que el tratado da 


al Perú, como para justificar el repudio, de las obligaciones plebiscitarias esta- 
hlecidas por el artículo tercero. Las expulsiones que se han verificado son, sin em- 
bargo, pertinentes en relación con el otro punto que, además, ha sido sometido 
al árbitro. 


Persecución general de los peruanos por actos violentos del populacho y de 


otros modos.—Poco precisa decir con respecto a la cuestión de actos de violen- 
cia del populacho, que ocupa considerable espacio en el expediente. Por des- 
gracia, los actos de violencia de las turbas no son desconocidas en ningún país. 
Se han producido en Chile, en Iquique, tanto en 1911 como en 1918, sufriendo 
sus consecuencias los peruanos. Iquique está como a 75 millas al Sur de la fron- 
tera meridional de Tacna y Arica, y lo que ocurrió en Iquique no tiene rela- 


TA 


ción directa con los asuntos que concierne a este arbitraje. Desgraciadamente, 
poco después, tanto en 1911 como en 1918 y 19, se produjeron nuevamente ac- 
tos de violencia del populacho en Tacna y Arica y una vez más fueron víctimas 
de ellos los peruanos. La responsabilidad del Gobierno chileno por estas viola- 


cias populares en Tacna y Arica en 1911 y 1918 y 19, no ha quedado estable- ' 


cida en los autos. Los autos además se encuentran llenos de diversos cargos de 
persecución oficial de los ciudadanos peruanos en Tacna y Arica. Estos cargos 
en lo que tienen de serios, y algunos de ellos son muy serios, no están sustenta- 
dos por prueba invercsómil y específica. Se fundan en declaraciones generales 
w el árbitro se ve obligado a manifestar que esas acusaciones de persecución ge- 
neral “no están debidamente sostenidas. Hay también numerosos cargos de pe- 
queñas persecuciones, algunos de los cuales si se toman individualmente, po- 
drían tener cierta base; pero, ni aun todos ellos juntos, son lo suficientemente 
serios como para afectar la decisión en la importante cuestión que se considera. 


Conclusión —El árbitro está lejos de aprobar la conducta de la adminis- 
tración chilena y de excusar los actos cometidos contra los peruanos a que se 
ha hecho referencia, pero no encuentra razón alguna para llegar a la conclusión 
de que, en las circunstancias actuales, sea imposible la realización de un ple- 
biscito justo e imparcial, en condiciones adecuadas, o para que tal plebiscito 
no debiera realizarse. 


El convenio que hicieran las partes de que la suerte definitiva del terri- 


torio de Tacna y Arica fuese determinada por votación popular, está de acuer- 
do con los postulados democráticos. El citado acuerdo proporcionó, cuando fué 


pactado, una deseable alternativa a la continuación de la contienda, y ofrece hoy 
un medio de evitar la repetición de un quizás desastroso choque de sentimien-- 


tos e intereses encontrados, hondamente arraigados en las naciones respectivas. 
Al convenir en la terminación de la enconada controversia por medio del voto 
popular, las partes acudieron a una solución que las presentes circunstancias no 
sólo no hacen impracticable, sino más imprevista como un medio de amigable dis- 
posición. Las partes en el tratado de Ancón no establecieron ninguna fórmula 
alternativa de arreglo, ni la limitación del tiempo ni condición resolutoria. Es 
claro que si los abusos de la administración pudiesen tener el efecto de termi- 
nar este arreglo, sería necesario comprobar que se ha producido un estado de 
cosas tan serio como consecuencia de dichos abusos, que no puede por lo menos 
de tener el efecto de frustrar el objeto del convenio, y en opinión del árbitro no 
se ha puesto de manifiesto que se haya producido una situación de tal gravedad. 

El árbitro piensa que las disposiciones de los párrafos segundo y tercero 
del artículo tercero del tratado de Ancón, están todavía en vigencia; que el ple- 
biscito debe realizarse y que los intereses de ambas partes pueden ser salvaguar- 
dados mediante el establecimiento de condiciones adecuadas. 
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Segundo: Condiciones del vlebiscito 


El acta complementaria del protocolo de arbitraje dispone que « en caso de 
declararse la procedencia del plebiscito, queda facultado el árbitro para deter- 
minar sus condiciones.» 


No habiendo logrado las partes ponerse de acuerdo sobre el protocolo es- 


pecial, contemplado en el artículo tercero del tratado de Ancón, que debe pres- 


ertbir «la manera como debe efectuarse el plebiscito», han sometido esta cues- 
tión al árbitro, y el presente laudo debe considerarse como sustitutorio del pro- 
tocolo especial. El tratado de Ancón no contiene disposición aleuna respecto a 
las condiciones del plebiscito y declara, meramente, que será una decisión por 
medio del <* votopopular ». Como no se fijó el tiempo para la realización del ple- 
biscito, excepto en cuanto no debería efectuarse sino hasta después de la expi- 
ración del plazo de diez años, el electorado a que las partes debían apelar, era 
manifiestamente el que existía en el tiempo del plebiscito, y aparte de que sería 
fútil intentarlo, nada justificaría el empeño de reconstituir por medios artificia- 
les un grupo electoral que existió en época anterior, aunque sí se podrían formu- 


lar condiciones razonables que tomen en consideración la situación de los perua- 


nos de esas provincias que hayan sido injustamente expulsados. Las condiciones 


deben de hacer justicia sustancial a las partes"en las presentes cireunstancias. 


Han sido formuladas, además, a la luz de las proposiciones hechas y de las opi- 
niones vertidas por las respectivas partes, en el curso de sus negociaciones y el 


árbitro no ha dejado de tomar en cuenta todos los precedentes históricos que 
pudieran considerarse de valor. 


CALIFICACION DE LOS VOTANTES 


Al iniciarse las negociaciones Jiménez-Solar sostuvo el Perú que « el dere- 


cho del sufragio correspondía sólo a los peruanos », mientras que el diplomático 

chileno alegaba que « todos los habitantes del territorio tenían derecho a decla- 
rar su voluntad de pertenecer al Perú o a Chile.» Sin embargo, cedió en este 
$ punto el Perú, y en el proyecto peruano de protocolo de 23 de febrero de 1894, 
discutido en las negociaciones de Jiménez-Solar, se convino en que se permitiría 
“votar a los peruanos y chilenos. Este proyecto de protocolo estableció una. dis- 
tinción respecto a la residencia entre peruanos y chilenos, permitiendo que <« los 
peruanos que actualmente residen en las provincias de Tacna y Arica >» tuviesen 
voto, pero concediendo participación en la votación sólo a «los chilenos que 
pudieran comprobar una residencia continua de dos años y que actualmente vi- 
van allí.» 


En las negociaciones Seoane-Puga Bone, en 1908, sostenía Chile « que 
todos los habitantes calificados del territorio debían ser llamados a ejercer el 
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derecho de sufragio plebiscitario », pero a esto replicó el Perú que el derecho 
de soberanía pertenecía sólo a los CLOS » o, como lo expresa la traducción 
peruana, < el derecho de voto pertenece únicamente a los regnícolas.» 


En las negociaciones Edwards-Porras, de 1909 y 1910, se propuso por par- 
te de Chile, que « todos los habitantes, chilenos, peruanos y extranjeras » tuyle- 
sen voto; a lo que se respondió en nombre del Perú que « tendrían derecho a 
voto tedos los peruanos y chilenos que reunieran los siguientes requisitos: a) 
edad de 21 años; b) residencia en el territorio cuando menos desde el 1? de Ju- 
lio de 1907. También podrían tomar parte en la votación los nacidos en el te- 
rritorio de Tacna y Arica que estuviesen presentes en el momento de la vota- 
ción si se hubiesen previamente inscrito con este fin. Los empleados públicos y 
los miembros del ejército y de la policía que estuviesen en servicio en las pro- 
vincias mencionadas, no tendrían voto.» 

En el cambio de comunicaciones Huneeus- Valera, de noviembre 10 de 1912, 
se disponía lo siguente: « Las personas nacidas en Tacna y Arica, y los chile- 


nos y peruanos que hayan residido por tres años en el territorio tendrán dere- 


cho a voto.» El alegato chileno, refiriéndose a las disposiciones del cambio de 
comunicaciones Huneeus-Valera que conceden voto a «las personas nacidas en 
Tacna y Arica » sin el requisito de residencia, indica que el plebiscito Huneeus- 
Valera sólo debía realizarse en 1933; pero expresa la opinión de que « derecho 
de voto por razón de nacimiento en el territorio es un asunto sin importancia.» 

Resulta de aquí que en tres ocasiones, en el curso de las negociaciones, los 
representantes del Perú han concedido el derecho de voto a los chilenos que tu- 


vieran determinada residencia en el territorio, y que la insistencia en el dere- 


cho de voto de las personas nacidas en el territorio, sin tener en cuenta la actual 
residencia, no encuentra gran oposición. Esta última disposición dará oportuni- 
dad de votar a los peruanos naturales del territorio que puedan haber sido ex- 
pulsados, sin intentar la difícil tarea de determinar todas las cuestiones de he- 
cho en cada caso particular. 


La única cuestión pendiente, en cuanto a la nacionalidad, es si el derecho 
de voto debe extenderse a los residentes en Tacna y Arica que no sean ni perua- 
nos ni chilenos. Debe recordarse que desde la fecha del tratado toda una genera- 
ción ha crecido en el territorio, contándose en ella un número de extranjeros, 
que no son ni peruanos ni chilenos, que no saben si la tierra en que viven será 
en definitiva peruana o chilena y que muy bien pueden haberse abstenido, debido 
a esa incertidumbre, de adquirir la nacionalidad chilena o peruana, aunque el 
Perú permite la naturalización después de dos años de residencia y Chile des- 
pués de uno solamente. 

En estas circunstancias sería simplemente equitativo, ya que al parecer el 
número de esos votantes no sería grande, conceder el voto a los extranjeros, esto 
es, a las personas que no son chilenos ni peruanos, que tuvieran residencia bona 
fide, efectiva, en el territorio por tiempo suficiente para poder naturalizarse en 
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Chile o en el Perú, y que estén dispuestas a declarar bajo juramento, su inten- 
ción de solicitar naturalización en cualquiera de los dos países que resulte fa- 
“vorecido en el plebiscito. 

Aparte de las personas nacidas en el territorio, queda por tomar en cuenta 
qué período de residencia bona fide, en Tacna y Arica, debe ser suficiente para 
conceder a cualquiera persona la calidad de votante en el plebiscito, evalquiera 
po haya sido el lugar de su nacimiento. 


ES El árbitro es de opinión que la fecha con respecto a la cual deben referir: 
se los requisitos que debe reunir todo votante, de modo que, por lo menos, con 
posterioridad a ella, no pueda adquirir nuevos derechos por traseurso de tiem- 
po. debe ser la del Protocolo de Arbitraje y el Acta Complementaria, a saber el 
-20 de julio de 1922. 
4 Teualmente, que cualquiera persona de nacionalidad peruana o chilena que 
haya residido continuamente en Tacna y Arica por dos años, antes del 20 de ju- 
lio de 1922, y que haya seguido manteniendo su residencia, allí hasta la fecha 
de la inscripción, debe tener derecho al voto. Además, igual derecho ha de con- 
“cederse a cualquiera persona de cualquiera otra nacionalidad que haya residido 
enntinuamento en Tacna y Arica por dos años, con anterioridad al 20 de julio 
| de 1922, que haya continuado residiendo allí hasta la fecha de la inscripción y 
ps que haga solemne declaración, en un formulario que le será suministrado, de 
su propósito de seguir residiendo en la provincia y de solicitar su naturaliza- 
ción bajo las leyes del país que triunfe en el plebiscito. Y opina también que, 
por razones obvias, sería conveniente que además de los anteriores requisitos 
respecto a la residencia en el territorio, se exigiese una corta, pero razonable 
residencia, inmediatamente anterior a la inscripción, en la subdelegación en que 
4 el votante se inscriba. 
G El sufragio femenino no existe en el Perú ni en Chile, ninguna de las par- 
3 tes la ha pedido, ni ha sido sugerido en el curso de las negociaciones entre éstas. 


El saber leer y escribir es requisito para ejercer el derecho de sufragio en 
ambos países; pero, en vista de las cireunstancias y de lo que se tiene entendi- 
4 do respecto a la calidad de considerable parte de la población de las provincias, 
se cree justo no se exija este requisito a aquellos que poseen bienes raíces en 
4 el territorio. | 

3 i En ambos países hay ciertas inhabilitaciones para votar por razón del ser- 
“yicio militar, y en el Perú los empleados civiles del Estado se hallan también 
excluídos del derecho de sufragio. Por otra parte, se cree que a las personas na- 
: idas en Tacna y Arica no debe privárselas del voto en este plebiscito por razo- 
nes del servicio militar o civil. En cuanto a los demás, en vista de la política 
que al respecto informa las leyes del Perú y de Chile, parece conveniente que 
no voten los que se encuentren en el servicio militar y, aunque en Chile no se 
excluye del derecho de sufragio a los empleados civiles, el árbitro no ve razón en 


este caso para establecer diferencia entre los srvicios militar y elvil, 


o a 


De acuerdo con lo expuesto, el árbitro estima que las siguientes personas 
¿tendrán derecho a votar en el plebiscito que ha de realizarse de conformidad 
con este laudo: 

A).—Los varones de 21 años que sepan leer y escribir, que reunan los re- 
quisitos de una cualquiera de las siguientes clasificaciones numeradas 194 DEA 

1: —Personas nacidas en Tacna y Arica, es decir, en el territorio que 
se define más adelante en este laudo; 
22—DLos peruanos y chilenos que: 
a).—El 20 de julio de 1922 hubiesen tenido dos años de residencia 


continúa en dicho territorio. 
b).—Continúen residiendo en la misma forma en dicho territorio 


hasta la fecha de la inscripción, y 

c).—Que residan los tres meses que precedan inmediatamente a la 
fecha de la inscripción, en la subdelegación en que tengan su residencia estable- 
cida al tiempo de inscribirse, y | 

d).—Que suscriban una declaración jurada respecto a su residencia, 
según modelo que suministrará la Comisión plebiscitaria de la que se tratará 
más adelante. 

32—Los extranjeros, es decir, las personas que no son ni peruanas ni 

chilenas; que tengan los requisitos para naturalización en el Perú o én Chile, 
y que satisfagan los requisitos especificados en los incisos a), b), e) y d) del 
párrafo A. 2 y que además suseriban una declaración según modelo que suml- 


nistrará la Comisión plebiscitaria, en que conste su intención de solicitar na- 


turalización en el Estado que gane el plebiscito. 

B. 1).—5Se establece, sin embargo, que a nadie se le debe negar el derecho 
de voto en el plebiscito por el solo hecho de no saber leer y escribir, si se trata 
de personas que el 20 de julio de 1922, y sin interrupción desde esa fecha hasta 
aquella en que soliciten su inscripción, fuesen propietarios de bienes raíces en 
dicho territorio. 

2).—Se establece, además, que nadie debe tener voto de residencia en d1- 
cho territorio, según lo preserito en los incisos 2 y 3 del párrafo A, si, durante 
una parte cualquiera del período de residencia exigido, ha pertenecido en cual- 
quier capacidad al ejército, armada, carabineros, policía eubernativa, policía 
secreta o gendarmería, sea de Chile o del Perú, o si ha recibido remuneración 
como tal; o si ha sido funcionario o empleado civil en la administración políti- 
ca, judicial o fiscal de uno u otro país, o si ha recibido remuneración como tal. 

9).—Se establece, así mismo, que a los militares de cualquier eraduación 
y a los empleados civiles de cualquier categoría de uno u otro de los oobiernos 
citados, que hayan nacido en dicho territorio, debe dárseles la oportunidad de 
volver al lugar de su nacimiento para inscribirse y votar en el plebiscito. 


4.—5Se establece, por último que no se debe permitir inscribirse o votar: 


he 
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a).—A ninguna persona que esté cumpliendo pena de reclusión previa 
sentencia por delito no político y que envuelva la calificación de infamante, 0 
b).—Que se halle bajo tutela, o non compos mentis, o esté demente. 
Los gobiernos de Chile y del Perú facilitarán la entrada en Tacna y Ari- 
ea y el tránsito por Chile y el Perú, respectivamente para tal propósito, a toda 
persona que se crea con derecho a votar en el plebiscito, y la Comisión plebis- 
citaria tendrá competencia para recibir las quejas que se basen en alegadas vlo- 
laciones de la anterior disposición y para resolver sobre la validez de tales re- 
clamaciones y sobre el derecho a voto de dichos reclamantes. 


SUPERVIGILANCIA DEL PLEBISCITO 


Es obvio que la realización del plebiscito debe supervigilarse adecuadamen 
te por autoridad competente e imparelal, y en las negociaciones de las partes se 
ha concedido considerable atención a la constitución de tal autoridad. Como una 


de las condiciones del plebiscito, el árbitro decide que se constituyan una CO- 


MISION PLEBISCITARIA y Juntas de Inscripción y Sufragio con la organl- 
zación, poderes y deberes que a. continuación se expresan: 


COMISIÓN PLEBISCITARIA 


A) Constitución.— La Comisión plebiscitaria constará de tres miembros, 
uno que será nombrado por el Gobierno de Chile, otro por el Gobierno del Perú, 
y un tercer miembro que actuará como Presidente de la Comisión y que será 
nombrado por el Presidente de los Estados Unidos. 

En caso de que una de las partes en el arbitraje nombte a uno de los miem- 
bros de la Comisión plebiscitaria, pero la otra parte no haga el nombramiento 
del que le corresponde, dentro de los treinta días después del plazo que en este 
Laudo se señala más adelante, recaerá inmediatamente sobre el Presidente de la 
Comisión plebiscitaria el deber de nombrar el miembro que debe llenar la va- 
cante existente. Al hacer este nombramiento el Presidente de la Comisión no 
tendrá más limitación, en cuanto a la nacionalidad, sino la de que en la Comi- 
sión plebiscitaria no podrá haber más de un miembro de nacionalidad chilena, 
ni más de uno de nacionalidad peruana. 

Las vacantes se llenarán del mismo modo que se hayan hecho los nombra- 


mientos primitivos. 


B) Procedimiento—La Comisión plebiscitaria actuará por mayoría de vo- 
tos, y establecerá sus propias reglas de procedimientos, sujetándose a las dispo- 
siciones de este Laudo. 

C) Poderes.—1. La Comisión plebiscitaria tendrá, en general, completo con- 
trol sobre el plebiscito y autoridad para decidir todas las cuestiones relativas a 
la inseripción de los votantes, a la votación y cómputo de votos, y sl las perso- 
AS aleguen derecho a inscribirse y votar reunen los requisitos para hacerlo, 
sujetándose tan sólo a lo prescrito en este Laudo. 
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9.—Sin limitar la generalidad de lo que precede, la Comisión plebiscitaria 
tendrá la autoridad y el deber de promulgar las pS y reglamenta del 
plebiscito, que proveerán a lo siguiente: 

1.—A los procedimientos de las Juntas de Inscripción y Sufragio. 

2).—A la publicación de las fechas y los lugares de inscripción y de las 
fechas y lugares de votación. 

3).—A la inscripción de los votantes. 

4).—A someter al examen público las listas de votantes inscriptos antes 
de la fecha fijada para las votaciones, a fin de dar oportunidad para la investi- 
gación de los casos disputados y para la correción de las listas de votantes. 

5).—A asegurar el secreto del voto. 

6).—A la impresión de las papeletas de votación plebiscitaria, las cuales 
deberán ser sencillas, y tener dos columnas encabezadas por reproducciones de 
las banderas nacionales de Chile y el Perú, respectivamente, y con las palabras 
POR CHILE en una columna y POR EL PERU en la otra, y un cuadrado en 
cada columna que el votante marcará según su preferencia. 

7) —A la recepción y cómputo de las papeletas de votación. 

8).—A la tabulación y eserutinio de los resultados de la votación. 

9).—A las consultas que eleven las Juntas de Inscripción y Sufragio a la 
Comisión Plebiscitaria. 

10).—A la sustanciación de los recursos destinados a anular algunos o 
todos los votos depositados en cualquier lugar de votación como resultado, efeec- 
tivo o aparente, de intimidación, cohecho o fraude, ya sea que esos recursos se 
presenten en vía de apelación de las decisiones de las Juntas de Inscripción y 
Sufragio, ya sea que se originen directamente ante la Comisión Plebiscitaria. 


D) Apelación al árbitro.—El árbitro se reserva la facultad y el derecho de 
conocer el motu propio de cualesquiera decisiones de la Comisión plebiscitaria. 
El árbitro se reserva, además, el poder y el derecho de conocer de las apelacio- 
ns respecto a las cuales la Comisión haya certificado que lo resuelto envuelve 
la interpretación del Laudo; de la jurisdicción de la Comisión o de algún punto 
de general importancia, relacionado con la realización o resultados del plebisci- 
to. y que un miembro de la Comisión haya presentado dictamen en minoría y 
pedido que el asunto sea elevado al árbitro. : 

En toda apelación, el árbitro se reserva el derecho y la facultad de deter- 
minar el momento, la forma y los autos en que la apelación le debe ser sometida. 

E) Informe al árbitro. Apelación —Después de terminado el eserutinio y 
clasificación de los resultados presentados por las Juntas de Inscripción y Su- 
fragio a la Comisión plebiscitaria, ésta informará, por telégrafo al árbitro y a 
los Ministro de Relaciones Exteriores de las dos partes, de los resultados del 
plebiscito. Dentro de los cinco días posteriores a este informe, cualquiera de las 
partes podrá apelar de esos resultados ante la Comisión plebiscitaria, fundán- 
dose en que en el resultado del voto plebiscitario anunciado, han influído la in- 
timidación, el cohecho o el fraude, en proporciones tales que el resultado alcan- 
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zado no representa la voluntad del pueblo de Tacna y Arica. Si tal apelación se 


- iniciase, la Comisión conocerá de ella sumariamente, de acuerdo con las reglas de 


procedimiento que la misma Comisión ha de formular, y comunicará su fallo a 
la brevedad posible al árbitro y a las partes. Si no se iniciase apelación dentro 
de los cinco días, la Comisión plebiscitaria lo comunicará así, por telégrafo, al 
árbitro y a los respectivos Ministros de Relaciones Exteriores. 


JUNTAS DE INSCRIPCION Y SUFRAGIO 


A) Constitución y número.—Se nombrarán, cuando menos, cuatro Juntas 
de Inscripción y Sufragio, y tantas cuantas la Comisión plebiscitaria, y encuen- 
tre necesarias. Cada junta constará de tres miembros, nombrados en la siguien- 
te forma: 

Un miembro será nombrado por cada uno de los miembros de la Comisión 
Plebiscitaria, excepción hecha del Presidente de la Comisión, y el tercero, que 
presidirá la Junta, será nombrado por el Presidente de la Comisión plebiscita- 
ria. Las vacantes se llenarán por el mismo procedimiento que los nombramien- 
tos primitivos. 

B).—Procedimiento.—Las Juntas de Inscripción y Sufragio actuarán, res- 
pectivamente, por mayoría de votos. 

C.) Sede.—Una Junta de Inscripción y Sufragio funcionará en Arica; otra 


en Tacna y las demás en los lugares que designe la Comisión plebiscitaria, a fin 
de dar facilidades adecuadas a las A que tengan los requisitos para inscrl- 


birse y votar. 
D.) Facultades.— Las Juntas de Inscripción y Sufragio procederán, de 


“acuerdo con los reglamentos promulgados por la Comisión plebiscitaria, a for- 


mular y publicar las listas de votantes con derecho a tomar parte en el plebis- 
cito, y a recibir y contar los votos. Ninguna persona que no esté debidamente 
inscrita podrá votar en el plebiscito. 


FECHAS RELATIVAS AL PLEBISCITO 


Los miembros de la Comisión plebiscitaria serán nombrados dentro de los 


“cuatro meses que sigan a la fecha de la expedición de este Laudo, y la Comisión 


se reunirá en la ciudad de Arica para su primera sesión, a más tardar, dentro 


de los seis meses que sigan a la fecha de la expedición de este Laudo, El árbi- 
tro puede cambiar estas fechas. La Comisión procederá inmediatamente a for- 
mular las reglas a que ha de ajustar sus propios procedimientos y las disposleio- 


nes que deben regir el plebiscito, de acuerdo con las condiciones que aquí se 
han expuesto, y fijará la fecha del plebiscito y la época y lugares para la inserip- 


ción y votación. 
Las fechas, épocas y lugares así determinados podrán ser cambiados por la 


Comisión 


A 


GASTOS DEL PLEBISCITO 


A.—Los gastos del plebiscito los sufragarán los dos países por partes 
jeuales. 0 

B.—Los miembros de la Comisión plebiscitaria recibirán el reembolso de sus 
gastos efectivos y cada uno de ellos, como remuneración, una suma equivalente 
a mil dólares por mes, durante el período de servicios. 

C.—La Comisión hará, tan pronto como sea practicable, y lo someterá al 
árbitro, un presupuesto del costo total de la ejecución del plebiscito y una minu- 
ta demostrando las cantidades que periódicamente será necesario poner a su 
disposición para sus fines. Una vez aprobado este presupuesto y esta escala de 
gastos por el árbitro, cada uno de los dos gobiernos depositará las sumas de que 
se trata, por partes iguales, en una institución que designará la Comisión, de- 
biendo hacerse el depósito en la cuantía y fechas especificadas en el presupues- 
to. Si llegase a ser necesario un nuevo presupuesto o presupuestos y una nueva 
escala o escalas de gastos, se prepararán y someterán de la manera indicada. 
Cualquiera cantidad que no se gaste en las atenciones necesarias y naturales 
del plebiscito, la Comisión, una vez que haya concluído sus labores, la reembol- 
sará a los gobiernos, en partes iguales. 


D.—Dentro de los cuatro meses que sigan a la fecha de expedición de este 
taudo, cada uno de los dos gobiernos depositará en una institución financiera, 
que designará el Secretario de Estado de los Estados Unidos, la suma de quin- 
ce mil dólares, a fin de tenerla disponible para los gastos iniciales y para remu- 
neración de los miembros de la Comisión plebiscitaria. 


E.—El árbitro puede extender el plazo fijado para el primer depósito y 
puede modificar, asimismo, cualquiera escala de gastos presentada por la Comi- 
sión, antes o después de haberla aprobado, a fin de hacerla concordar con cual- 
quier alteración de la fecha del plebiscito que sea necesaria. 


F.—En caso de que alguna de las partes no deposite la mitad que le co- 
rresponde de cualquier cantidad necesaria para los gastos del plebiscito, dentro 
del plazo o plazos especificados en la forma que queda dicha — o en la que es- 
tipule en cualquiera escala de gastos preparada por la Comisión aprobada por el 
árbitro — la otra parte puede adelantar la cantidad requerida, a fin de que el 
trabajo de la Comisión plebiscitaria no se interrumpa, y cualquiera cantidad de 
este modo adelantada se agregará o restará, según el caso, al pagar la suma de 
diez millones estipulada en el tratado y de la que se habla más adelante; y el 
reembolso de tal adelanto o adelantos será garantizado del mismo modo que se 
garantice el paso de los diez millones. 


G.-—La Comisión plebiscitaria nombrará un funcionario pagador que otor- 
gará fianza, y éste, con la autorización de la Comisión, pasará, de las sumas de- 
positadas a que se viene haciendo referencia, las cantidades requeridas para el 
trabajo de la Comisión de las Juntas de Inscripción y Sufragio. 
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PROCLAMACIÓN DEL RESULTADO DEL PLEBISCITO 


Una vez que el árbitro haya sido informado por la Comisión plebiscitaria 
del resultado del plebiscito, y en caso de que no se hayan entablado acciones pa- 
ra objetarlo en los términos que ya se ha previsto, procederá a proclamar el re- 
sultado, notificándolo a ambas partes. Si se entablan acciones contra el resul- 
tado, el árbitro, después de recibir el informe de la Comisión plebiscitaria, o 
proclamará el resultado del plebiseito notificándolo a las partes, o declarará 
nula la votación efectuada, decretando un nuevo plebiscito para dentro de los 
tres meses siguientes. 


LEGISLACION PARA FACILITAR EL PLEBISCITO 


Chile y el Perú expedirán leyes adecuadas para proteger, dentro de sus 
respectivas jurisdicciones a los miembros de la Comisión plebiscitaria y a los de 
las Juntas de Suscripción y Sufragio en el cumplimiento de sus funciones; pa- 
ra la captura, juzgamiento y castigo de los culpables de intimidación, cohecho, 
fraude u otros delitos relacionados con la inscripción o votación en el plebiscito, 
o de estorbar a la Comisión plebiscitaria, o a cualquiera de sus miembros, o a 
cualquiera de las Juntas de Inscripción y Sufragio, o a cualquiera de sus miem- 
bros o empleados en el desempeño de sus respectivas funciones u obligaciones; 
para obligar a comparecer a los testigos ante la Comisión plebiscitaria y las Jun- 
tas de Inscripción y Sufragio, según solicitud de la Comisión debidamente pre- 
sentada a autoridad competente chilena o peruana, según el caso, y para el casti- 
go de los testigos, que, citados, se nieguen a declarar ante la Comisión o ante las 


Juntas de Inscripción y Sufragio, o que sean culpables de perjurio. 


DEMANDA DE REEMBOLSO Y AJUSTE DE CUENTAS 


Chile alega que el árbitro debe imponer como condición del plebiscito que, 
en caso de que Chile sea derrotado en éste, se le reembolsen los gastos que ha 
hecho en obras públicas durante los últimos cuarenta años en "Tacna y Arica. 

El Perú, por otra parte, insiste en que cualesquiera gastos o mejoras he- 
chos por Chile en Tacna y Arica desde 1894, fueron hechos por su propio ries- 


go, y que el Perú no es responsable de su valor. Alega también el Perú que, no 


sólo ha recibido ya Chile, los diez millones de pesos estipulados en el tratado, 
mediante la prolongada ocupación de Tacna y Arica desde la. expiración del 
plazo original de diez años, sino que el Perú tiene título a una compensación 
de veinte millones de pesos adicionales, como pago por la prolongada e ilegal 
ocupación del territorio por Chile. 

| Aun que el árbitro es de parecer que las conclusiones que hasta aquí se han 
presentado en esta Opinión y Laudo, resuelven decisivamente estas reclamacio- 
nes de las partes, el árbitro no se considera llamado por los términos del conve- 


IA 


nio de arbitraje a juzgar estas reclamaciones. El árbitro tiene poderes para de- 
cidir si el plebiscito debe efectuarse o nó, y, habiendo decidido afirmativamen- 
te, tiene también facultad para fijar las condiciones del plebiscito. Pero el arbl- 
tro sostiene que las condiciones que está dentro de su competencia imponer, son 
las que se refieren a la realización del plebiscito y a las materias que han debido | 
establecerse en el protocolo especial contemplado en el tratado de Ancón. Las 
reclamaciones presentadas por las partes no se refieren a la manera cómo debe 
realizarse el plebiscito. | 

El árbitro, por lo tanto, desecha estas reclamaciones de una y otra parte, 
fundándose en que no caen dentro de su jurisdicción. 


PAGO DE LOS DIEZ MILLONES 


El artículo tercero del tratado de Ancón estipuló en su tercer párrafo, rela- 
cionado con el protocolo especial de que allí se trata, que dicho protocolo debería 
establecer « la manera cómo ha de realizarse el plebiscito y las condiciones y fe- 
chas para el pago de diez millones por la nación que quede dueña de las provin- 
cias de Tacna y Arica.» Como este pago según los términos del artículo tercero, 
depende del plebiscito y debe seguirlo, se considera que se halla dentro de los 
deberes del árbitro, según el convenio de arbitraje, el de determinar la época 
y condiciones de tal pago. En esta materia no hay principio legal alguno que si1- 
va de guía; es una cuestión que debe determinarse dentro de ciertos límites ge- 
nerales de rectitud a la luz de las obligaciones del tratado. 

En su alegato, Chile ha informado al árbitro de lo que en la actualidad de- 
sea, pero, sin duda porque sus puntos de vista con respecto al caso no lo hacían 
necesario, el Perú ni ha examinado el plan de pago de los diez millones sugerido 
por Chile, ni ha indicado sus opiniones en las presentes circunstancias sobre es- 
ta materia. 

Chile, sin embargo, además de proponer el plan de pago, ha indicado tam- 
bién que se halla listo a aceptar un arreglo que, en anterior ocasión. fué acepta- 
ble para el Perú, a saber: el que se estipuló en el protocolo Billinghurst-Latorre 
de 1898, cuyo texto dice así: 

Artículo XV.—La indemnización de diez millones de pesos prescrita por el 
artículo III del tratado de 20 de octubre de 1883, será pagada por el país que 
resulte dueño de las provincias de Tacna y Arica, en esta forma: un millón den- 
tro del término de diez días, a contar desde que se proclame el resultado general 
del plebiscito; otro millón un año después, y dos millones al fin de cada uno 
de los cuatro años siguientes. 

Las referidas cantidades se pagarán en soles de plata peruanos o en mone- 
da de plata chilena de la que circulaba en la época en. se suscribió el tratado de 
20 de octubre de 1888. 

Artículo XVI.—Quedan afectos al pago de la indemnización de que trata 
el artículo anterior, los productos totales de la aduana de Arica, | 
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Como no se encuentra razones para adoptar una base distinta, el árbitro 
mantiene que el pago de los diez millones debe hacerse en las armadas y los pla- 
zos siguientes : 
Un millón dentro de los diez días que sigan a la proclamación por el árbi- 
tro del resultado del plebiscito. 
Un segundo millón dentro del año siguiente, y 
Dos millones al fin de cada uno de los subsiguientes años. 
Estas sumas se pagarán en soles peruanos de plata o en moneda de plata 
chilena equivalente a la que se hallaba en circulación el 20 de 'octubre de 18883. 
Se señala, como garantía de estos pagos, el total de las entradas de la Adua- 
na de Arica. 


Tercero: Las cuestiones de límites en Tarata y Chilcaya 


Las cuestiones que aún quedan pendientes de decisión, se relacionan con 
os límites del territorio a que se refiere el artículo tercero del tratado de An- 
cón. Este artículo demarca el territorio así: 

El territorio de las provincias de Tacna y Arica, que limita, por el Norte, 
con el río Sama, desde su nacimiento en las cordilleras lumitrofes con Bola 
hasta su desembocadura en el mar; por el Sur,:con la quebrada y río de Cama- 
rones; por el Oriente, con la República de Bolivia; y por el Pomente, con el mar 
Pacífico, continusrá poseído por Chile y sujeto a la legislación y autoridades 
chilenas durante el término de diez años contados desde aque se ratifique el pre- 
sente tratado. 
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LA FRONTERA NORTE: TARATA 


Inmediatamente después de firmado el tratado se suscitó una controversia 
“sobre la frontera del Norte, controversia que ha continuado desde entonces. Chi- 
le sostiene que el tratado estableció una línea fluvial, es decir, el río Sama des- 
3 de sus cabeceras hasta su desembocadura, y que esta línea debe definirse y adop- 
tarse como la frontera Norte sin tener en cuenta los linderos provinciales del 
Perú. Según lo que alega Chile, el territorio en cuestión incluiría no sólo las pro- 
vincias de Tacna y Arica, sino también una porción de la provincia peruana de 
' Tarata. El Perú insiste en que el artículo tercero del tratado se refirió solamen- 
te a las provincias de Tacna y Arica y no incluyó parte alguna de la provincia 
de Tarata. 

No se ha negado que, al tiempo de firmarse el tratado, existía bajo la ley 
| “peruana y había existido por varios años un departamento peruano conocido co- 
mo el departamento de Tacna, y que este departamento contenía tres provincias 
conocidas como las provincias de Tacna, Arica y Tarata. Es también claro que 
la referencia que se hace en el tratado a las provincias de Tacna y Arica debe 
entenderse de esos nombres. Si no se hubiese mencionado el río Sama como fron- 
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tera, nadie habría podido sugerir que, dentro del territorio de las dos provin- 
cias peruanas de Tacna y Arica, se incluía parte Je otro que no pertenecía 
a ellas. : 

El areumento en favor de la inclusión de otro territorio consiste en que la 
referencia a las dos provincias debe considerarse como determinada por la línea 
fluvial descrita. La dificultad para aceptar este argumento se encuentra en que 
no existe la línea fluvial que el tratado prescribe. No hay ningún río Sama que 
tenga sus cabeceras en la frontera de Bolivia. El río Sama como se le conoce y 
ubica, está formado por la reunión del río Chaspaya y el río Tala que conflu- 
yen al occidente de la ciudad de Tarata (capital de la provincia de ese nombre). 

Desde las juntas, el río Sama se dirige a su desembocadura en el mar atravesan- 
do la porción Norte, del lado del Pacífico, de la provincia peruana de Tacna. 
Según ésto, parte del territorio de esa provincia se halla al Sur del río Sama 
y la provincia de Tacna. Se ha disputado cuál de los tributarios del Sama, al 
Oriente de la junta de los ríos Chaspaya y Tala, debe considerarse como el 
afluente principal u origen del río Sama; pero, ni el Chaspaya ni el Tala ni sus 
tributarios, se avienen con la deseripción del tratado e impiden al árbitro es- 
tablecer una línea con el río Sama como está descrito « desde su cabecera en las 
cordilleras de la frontera de Bolivia hasta su desembocadura en el mar.» 

El alegato chileno dice que el geográfo chileno Alejandro Bertrand, en un 
informe al Gobierno de Chile en 1903, sugirió « como una solución del problema 
suscitado por el hecho de que el río Sama no nace en las montañas de la fronte- 
ra de Bolivia », la adopción de una línea que uniese la cabecera del Chaspaya o 
del Ticalaco (que parece ser tributario del Tala) con la intercepción de los an- 
tiguos departamentos de Tacna y Puno en la frontera boliviana. En esta in- 
certidumbre Chile, insistiendo en una línea fluvial, sugiere que el árbitro nom- 
bre un comisionado especial para que investigue e informe, a fin de establecer 
una línea fronteriza en esa área, interponiéndola entre la cabecera de uno u otro 
de los tributarios del río Sama en la frontera de Bolivia. 


Después de que se firmó el tratado, Chile se estableció en las márgenes del 
río Ticalaco, el cual se halla como a la mitad de la distancia entre el tributario 
Norte del Sama y el Chaspaya, y el tributario Sur (aparentemente a través del 
Tala), el Estique; pero insiste en que siempre ha reclamado el Chaspaya como 
verdadero origen del Sama. El Perú inmediatamente protestó contra la ocupa- 
ción, alegando el tratado, de una porción cualquiera de la provincia de Tarata 
y siempre ha mantenido esta actitud. Chile, alegando el derecho que se atribu- 
ye, procedió a establecer una provincia chilena de Tacna, incluyendo la súbde- 
legación de Tarata. En un despacho del 14 de julio de 1886, del Cónsul peruano 
en Iquique al Ministro de Relaciones Exteriores del Prrú, se dice que Chile ha- 
bía asumido jurisdicción en tres de los distritos de la provincia peruana de Ta- 

rata, a saber: los distritos de Tarata, Tarucachi y Estique. 


Es evidente que los representantes de las partes que negociaron el tratado 
tenían conocimientos poco precisos de la geografía de esa región del Este e in- 
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sertaron en el tratado una descripción inexacta. Debe decirse, asimismo, que no 
se han suministrado al árbitro pruebas satisfactorias en cuanto a la línea exacta 
que siguiera la frontera de la antigua jurisdicción provincial peruana. El expe- 
diente es notablemente deficiente en mapas adecuados e información geográfi- 
ca relativa a esas cuestiones. 


A pesar de estas dificultades, el árbitro encuentra ciertas consideraciones 
fundamentales en la formación del tratado. La cuestión fundamental dentro de 
la ley es la intención de las partes y toda interpretación artificial debe evitarse. 
Las provincias peruanas de Tacna y Arica eran divisiones políticas bien conoci- 
das, con sus respectivas capitales que llevaban los mismos nombres, y la pro- 
vincia peruana de Tarata era también una división política bien conocida con 
su capital de igual nombre. Se hace difícil creer que representantes de gobiernos, 
que a pesar diz carecer de información geográfica exacta, sabían de estas bien 
conocidas divisiones, de las jurisdicciones que ellas denotaban y particularmen- 
ve de las más importantes ciudades en ellas incluídas, hubiesen usado la ex- 
presión « el territorio de las provincias de Tacna y Arica » cuando tenían la in- 
tención de incluír no sólo ese territorio sino también una parte del territorio 
de una división distinta bien conocida, señalada con el nombre de Tarata. El ar- 
egumento de que esta referencia a una división política bien conocida debe ceder 
el paso a una frontera geográfica descrita (en el tratado), parte del principio de 
que, en realidad, se ha señalado una frontera geográfica definida — lo cual no 


sucede en este caso — o que la deseripción de una frontera geográfica indica la 


intención de incluír territorio que se halla fuera de las provincias de Tacna y 
Arica, cuando, en realidad, la mención de una frontera geográfica que no exis- 
tía, sólo sirve para indicar que los negociadores no sabían donde estaba la divi- 
sión geográfica que intentaron describir. Las referencias a las divisiones políti- 
cas conocidas como provincias de Tacna y Arica no pueden, a juicio del árbi- 
tro, ser supeditadas por la descripción de una línea que es imposible trazar de 


acuerdo con tal descripción. 


La historia de las negociaciones que condujeron al tratado de Ancón, al- 
guna luz arrojan sobre este asunto. En la conferencia del 28 de octubre, 1880, 
señaló Chile, como una de las condiciones de paz, «la retención por parte de 
Chile de los territorios de Moquegua, Tacna y Arica ocupadas por fuerzas chi- 
lenas.» En el protocolo de 11 de febrero de 1882, Chile puso por condición la 


«ocupación de la región de Tacna y Arica por diez años.» Chile, en su réplica, 


se refiere a la propuesta del Ministro de los Estados Unidos en Chile hecha al 
Ministro de Relaciones Exteriores chileno en el curso de sus buenos oficios, de 
que Chile tuviese el derecho de comprar el « territorio peruano comprendido en- 
tre el río Camarones y el río Sama », pero si no ha de prestarse significación 
alguna a ésto, como propuesta de una línea exclusivamente fluvial, se encuentra 
frente al hecho de que en el protocolo subs guiente de diez de mayo del año 1883, 
las partes no determinaron la línea del río, y simplemente indicaron que * los 
territorios de Tacna y Arica continuarían en posesión de Chile, etc. » 
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Otras discusiones hubo en cuanto a la redacción del párrafo de que se trata 
cuando se llegó el momento de firmar el tratado definitivo, y es de lamentar que 
no existan datos más completos sobre este punto en la documentación. En ella 
hay algunos indicios que indican que Chile trató de conseguir que se insertara 
la expresión « departamento de "Tacna », expresión que habría abarcado las 
provihcias de Tacna, Arica y Tarata. La réplica peruana cita de la obra de Gon- 
zalo Bulnes “Guerra del Pacífico”? (volumen IIL, pág. 578) lo que se presenta 
como un teleerama del Ministro de Relaciones Exteriores de Chile, entonces en 
Lima, al Presidente de la Nación chilena, el 18 de octubre de 1383, dos días an- 
tes de firmarse el tratado, y que dice: ds 

< Al suscribirse el tratado definitivo, léase el telegrama de Aldunate a Santa 
María, (Presidente de Chile), fechado el 18 de octubre de 1883, dijimos que el 
departamento de Tacna debería permanecer por diez años en poder de Chile; y 
los negociadores de Iglesias (Presidente del Perú) areuyen que lo que se había 
convenido en mayo abarcaba, únicamente, hasta la realización del plebis; 
cito, la extensión de las provincias de Tacna y Arica hasta el río Sama y no la 
otra provincia de Tarata que llega a Locumba y que igualmente forma parte 
del departamento de Tacna. En presencia de esta dificultad no me atrevo a 
decidir nada por mí mismo. Si nosotros, al concluír algún tratado, hubiéramos 
dicho que cedíamos los territorios de Santiago y Victoria, ¿se habría entendido 
que también cedíamos Rancagua? Todo está preparado para la entrega de Li- 
ma y Callao el sábado, y la actual dificultad causa grave perturbación.» 

Aungue Chile no ha tenido oportunidad de contestar a la réplica peruana, 
se desprende de la réplica chilena que alguna cuestión de esta naturaleza había 
surgido, pues cita un telegrama del 19 de octubre de 1883, dirigido por el Pre- - 
sidente de Chile a los negociadores chilenos, que dice así: 

« Los telegramas y documentos que hemos consultado nos convencen de 
que siempre hemos señalado el río Sama como línea divisoria entre el territorio 
peruano y el territorio que ha de pasar a Chile. Según las condiciones del acuer- 
do, tomamos el río Sama en toda su extensión desde la costa hasta el punto en 
que se divide y continúa a la frontera boliviana, debiéndose incluír en el terri- 
torio por cederse, todas las poblaciones que quedan al Sur de esa línea. Cuando 
se fijó dicha línea, se tuvo también presente que todo el camino que conduce a 
Bolivia — circunstancia que no se podría dejar pasar desapercibida — queda- 
ba incluído en el territorio por cederse de acuerdo con el resultado del plebis- 
cito. Si tomando Sama como línea divisoria, Tarata queda bajo nuestro control, 
que así sea. Mantenemos nuestra palabra. No hablamos de departamentos sino 
de territorios al referirnos antes a Tacna y Arica, porque fijamos una línea co- 
mo la del Sama, que podría ser o nó línea fronteriza en la división territorial 
peruana de esas regiones.» ¡ | 

El Perú no ha tenido la oportunidad de exponer sus puntos de vista res- 
pecto a estos telegramas. 

Lo que puede deducirse de estos cambios de comunicaciones es que la cues- 
tión de incluír el territorio de la provincia de Tarata estuvo en la mente de las 


partes. Si Chile quiso incluír Tarata, no logró conseguir referencia alguna a la 
provincia de Tarata en la descripción. Si se pensó que la mención de la línea 
divisoria fluvial produciría ese efecto, el hecho es que la especificación del te- 
rritorio que se sentó en el tratado fué la de < las provincias de Tacna y Arica » 
y que la línea fluvial, por su inexactitud, perdió todo sienificado determinado. 
SI se supone, como parece ser lo cierto, que la cuestión de incluír el territorio 
de la provincia de Tarata se mencionó, se considera decisivo que el tratado no 
é establece únicamente la línea fluvial y que las palabras < el territorio de la pro- 
vincia de Tacna y Arica » se tonservaran en él. No hay prueba suficiente res- 
pecto a la intención de convenir en que alguna parte del territorio de la provin- 
cla de Tarata quedase incluída en el artículo tercero, y no existe estipulación lo 
bastante precisa que justifique esta conclusión. 

3 No se opone a este punto de vista el hecho de que la línea exacta de la 
frontera provincial peruana no esté definida en los autos, o que pudiese haber 
habido alguna incertidumbre con relación a ella. La capital de la provincia de 
¿ Tarata era la ciudad de Tarata, lugar de considerable importancia. Esto sumi- 
DC mistra una prueba, pues, según la pretensión chilena, la ciudad de Tarata de- 
TC bía pasar a Chile. Es evidente, sin embargo, que ninguna de las partes supo 
que la cuidad de Tarata se hallaba en el territorio de las provincias de Tacna y 
Arica. Así también los areumentos que se basan en la importancia económica 0 
estratégica de Tarata deben desecharse. Si Chile, por alguna razón, daba im- 
: portancia a la retención de Tarata, tanto más significativo es el hecho de que 
ese país no incluyese en el tratado ninguna referencia a la provincia de Tara- 
ta, mientras sí hacía clara mención a las provincias de Tacna y Arica. No sólo 
el primer párrafo, sino también los párrafos segundo y tercero del artículo ter- 
cero del tratado, se refieren a estas provincias. El segundo párrafo dice que el 
plebiscito decidirá < si el territorio de las provincias arriba mencionadas debe 
quedar bajo el dominio y soberanía de Chile o continuar formando parte del Pe- 
+ú.» Se agrega que cualquiera de los dos países al cual « las provincias de Tae- 
na y Arica > sean anexadas, hará el pago de que se ha tratado. Y el tercer pá- 
rrafo estipula que el protocolo especial preseribirá los términos y plazos del pa- 
go que debe hacerse por la nación < que quede en posesión de las provincias de 
Tacna y Árica.» | | 

E: árbitro decide que ninguna parte. de la provincia peruana de Tarata 
está incluída en el territorio a que se refieren las disposiciones del artículo ter- 
¿cero del tratado de Ancón; que el territorio al cual se refiere el artículo terce- 
To es exclusivamente el de las provincias peruanas de Tacna y Arica, tal como 
"existían el 20 de octubre del año 1883; y que la frontera Norte de aquella parte 
del territorio comprendida por el artículo tercero, que se hallaba dentro de la 
provincia peruana de Tacna, es el río Sama. 


TA FRONTERA SUR: CHILCAYA 


La frontera Sur del territorio comprendido en el artículo tercero del trata: 
do de Ancón, la forman, según éste, «la quebrada y río de Camarones.» 
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En relación con este punto debe observarse que el artículo segundo del tra- 
tado estipuló la cesión por el Perú a Chile, a perpetuidad, del « territorio de la 
provincia litoral de Tarapacá, cuyos límites son por el Norte la quebrada y río 
de Camarones.» 

Aparece así que en estos dos artículos la línea divisoria entre la provineia 
peruana de Tarapacá, cedida en absoluto a Chile, y el territorio de las provin- 
cias peruanas de Tacna y Arica que debían continuar, saeún se expresa, en po- 
sesión de Chile, se da simplemente como «la quebrada y río Camarones.» Pa- 
rece que no hay disputa en cuanto a este límite *n la parte comprendida entre 
ia boca del río Camarones en el océano Pacífico y Arepunta, donde se le reunen 
sus dos principales tributarios, el Ajatama que viene del Noreste y el Caritaya 
que viene del Sureste. Chile sostiene que el Ajatama es la verdadera continua- 
ción del Camarones y pretende la línea del Ajatema hasta el punto en que se 
le une el Río Blaneo y, de ese punto, traza una línea a lo que Chile asegura que 
ha sido la línea divisoria, legal o tradicional, entre los territorios de las provin- 
cias peruanas de Arica y Tarapacá. Esto se halla de acuerdo con un decreto chi- 
leno fechado el 4 de mayo de 1904. Chile, sin embargo, pide que una comisión 
de expertos sea nombrada por el árbitro para que fije la línea. 

El Perú expresa su intención de aceptar la decisión que el árbitro pueda 
considerar apropiada y fquitativa, pero se tiene entendido que reclama el río 
Caritaya como la verdadera línea divisoria desde el Arepunta hasta su naci- 
miento, manteniendo, al parecer, que este nacimiento se interezpta con la línea 
fronteriza boliviana. 

Entre estas dos líneas se encuentran los valiosos depósitos diz bórax de 
Chilcaya, sobre los cuales ha habido una seria controversia entre reclamantes 
particularas, rivales. Esta disputa puede haber influído en la dación por parte 
de Chile del decreto de delimitación de 1904, Muchas de las pruebas que se pre- 
sentan en estos autos son informes y dictámenes pertinentes a la controversia en- 
tre litigantes particulares. En el litigio la Corte chilena de Arica sostuvo en 
1904, que los demandantes, pretendientes a los yacimientos de bórax en virtud 
de títulos expedidos en Tarapacá, no habían podido sustentar sus pretensiones 
siquiera mediante pruebas preponderantes y que el fallo debería ser en favor de 
los demandados en posesión, en virtud de títulos expedidos en Arica. La Corte 
sin embargo, resolvió que no era diz su competencia decidir sobre los límites en- 
tre Arica y Pisagua (Tarapacá). El 3 de enero de 1905, esta declaración fué con- 
firmada — apoyándose en razones técnicas — por la Corte chilena de Apelacio- 
nes de Tacna. | 

Ambas partes parecen convenir en que la línea del tratado y el antiguo lí- 
mite provincial peruano son iguales; y el árbitro, tomando la cláusula en cues- 
tión en el sentido que de su contexto se desprende, es del mismo parecer. Sin 
embargo es imposible fijar esta línea con los datos sometidos al árbitro. 

El árbitro decide que la frontera Sur del territorio a que se refiere el ar- 
tículo tercero del tratado de Ancón, es la línea divisoria provincial peruana, en- 
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ire las provincias peruanas de Arica y Tarapacá, tal como estaban el 20 de oe- 
- tubre de 1883. 


CONCLUSION 


Por lo tanto el árbitro decide: 

Que el territorio al cual se refiere el artículo tercero del tratado de Ancón 
y cuya suerte definitiva va a determinarse por el plebiscito que deberá realizar- 
se conforme a lo que anteriormente se dispone, es el territorio de las provincias 
peruanas de Tacna y Arica, tal como estaban constituídas el 20 de octubre, 
1883; es decir, tanta parte del territorio de dicha provincia peruana de Tacna 
cuanta limita por el Norte por el río Sama y todo el territorio de la ya nombra- 
da provincia peruana de Arica. 

Que el árbitro se reserva la facultad y el derecho de nombrar una Comisión 
especial compuesta de tres personas: una que será designada por Chile, otra lo 
será por el Perú y la tercera nombrada por el árbitro, para trazar las líneas 
fronterizas del territorio comprendido en el artículo tercero del tratado de ár- 
bitro en esta Opimón y Laudo; que si alguna de las partes no hace la designa- 
ción que le corresponde dentro de los cuatro meses que sigan a la fecha de Opn- 
nión y Laudo, el árbitro tendrá la facultad y el derecho de nombrar un miem- 
bro de la comisión especial para llenar la vacante que por esa omisión se pro- 

—dujera; y que las vacantes que se produzcan en dicha comisión especial se lle- 
 narán del mismo modo que se hagan los nombramientos originales. 

Que dentro de cuatro meses, a partir de la fecha de este Laudo, cada una 
de las partes depositará la suma que fije el árbitro, en una institución que él 
mismo designará, a fin de atender a los gastos y remuneraciones de los miembros 
de dicha Comisión especial, y dentro de los dos meses de la fecha de Opimón y 
Laudo, las partes, someterán al árbitro sus presupuestos de gastos y emolumen- 

tos. Que en caso que una de las partes no someta el presupuesto, ello no impe- 
dirá que el árbitro decida sobre la cantidad que debe depositarse, y si una de las 
partes no hace el depósito de la suma fijada por el árbitro, la otra podría hacer 
el depósito requerido, y la cantidad así adelantada por una cualquiera de las 
partes en favor de la otra, se agregará o restará de la cantidad que deberá recl- 
bir o pagar, la otra parte que hace el adelanto, según el párrafo segundo del 
artículo tercero del tratado de Ancón. 

Que todos los plazos que aquí se han establecido pueden ser prorrogados 0 
“ alterados por el árbitro. 

| Que la realización del plebiscito, según está previsto en ste documento, no 
se demorará por esperar los trabajos o informes de la citada Comisión especial 
3 sobre fronteras, pero que cualquiera de las partes podrá oponerse a que una per- 
| sona se registre o vote en dicho plebiscito fundándose en que ha nacido o resi- 
dido, según el caso, fuera de los límites del territorio a que se refiere el artículo 
tercero del tratado de Ancón, en la forma en que ha sido definido en este Laudo; 
: y la Comisión plebiscitaria hará que se lleve un registro separado de todas aque- 
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llas personas cuyo derecho a registro y voto pueda ser afectado por el informe 
de la Comisión especial sobre fronteras, y los votos de tales personas se Conser- 
varán también aparte. 

Que el árbitro se reserva la facultad y el derecho de juzgar, aprobar, modi- 
ficar o rechazar el informe de la dicha Comisión especial, o de nombrar una nue- 
va Comisión especial y proceder con su informe de análoga manera. 

Que si aparece del informe de la Comisión plebiscitaria que el resultado 
del plebiscito puede depender de los votos de las personas, cuyo derecho a re- 
eistrarse y votar se hallen en duda hasta que los límites del territorio compren- 
dido por el artículo tercero del tratado de Ancón hayan sido fijados, en la forma 
que en este documento se prescribe, el árbitro no efectuará la proclamación del 
resultado del plebiscito, sino después de que dichas fronteras hayan sido fija- 
das y quede, por consiguiente, resuelto el derecho a inscribirse y votar de di- 
chas personas. 

En testimonio de lo expuesto he tirmado e: presente y he hecho estampar 
en él el sello de los Estados Unidos. 

Extendido por triplicado en la ciudad de Washington el cuarto día de mar- 
zo del año mil novecientos veinticinco, año 159 de la independencia de los Esta- 
dos Unidos. 


Un sello 


CALVIN COOLIDGE. 
Por el Presidente. 


CHARLES E. HuaHEs 
Secretario de Estado. 


La posición moral de Chile 


CABLEGRAMA DEL PRESIDENTE LEGUIA AL PRESIDENTE COOLIDGE 
Y RESPUESTA DE ESTE 


Lima, 10 de marzo de 1925. 
Excmo. señor Calvin Coolidge, Presidente de los Estados Unidos. 
Washington. 


No obstante que, a mi juicio, el Laudo de Vuestra Excelencia ha mejorado 
inmerecidamente la posición moral de la República de Chile, culpable sin duda 
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alguna, por más de 40 años, de indescriptibles persecuciones y crímenas contra los 
eludadanos peruanos de Tacna y Arica; yo expreso a Vuestra Excelenecia, sin 
reservas, mis sinceras gracias por la elevada responsabilidad que tan desintere- 
sadamente ha asumido al restablecer, al fin, bajo el predominio de la justicia, 
la paz y la tranquilidad en esta parte del hemisferio occidental que, por culpa 
de Chile, ha vivido durante casi medio siglo al borde de la guerra. 


As B. JLLEGUÍA: 


Casa Blanca, Washington, marzo 13 de 1925.. 
Excelentísimo señor don Augusto B. Leguía, Presidente del Perú. 
Lima. 


He recibido con placer el cablegrama en que Vuestra Excelencia se digna 
expresar. sin reservas, sus agradecimientos por la responsabilidad asumida por 


mí para obtener un arreglo pacífico de la cuestión de Tacna y Arica. 


Aprecio altamente el sentimiento expresado por Vuestra Excelencia y me 


apresuro a asegurarle que estimo como un elevado privilegio la oportunidad que 


se me ha ofrecido para conseguir un justo arreglo final de esta disputa, lo cual 


me siento seguro—se alcanzará con el procedimiento bosquejado en el Laudo. 
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CALVIN COOLIDGE. 


CABLEGRAMA DEL PRESIDENTE DE LA JUNTA DE GOBIERNO DE CHILE 
AL PRESIDENTE CONSTITUCIONAL DEL PERU 


Santiago de Chile, 9 de marzo de 1925. 


Su Excelencia el Presidente de la República del Perú. 


Al recibir de nuestro Embajador en Washington la noticia de la decisión 


de Su Excelencia el Presidente de los Estados Unidos en nuestra controversia 


sometida a su arbitraje, me es grato manifestar a Vuestra Excelencia que el 
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pueblo de Chile se congratula del término de esta larga cuestión, y espera con- 
fiado una nueva era de concordia en las relaciones políticas y comerciales de 
ambos países con positivo beneficio para la armonía continental. 


EMILIO BELLO, 
Presidente de la Junta de Gobierno de Chile. 


RESPUESTA DEL PRESIDENTE DEL PERU 


Lima, 30 de marzo de 1925. 


Presidente de la Junta de Gobierno de Chile 
Santiago. 


Con referencia al cablegrama de Vuestra Excelencia fechado ayer, cábeme 
manifiestar que mi Gobierno siempre ha confiado en que la decisión arbitral del 
Presidente de los Estados Unidos hará resurgir el predominio de la justicia 
en las relaciones políticas del Perú y Chile. 


A.B., LEGuUÍA 


Presidente del Perú. 
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GABETULO V 


TEXTO DEL RECURSO PRESENTADO AL ARBITRO POR 
LA COMISIÓN DE DEFENSA DEL PERU 


El Gobierno del Perú aprecia altamente la deferencia del de los Esta- 
dos Unidos de América por haber pronunciado su laudo en la cuestión que le 


fué sometida a arbitraje por el protocolo y acta complementaria, firmados en 
- Wáshington, el 20 de julio de 1922; pero antes de manifestar su asentimien- 


to para concurrir al plebiscito que se dispone en dicha sentencia, no puede 
dejar de expresar aleunas consideraciones respecto de la esencia misma del do- 
cumento que la contiene y formular determinadas peticiones tendientes a la 


-_mejor y más leal ejecución del plebiscito. 


Piensa, desde luego, el Gobierno del Perú que el Arbitro ha incurrido 
en un error sustancial, del cual deriva el sentido de su fallo, adverso a la no 
procedencia del plebiscito, al traducir las palabras que en el texto del tratado 
dicen literalmente « Expirado este plazo» y que en el idioma inglés equiva- 
le a «at the expiration of» o a < harving expired this time limited > por las 


palabras «after the expiration of», que traducidas al castellano, significan 


«después de expirado este plazo », siendo así que la frase «expirado este 


“plazo >, que se consigna en el texto auténtico determina perentoriamente un 


límite de tiempo—diez años—a la posesión de Chile y fija el plazo para 1% 


realización del plebiscito. El Arbitro debió hacer una investigación más pro- 


lija para asegurar la traducción correcta e intachable de las palabras espa- 
ñolas empleadas en el tratado de Ancón así habría llegado, necesariamente, a 
la conclusión lógica de que el plebiscito debió realizarse en 1894 y no a la 
conclusión inaceptable y que hiere profundamente el sentimiento nacional pe- 
ruano de admitir que Chile ha podido lícitamente seguir reteniendo nuestras 
provincias después del plazo estipulado expresamente en el tratado de 


ld 


Ancón, librando así a la voluntad arbitraria de una de las partes la prolonga- 
ción indefinida de dicho plazo. Cumple, en consecuencia, dejar constancia, 
respetuosamente, ante el Honorable Arbitro, de que el Perú no puede acep- 
tar la declaración sobre la legitimidad de la soberanía de Chile en los territo- 
rios de Tacna y Arica, ni tampoco la de su legítima ocupación en los años 
posteriores a 1894. | | 

Piensa, también mi Gobierno, que se ha hecho uso de un areumento es- 
pecioso cuando dice el laudo que por no haberse previsto la caducidad de las 
obligaciones contenidas en la cláusula tercera por el lapso de tiempo, ésta 
no podía producirse. La caducidad, por su esencia, no necesita ser estipulada 
por las partes, pues ella se produce automáticamente cuando se realizan cier- 
tas circunstancias, sin que sea necesario previo acuerdo, y es principio ge- 
neral en Derecho que una de las causales de caducidad de los contratos es el 
incumplimiento de la obligación dentro del tiempo estipulado. 

Ahora bien, el tiempo estipulado fué el de diez años, según lo declara 
específicamente y sin lugar a duda, el texto del artículo tercero del tratado 
de Ancón, cuando dice « El territorio de las Provincias. 0% continuará po- 
seído por Chile y sujeto a la legislación y autoridades chilenas durante el tér- 
mino de diez años contados desde que se ratifique el presente tratado de 
Paz » Habiéndose realizado la ratificación el 28 de marzo de 1884, la posesión 
de Chile y sujeción del territorio a la legislación y autoridades de ese país, 
terminó legalmente el 28 de marzo de 1894, en cuya fecha la no realización del 
plebiscito que tenía así plazo señalado, determinó el incumplimiento de la 
ciáusula tercera y, con él, su caducidad. 

También debe hacerse notar que el Honorable Arbitro parece haber ig- 
norado las pruebas concluyentes ofrecidas por el Perú relativas a la expul- 
sión, despojos de propiedad, actos de terrorismo y colonización fraudulen- 
ta de los chilenos en los terrenos de peruanos, que son suficientes, si hubie-: 
ran sido debidamente examinados y apreciados para dejar fuera de toda du- 
ca el error de someter esta controversia a la solución plebiscitaria. 

La indiferencia con que el Arbitro ha mirado estos actos de vandalis- 
mo y opresión ha dado lugar a que los chilenos exacerben sus persecusiones 
contra los peruanos en Taena y Arica después de pronunciado el laudo, co- 
mo si estuviesen seguros de que la impunidad seguirá amparando la comi- 
sión de tantos crímenes. En efecto, por medio de nuestra Embajada, hemos 
hecho conocer al Honorable Arbitro, los siguientes recientes hechos delietuo- 
sos: el comerciante peruano Antonio Mollo y su familia han sido arrojados 
violentamente de Putre, en Tarata, asimismo han sido atacados los hogares 
de los ciudadanos peruanos Musso, Céspedes y Bravo, este último fué muer- 
to. Las escuelas en Tarata han sido elausuradas. También se sabe que la casa 
de Martina Birne en la banda chilena del río Sama, después de expedido el 
laudo, ha sido asaltada por tres carabineros chilenos, habiendo atacado y es- 


¡ 
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tropeado al amo de la casa y a dos peruanos más, Román Rivera y Angel Yá.- 
ñez. También sabemos que se ejercen amenazas y violencias contra los po- 
bladores indefensos de Tarata, siendo violadas las mujeres por los carabine- 
ros chilenos. Los peruanos Félix Nalvarte, Timoteo Rodríguez, Vicente Ma- 
mani, Pedro Lamur y Lorenzo Flores se han escapado de las persecusiones de 
las autoridades chilenas de Arica y lleraron a Locumba en donde relataron 
que doscientos peruanos residentes en Arica fueron embarcados de ese puerto 
con dirección al sur de Chile para impedir que voten en el plebiscito. Nue- 
vos destacamentos de carabineros chilenos han sido establecidos en los ríos 
Ticalaco y Tarata cortando las comunicaciones entre Locumba y Tarata y de 
allí están haciendo fuego sobre los pobladores indefensos de Locumba. Fuer- 


zas Chilenas están sembrando el terror entre los pobladores peruanos de los 


territorios comprendidos en el laudo con el fin de obligarlos a votar en el 
plebiscito a favor de Chlie y cuando se resisten se les persigue y se les 'ex- 
pulsa del territorio. Actualmente están tomando medidas los funcionarios chi- 
lenos para obligar por la fuerza a los ciudadanos peruanos a firmar documen- 
tos de adhesión en que piden continuar bajo la soberanía chilena, Carlos Be- 
cerra, Manuel Corbacho, Félix Baluarte, Saturnino Flores, Miguel Corba- 
cho, Nataniel Corbacho, Luciano Lira, Benjamín Navarro, Tomás Chambo y 
Carlos Otoya, han llegado a Locumba huyendo de las persecusiones chilenas 


en Arica, diciendo que sus familias han sido cruelmente ultrajadas, siendo 


obligados a huír, haciendo el viaje a pie para evitar ser embarcados al sur 
de Chile. 


El cuadro que queda trazado demuestra que, efectivamente, ha habido 


una perversión de las condiciones esenciales para el plebiscito, que justifica- 
ría la negativa del Perú a aceptar el laudo; pero siendo doctrina invariable 


de nuestro país el cumplimiento de sus compromisos internacionales, no po- 
demos dejar de respetar la decisión pronunciada no obstante los errores que 
han quedado puntualizados y a pesar de que hieren tan hondamente los senti- 
mientos de justicia que asisten al Perú para demandar la caducidad de la cláu- 
sula tercera del tratado de Ancón, incumplida exclusivamente por Chile, que 
no ha tenido ni podido exhibir la más ligera excusa de su actitud recalcitrante; 
pero solicitamos que se nos otorguen y declaren por el Honorable Arbitro, las 
garantías que específicamente voy a enumerar y que son reclamadas por la una- 
nimidad de la opinión nacional, que apoya así los justos anhelos de la población 
peruana, expulsada de nuestras provincias, después de sufrir incontables ve- 
jámenes. Sin tales garantías sería irrisorio el derecho de nuestros votantes, 
quienes, intimidados por las violencias chilenas, no se decidirían a volver al 
suelo en que nacieron y que sigue entregado a la crueldad de un opresor que, 
por las consideraciones del laudo, se cree probablemente justificado en el man- 
tenimiento, por esos medios, de su usurpación y violencias de más de treinta 
años, | 
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Las garantías que el Gobierno del Perú demanda del Honorable Arbitro, 
como condición para asegurar la verdad del sufragio, son las siguientes: 


Primera.—La desocupación de los territorios de Tacna y Arica por las 
autoridades civiles y por las fuerzas de ejército, gendarmería y policía chile- 
nas, que deben ser reemplazadas por autoridades y fuerzas americanas, no solo 
durante el plebiscito, sino inmediatamente, para poner término a las hostilida- 
des que aún se ejercitan contra los pobladores peruanos que todavía quedan en 
esos territorios y hacer posible que los nativos que se encuentran fuera puedan 
regresar libremente, sin el temor de ver repetidos los atropellos y crímenes que 
siempre se han cometido y que continúan perpetrándose aún después de expe- 
dido el laudo, pues es absolutamente necesario que los pobladores de los men- 
cionados territorios queden libres de toda presión moral y material que tienda 
a coactar su libertad personal y la libre emisión del voto, como lo establecen 
universalmente la doctrina y legislación sobre plebiscitos. 


Segunda.—Que se adelante la instalación y funcionamiento de la Comi- 
sión Plebiscitaria, a fin de que, desde luego, impere su alta autoridad impar- 
cial en las provincias de Tacna y Arica, evite la continuación de las violencias, 
expulsiones e internación a las provincias australes de Chile de la población pe- 
ruana que debe tomar parte en el plebiscito y permita que, en condiciones de 
igualdad, peruanos y chilenos, puedan preparar directamente en los territo- 
rios disputados los elementos de que necesita disponer para el éxito de su acción 
plebiscitaria. | 


: Tercera.—(Que el plazo para que tenga lugar la votación plebiscitaria eo- 
mienzo a contarse después de la desocupación civil y militar de las provincias 
de Tacna y Arica, procedimiento que está de acuerdo con los precedentes cono- 
cidos y muy particularmente con el plebiscito de la Silesia Superior, en el que 
tuvo, precisamente, intervención un representante de los Estados Unidos. (Ane- 
xo 2% y 4* del Artículo 88 del tratado de Versalles). 


Cuarta.—Que se declare que no han perdido la calidad de residentes los 
peruanos que hayan tenido residencia en Tacna y Arica por cinco años y que 
hayan sido expulsados,por las autoridades chilenas. Período igual señala el lau- 
do al tratar de los residentes con derecho a voto, y el derecho que reclamo está 
reconocido en casos semejantes, especialmente en el plebiscito de Sehleswie. 
(Artículo 109 del tratado de Versalles) y en el de la Silesia Superior (Anexo 4” 
del Artículo 88* del tratado de Versalles). 


(QYumnta.—Que el árbitro disponga que los residentes deben comprobar la 
clase de ocupación e industria a que se dediquen y de que derivan su subsisten- 
cia, pres este sería el único medio de evitar el fraude que el Gobierno del Perú 
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sabe que se ha realizado metódicamente desde hace varios años y se sigue rea- 
lizando actualmente en Tacna y Arica, a efecto de simular la existencia de una 
fuerte población chilena residente. Es obvio que este requisito debe ser clara- 
mente establecido, por ser el más conducente a cautelar de manera eficaz la 
verdad del sufragio. 

Sexta.—Que se tenga presente con referencia a la disposición contenida 
en el capítulo relativo a las calidades de los votantes, por la cual se priva del 
derecho a voto a toda persona que haya sufrido prisión en virtud de sentencia 
judicial por delitos comunes, que los procesos por tales delitos son instruídos 
por la autoridad judicial del país que es parte interesada en la presente con- 
troversia y que es notorio que se han simulado y se simulan los referidos proce- 
sos, atribuyendo a los peruanos la comisión de hechos delietuosos, con el fin de 
inhabilitarlos para la votación plebiscitaria. 

Las peticiones formuladas no envuelven ninguna modificación sustancial 
del laudo. Se refieren tan sólo a decisiones absolutamente necesarias para una 
leal ejecución del mismo, que es imprescindible determinar de manera expresa, 
como único medio de garantizar eficazmente la libertad y fidelidad de la vota- 
ción plebiscitaria, y que, en el presente caso, más que en ningún otro, son ne- 
cesarias por tratarse de Chile que durante más de cuarenta años ha hecho a 
nuestros compatriotas víctimas de las violencias más condenables. Al formular 
estas peticiones, mi Gobierno se acoge a la disposición contenida en la segun- 
da parte del artículo segundo del Protocolo de Arbitraje que faculta al Ho- 
norable Arbitro para determinar los procedimientos y plazos en la ejecución 
de su laudo. 


El árbitro ha desestimado estas peticiones, apoyándose en que el laudo 
es sin apelación. Entra, sin embargo, en consideraciones, sobre cada uno de los 
puntos propuestos, manifestando respecto a la neutralización del territorio que 
no tiene poderes para ordenarla y hacé algunas reflexiones « que no tienen por 
objeto—dice—limitar los poderes de la Comisión Plebiscitaria, que son lo su- 
ficientemente amplios para garantizar a todos y a cada uno de los votantes ca- 


lificados, completa protección personal y también la seguridad de que su voto 


puede ser depositado libremente y ser computado con absoluta honradez. » 
Agrega que el General Pershing, Presidente de la Comisión, encarnan en si 
mismo toda garantía. 

Respecto al segundo punto expresa que su deseo de apresurar la inicla- 
ción del proceso se ha manifestado por la prontitud con que designó al General 
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Pershing y que sólo falta el nombramiento del delegado peruano para que la 
Comisión quede integrada y pueda comenzar a ejercer sus funciones, pra los 
plazos establecidos en el laudo son máximos. 

Respecto al voto de peruanos que hayan residido cinco o más años y sido 
expulsados por los chilenos, así como en lo que se refiere al voto de los proece- 
sedos arbitrariamente para inhabilitarlos para votar, expresa que corresponde 
a la Comisión Plebiscitaria examinar a fondo las circunstancias de cada caso 
individual, | | 

Otro tanto decide respecto a la prueba que debe dar todo aspirante a voto 
sobre la profesión o industria que ejerza o de la cual derive sus medios de sub- 
eIstencia. 

He aquí el texto de la decisión y observaciones del árbitro: 

El árbitro ha tenido la honra de recibir y de considerar cuidadosamen- 
te la comunicación que le ha sido dirigida con fecha dos de abril de 1925 por 
el presidente de la comisión de defensa peruana, representante del Perú en 
el arbitraje pendiente, según el Protocolo y acta complementaria firmados por 
los representantes del Perú y Chile en Washington, el 20 de julio de 1922. 

En el curso de su comunicación el presidente de la comisión de defensa 
peruana, expone, en primer lugar, los puntos de vista del Gobierno del Perú 
cobre el laudo del árbitro, en segundo lugar, informa al árbitro de ciertos actos 
que se dice han sido perpetrados contra los habitantes peruanos de Tacna y 
Arica desde la fecha del laudo y, en tercer lugar, demanda ciertas garantías 
con respecto a la ejecución del plebiscito ordenado por el laudo. 

El árbitro considera deber suyo dar la siguiente respuesta: 


Primero.—De los conceptos del gobierno peruano con respecto a la opinión 
y laudo se ha tomado debida nota. El laudo fué el resultado de un examen eui-. 
dadoso de los detallados expedientes sometidos por las partes. Estos expedien- 
tes tratan ampliamente las diversas cuestiones que se examinan en la eomuni- 
cación que acaba de presentarse en nombre del gobierno del Perú, y en ca se 
alegaron todos los argumentos que ahora se trata de rearguir. | 

De acuerdo con las condiciones del arbitraje convenidas por ambas par-- 
tes, así como también de acuerdo con los principios generales del derecho in- 
ternacional, estas cuestiones han sido decididas por el laudo de manera final y 
sin apelación. 

Bien podría terminar aquí esta respuesta, pero por deferencia a las gran- 
des naciones que son parte en este arbitraje y teniendo en cuenta la importan- 
cia de que se entiendan correctamente el laudo del árbitro y el procedimiento 
2 que debe ceñirse su ejecución, el árbitro considera conveniente agregar algu-. 
nas observaciones. 

Parte considerable de la comunicación que ahora se ha presentado al ár- 
bitro, se funda en una reclamación por una traducción equivocada del artículo 
tercero del tratado de Ancón, expresándose que en este artículo debe leerse a la 
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expiración y no después de la expiración del plazo de diez años, como se dice 
en el laudo. | 

Lia traducción que motiva la queja es la sometida por el Perú en su alega- 
to, y a juicio del árbitro interpreta bien el significado de la frase en cuestión. 
El problema ante el árbitro es más de sustancia que de traducción del artículo. 
Ese problema había sido debatido por las partes mucho antes de que el arbitra- 
je diese lugar a discutir la traducción inelesa del texto. El problema, por otra 
parte, va mucho más allá del de una cuestión en gran parte académica y rela- 
tivamente sin importancia como es la del uso de determinada palabra inelesa 
en la traducción del tratado, y si esa palabra debe ser a la, en la, ete., todas 
las cuales han sido usadas en varios pasajes de la tao peruana. Pue- 
de decirse también que el laudo está en perfecta armonía con el sentido efeeti- 
vo que al tratado dan las partes en las discusiones habidas entre ellas después 
de la expiración del período de diez años. Desde 1894 hasta 1912 las partes re- 
petidamente hicieron negociaciones para el plebiscito, y en 1898 llegaron a un 
acuerdo sobre los términos de un Protocolo Plebiscitario que no fué ratificado 
por el congreso chileno. 

El presidente de la comisión de defensa peruana, sugiere que el árbitro 
no apreció en su justo valor las pruebas suministradas por el Perú relativas a 
las expulsiones, despojos de propiedades, actos de terrorismo y eolonización 
fraudulenta por los chilenos en tierras de los peruanos. (Página 6 de la comu- 
nicación que se contesta). 

Sobre este asunto las partes sometieron voluminosos testimonios y el ár- 
bitro ponderó sus méritos con el mayor cuidado, pero no halló pruebas sufi- 
cientes que le sirvieran de base para declarar que en las presentes cireunstan- 
cias no puede efectuarse un plebiscito en condiciones adecuadas, o que no pue- 
de tener lugar ningún plebiscito. (Laudo arbitral, página 36). 


Segundo.—El árbitro también toma nota de los casos concretos de expul- 


sión y opresión que el presidente de la comisión peruana de defensa denuncia 


que han ocurrido desde que se expidió el laudo. Estas acusaciones deben some- 


terse al examen de la Comisión Plebiscitaria en cuanto se constituya. El árbitro 


observa con satisfacción que el presidente de la comisión peruana de defensa— 
' aunque expresa el concepto de que las condiciones en Tacna y Arica, que él deser:- 


be, justificarían que el Perú rehusara aceptar el laudo—da la seguridad formal 


- de que siendo política invariable de su país la de cumplir con sus compromi- 
sos internacionales, el Perú no dejará de respetar el laudo. 


Tercero.—Respecto de las diversas garantías relacionadas con las condi- 
ciones del plebiscito y que demanda el presidente de la comisión de defensa del 
Perú, el árbitro—en cuanto atañe a su decisión formal—se contenta con la res- 
puesta dada ya a los puntos de vista presentados en nombre del Gobierno pe- 
ruano, a saber: que las condiciones del plebiscito constituyeron una de las cues- 
tiones sometidas al árbitro; que el laudo fué emitido después de cuidadoso estu- 
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dio de los expedientes presentados por las partes y que tanto por lo convenido 
entre éstas como de acuerdo con los principios del derecho internacional, el lau- 
do es final y sin apelación. | 

Sin embargo, el árbitro hace las siguientes observaciones generales: 


Como ya se ha manifestado, las condiciones bajo la cuales el plebiscito de- 
bería realizarse constituyeron uno de los puntos sometidos al árbitro. Las par- 
tes convinieron en un procedimiento que tuvo la aprobación del árbitro y que 
daba a una y otra parte amplia oportunidad de ser oída. 

El Perú, bien informado, no hizo ninguna petición, ni aún en la alterna- 
tiva de las decisiones posibles sobre las condiciones del plebiscito, mientras es- 
tas condiciones estaban sub-judice; no hizo los pedidos que ahora formula ni 
otros para el orden del procedimiento, y el convenio bajo el cual este arbitraje 
fué acordado, prohibe que una de las partes en el arbitraje, hiciera, después de 
la expedición del laudo demandas relacionadas con las disposiciones de éste. 
El árbitro, sin embargo, no dió lugar a que fuesen perjudicados los derechos del 
Perú por no haberse hecho pedidos de dicisiones sobre las condiciones del ple- 
biscito y consideró toda la cuestión cuidadosamente fijando las condiciones bajo 
.as cuales el plebiscito debía efectuarse, a fin de dispensar la más amplia pro- 
tección a los derechos de ambas partes. 

El árbitro cree necesario agregar, también, las siguientes observaciones, 
en respuesta a cada una de las demandas que le ha presentado el presidente de 
ja comisión de defensa peruana. 

1*—Respecto a la evacuación de los territorios de Tacna y Arica por las 
autoridades civiles, el ejército, la gendarmería y la policía chilena, para ser 
reemplazados por autoridades y fuerzas norteamericanas, no sólo durante el 
plebiscito, sino inmediatamente, etc., etc., el árbitro se ve obligado a expresar 
que esta demanda va más allá de los límites fijados a su autoridad como árbi- 
tro según los términos del Protocolo y las disposiciones del laudo. 

El acta complementaria del Protocolo de Washington estipula que aún 
en el caso de que al árbitro decida que no hay lugar a plebiscito, mientras esté 
pendiente un acuerdo acerca de la disposición del territorio, no se perturbará 
la organización administrativa de las provincias. Por lo tanto, aún en el caso 
de que el árbitro hubiese hallado que la posesión actual por Chile es ilegal, no 
habría tenido poderes para ordenar la evacuación de las provincias mientras 
estuviese pendiente el acuerdo sobre disposición del territorio. Pero el laudo 
sostiene, al contrario, que la correcta interpretación del tratado de Ancón es 
la de que Chile debía retener posesión mientras se realizaba el plebiscito, y que 
reteniendo tal posesión su autoridad administrativa continuaba. (Laudo, pági- 
na 20). Las observaciones procedentes, sin embargo, no tienen por objeto limi- 
tar el ejercicio de los poderes de la Comisión Plebiscitaria, como se establecen 
en el laudo, los cuales son lo suficientemente amplios para garantizar a todos 
y cada uno de los votantes calificados, completa seguridad de protección a sus 
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personas así como la garantía de que su voto puede ser depositado libremente 
y de que será computado con absoluta honradez. El laudo provee que la Comi- 
sión Plebiscitaria tendrá, en general, el completo control sobre el plebiscito y el 
árbitro ha nombrado como Presidente de la Comisión al Genera] Pershine, dis- 
tinguido ciudadano norteamericano que encarna en sí mismo toda garantía por 
su carácter y personalidad. 

2"—Que la instalación y funcionamiento de la Comisión Plebiscitaria se 
apresure a fin de que su alta e imparcial autoridad pueda inmediatamente em- 
pezar a gobernar las provincias de Tacna y Arica, ete., ete. 


En cuanto esta demanda simplemente pide que se apresure la instalación 


y funcionamiento de la Comisión Plebiscitaria, el árbitro hace notar que este 


pedido depende, primero, de la acción del Gobierno del Perú sólo, y segundo 
de la acción de los Gobiernos de Chile y el Perú. De acuerdo con los términos 
del laudo, los miembros de la Comisión Plebiscitaria deben ser nombrados den- 
tro de cuatro meses de la fecha de la entrega de aquel, y la Comisión debe reu- 
nirse en la ciudad de Arica para quedar constituída a más tardar a los seils 
meses de la fecha de la entrega del laudo. Estos plazos pueden ser alterados por 
el árbitro. En otras palabras, el laudo sólo fijó un plazo máximo para el nom- 
bramiento de los miembros de la Comisión Plebiscitaria. El árbitro ya nombró 
el miembro que debe presidir, así como el tercer miembro de la comisión espe- 
clal de límites, Chile ha nombrado también el miembro que debe representario 
en la Comisión Plebiscitaria. Se infiere de aquí que nada impide su instalación 
tan pronto como un acto análogo sea ejecutado por el Perú. La comisión, una 
vez constituida, puede hacer arreglos para efectuar su primera reunión en Ari- 
ca tan pronto como se haya practicado por los dos gobiernos los actos prelimi- 
nares necesarios. 

32—(Que el plazo para la votación plebiscitaria comience a contarse desde 
la fecha de la evacuación de las provincias de Tacna y Arica por las autorida- 
des civiles y militares, ete. 

Esta demanda cae dentro de las observaciones del árbitro a la primera, 
desde que, también, vá más allá del radio de la autoridad conferida al árbitro 
por el protocolo del arbitraje y por las conclusiones del laudo, en cuanto está 
basada en la evacuación de las provincias por las autoridades civiles y militares. 

4*—(Jue se declare que los peruanos que han residido en las provincias 
de Tacna y Arica por cinco años y que han sido expulsados por las autorida- 


des chilenas no han perdido su carácter de residentes. 


Como ya se ha indicado, al fijar el árbitro los requisitos que deben sa- 
tisfacer los votantes, no tuvo la ventaja de examinar las demandas que se 
hacen al respecto de parte del Perú. Sin embargo, el árbitro consideró con gran 
cuidado las diversas cuestiones inherentes a este punto, a la luz de las pruebas 
y argumentos sometidos por ambas partes. Las varias conclusiones del laudo 
sobre este asunto están entrelazadas dentro de un plan general; por lo tanto, 
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el cumplimiento de esta petición no sólo es imposible en razón de la finalidad 
del laudo, sino innecesaria e inadmisible, porque implicaría la revisión de un 
plan que fué cuidadosamente estudiado y que, en su integridad, a juicio del 
árbitro, hace justicia a las partes. | 

- 9'—Que el Honorable Arbitro disponga que a los residentes se les exija 
pruebas sobre el carácter de la ocupación o industria que ejercen y de la cual 
derivan sus medios de subsistencia, por ser este el único medio de evitar frau- 
des, etc. 

Es deber de la Comisión Plebiscitaria tomar en consideración todas las 
pruebas que se aduzcan sobre calificaciones de los votantes a fin de impedir la 
emisión de votos fraudulentos. Por lo tanto, esta demanda debe hacerse a la 
comisión para que la considere. 

6"—Que se tome en consideración, en lo que se refiere a la LSO del 
laudo sobre calificación de los votantes, por la cual se priva del voto a toda 
persona que haya sufrido prisión en virtud de sentencia judicial por delitos 
comunes, que los procesos por tales delitos han venido formándose desde hace 
años por autoridad chilena que es parte interesada en esta controversia, y que 
es notorio que se han simulado los referidos procesos atribuyendo a los perua- 
nos la comisión de hechos delietuosos con el único objeto de inhabilitarlos para 
votar, en caso de que llegase a efectuarse el plebiscito. 

El árbitro no vé con elaridad el sienificado preciso de esta demanda, El 
laudo provee (página 42) que a ninguna persona que haya sufrido prisión en 
cumplimiento de sentencia por delito no político que envuelva relajación mo- 
ral, se le permitirá registrarse y votar. Corresponde a la Comisión Plebiscitaria 
el deber de interpetar y aplicar tal disposición, de acuerdo con su letra y su es- 
píritu a los hechos de cada uno de los casos que se presenten ante la comisión 
que de ellos deba conocer. Se sugiere, por lo tanto, que todo caso o casos con- 
cretos en que se crea necesario interpretar o aplicar esta disposición se someta 
a la Comisión Plebiscitaria. 

En general, el laudo da plenos poderes a la Comisión Plebiscitaria para 
conocer de todas las cuestiones relativas a la calificación de los votantes y 
para impedir los fraudes a fin de asegurar a cada uno de los electores califica- 
dos su derecho de votar. También se ha establecido con amplitud la apelación 
ante el árbitro de las decisiones de la Comisión Plebiscitaria. - 

Para concluír, parece innecesario decir que, sólo el deseo de ser útil para 
conseguir el arreglo de una larga controversia entre dos gandes naciones con 
las cuales los Estados Unidos se hallan en las más amistosas relaciones, indujo 
al árbitro a emprender su ardua tarea y hasta donde de él dependa y obrando 
siempre dentro de los bien definidos límites del Protocolo de Arbitraje, no de- 
Jará sin hacer nada que con cuidado y atención eserupulosos de su parte pueda 
contribuir a asegurar una elección honrada y justicia igual para ambas partes. 

La decisión que el árbitro se ha creído obligado a enunciar, o sea, que ei 
laudo es final y sin apelación, ha hecho innecesario suministrar a los agentes 
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del Gobierno de Chile, la oportunidad de presentar el punto de vista de dicho 
Gobierno. Sin embargo, copias de la comunicación del presidente de la comi- 
sión de defensa peruana, y de esta respuesta, se suministran a los agentes del 
Gobierno de Chile. 


CALVIN  COOLIDGE, 
Arbitro. 


Por el árbitro. 


FRANK B. KrELLOG, 
Secretario de Estado. 


N ota con que el Embajador del Perú ha comunicado a la Secre- 
taría de Estado de los Estados Unidos el nombramiento 
del delegado peruano ante la comisión plebiscitaria. 


El Gobierno del Perú recibió oportunamente la decisión y observaciones 
del árbitro, recaídas en el recurso presentado con fecha 31 de marzo último y ha 
resuelto, de acuerdo con lo dispuesto en el párrafo « A » del capítulo Comisión 
Plebiscitaria, página 43 del texto inglés del laudo, designar al miembro que Je 
compete para que forme parte, en nombre del Perú, de dicha comisión; y al 
hacerlo, se permite dejar constancia de lo siguiente: El Gobierno del Perú 
piensa que las peticiones que tiene formuladas, no envuelven una modificación 
del laudo, ni siquiera una ampliación de sus términos, sino el enunciado claro y 
preciso de su alcance, dentro del espíritu de equidad y justicia en que ha ac- 
tuado el Honorable Arbitro, y en que es natural se efectúe un plebiscito presi- 
dido por quien tan dignamente lo representa a él y a su gran nación. 
| Estima, en efecto, el Gobierno del Perú, que en una sentencia pronuncia- 
da en un juicio de arbitraje sobre materia tan grave, como concierne a la inte- 

: eridad del territorio y al sentimiento de la nacionalidad, no puede escatimars? 
2 una de las partes el libre y pleno ejercicio de cualquiera acción legal para de- 
fender su derecho. Por eso, no está conforme con la afirmación del Honorable 
Arbitro, de que las peticiones fundamentales de nuestro recurso salen de las 
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facultades del árbitro, pues, justamente, el compromiso arbitral estatuye que, 
en caso de declararse la procedencia del plebiscito, el árbitro queda facultado 
para determinar sus condiciones. La principal de esas condiciones es la de ase- 
gurar eficazmente absoluta libertad y protección a los electores, sin la cual que- 
daría frustrada la calidad de « votación popular » que exige el artículo 3% del 
tratado de Ancón. 


El Honorable Arbitro considera que la Comisión Plebiscitaria es suficien- 
te para garantizar la verdad del sufragio; pero es indudable que con la presen- 


cia de las autoridades y tropas del Estado ocupante esta garantía estará suje- 


ta a dificultades y limitaciones imsalvables, ya sea para impedir los fraudes, ya 


para evitar y reprimir las violencias de la administración ocupante, a la cual, 


en la práctica, será casi imposible mantener bajo un eficiente control, a fin de 
impedirle que perjudique a la otra parte aprovechándose de su posición domi- 
ante, para alcanzar el triunfo plebiseitario aunque sea por medios ilícitos, 
Confía, sin embargo, el Gobierno del Perú, que en el caso de que se realizaran 
las previsiones aquí puntualizadas, la administración del Estado ocupante, con 
su cortejo de autoridades y tropa, sería reemplazada por una administración 
neutra. 


Tampoco concuerda el Gobierno del Perú con la interpretación que el 
Honorable Arbitro da al acta complementaria del Protocolo de Arbitraje, 
cuando deduce de la estipulación de que «aún en el caso de que el.árbitro de- 
cida que no hay lugar a plebiscito, mientras esté pendiente un acuerdo acerca 
de la disposición del territorio, no se perturbará la organización administrati- 
va de las provincias,» que, « por lo tanto, aún en el caso de que el árbitro hu- 
biese hallado que la posesión actual por Chile es ilegal, no habría tenido pode- 
res para ordenar la evacuación de las provincias mientras estuviese pendiente 
el acuerdo sobre disposición del territorio. » En realidad el artículo pertinente 
del acta complementaria sólo contempló la posibilidad de no alterar la organi- 
zación administrativa del territorio en el caso de la improcedencia del plebisci- 
to; dejando así muy en claro y bien establecido que sí podría alterarse en el 
caso contrario, esto es, en el de declaración de procedencia del plebiscito. Va 
encaminada la demanda peruana a establecer en el territorio sometido a ple- 
biscito una situación de relativa equidad, ya que de justicia absoluta no sería 
posible después de los actos de intimidación y terrorismo de que ha sido víe- 
tima el elemento peruano y que han creado una situación «sui géneris » en las 
provincias, de la cual no cabía salir, en buena ley, sino mediante la devolución 
lisa y llana de ellas a su dueño. Esa situación de equidad es todo lo que el Perú 
reclama, y es muy sensible que el Honorable Arbitro, en su alta sabiduría, pro- 
visto como estaba y está, de facultades ilimitadas para determinar las condi: 
ciones del plebiscito, haya creído conveniente no hacer todavía uso, justamen- 
te, de la principal, manteniendo una situación dominante para una de las 
partes y dejando a la otra en situación de evidente inferioridad. 
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Por esto mismo, no era menester que el Perú solicitara específicamente en 
sus alegatos la desocupación del territorio, porque confiaba en la justicia del 
árbitro, para que en el caso de no admitirse la tesis peruana de la improceden- 
cia del plebiscito, la razón del tiempo trascurrido desde la fecha en que debió 
realizarse, de la recalcitrante actitud de Chile y de los actos practicados por 
éste contra la población peruana, el árbitro señalaría condiciones tales para el 
plebiscito que trataran de compensar las evidentes injusticias hechas al Perú 
por el detentador de sus territorios. 

Nuestra: demanda de garantías se deriva de la posición desigual de los 
dos Estados en los territorios en disputa y tiende a contrarrestar el efecto de las 
pasiones y los intereses de que una de las partes ha hecho víctima a la otra; 
y así como el Honorable Arbitro señaló otras condiciones, pudo esperarse que 
no olvidaría la primordial, la que se destaca, sobre todas, en los plebiscitos mo- 
dernos, o sea la remoción de las fuerzas armadas de ambos Estados y de los jefes 
de sus servicios administrativos. 

Con referencia a nuestra petición sobre el voto de los expulsados, cabe de- 
cjr que, aunque aparentemente los residentes chilenos y peruanos están coloca- 
dos en igual pie, es notorio que a los primeros no se les ha interrumpido su resi- 
dencia, mientras que a los ciudadanos peruanos si se les ha interrumpido, por 
quien tenía interés en eliminarlos y disponía de la fuerza para hacerlo. Como 
agravante Chile ha podido introducir en las provincias toda la población que le ha 
parecido conveniente, mientras que los peruanos han sido expulsados continua- 
mente; resultando de esta desigualdad de condiciones una injusticia evidente que 
llevará consigo el hecho de que un chileno con dos años de residencia antes de 
julio de 1922 podrá votar, mientras que un peruano nacido fuera del territorio 
de Tacna y Arica y con residencia igual o más larga no podrá hacerlo, simple- 
mente porque las autoridades chilenas lo expulsaron. Como tal estado de cosas 
importaría una desigualdad irritante, el Gobierno del Perú no ha podido confor- 
marse en que ese sea el sentido en que debe interpretarse el laudo y espera que 
así también lo reconozca la Comisión Plebiscitaria. 

El laudo admite que ha habido expulsiones, aunque no en la cantidad ne- 
cesaria para dar fundamento a la decisión de improcedencia del plebiscito: el 
laudo declara que está lejos de condenar esas violencias, por consiguiente las 
condena y parece que la consecuencia de esta condenación debió haber sido la 
de consignar una condición plebiscitaria tal que restableciera la justicia altera- 
da por una de las partes y reparara, en cierto modo, el daño causado a la otra. 

El Perú piensa, además, que su insistencia sobre este punto se halla aho- 
ra más que nunca justificada por el hecho de que después de la expedición del 
laudo Chile ha violado deliberada y sistemáticamente el «status » creado por 
- aquél, pues ha secuestrado a varios centenares de regnícolas y ciudadanos perua- 
nos residentes en las provincias ocupadas para llevarlos al sur, a fin de privar- 
los del derecho de votar en el plebiscito. Esos secuestres han sido denunciados 
ante el Honorable Arbitro, y es de advertir que Chile no ha intentado negarlos 
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sino explicarlos diciendo que se trata de un «éxodo » voluntario de los regníco- 
ias, atraídos por los altos salarios que se pagan en las salitreras, y como se trata 
de un número relativamente crecido de votantes, que la parte que dispone de la 
fuerza en ese territorio arrebata violentamente a la otra, corresponde al Hono- 
rable Arbitro restablecer el equilibrio perturbado, ya que el Protocolo le ha dado 
para ello amplios poderes que él se ha reservado expresamente en el laudo. 

El Gobierno del Perú, con todo el respeto que le inspira la decisión arbi- 
tral pronunciada, no encuentra razones que lo induzcan a modificar el concepto 
que queda expresado y mantendrá integramente su demanda sobre la efectivi- 
dad de garantías absolutamente indispensables para que se realice un plebis- 
cito auténtico, cuya ejecución y resultado acepte con respeto el mundo y al 
cual concurran los ciudadanos del Perú en pie de absoluta igualdad con los 
de Chile, a fin de que el referendum exprese la verdadera decisión popular que 
contempló el tratado de Ancón. 

No cabe suponer—y el Perú de nineún modo lo supone— que haya sido la 
intención del Honorable Arbitro negar el voto a los residentes peruanos expul- 
sados por las autoridades chilenas, porque ello sería constituir un precedente 
incompatible con el concepto de la justicia y que conduciría a mantener los 
procedimientos de violencias que el laudo ha condenado. Por otra parte, el con- 
venio suscrito autorizaba al Honorable Arbitro para resolver todas las dificul- 
tades emanadas de las estipulaciones no cumplidas del artículo tercero del tra- 
tado de Ancón, y eventualmente para determinar todas las condiciones del ple- 
biscito. De manera que el arbitraje actual confiere al árbitro facultades juris- 
diccionales mucho más amplias que las de una simple declaración sobre la vi- 
gencia o caducidad de la estipulación plebiscitaria. 

En suma, lo que el Perú ha sostenido y sostiene es que el procedimiento 
plebiscitario debe estar informado en los principios más estrictos de justicia 
internacional y que sería un contraste doloroso para la conciencia jurídica y 
moral de los pueblos de este continente, que mientras en Europa a raíz de una 
guerra devastadora que pudo dejar tras de sí un cortejo de pasiones y violen- 
cias, los pueblos interesados en la contienda reaccionaran en seguida y recti- 
ficaran sus linderos decretando plebiscitos informados en aquellos preceptos, 
en la libre América, sin los apremios y pasiones de una guerra reciente se de- 
crete un plebiscito que se diferencia muy poco de aquellos realizados bajo el 
imperio de las bayonetas para disfrazar las anexiones y conquistas de los solda- 
dos victoriosos de las guerras napoleónicas. 

No obstante las observaciones anteriores, que Son aunque débilmente 
la opinión del pueblo peruano, el Gobierno del Perú, a quien un alto deber de 
cultura y respeto de sí mismo y de sus compromisos internacionales, le ha deci- 
dido aceptar el laudo, toma nota de las declaraciones contenidas en la última 
comunicación del Honorable Arbitro de que «sus observaciones no tienen por 
objeto limitar el ejercicio de los poderes de la Comisión Plebiscitaria, » poderes 
que «garantizarán a todos y a cada uno de los votantes completa seguridad y 
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- protección á sus personas, así como la garantía de que su voto pueda ser depo- 
_sitado libremente y será computado con absoluta honradez, » que «la Comisión 
| - Plebiscitaria tendrá el completo control sobre el plebiscito; » que «impedirá la 
emisión de votos fraudulentos; » que « tiene plenos poderes para calificar a los 
votantes, impidiendo los hn » insistiendo también en « el recurso de apela- 
ción de sus decisiones ante el cae Arbitro; » y por último, que el « árbi- 
ho tro no dejará sin hacer nada que con cuidado y atención eserupulosos de su 
parte pueda contribuír a asegurar una elección honrada y justicia igual para am- 
bas partes. » El Gobierno del Perú interpreta estas declaraciones sobre el pedi- 
do de garantías en el sentido de que el Honorable Arbitro lo refiere a la Comi- 
sión Plebiscitaria, como a la entidad que tiene el poder de otorgarlas y que las 
$: otorgará si resultan necesarias. 

- Sentadas las precedentes apreciaciones, el gobierno del Perú designa a 
don Manuel de Freyre Santander, delesado suyo en la Comisión Plebiscitaria. 
Confía el Gobierno del Perú que esta decisión a que ha llegado después de ma- 
dura deliberación quedará justificada por la recta imparcialidad de los pro- 
-cedimientos de la Comisión Plebiscitaria. 


- Tengo el honor de reiterar a Su Excelencia las seguridades de mi alta esti- 
mación y consideración. 


Hernán Velarde. 
Embajador del Perú. 
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